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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; y las Ministras de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 36ª y 37ª, ordinarias, en 21 y 22 de julio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los quince primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín N° 9.179-07).


2) Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (boletín N° 9.679-07).


3) Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (boletín N° 9.514-07).


4) Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (boletín Nº 9.015-05).



5) Proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletines N°s 9.840-07 y 10.055-07, refundidos).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 6 de enero de 2015 (boletín N° 10.024-10).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el Segundo Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.025-10).



8) Proyecto de acuerdo que aprueba el Segundo Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.026-10).


9) Proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (boletín N° 9.896-07).



10) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).


11) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04).


12) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín Nº 9.151-21).


13) Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).


14) Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).


15) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio”, y su Protocolo, suscritos en Santiago el 6 de diciembre de 2012 (boletín N° 9.949-10).


Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación de igual número de asuntos:


1) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, de lesa humanidad y de genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).


2) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).


3) Proyecto que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).


4) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Violeta Arancibia Clavel y Cecilia Sepúlveda Carvajal, conforme a lo dispuesto en los artículos 89 letra c) y 7° transitorio del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, Ley General de Educación (boletín N° S 1.819-05) (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación al proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (boletín N° 9.640-15) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Con el segundo señala que ha aprobado las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas y prendas que caucionen créditos (boletín N° 8.069-14).


--Se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control preventivo de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



--Se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Remite copia autorizada de la resolución dictada en el proceso sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en cuanto a los artículos 299, N° 3, y 433 del Código de Justicia Militar.


--Se envía el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Salud:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del proceso de calificación industrial del centro de acopio de chips de la empresa portuaria Corral, en la Región de Los Ríos.



Del señor Ministro de Agricultura:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, tocante a objetivos del programa “Jóvenes Lácteos”, en las Regiones de Los Lagos y Los Ríos.



De la señora Subsecretaria de Educación:



Remite respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, concerniente a la implementación del proyecto “Integrando la ruralidad”, elaborado por la Dirección Ejecutiva del Centro de Educación y Tecnología.



Del señor Intendente de Regulación del Mercado de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la rentabilidad de las generadoras energéticas.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (boletín N° 9.514-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo:



1) El que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok el 4 de octubre de 2013 (boletín N° 9.472-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


2) El que aprueba el Segundo Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.025-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).


3) El que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 6 de enero de 2015 (boletín N° 10.024-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


--Quedan para tabla. 

Mociones


De los Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath, Quintana e Ignacio Walker, con la que inician un proyecto de ley sobre publicidad vial (boletín N° 10.209-09) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Senadores señora Goic y señores Girardi, Horvath, Pérez Varela y Patricio Walker, con la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria (boletín N° 10.221-07) (Véase en los Anexos, documento 11). 


--Pasa a la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



De la Senadora señora Allende, con la da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.733, en lo relativo al derecho de aclaración o de rectificación que asiste a las personas injustamente aludidas u ofendidas por algún medio de comunicación social en el período que indica (boletín N° 10.222-07) (Véase en los Anexos, documento 12).


De los Senadores señores Chahuán, Hernán Larraín y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica los Códigos Civil y Penal en materia de reconocimiento de un hijo de filiación no matrimonial (boletín N° 10.223-07) (Véase en los Anexos, documento 13).


De los Senadores señores Horvath, Araya, Espina, Harboe y Hernán Larraín, con la que inician un proyecto que reemplaza el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para regular los casos en que pueden refundirse los proyectos de ley (boletín N° 10.224-07) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Ossandón, Guillier y Tuma, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (boletín N° 10.226-03) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Economía.

Proyecto de acuerdo


De los Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una indicación que excluya a los medios de comunicación de las obligaciones contempladas en el proyecto de ley que establece un marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletines N°s. 9.094-12 y S 1.820-12) (Véase en los Anexos, documento 16).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Matta, con la que comunica su ausencia del territorio nacional a partir del día 10 del presente mes.



--Se accede a lo solicitado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solicito que la iniciativa ingresada con fecha de hoy por los miembros de la Comisión de Obras Públicas, relativa a la publicidad vial (boletín N° 10.209-09), sea refundida con la que contempla materias parecidas (boletín 9.689-09) y que fue presentada por otros parlamentarios, algunos de los cuales también son miembros del referido órgano técnico.



El nuevo proyecto surgió ante la necesidad de resolver temas que en su momento no se plantearon en el anterior. Además, al no estar dentro de las ideas matrices, a la unanimidad de la Comisión le pareció bueno que ambos se fusionaran.



Y, adicionalmente, como se trata de una iniciativa importante que busca regular de otra manera la publicidad vial en lo que respecta a seguridad, estética, solicitamos que se nos autorice para discutirla en general y en particular a fin de poder hacer un buen trabajo para el Senado.



Lo pido, señor Presidente, en nombre de la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Obras Públicas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el Senador señor Coloma?



Acordado.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo plantear tres temas bien puntuales.



En primer lugar, con respecto a lo manifestado por el Senador Coloma, debo decir que lo propuesto en el proyecto que los integrantes de la Comisión de Obras Públicas enviamos obviamente está dentro del marco de nuestras facultades parlamentarias.



Durante su discusión en dicha instancia se comprometieron tres Ministerios -el de Vivienda y Urbanismo, el de Transportes y Telecomunicaciones y el de Obras Públicas- con el fin de respaldar aquella iniciativa y, desde luego, de complementarla tanto para el sector urbano como para el rural y también en lo referente a temas escénicos.


En segundo término, quiero señalar que ayer un grupo de Senadores presentamos un proyecto de acuerdo en que se le formula una solicitud a la Presidenta de la República con motivo de cumplirse el día de mañana el septuagésimo aniversario del lanzamiento de una bomba atómica en Hiroshima, hecho que se repitió tres días después en Nagasaki. 



El proyecto de acuerdo pretende el uso pacífico de la energía nuclear y, desde luego, no aventurarse en estas materias en un país sísmico y volcánico, como el nuestro.



Por lo tanto, solicito que se dé cuenta de él y, si es posible, que sea votado hoy, dada la proximidad de tal fecha.



Finalmente, en lo concerniente al proyecto de acuerdo que se someterá a votación, relacionado con la iniciativa legal que establece un marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, debo señalar que hay al menos cuatro indicaciones que resuelven el tema de los medios de comunicación escritos, sin sacarlos de aquella.



Eso es muy importante, y de alguna manera habría que tenerlo presente al momento de la votación.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a tener en consideración lo que plantea Su Señoría respecto del primer punto y del último.



En todo caso, le informo al señor Senador que en cuanto al proyecto de acuerdo relacionado con Hiroshima se requieren diecinueve firmas para que pueda ser considerado y votado, y solo hay nueve. Así que le sugiero que obtenga las que faltan a fin de recabar después el consentimiento de la Sala para votarlo, si le parece.

El señor HORVATH.- Bien, señor Presidente.


MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DESTACADA FOLCLORISTA E INVESTIGADORA SEÑORA MARGOT LOYOLA PALACIOS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Matta.

El señor MATTA.- Señor Presidente, pido que se recabe el acuerdo del Senado para rendir un minuto de silencio en memoria de la destacada folclorista linarense Margot Loyola ante su sensible fallecimiento, a lo que según entiendo se suma el Senador Hernán Larraín.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se guardará un minuto de silencio por el fallecimiento de la destacada folclorista señora Margot Loyola.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.

V. FÁCIL DESPACHO
TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y TAILANDIA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia”, suscrito en Bangkok, Tailandia, el 4 de octubre de 2013, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.472-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 25ª, en 3 de junio de 2015.



Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.



Hacienda: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es lograr una mayor apertura económica entre Chile y Tailandia.



La Comisión de Relaciones Exteriores lo discutió en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros: Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus integrantes presentes: Honorables señores Coloma, García, Lagos y Montes.



Cabe señalar que los artículos 4.28, N° 4; 5.15; 15.5 del texto principal, y N° 27 del anexo 14.10 del Tratado son de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación los votos favorables de 19 señoras y señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos cumpliendo con algo que estaba pendiente y que dice relación fundamentalmente con posibilitar la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Tailandia.



Sabida es la intensa relación comercial que tenemos con ese país.



El Ejecutivo, durante la tramitación del Tratado de Libre Comercio, argumentó que este viene a consolidar la posición de Chile como la nación latinoamericana de mayor proyección y crecimiento comercial en la región asiática, producto de la liberalización arancelaria obtenida en los tratados de libre comercio. Esta senda ha permitido promover al nuestro como un país con vocación para el libre comercio y un atractivo mercado para hacer negocios, considerando su condición de plataforma comercial hacia América Latina.


Tailandia es un mercado de 68 millones de personas, con un ingreso per cápita de 9 mil 503 dólares y un producto interno bruto de 366 mil millones de dólares, 1,4 veces el de Chile, según cifras del año 2013 del Fondo Monetario Internacional.


Claramente, lo anterior se agrega a todo el esfuerzo de inserción realizado por nuestro país, que hoy tiene tratados comerciales con más del 85 por ciento del producto interno bruto mundial, lo cual lo convierte en un ejemplo de inserción internacional en un mundo cada vez más globalizado.



Durante la última década, Chile ha enfocado su inserción en la región de Asia y de Oceanía: con Corea firmó un Tratado de Libre Comercio el 2003, con China el 2005; con Nueva Zelandia, Singapur y Brunéi Darussalam suscribió el P4 el año 2005 -lo que en definitiva fue el envión o la semilla para que ahora se esté analizando el TPP-; también lo hizo con India el año 2006; con Japón el 2007; con Australia el 2008; con Malasia el 2010; con Vietnam el 2011, y con Hong Kong, China, el 2012.


Tailandia es socio fundador de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN) desde el año 1967 y fue una pieza clave en el establecimiento de la Zona de Libre Comercio de esa Asociación (AFTA, de acuerdo a sus siglas en inglés) en el 2010. 


Además, ha ejercido un rol de liderazgo en el desarrollo de lo que será la Comunidad Económica ASEAN proyectada para el año 2015. 


Siendo Tailandia el país miembro de ASEAN con mayor vocación de apertura comercial, ha liderado el interés regional para firmar acuerdos estratégicos de libre comercio y/o inversiones, entre los que se incluyen los tratados suscritos con China, India, Australia, Nueva Zelandia, Perú y Japón, entre otras naciones.



En cuanto al comercio entre ambos países, cabe señalar que se ha visto fortalecido con un incremento notorio. Por ejemplo, en el año 2007 el comercio de bienes ascendió a 643 millones de dólares, mientras que en 2013 este se expandió a 943 millones de dólares. 


Sin embargo, en años recientes se ha evidenciado un creciente déficit en la balanza comercial, que llegó a 401 millones de dólares en 2013.


Además, las exportaciones chilenas a Tailandia se redujeron en 23,3 por ciento anual, alcanzando los 242 millones de dólares. Esto obedeció fundamentalmente a la disminución en las exportaciones de cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado, con una baja anual de 40,3 por ciento y montos por 74 millones de dólares. 


Por otra parte, se evidenciaron mayores envíos de frutas, salmón y vino embotellado.


El número de productos de la canasta exportadora en 2013 fue de 132. Tales exportaciones se concentran principalmente en cátodos y secciones de cátodo de cobre, pasta química de madera cruda, truchas, salmones del Atlántico congelados, cloruro de potasio, uvas, maderas de pino insigne, entre otros. Estos productos representaron el 82 por ciento del total exportado a ese mercado en dicho año.



Finalmente, hago presente que el número de empresas que participa en la relación comercial con Tailandia ha crecido en un 59,2 por ciento durante el período 2007-2013.


Por esas razones y considerando que estamos en deuda en esta materia, pues Tailandia ya aprobó el Tratado, hoy se somete a la consideración de la Sala este proyecto de acuerdo, a fin de dar cumplimiento a un trámite importante para la presencia de nuestro país en Asia. 



Ello remarca una política inalterable del Estado de Chile: insertarse comercialmente en mercados que son atractivos.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, seré muy breve.



Primero, quiero recordar que este es el quinto acuerdo que Chile firma con un país miembro de la ASEAN. 



El instrumento que nos ocupa va a permitir que ambas naciones -esto es lo más relevante para aquellos a los que nos interesa la proyección de Chile en esos mercados- sirvan de plataformas de exportación e importación para los flujos de bienes y servicios en sus respectivas regiones.


En ese sentido Tailandia cumplirá un rol de tremenda importancia como plataforma para acceder a las economías del sudeste asiático.



Este Tratado otorgará acceso preferencial inmediato a más del 90 por ciento de los productos y no considera excepciones.


Eso será tremendamente positivo para un conjunto de productos chilenos: cátodos de cobre, truchas congeladas, concentrados de molibdeno, carbonato de litio, carnes (bovina, de cerdo, de cordero y de ave), leche condensada, nueces, paltas, pasas, pasta de tomates, cajas de cambio para automóviles, productos de madera, papel y cartones.


Van a llegar a Chile sin ningún tipo de arancel productos tailandeses tan importantes como petróleo, gas natural y automóviles.



Este Acuerdo consta de un Preámbulo, 16 Capítulos y 10 Anexos.


Incorpora disciplinas tales como Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) y Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF), lo cual es trascendental para resguardar nuestros intereses.



Asimismo, señor Presidente, contempla la inclusión de las indicaciones geográficas. Esto es una innovación. Imagino que los colegas de las Regiones Cuarta y Quinta, quienes han batallado desde hace mucho tiempo por lograr este objetivo, van a dejar la constancia de que, por primera vez, productos emblemáticos como el pisco, el limón de Pica y la langosta de Juan Fernández serán reconocidos con denominación de origen.



Finalmente, cabe destacar que el Tratado establece el compromiso de iniciar negociaciones para un Acuerdo de Inversiones dentro del plazo de dos años.


Señor Presidente, Tailandia es probablemente la pieza que nos faltaba para contar con una plataforma desde la cual operar en los países del sudeste asiático.



Recordemos que Tailandia, Vietnam y Malasia son las economías más dinámicas de esa región. Y ahí podremos generar un centro de desarrollo muy importante. 



Habrá que estudiar cómo seguir avanzando en acuerdos de libre comercio en esa zona: por ejemplo, con Indonesia, entre otras economías menores, aunque tremendamente relevantes para una parte de nuestro país.



En el siglo XXI Chile necesita saber cautivar nuevos mercados. 



Por eso es relevante este Tratado, señor Presidente.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, dado que este proyecto es de Fácil Despacho, seré breve.



Deseo simplemente destacar tres cosas.



En primer lugar -ya lo han dicho, pero quiero subrayarlo-, Tailandia es un mercado de 68 millones de habitantes -es un país grande-, con un ingreso per cápita (PPP) de 9 mil 503 dólares. Obviamente, es una nación que va creciendo.



Chile actualmente es el tercer mayor socio comercial de Tailandia en Sudamérica y, a su vez, este es el primero de Chile entre los países asiáticos, con un intercambio comercial de alrededor de mil millones de dólares, cantidad que es relevante desde toda perspectiva.



Lo segundo que quiero destacar es que este Acuerdo otorga acceso preferencial inmediato a más del 90 por ciento de los productos y no considera excepciones.


Quienes hemos trabajado en el desarrollo de otros convenios comerciales -son muchos los que ha firmado Chile- sabemos que son pocos los países que dan un grado de desgravación tan relevante.



Los aranceles en Tailandia son altos. Muchos productos eran gravados con cerca del 40 por ciento. Por ello, la suscripción a este Tratado hace que cambie sustancialmente nuestra competitividad en ese mercado en productos como cobre, truchas, carnes (bovina, de cerdo, de cordero), quesos, nueces, paltas, pasas, pasta de tomates. Además, en un plazo no mayor de tres años se integrarían las manzanas, las cerezas, los kiwis y los arándanos.


Este proyecto rápidamente va avanzando hacia una desregulación en materia arancelaria. Tal criterio es un gran facilitador de comercio.



Por otra parte, Tailandia tiene la característica de ser un país complementario al nuestro. Ellos nos venderán: petróleo, gas natural, camionetas, automóviles, cámaras fotográficas digitales, conservas de piña y atún; o sea, bienes que, en general, nuestro país no produce.



En definitiva, este Tratado es especialmente virtuoso.



Lamentablemente, ha tenido una tramitación lenta en Chile. Tailandia hace ya un año aprobó este Acuerdo, el cual, a mi juicio, es muy favorable para ambos países.



Por último, destaco que se contempla el compromiso de iniciar negociaciones para un Acuerdo de Inversiones dentro del plazo de dos años.


Señor Presidente, sé que hay un acuerdo transversal y unánime para aprobar este instrumento, por lo que, afortunadamente, no habrá una discusión compleja. Pero ello no quiere decir que el proyecto carezca de importancia. A veces los acuerdos maduran en momentos distintos. Este lo hizo a esta altura. Ojalá hubiera sido antes.



Lo relevante es que Tailandia es un país absolutamente complementario al nuestro. Ello implica un beneficio concreto de este Tratado: los productos que importemos llegarán a menor precio y los que exportemos se venderán, gracias al menor arancel, también a bajo precio.



Por ello, aprobamos este proyecto de acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, las intervenciones anteriores me ahorran muchos de los comentarios que pretendía formular.



Este Tratado de Libre Comercio es una clara oportunidad para aumentar nuestro comercio internacional.



Tailandia ha cumplido todos los trámites necesarios para que rija. Somos nosotros quienes estamos atrasados. Por tanto, cuanto más pronto aprobemos este proyecto y se promulgue como ley de la república, más pronto será posible que nos podamos beneficiar de esta significativa disminución de aranceles para el 90 por ciento de nuestros productos de exportación.



En consecuencia, señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional concurrimos con nuestro voto favorable a este Tratado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, seré breve.



Primero, quiero felicitarlo por haber puesto en discusión este proyecto de acuerdo, que, lamentablemente, ha sufrido una larga demora en su tramitación. Ello ha impedido aprovechar antes los beneficios de este Tratado, como han dicho mis colegas.



No cabe duda de que Tailandia hoy -también lo expresaron algunos señores Senadores- representa la puerta de entrada y de distribución para ingresar a las economías del resto de Asia. 



De otro lado, este Acuerdo permitiría bajar inmediatamente a arancel cero productos que son demasiado importantes para nuestra Región, como algunas frutas (paltas, nueces). 



Hoy por hoy en la Cuarta Región varias cooperativas de pequeños productores agrícolas se han transformado en sociedades exportadoras de nueces, identificando su producto en cantidad y calidad como “nueces del Choapa”. Sin embargo, quedaban fuera de competencia en un mercado tan atractivo como el del sudeste asiático, debido a los actuales niveles arancelarios. 



Bajar a cero los aranceles representa una gran oportunidad, a todas luces, para varios productos de nuestra Región.



Además, siempre he recalcado la necesidad de preocuparnos de que nuestros productos con denominación de origen o indicación geográfica sean contemplados en los tratados de libre comercio, pues tal medida resalta parte de lo que constituye nuestro patrimonio. 



En el caso del pisco, hemos dado una lucha enorme durante muchos años con el objeto de que la denominación de origen del pisco sea reconocida como tal. Siempre lo hemos planteado sin excluir a nadie. 



Con este Acuerdo los Gobiernos de Tailandia y Chile, al incluir como productos emblemáticos, con indicaciones geográficas, al pisco, al limón de Pica y a la langosta de Juan Fernández, vienen a respaldar lo que ha sido una política permanente de nuestro país en la materia. 



Por ello, me alegro mucho de que se haya colocado en discusión este proyecto de acuerdo, que votaremos favorablemente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una petición para abrir la votación. 



Recuerden que es una iniciativa de Fácil Despacho y que requiere quórum especial de aprobación, por lo que es importante la presencia de los señores Senadores. 



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación el proyecto de acuerdo. 



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos, para fundamentar su voto. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, este Tratado de Libre Comercio con el Gobierno del Reino de Tailandia, desde una perspectiva general, es uno más dentro del importante número de acuerdos que Chile ha suscrito en este ámbito. 



Sin embargo, lo que llama la atención de este Convenio, que lo diferencia de los que hemos firmado y ratificado en el último tiempo, es que Tailandia, que posee una gran economía (de casi 70 millones de habitantes), con cierta gravitación en el sudeste asiático, tiene inusualmente aranceles de nación más favorecida bastante altos para un número importante de productos.



Si uno revisa la evolución de la protección o de la liberalización del comercio -depende de cómo se quiera ver-, notará que Tailandia sigue siendo una economía con aranceles de 40, 50 e incluso 60 por ciento en algunos casos. Ello significa que al producto que se exporte hacia allá se le debe sumar alguno de esos porcentajes de sobreprecio. 



Entonces, el presente Acuerdo -por eso ha generado tanto entusiasmo en el sector privado chileno- va a permitir que productos que Chile ya elabora y exporta, como paltas, leche condensada, carnes (de ave, de cerdo), pasta de tomates, vinos, uvas, cerezas frescas, frambuesas, arándanos, kiwis, etcétera, con los que somos competitivos a nivel mundial, puedan obtener rebajas de 40, 50 o 60 por ciento. 



Eso provoca un efecto económico inmediato, lo que no ha sucedido con otros tratados que hemos aprobado, en los cuales los países firmantes ya son como Chile y, por tanto, tienen un arancel de nación más favorecida bastante más bajo. 



En consecuencia, en ese punto habrá una ganancia inmediata. 



En segundo término, estamos hablando de un país miembro de la ASEAN, organización que reúne a economías dinámicas del sudeste asiático. Entre ellas, se encuentran Vietnam y Malasia, con las que ya suscribimos acuerdos comerciales. Ahora estamos negociando con Indonesia. Luego de ratificar este Tratado con Tailandia, solo nos quedarán dos o tres países pertenecientes al foro de dicha Asociación con los que aún no concretamos una relación privilegiada y exclusiva. 



En tercer lugar, hago presente que no hay ningún país de América Latina que haya firmado un instrumento con Tailandia de la naturaleza del que ahora nos ocupa. Ello nos abre una ventana, limitada en el tiempo, que permitirá a nuestras empresas exportadoras y a nuestros emprendedores capturar parte del mercado tailandés, mientras otras naciones no dispongan de los beneficios que obtendremos a partir de la suscripción de este Acuerdo. 



Por último, me atrevo a decir que este Tratado va a ser el último que vamos a aprobar en el Senado sin una ardua disputa o debate, porque el próximo que vamos a estudiar será el Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio (TPP), que ha generado una discusión como no se ha visto en otros instrumentos internacionales. 



En consecuencia, aprovecho la oportunidad para felicitarnos por la inminente aprobación del Tratado que nos ocupa, que ha sido de fácil despacho. Sin embargo, me temo que en el proyecto de acuerdo para aprobar el TPP se producirá un debate -¡bienvenido sea!- que ciertamente encenderá las pasiones acá.



En todo caso, como soy un optimista irreductible, creo que también vamos a aprobar ese convenio internacional, en la medida que el Gobierno logre representar adecuadamente los intereses de Chile en áreas importantes como lo relativo a la propiedad intelectual. 



Voto a favor del proyecto de acuerdo que nos convoca. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pido, por favor, la atención de Sus Señorías. 



Este Tratado requiere quórum especial de aprobación, y no queda nadie más inscrito para intervenir. 



Les ruego que emitan su pronunciamiento. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (29 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido. 



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminado el Fácil Despacho.



Les pido atención, señores Senadores, porque lo que viene a continuación es importante.

NOMBRAMIENTO DE DOÑA CRISTINA ARAYA VILLALOBOS COMO 

JEFA DE FINANZAS DEL SENADO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Comisión de Régimen Interior propone, por unanimidad, nombrar a doña Elba Cristina Araya Villalobos en el cargo de Jefa de Finanzas.



La proposición se hace en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 del Reglamento del Personal, por haber obtenido el primer lugar en el concurso público que se llamó para tal efecto. 



La señora Araya es Contadora Auditora y Magíster en Gestión de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Lleva 21 años de trabajo en el Senado y se desempeña en la actualidad como Jefa del Departamento de Abastecimiento y Logística.



Si le parece a la Sala, se acogerá la propuesta de la Comisión de Régimen Interior. 



--Se aprueba por unanimidad (25 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum reglamentario de dos tercios de los Senadores en ejercicio.
VI. ORDEN DEL DÍA

FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, con informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.790-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 36ª, en 21 de julio de 2015.



Informe de Comisión:



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer estándares más exigentes de transparencia y control de la actividad política. Para ello, se propone un nuevo concepto de propaganda electoral y se establece la forma y el plazo en que podrá realizarse; se regula la fuente de financiamiento de las campañas electorales y de los partidos políticos, considerándose un aporte estatal permanente para estos últimos y un aumento al aporte público de las campañas y los candidatos. Se rebaja el monto que se puede gastar en una campaña y el límite de dinero que una persona natural puede donar y se prohíbe el aporte de las personas jurídicas a campañas o a partidos políticos.



En concordancia con lo anterior, se propone fortalecer las facultades de fiscalización y control del Director del Servicio Electoral en materia de transparencia, control y límites del gasto electoral, estableciendo el procedimiento administrativo sancionatorio aplicable al efecto.



La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García, Guillier, Harboe, Pérez Varela e Ignacio Walker.



Cabe tener presente que los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6° permanentes, y primero y segundo transitorios, tienen el rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 18 a 40 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, paso a dar cuenta, brevemente, de este proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, que en el fondo trata del financiamiento de las campañas y de los partidos políticos, como un aspecto de la Agenda para la Transparencia y la Probidad en los Negocios y en la Política, en la cual estamos empeñados principalmente a partir de las conclusiones de la Comisión que nombró en su oportunidad la Presidenta Michelle Bachelet -ya conocemos su informe- y que presidió don Eduardo Engel.



En este momento estamos empeñados como Parlamento -es bueno que se sepa- en discutir, aprobar dieciocho proyectos de ley, incluyendo algunas reformas constitucionales. En la Sala se encuentra el Ministro Secretario General de la Presidencia, don Nicolás Eyzaguirre, quien está coordinando esta agenda desde el punto de vista del Gobierno.



Las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Probidad y Transparencia están trabajando en esta materia. O sea, hay tres Comisiones del Senado dedicadas a este tema, más los proyectos que está conociendo la Cámara de Diputados.



En la Comisión Especial nosotros ya despachamos un proyecto sobre límite a la reelección, que fue aprobado por unanimidad y que ahora se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Y hoy, en la tarde, esperamos despachar en particular el proyecto sobre pérdida del escaño, que representa, evidentemente, una drástica sanción para las infracciones graves a la Ley sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.



Por lo tanto, quiero decir que no estamos de brazos cruzados. Estamos haciendo un trabajo en el Parlamento (Cámara de Diputados, Senado, tres Comisiones de esta Corporación) para analizar y tratar de despachar, durante el presente año, esta agenda ambiciosa, que -insisto- comprende aproximadamente dieciocho iniciativas de ley.



El proyecto en debate, que fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, básicamente hace cinco cosas. 



Primero, define qué es propaganda electoral.



Segundo, señala qué se entiende por gasto electoral.



Tercero, establece, por primera vez en la historia de Chile, normas sobre el financiamiento público de los partidos políticos.



Cuarto, comprende disposiciones relativas al Servicio Electoral. (Aunque sobre esta materia hay un proyecto de reforma constitucional, de ley orgánica constitucional, que aparentemente va a ser una indicación a esta iniciativa en la discusión en particular).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Excúseme, señor Senador, pero se me ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor COLOMA.- Manteniendo los tiempos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Ignacio Walker, puede continuar.
El señor WALKER (don Ignacio).- Y quinto, la iniciativa se refiere, en los artículos transitorios, principalmente a la actualización de registros de los partidos políticos.



Lo primero que hace este proyecto es modificar la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la obligación de efectuar una declaración de patrimonio e intereses de los candidatos o candidatas e indicando los plazos para ello; incluyendo normas sobre radio y televisión con relación a los plazos contemplados, y definiendo qué se entiende por “lugares públicos” y por “espacios privados” desde el punto de vista de la propaganda, en fin.



Hay una serie de normas que, por supuesto, no voy a pasar a considerar en detalle. Estamos en la discusión general, aprobando la idea de legislar. Ojalá que así ocurra. Recordemos que la Comisión despachó por unanimidad esta iniciativa. 


Por lo tanto, ahí hay un primer capítulo: qué se entiende por propaganda electoral, lo cual involucra una modificación a la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios.



En seguida, el artículo 2° se refiere al tema de los gastos electorales y señala cuáles son los montos máximos.



Estamos bajando prácticamente a la mitad el máximo que se permite de gastos electorales, regulándolos de mejor forma.



Se aumenta fuertemente el tamaño de los distritos o circunscripciones. 



Entonces, seamos claros: mucho menos gasto (casi la mitad), prácticamente el doble de las circunscripciones o los distritos, pero en aras de la equidad, de la transparencia. Todas son materias que se regulan en este artículo 2°.



Asimismo, se aborda el financiamiento privado. 



Sabemos que se elimina el aporte de las empresas a candidatos y a partidos y que se contempla solo el aporte privado de personas naturales. Evidentemente, en la discusión en particular esto también será debatido.



Reitero: se prohíbe cualquier aporte de empresas, de personas jurídicas.



En cuanto al tema del financiamiento público, hay normas muy importantes sobre el aporte del Estado, ya sea al comienzo o al final de la campaña. Entonces, existe una contribución del sector público, del erario.



En seguida, por primera vez en la historia de Chile se contemplan aportes de carácter público para financiar las actividades de los partidos políticos.



Además, se abordan los temas de la contabilidad y de la rendición de cuentas; de la transparencia y todo lo relativo a la publicidad del gasto electoral. 



Ese es un segundo aspecto que toca el proyecto.



Repito: se dice, en primer lugar, qué es propaganda electoral, y, en segundo lugar, qué se entiende por gasto electoral.



En seguida vienen las normas que modifican la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos. Se señala qué tipos de aportes públicos se contemplan para el financiamiento de estos.



Hay una norma que contempla un 20 por ciento parejo -como quien dice- para los partidos políticos que cumplen con ciertos requisitos; y un 80 por ciento que, obviamente, se aporta a prorrata del desempeño electoral de estas colectividades, lo que parece de toda justicia.



Por tanto, por primera vez en la historia de Chile hay financiamiento público para los partidos políticos, aspecto absolutamente novedoso.



Luego está el artículo 4°, que deroga una serie de normas sobre donaciones y aportes de las empresas.



Y, posteriormente, el artículo 5° se refiere a cambios en el Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. 



Insisto: por cuerda separada estamos aprobando una nueva legislación e institucionalidad (reforma constitucional y legal) sobre el Servicio Electoral, dotándolo de facultades, recursos, atribuciones para poder cumplir con su cometido.



Finalmente, el proyecto contempla algunas normas transitorias que establecen, por ejemplo, la obligación de actualización de los registros de los partidos políticos para acceder a este financiamiento público.



En síntesis, se trata de un proyecto muy sustantivo que, junto con la iniciativa que otorga autonomía al Servicio Electoral, deberíamos despachar -ese es el parecer unánime de la Comisión Especial- en el curso de este año, antes de diciembre, porque en abril próximo empezaría a funcionar el sistema con miras a la elección municipal.



Ese es el informe breve, introductorio, que quería hacer.



Estamos votando la idea de legislar, que fue aprobada por unanimidad en la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.



He dicho.

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solicito recabar la anuencia de la Sala para prorrogar, hasta el martes 11 próximo, el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece prorrogar el plazo hasta ese día, a las 20 horas?



--Así se acuerda.
)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en Renovación Nacional vamos a votar a favor de este proyecto de ley. 



Sin embargo, después del completo informe rendido por el Presidente de la Comisión Especial, Senador Ignacio Walker, quiero decir que nosotros consideramos que la iniciativa adolece de algunas deficiencias importantes, que plantearemos.



Qué duda cabe de que nuestra democracia pasa por un momento muy complejo y difícil, por una severa crisis institucional, debido a una serie de casos que han estallado durante los últimos meses y en virtud de los cuales se ha puesto en tela de juicio el financiamiento de la actividad política, cosa que lamentablemente agudizó la pérdida de confianza ciudadana hacia las principales instituciones democráticas del país, partiendo por la Presidencia de la República, pasando por los partidos políticos y terminando, por supuesto, en el Congreso Nacional.


Por eso, pienso que para revertir tal situación, para reencantar a los ciudadanos con nuestro sistema político, se hace prioritario y urgente realizar una serie de reformas que apunten a la línea que sigue este proyecto: fortalecer y transparentar nuestra democracia, ya que un sistema político estable y una democracia consolidada son fundamentales y constituyen la única vía para lograr las metas que todos decimos tener en política.



En tal sentido, resultan muy preocupantes los datos entregados por las mediciones estadísticas realizadas en el último tiempo. 



La encuesta Adimark del mes pasado señala que 64 por ciento de los chilenos considera que la Presidenta no es “creíble”, mientras que 63 por ciento no la considera “confiable”. Del mismo modo, los partidos políticos alcanzan altos niveles de desaprobación, al igual que la Cámara de Diputados y el Senado.


Señor Presidente, la transparencia debe transformarse en la base principal de nuestra democracia, al objeto de poner atajo a las malas prácticas que hoy tienen en la UTI al sistema político, a través de un estricto control y fiscalización de un SERVEL moderno que cuente con atribuciones y el personal necesario. Además, resulta fundamental garantizar la transparencia en los propios partidos y evitar irregularidades durante las campañas o en los procesos electorales, principalmente en lo relacionado con el financiamiento del gasto electoral.



Me parece que este proyecto cumple los estándares y exigencias de transparencia y control de la actividad política. Para ello, como lo planteó el Presidente de la Comisión Especial, se propone un nuevo concepto de propaganda electoral. 



Reconozcamos que sobre el particular ha habido mucha laxitud. En regiones había candidatos que comenzaban las campañas un año antes porque provenían de Santiago, porque eran desconocidos o por cualquier otra razón. Y empezaban con la propaganda.



Quienes queríamos cumplir la norma acudíamos a las autoridades y les decíamos: “Este caballero ya partió con la propaganda”. Pero ellas nos respondían: “No dice ‘vote por’”. 



Es algo ridículo, absurdo, porque nadie pone su foto en otra parte que no sea su casa, a menos que se encuentre en una campaña de algún tipo.



Se establecen también la forma y plazos en que podrán realizarse las campañas electorales, pero con claridad; se regula tanto su fuente de financiamiento como la de los partidos políticos, y se considera por primera vez un aporte estatal para esas colectividades.



Esto último -sé que no es popular, como se ha planteado aquí- lo solicitamos en 2006 y en 2012, mediante un informe que nos tocó elaborar en Renovación Nacional, porque creíamos que los partidos tienen una dependencia del aporte de empresas o de privados que no es sana a veces y que ha redundado en todo lo que hemos conocido en el último tiempo.



En concordancia con lo anterior, se propone fortalecer las facultades de fiscalización y control del Director del Servicio Electoral en materia de transparencia, control y límites del gasto electoral, estableciendo un procedimiento administrativo y sancionatorio aplicable al efecto. Porque, si no hay sanción, en Chile nadie cumple las normas.


Considero que este proyecto se suma a un grupo de iniciativas impulsadas -algunas desde el Gobierno y otras desde el Parlamento- por distintos sectores políticos, cuyo fin es actualizar, fortalecer y transparentar nuestro sistema democrático y la actividad política propiamente tal, a fin de reemplazarlo por uno más transparente y participativo, que permita rendir cuenta directa ante la ciudadanía.



Soy un convencido de que tener mayor transparencia nos ayudará en esta tarea, en el quehacer público, y evitará que algunos se atrevan a usar mal los recursos o a hacer campañas en las que, en definitiva, utilicen fondos con anticipación, dineros que no corresponden o se pasen en el nivel de gastos. 



Sin embargo -otras veces hice presente el problema aquí-, pienso que esta iniciativa tiene un grave defecto. 



Por un lado, parece que su principio inspirador apunta a que las empresas y quienes hacen aportes no deben intervenir ni en política, ni en la actividad de los partidos, ni en las decisiones de los parlamentarios. Lo mismo ocurre con las campañas: establece más transparencia, prohíbe el aporte de las empresas y fija un límite para que no haya corrupción o una mala práctica dentro del proceso democrático.



Pero, por otro lado, da la impresión de que quienes elaboraron el proyecto nunca han participado en una campaña electoral o no les ha tocado competir con candidatos de Gobierno, porque no hay una sola letra -¡ni una sola!- que haga referencia a la intervención electoral.



Al respecto, quiero ser majadero, ya que el Senador Rossi me hace señas, y repetir -no la tengo a mano, pero la recuerdo- la frase de un Senador del partido de Su Señoría que se sentaba al fondo de la bancada, quien partió diciendo en su primer discurso en la Sala: “Ahora entiendo a la Oposición”.



Me refiero a Camilo Escalona. 

El señor MONTES.- Perdón, ¿quién es? 

El señor PROKURICA.- Camilo Escalona, un militante de su Partido, ¡aunque lo hayan echado al olvido…!



Él comenzó su intervención así: “Ahora entiendo a la Oposición: me tocó luchar en contra de todo el Gobierno, que puso a las empresas a su servicio para trabajar a favor del candidato que competía conmigo”.



Me pregunto dónde están los recursos provenientes de CODELCO, de la ENAP, de los programas de generación de empleo, de CHLEDEPORTES y de una serie de malas prácticas como la inauguración de los trenes que nunca partieron (se inauguraron una serie de estaciones y se hicieron compromisos), el uso del proceso legislativo como forma de intervención electoral, y las urgencias. 



Hablando de estas últimas, no he escuchado ningún reclamo de los parlamentarios de Gobierno por que en la primera página de la Cuenta de hoy haya 15 proyectos con urgencia calificada de “suma”.



Recuerdo que el pobre Ministro Larroulet era vapuleado permanentemente por las bancadas del frente cuando había dos, tres o cuatro iniciativas con urgencia. 



¡Ahora hay 15 con urgencia “suma”!



Considero que -lo hicimos ver en una propuesta de Renovación Nacional- la intervención electoral no puede quedar ajena a estos proyectos de ley. De lo contrario, cometeremos otro error: les vamos a prohibir a las empresas hacer aportes. Y ello, a pesar de que en los últimos tiempos, según los informes elaborados, hemos visto que ¡los aportes empresariales eran más suculentos para las bancadas de enfrente que para estas...!



Sin embargo, nada se ha dicho sobre la intervención electoral mediante las empresas del Estado y a través de los recursos fiscales. Por ejemplo, los gastos reservados; los programas del FOSIS, y una serie de diversos procesos, como las reformas constitucionales y otras cosas que se utilizan como mecanismos de campaña, lo que, en mi concepto, no le hace bien a Chile.



Por eso, Renovación Nacional presentará indicaciones para corregir este proyecto, pues el principio inspirador que todos estamos señalando es el de que ojalá no haya intervenciones de terceros -ni de las empresas, ni del gobierno, ni de particulares- que hagan que nuestra democracia se debilite más que lo que todos sabemos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Ministro Secretario General de la Presidencia, don Nicolás Eyzaguirre -aprovecho de saludarlo-, solicitó el ingreso de don Tomás Jordán…



¿No?

El señor PROKURICA.- No. Y voy a expresar mi opinión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si dice que no, señor Senador, para qué hacerlo.

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, aquí, en el Parlamento, se despachó un proyecto donde se consignaron quinientos millones de dólares para ayudar a la reconstrucción de la Región de Atacama.



En esa misma iniciativa se estableció la obligación del Ministro de Hacienda de rendir cuenta al 31 de julio de los recursos entregados.



El Intendente y las autoridades locales dicen: “Se acabó la plata. No se puede seguir sacando el barro”. Y aquí sostienen que la mandaron. 



¡Se están tirando la pelota!



Pero quien sufre la situación es la gente de Atacama.



Entonces, manden el informe, cumplan la ley y entran.

El señor MONTES.- ¿Qué tiene que ver eso con los partidos políticos...?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, creo que este proyecto de ley es bastante claro, simple y acotado en sus objetivos: reformar la actual legislación para fortalecer el sistema democrático.



Al efecto, introduce una mejor definición de gasto electoral.



Rebaja el límite del gasto electoral, lo que parece bastante prudente, por los montos que se gastaban.



Publicidad de los aportes de campaña: obliga a constituir una cuenta única.



Aumenta el aporte estatal a los partidos políticos.



Prevé beneficios consistentes en aportes permanentes para el financiamiento de esas colectividades.



Prohíbe el aporte de personas jurídicas a campañas electorales.



Introduce mayor fiscalización y sanciones.



Por consiguiente, podríamos decir que, en general, es un buen proyecto.



Pero, a mi juicio -y lo hice presente en la Comisión durante la discusión y aprobación de la idea de legislar-, tiene algunas debilidades.



En primer lugar, no se hace cargo de reformas anteriores que parecían apuntar en la dirección de abrir el sistema político chileno no solo a los partidos que ya conocemos, sino también a partidos regionalistas, temáticos y de otra naturaleza, propios por lo demás de esta llamada “sociedad o era de la información”, lo que se contempla en la reforma del sistema binominal.



Pero aquí no aparecen aportes financieros a candidatos independientes, salvo que vayan en la lista de un partido político. Y tampoco se consideran aportes a partidos constituidos legalmente pero que aún no cuentan con representación parlamentaria.



Una de las características de las sociedades modernas -y Chile está dando claras señales en esa dirección- es la de que en los procesos políticos actuales los partidos no son los únicos actores del sistema; no poseen el monopolio de la política, y más bien deberán convivir con diversas organizaciones que tienen objetivos y estrategias. Y ello tiene que ver con la toma de decisiones colectivas, lo que aquí no se toma en cuenta.



Por cierto, voy a aprobar la idea de legislar. Sin embargo, considero que esta iniciativa tiene todavía un déficit y, sobre todo, no es coherente ni con la reforma al binominal ni con los propósitos planteados en ella en cuanto a una mayor diversidad en la representación social.



Con esa limitación, que espero se revise en la discusión particular, voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Sin duda, señor Presidente, de entre los proyectos que debemos discutir en el ámbito de la denominada “Agenda de probidad”, este es uno de los más relevantes.


Ciertamente, la ciudadanía no podría comprender que en la próxima elección a que se la convoque no existiera una nueva institucionalidad en cuanto a financiamiento tanto de los partidos como de las campañas; a las mayores atribuciones que requiere el Tribunal Electoral para llevar adelante los procesos relacionados con la legislación en proyecto, y a las facultades de que debe estar dotado el Servicio Electoral, pues con las existentes hoy será incapaz de cumplir en forma adecuada las normas sobre fiscalización previstas, que a todas luces son absolutamente necesarias.



Por lo tanto, llamo al Senado a ser riguroso frente a este proyecto y. también, a actuar con rapidez, porque en marzo del próximo año deberemos tener resueltos seis o siete proyectos vinculados al que nos ocupa esta tarde, para poder decirle a nuestra ciudadanía que los siguientes comicios tendrán reglas claras, transparentes y fiscalizables.



Señor Presidente, a propósito de lo que expresaba el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, quiero decir que esta iniciativa es coherente con lo que se hizo aquí al aprobarse la reforma al sistema binominal: en la práctica, se excluyó a los independientes de todos los procesos electorales para Diputados y Senadores. 



En el sistema binominal era difícil que un candidato independiente ganara, pues debía derrotar a dos candidatos. Con lo que aprobó aquí la mayoría, hoy ese independiente tiene que vencer a lo menos a seis candidatos.



Por consiguiente, digamos las cosas como son: este proyecto, que vela por el financiamiento de los partidos y de las campañas de los candidatos, no hace referencia a las candidaturas de los independientes, pues, claramente, en las elecciones parlamentarias un independiente no tiene ninguna opción de llegar a una de las Cámaras, salvo que vaya en la lista de un partido.



Entonces, a ese respecto, esta iniciativa es coherente con lo que se determinó hace algunos meses al aprobarse el denominado “nuevo sistema electoral”, que remplazó al binominal.



En mi concepto, señor Presidente, es absolutamente necesario tener una legislación que establezca con claridad el financiamiento tanto de los partidos cuanto de las campañas.



Asimismo, resulta del todo indispensable que, como lo dispone este proyecto, el SERVEL tenga facultades fiscalizadoras.



Es completamente necesario, por otra parte, que exista un marco regulatorio sobre lo que se entiende por propaganda, por gasto electoral, por aportantes a las campañas.



Eso no se halla en discusión.



Sí pueden estar en discusión las normas de esta iniciativa.



En definitiva, ¿qué espera la ciudadanía de la nueva institucionalidad? Que sea transparente y fiscalizable. 



Esos dos elementos tienen que estar presentes en cada norma del proyecto que nos ocupa. 



Institucionalidad transparente: que la gente sepa cuáles son las declaraciones de intereses de los candidatos, cosa que esta iniciativa asume, porque ya en las primarias los postulantes deben consignar su declaración de intereses y patrimonio, lo que, a mi entender, reviste importancia.



De igual modo, tiene que existir claridad sobre quiénes son los que aportan a las campañas; debe haber transparencia en cuanto a cómo se gastan los recursos, y todo ha de ser fiscalizable, para que tanto la ciudadanía como el SERVEL conozcan las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos y de las directivas de los partidos, e igualmente, sepan cómo unos y otras acceden a los recursos y de qué manera los gastan.



Eso ha de estar presente en la ley en proyecto. Y es uno de los avances que necesariamente debemos destacar.



Sí, esta iniciativa es distorsionadora en la medida que entra en extremo al detalle. De ese modo, entre otras cosas -lo expresamos en la Comisión-, generará una dificultad real en el área de la fiscalización. Y ello complicará muy especialmente al órgano fiscalizador: el Servicio Electoral; en primer lugar, por la presencia territorial que deberá tener.



Voy a dar solo un ejemplo.



Como habrá que fijar los lugares donde se podrá instalar publicidad de carácter electoral, en el caso de la Región del Biobío el SERVEL deberá tener presencia, para visualizar bien, en Tirúa, Coronel, Coelemu, Lota, Los Ángeles, etcétera. 



Entonces, puede ocurrir que alguien que desee apoyar a determinado candidato ponga un letrero de este en su casa; y si esa clase de propaganda no se halla dentro de los parámetros legales, el problema no tendrá fin. Pero también es factible que el adversario de cierto candidato coloque un cartel de este en un lugar prohibido para desatar una gran conflictividad.



Normar las cosas en extremo -reitero- puede forzar a disponer de un Servicio Electoral de enorme presencia territorial. Pero todos sabemos que será difícil que ello acontezca.



Ante tal situación, en la Comisión un distinguido Senador señaló: “La ley se acata, pero no se cumple”.



Esa expresión puede adquirir fuerza si empezamos a regular hasta lo mínimo.



Lo obvio es que hemos de tener un sistema transparente y fiscalizable.



En tal sentido, este proyecto permanentemente trata de decir que se gaste menos que antes.



Antes a lo mejor el gasto era mayor porque no existía ningún tipo de control; y quizá se gastaba mucho más que lo que se decía. Empero, si hay un buen mecanismo de control y un sistema transparente de información, los máximos no son tan importantes. Lo relevante es lo otro: la transparencia del gasto y su fiscalización.



Tal como expresó el Senador que informó el proyecto en la Sala, en algunas regiones el territorio y la población se amplían al doble, pero los límites se bajan a la mitad. No hay relación entre la nueva exigencia y la realidad.



Por consiguiente, cuando la realidad no se halla representada adecuadamente en la ley, se procura arreglar la situación por fuera.



Tanto busca este proyecto los detalles que tal vez se le pasó uno.



Porque las empresas no pueden aportar y los aportes de las personas son extraordinariamente reducidos. Entonces, el candidato va a tener como fuente básica de financiamiento el aporte estatal directo; el aporte del Estado indirecto -llamémoslo de este modo- en función de los votos recibidos, y los dineros que pueda conseguir de personas naturales, los cuales deben ser transparentes y públicos.



Sin embargo, no se consigna ninguna norma que regule los recursos del candidato. Por ende, un postulante millonario no va a tener límite para gastar y llevar adelante su candidatura.



En consecuencia, el acento no debe ponerse en los límites, sino en la transparencia y la fiscalización.



Si empezamos a regular hasta el extremo, solo conseguiremos que en las candidaturas haya permanentemente dificultades, denuncias y reyertas, y seguiremos destruyendo el sistema político, en circunstancias de que nuestra obligación es enaltecerlo y engrandecerlo con normas claras, objetivas, simples, y además, transparentes y fiscalizables.



Lo otro significa tratar de regular desde un escritorio algo absolutamente vivo: las campañas y la vida de los partidos.



Lamentablemente, no tengo tiempo para referirme a la situación de los partidos.



El Senador Prokurica desarrolló de manera brillante lo relativo a la intervención electoral.



Pero es menester analizar la situación de los partidos: cómo se financian; de qué manera deberán estructurarse para recibir recursos, en fin. Esto, teniendo presente que para ellos va a existir financiamiento público previo y, en función de los votos, posterior a las campañas.



En consecuencia, la participación del Estado en la actividad electoral será extraordinariamente potente.



Uno podrá tener juicio de valor en cuanto a si aquello es bueno, más o menos, o malo. Pero no hay duda de que no se puede colocar solo al Estado como ente de financiamiento, ya que no es neutro. Y como no es neutro, va a jugar un rol sobremanera relevante. Porque la fiscalización la hacen organismos del Estado. Además, este -reitero- financia. Entonces, quienes dirijan el Estado van a tener partidos políticos que lo respalden. Y eso puede generar riesgos muy significativos.



Como dijimos en la Comisión, el debate en particular va a ser importantísimo.



Por eso, señora Presidenta, el lunes próximo, a las 5 de la tarde, la Comisión de Probidad y Transparencia celebrará en Santiago una sesión (están invitados diversos expertos) para que empecemos a analizar en detalle y con precisión la ley en proyecto, que -insisto-, siendo absolutamente necesaria e indispensable, debe caminar adecuadamente.



Aquí no hay margen para el error, para la equivocación.



Tenemos poco tiempo. De modo que debemos actuar con bastante rigor, para resolver de manera apropiada los problemas que hoy día afectan a la vida política nacional.



Hoy la gente ve claramente que el financiamiento de la política es, a lo menos, irregular.



Yo creo que el cuerpo vertebral de este proyecto -he intentado resaltarlo durante mi intervención- lo constituye el hecho de que sus normas sean transparentes y fiscalizables, y no lleguen a la regulación extrema, porque es factible que eso, que puede ser una tentación, marque el inicio de un problema mucho más relevante que el existente hoy.



Nosotros vamos a aprobar la idea de legislar porque consideramos que esta iniciativa es necesaria. Empero, nos parece evidente que su articulado requiere perfeccionamientos sustantivos, que espero se den en la discusión particular.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, no cabe duda de que este proyecto de ley, sobre fortalecimiento y transparencia de nuestra democracia, que apunta a mejorar la calidad de la política y busca mayor transparencia y regulación en el financiamiento de las campañas electorales y de los partidos políticos, es sumamente importante y muy oportuno.



Nuestro país vive una situación delicada en materia de confianza, de credibilidad ciudadana y del funcionamiento de la institucionalidad pública.



En estricto rigor, uno podría decir que se desconfía de distintas instituciones de nuestra sociedad; pero no solo de aquellas que tienen que ver con la política, sino también de las de otros ámbitos.



Hay desprestigio del sector empresarial, del sector privado.



Existe sensación de abuso en lo que respecta a entes que revisten importancia en la sociedad chilena.



Las instituciones permanentes también tienen niveles de descrédito: nuestras policías, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Iglesia, las universidades.



Estamos frente a una situación de falta de credibilidad ciudadana.



Por consiguiente, el fortalecimiento y la transparencia de nuestra democracia tienen que ser una prioridad no solo para quienes hoy somos actores en la política por decisión de los ciudadanos -sea en el Congreso Nacional, sea en el Gobierno, o bien, dirigiendo las organizaciones partidarias-, sino para la sociedad en su conjunto.



Me parece que la iniciativa apunta en la dirección correcta, frente a la ausencia de un sistema de financiamiento de la actividad política, y por lo menos abarca dos aspectos esenciales: las campañas electorales, en términos del gasto y de la forma de desarrollarlo, y la procedencia de los fondos, en cuanto a quienes pueden aportarlos para financiarlas y al control por la instancia adecuada, que es el Servicio Electoral. Este organismo va en otro proyecto, tendiente a fortalecerlo y a dotarlo de recursos y de capacidad de fiscalización para garantizar el cumplimiento de lo considerado ahora.



A mí me parece que una primera decisión ante al problema es si estamos en condiciones, aunque ello sea impopular -y ya se ha generado un cierto debate-, de lograr un financiamiento público de las campañas y del funcionamiento de los partidos.



Estamos de acuerdo con el planteamiento. Creemos que es esencial terminar con la sensación generada por la ausencia de un sistema de financiamiento de la actividad pública y los aportes irregulares o anormales a las campañas. Y debemos tener la valentía de encarar un asunto tan delicado y sensible en un país como el nuestro, con muchas prioridades desde el punto de vista social. Porque, si en una democracia sin posibilidades de expresión de su pluralismo, de los matices de su sociedad, y que es dinámica, que se va modificando en términos de las instancias a través de las cuales se expresa la diversidad de ideas, de propuestas, de proyectos, no existe la capacidad de enfrentar el costo del financiamiento de la actividad pública, entonces se puede caer con facilidad en extremos peores, donde no haya garantía de una igualdad de oportunidades para participar en los procesos eleccionarios, pues eso dependería de quien contara con los recursos, de donde se obtuvieran.



La experiencia en países donde ello no se ha regulado y se ha dejado libre es la peor de todas, mucho más que la que nosotros hemos vivido. Los candidatos terminan siendo pasto fácil de otro tipo de poderes. Colombia es una sociedad democrática, pero que sufrió el financiamiento de la política a través del narcotráfico o de grupos del crimen organizado, lo que la tuvo en crisis durante muchos años, evidentemente generándose condiciones de inestabilidad que no garantizaban calidad de vida a los ciudadanos.



Por lo tanto, no podemos dejar de tener en consideración este tipo de aspectos. Y es preciso hacerlo con el realismo que ello implica y la transparencia que la sociedad chilena requiere.



A mí me parece bien que se redefina el concepto de gasto electoral.



Me parece bien que el proyecto disponga que el aporte estatal a los partidos al inicio de las campañas deba ser claro, transparente, público y fiscalizado.



Me parece bien la rebaja del gasto electoral, aun cuando en la nueva legislación vayan a aumentar los distritos. Y ello indudablemente va a significar que los candidatos tengan que llegar a más electores.



Pero el sistema proporcional que hemos planteado presenta otras ventajas: la diversidad de candidatos será mayor. Por lo tanto, cada partido irá construyendo nichos electorales en cada distrito, lo que les permitirá hacer campañas más focalizadas, seguramente, y centradas en las ideas, en la capacidad de las personas, en las propuestas.


El tiempo es poco, en realidad, para abordar todos los temas, pero vamos a necesitar -ello se toca en el proyecto- colectividades políticas modernas, con transparencia en la toma de decisiones, con democracia interna, con capacidad de formación de militantes, no solo valórica o doctrinaria, sino también política. Se trata de desarrollar un diálogo y un debate más de ideas que de mercadotecnia o de fotografía o de recursos o de regalos o del cohecho, el cual, muchas veces, se disfraza por la vía de subsidios a potenciales nichos de electores.



Es preciso comprender que la forma de hacer política tiene que cambiar y que los partidos han de modernizarse. Por eso es que estamos de acuerdo con el proceso de actualización del registro de afiliados, con la transparencia en la declaración de intereses y patrimonios de los dirigentes de colectividades políticas, con que los partidos jueguen el papel que desarrollan, muchas veces, algunos institutos en que se recibe financiamiento, pero encubierto o disfrazado, para las actividades políticas o de formación.



Juzgo que esta es una oportunidad, por muy compleja que sea la situación que está viviendo el país. Pero no cabe duda de que va en la línea correcta.



Lo que importa es ir progresando también en la calidad de nuestra democracia. Y por eso es que se requieren la capacidad y la posibilidad de adaptarse a los nuevos desafíos.


La discusión que se está dando sobre el financiamiento de la política implica varios factores: primero, la evolución histórica del proceso de reformas dirigidas a una profundización más democrática, y segundo, obedecer a las prioridades fijadas por la agenda de la Presidenta Bachelet en términos de avanzar en probidad y transparencia.



Y, sin duda, el cambio del sistema electoral parlamentario va a obligar a la generación de fórmulas de trabajo político completamente distintas.



Estimo que un mecanismo eficaz y transparente que garantice de manera adecuada el financiamiento de la democracia es clave para un buen funcionamiento del sistema político. Por eso, ante la desafección existente respecto de la política, de los partidos, del Congreso, del Gobierno, de los gobiernos locales y regionales, de toda la institucionalidad democrática, la manera que tenemos de ir recuperando la confianza es por la vía de aprobar y despachar este tipo de proyectos, que se hallan dentro de la agenda y del debate.



Seguramente ello no va a ser noticia mañana en los medios, por desgracia. Sí la constituyen, en cambio, el escándalo, los aspectos morbosos, no lo que adelantamos en el Congreso en el mejoramiento de nuestro sistema democrático, partiendo de la base de la necesaria autocrítica y del reconocimiento de una realidad que necesariamente debemos cambiar.



Vamos a votar a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- El Honorable señor Quinteros no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.
El señor TUMA.- Señora Presidenta, el escenario en el cual estamos legislando se enmarca en una crisis de confianza hacia todas las instituciones de la democracia, tal como lo demuestra el Informe de Politización del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo.


Por lo tanto, el objetivo que se persigue es otorgar un mayor control ciudadano al establecerse condiciones que permitan una mayor equidad para acceder a los cargos de elección popular; garantizarse la autonomía de los representantes democráticamente electos y regularse especialmente la relación entre el dinero y la política, y transparentarse el financiamiento de esta última.



La ciudadanía exige a sus representantes que las decisiones políticas y legislativas se sometan a estándares mucho más altos de transparencia y estén sujetas a mecanismos de control. Eso desincentiva la corrupción y permite la fiscalización de su parte, lo que es clave para asegurar que los intereses particulares no se antepongan a los generales. Por ello, la eliminación de los aportes anónimos y reservados a las campañas es uno de los pilares del proyecto de ley.


En tal sentido, los países miembros de la OCDE han adoptado regulaciones similares en la materia, con el fin de promover la transparencia y la confianza en los partidos políticos. Una de las medidas se refiere a la regulación de los aportes financieros de privados, para asegurar la transparencia de las donaciones, evitar el daño a las actividades políticas y asegurar la independencia de las colectividades.



Con relación a los partidos, Chile no cuenta, a diferencia de la mayoría de los países democráticos, con un sistema permanente de financiamiento de la actividad política más allá de las campañas electorales, lo que a estas entidades les impide un mayor grado de institucionalización, de generación de nuevos liderazgos y de proyectos programáticos de largo plazo.



Se podría decir que el proyecto importa un gasto inútil. En palabras de Eduardo Engel, “una buena democracia es cara”. Los ciudadanos merecen una representación de calidad, y la iniciativa fortalece el rol de quienes la ejercen, de los partidos y de la política en una democracia representativa.



Sin embargo, también debemos ser sinceros para reconocer que el control del gasto electoral es complejo y engorroso. Y no creo que la solución del problema radique en que el SERVEL señale en qué lugar físico se emplazará la propaganda. Es mucho más que eso. Por ello, sugiero implementar una regulación en materia de sanciones a los candidatos transgresores de las normas relativas a carteles, afiches u otros elementos de esta índole, lo que incluso se podría calificar como una infracción grave susceptible de generar la cesación en el cargo.



Los principales contenidos del proyecto son claros:


1. Equidad en la política y las campañas.



a) Aporte público para la democracia.



b) Aumento en la contribución estatal a los partidos al inicio de las campañas y en el que reciben los candidatos por reembolsos de gastos electorales.



c) Regulación de los aportes a los institutos de formación política, para lo cual se faculta solo a las colectividades y a las personas naturales.



d) Rebaja del límite del gasto electoral. Ello es muy importante, pero también lo es controlarlo con eficacia.



2. Transparencia y control de conflictos de interés, otro aspecto relevante.



a) Prohibición de aportes de personas jurídicas, con fines de lucro o sin ellos.



b) Regulación del aporte de personas naturales.


No se podrá exceder del diez por ciento del total del gasto permitido al candidato para la campaña.


c) Normas de transparencia.



Ello dice relación con aportes a partidos y candidatos, tanto en campaña electoral como fuera de ella. Deberán efectuarse a través de un portal habilitado por SERVEL y podrán ser consultados por la ciudadanía.


Se trata de igualar la cancha, de que los candidatos obtengan mejores condiciones de competitividad y de que ninguno sobrepase todas las condiciones de competencia y, sobre esa base, resulte electo.



d) Se tipifica como delito la obtención irregular de aportes, lo que puede implicar la pérdida del escaño.



3. Campañas electorales con equidad y respeto a la ciudadanía.


a) Las radioemisoras deberán informar sus tarifas al SERVEL.



Los precios en épocas electorales son un escándalo y deben ser regulados.


Además, deberán ser canceladas a través del SERVEL, para que exista transparencia.


Todas las estaciones, menos las comunitarias, deberán proporcionar spots informativos determinados por dicho organismo.



b) Se restringe la propaganda solo en plazas públicas, bandejones y parques autorizados por el Servicio Electoral, previo informe del concejo municipal.



Con relación a espacios privados, solo se requerirá el consentimiento del dueño para hacer publicidad en ellos.



Esta norma es de una inequidad enorme, porque les dará una ventaja inconmensurable a los candidatos que tengan vínculos o contactos con los propietarios. No se está regulando nada. El aspecto a que hago referencia debiera ser revisado.



4. Fortalecimiento del Servicio Electoral y normas de fiscalización.


Para qué decir que el robustecimiento de la entidad es indispensable si le corresponderá ejercer dicha función.



En esta reforma institucional de largo plazo cuentan con mi respaldo todas las medidas de mayor control ciudadano, el término del financiamiento político a través de empresas y el establecimiento de mecanismos de financiamiento público para la política y para la sociedad civil.



Mi postura es la de aumentar el nivel de los estándares de la gestión pública. El que haga trampa en el financiamiento de una campaña o cometa delitos graves, como el cohecho, debe perder el cargo.



Es preciso elevar las inhabilidades especialmente de quienes ejercen el mandato de decidir sobre recursos públicos.



La doble vinculación resulta inaceptable. No basta con inhibirse en una votación. El ejercicio democrático debe ser garantizado en todos los niveles, y el fraude, castigado en todos los niveles.



La crisis de confianza da cuenta del desgaste de nuestra institucionalidad democrática surgida después de la dictadura. Somos partidarios de adelantar en un nuevo pacto constitucional, pero es clave tomar posición sobre algunos de sus contenidos.


En ese sentido, es fundamental avanzar desde una democracia representativa hacia una más participativa y deliberativa.



No está en cuestión la legitimidad de las autoridades electas democráticamente, sino el ejercicio limitado de la soberanía popular por los ciudadanos.


Esas también son reformas en las que debemos trabajar. 


Es necesario progresar hacia la iniciativa de ley de origen ciudadano, hacia los presupuestos participativos, hacia los plebiscitos nacionales y territoriales vinculantes. 


La crisis de la democracia se resuelve con más y mejor política, con más democracia, y no solo con titulares que satisfacen el legítimo descontento. Se requieren medidas que incorporen mayores derechos y responsabilidad de los ciudadanos y, de paso, la eliminación de los vestigios de privilegios persistentes en las élites.



Finalmente, la política, como espacio fundamental para la construcción del bien común, demanda responsabilidad. Por ello, respaldamos el proyecto en debate y al Gobierno de la Presidenta Bachelet, quien ha tenido la valentía de enviar un conjunto de iniciativas que dicen relación con la probidad y la transparencia en este ámbito.



Voto a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, el eje central del Gobierno de la Nueva Mayoría ha sido la igualdad.



Si bien el acento se ha puesto en derechos sociales como la educación, la salud y las relaciones laborales, es indudable que su ampliación tiene también su correlato en los derechos políticos. Es decir, la igualdad en la educación, la salud y el trabajo nos lleva inevitablemente a plantearnos más igualdad en la participación cívica y en nuestras instituciones democráticas.



Por eso, reformamos el sistema electoral a través de la ley N° 20.840, en virtud de la cual el valor del sufragio de cada ciudadano resultará en adelante más equitativo en los distintos territorios, lo que hace efectivo el principio “una persona, un voto”.



Es por ello, también, que hace pocos meses se aseguró el derecho a sufragio de los chilenos en el extranjero, cuya opinión cuenta hoy tanto como la de quienes vivimos en el territorio nacional.



En el mismo sentido, con el proyecto en debate avanzaremos en condiciones más justas para el desarrollo de los partidos políticos y la competencia electoral, claves para la calidad de la democracia.



Más allá de eventuales errores en la implementación de estas reformas, el aporte perdurable del actual Gobierno y de la coalición será que los chilenos dispondremos de más posibilidades de acceder a una educación de calidad, independientemente de nuestra cuna; de más posibilidades reales de negociar colectivamente con los empleadores, y de más posibilidades de influir en las decisiones del país. En definitiva, seremos más ciudadanos, lo que significa ser verdaderos titulares de derechos y no meros beneficiarios de subsidios.



Antes de estos cambios fue preciso luchar por que a los hijos se les reconociera una misma condición, sin importar si habían nacido dentro del matrimonio o fuera de este, y, más recientemente, por que todas las parejas, cualquiera que sea su orientación sexual, sean tratadas con equidad y puedan ser reconocidas como una familia.



Así veo a Chile en los últimos veinticinco años: en un proceso ascendente de mayor igualdad y mayor dignidad, y me siento muy orgulloso de lo realizado.



Es cierto que una buena parte del proyecto de ley en discusión tiene su origen en las irregularidades del sistema político que se han hecho públicas en el último tiempo.



Pero con esta y otras iniciativas que vendrán se está haciendo el trabajo lento y perseverante de desarticular una a una todas las barreras, todas las trampas, todos los obstáculos que han impedido la expresión auténtica y plena de la voluntad ciudadana.



No importa que la gente no valore hoy estos esfuerzos en toda su dimensión, que a veces la voz estridente y mordaz de las redes sociales apague la voz pausada y reflexiva de quienes valoran cada avance.



La desconfianza, el individualismo han calado profundo en nuestra sociedad.



Seguramente, habrá quienes se quejen de que estamos aprobando más recursos para nosotros mismos, como si los parlamentarios fuéramos los dueños monopólicos de la política.



Debemos abstraernos de esta crítica fácil. Hay que dar esta batalla de las ideas en las organizaciones, en nuestros territorios.



Al menos, hoy no se escuchan las voces que promovían el cosismo, que planteaban que nos preocupáramos exclusivamente de los problemas de la gente y que la política no importaba.



Eso hizo mucho daño: de la despolitización se cayó fácilmente en la antipolítica; del desinterés se pasó a la aversión. Todas estas tendencias son profundamente reaccionarias y constituyen resabios de la dictadura que no hemos enfrentado a tiempo.



Por supuesto, la clase política también ha cometido errores.



Por muchos años, los candidatos descansaban en el voto duro y no importaba que las generaciones nuevas no se incorporaran.



Si no había acuerdo político para aumentar el financiamiento público de la política, se podía resolver ese vacío con resquicios, generándose una relación perjudicial entre dinero y política.



A través de la Agenda para la Transparencia y la Probidad, el Gobierno, la Nueva Mayoría y progresivamente también la Oposición estamos tomando el toro por las astas.



Los resultados de este trabajo se comenzarán a ver en la próxima elección municipal y con más fuerza en los comicios parlamentarios, en que debutará el nuevo sistema electoral, con nuevas reglas de financiamiento y con sanciones duras en casos de contravenciones.



Se requieren hechos para recuperar la credibilidad.



Nuevos rostros podrán construir nuevas relaciones de confianza.



Pero jóvenes o experimentados, los liderazgos políticos han de canalizarse preferentemente a través de partidos fuertes, unidos por una ideología y un programa, reservando siempre las posibilidades de acceso para colectividades nuevas o de regiones y para independientes.



Los partidos podrán estar desprestigiados, pero siguen siendo necesarios.



El proyecto de ley que nos ocupa resuelve adecuadamente tales demandas.



Resulta evidente que hay que aumentar el financiamiento público de la política, prohibir los aportes de empresas y disminuir los gastos electorales.



Algunas normas parecen excesivas, como la que impide las contribuciones de funcionarios públicos a la política. Pero, en general, las disposiciones se encuentran bien orientadas.



Hay, sí, un tema capital, que excede a esta iniciativa, pero que incide directamente en esta materia: los medios de comunicación.



Una política sana no puede sobrevivir en un marco de concentración de los medios de comunicación.



Es cierto que en estos tiempos han cobrado fuerza nuevos medios, como los diarios electrónicos o las redes sociales, pero el papel de los medios tradicionales en la formación de opinión sigue siendo clave.



Se podría decir que en materia de prensa escrita existe un binominal, en que además la minoría tiene los dos escaños.



Tenemos que abordar esa materia.



El acceso igualitario a los medios y a la difusión de las ideas constituye un bien público que el Estado ha de asegurar. De otra manera, nos estaremos haciendo trampa en solitario y se corre el riesgo de que al poco tiempo la clase política vuelva a buscar el atajo ante el escenario desigual en que se desenvuelvan las campañas y todo el trabajo político.



Señora Presidenta, sin duda, Chile ha cambiado mucho durante los últimos años. Algunas entidades se han adaptado más rápido que otras a estos cambios. Las instituciones políticas (partidos, Gobierno, Congreso) lo estamos haciendo con retraso.



Confío en que en el Senado habrá un gran consenso en el camino que estamos emprendiendo, que se expresará en la aprobación ojalá unánime de este proyecto y de todos los que integran la Agenda para la Transparencia y la Probidad.



Personalmente, lo siento como un deber frente a las nuevas generaciones.



La política dio sentido a nuestras vidas incorporándonos tempranamente a la militancia y a las luchas estudiantiles. Nos mantuvo de pie en los tiempos de la dictadura, y nos permitió recuperar la democracia y materializar innegables avances para nuestro país.



Nada de ello han vivido las nuevas generaciones. Es nuestra obligación legarles una política digna.



Heredé de mi padre un motivo, una causa noble por la cual luchar y a la cual he dedicado buena parte de mi vida, y quiero que mis hijas y mis nietos tengan esa misma posibilidad.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, yo he tenido especial interés en tratar de dejar plasmado, en una línea argumental clara y precisa, un sentimiento personal sobre lo que significa todo este proceso de transparencia, de probidad, de fortalecimiento de la democracia. Y he querido hacerlo en el contexto de mi voluntad, de mi compromiso de ir avanzando, de ir rectificando en todas estas materias.



No está de más decirlo: yo espero que nunca más nadie deba pasar por las situaciones que he tenido que vivir. Y ello, precisamente porque hoy se está insistiendo en una legislación que el país necesita, por cuanto pretende no solo regularizar sino también llenar una serie de vacíos en todo lo vinculado con el comportamiento que debe tener el mundo político y las reglas que han de existir para que haya mayor tranquilidad para todos los chilenos en el ámbito de la transparencia de la democracia.



Yo veo que todos a veces caemos en la excusa de quejarnos por lo que está pasando. Creo que todos -unos más, otros menos- hemos aprendido la lección de las situaciones de desconfianza que se han registrado en nuestro país.


Aún más, siento que debemos dejar de quejarnos. Y pienso que la mejor forma de hacerlo es ir avanzando en proyectos de ley, como este y otros que vendrán, destinados justamente a corregir los errores cometidos por unos u otros. Pero claro está -y ha quedado de manifiesto- que las prácticas eran transversales, lo que, por cierto, de ninguna manera exculpa a nadie.



Señora Presidenta, me parece que ya está bueno de seguir hablando de lo que pasó hace más de 25 o 40 años con respecto a la democracia. Porque no se puede continuar insistiendo en lo que sucedió antes de que esta volviera, pues ya han transcurrido 25 años.


Yo me admiro de que muchas veces quienes hablan del pasado no valoren lo que todos juntos hemos construido en el último tiempo a los efectos de lograr una democracia con estabilidad política. Porque ya han pasado 25 años, y nuestro país ha avanzado en todo orden de cosas.


Entonces, no menospreciemos lo bueno que se ha realizado.



Por eso, siempre debemos estar alertas a las amenazas que puedan desestabilizar nuestra democracia y, al mismo tiempo, estar abiertos para introducir los ajustes pertinentes. Y hoy nos hemos dado cuenta de que muchas de las normas que regulan las campañas electorales y las vías de financiamiento de la política adolecen de vacíos que es imperioso cubrir con la ley en proyecto.



Como ya mencioné, me parece que hemos sacado las lecciones necesarias para corregir y rectificar.



Así, por ejemplo, considero una buena política en aras de la transparencia que se exija a los candidatos una declaración de patrimonio e intereses; que se defina con mayor precisión qué se entiende por “propaganda electoral”; que las radios entreguen información ciudadana respecto a los candidatos que se están presentando; que se ordenen de mejor manera los espacios públicos para el uso de propaganda; que se establezcan límites a los aportes de los privados, etcétera.



De esa manera un proyecto como este apunta a que, en la actividad de que se trata, todos tengamos las reglas del juego de forma mucho más clara y transparente, lo que va a simplificar la acción política, sobre todo en época de campaña.



Sin embargo, esta iniciativa de ley todavía es susceptible de mejoramiento, principalmente en lo relativo a la intervención de organismos del Estado en actividades políticas electorales.



Son muy comunes las denuncias que hacen los propios vecinos, quienes ven cómo en las campañas se ocupan recursos públicos: uso de vehículos municipales o fiscales; funcionarios públicos haciendo operativos proselitistas en horario de trabajo; abuso en la contratación de personas a honorarios, lo que al final se traduce en favores políticos; empleo de infraestructura pública para actividades electorales, en fin. Y lo mismo ocurre en las empresas públicas, las que, como se sabe, a veces son instrumentalizadas para propósitos distintos de sus fines propios.



Entonces, estimo que no se puede dejar pasar esta oportunidad sin abordar de manera más global el flagelo de la falta de la probidad y transparencia en la política, que muchas veces emana de los propios órganos del Estado.



Si vamos a emprender una reforma profunda en esta materia, hagámosla de una vez por todas. No dejemos para mañana lo que podemos hacer hoy. 



Alguien decía: “No podemos cometer errores”.



No tenemos espacio para cometer errores. Por lo tanto, la legislación en proyecto debe estar cercana a la perfección.



Así las cosas, señora Presidenta, este proyecto de ley cuenta con todo mi apoyo. Pero velaré para que en él se contemple la solución a todos los vacíos legales existentes en materia de financiamiento de campañas y de la política, abordando con mayor precisión y detalle lo relativo a los gobiernos de turno, a las municipalidades y a las empresas del Estado.



Por cierto, este es un proyecto de ley con ventaja. Y es un proyecto de ley con ventaja porque, obviamente, nos va a favorecer “a los que estamos”, debido a la escasez de tiempo para dar a conocer nuevas figuras.



Quizás el contrapunto sea la iniciativa que aprobamos en relación con el término de las reelecciones indefinidas. Tal vez esa sea la puerta que va a permitir la existencia de muchas otras personas que nos puedan suceder.



Sin embargo, claramente -repito-, estamos frente a un proyecto con ventaja: “el que está” tiene las mayores posibilidades de quedarse, si bien (como dije) el límite a las reelecciones va a ser un contrapeso. 



Creo que el límite del gasto en cada circunscripción, en el caso de los Senadores, y en cada distrito, en el de los Diputados, va a evitar que se incurra en excesos y, por tanto, redundará en que las campañas se hagan -permítanme usar este concepto- con cierto grado de austeridad.



Todos sabemos que la ley nunca es perfecta; que hemos tenido una democracia llena de imperfecciones; que se han cometido errores; que existe -todos lo han dicho- una crisis de desconfianza.



Opino, pues, que lo mejor es avanzar con rapidez, con dedicación, en la línea de mejorar este proyecto de ley, para que no queden vacíos. Y, en este sentido, es fundamental que nos coloquemos en todos los escenarios posibles, a fin de no volver a cometer errores y no quedar expuestos a la crítica permanente de quienes se sienten cada día más alejados de la política.



Señora Presidenta, termino expresando que voy a votar a favor convencido de que esta es una propuesta de un camino importante para nuestro país en la idea de fortalecer la democracia y seguir avanzando sin olvidar los errores del pasado.



Eso es lo que requiere Chile.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, siendo bien franco, debo decir que lo mejor de este proyecto es el nombre, que me parece impresionante: “Ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia”.



Creo que, tras esa idea, uno puede entender varias cosas, lo que me anima a tratar de seguir por el rumbo que nos plantea la propia iniciativa.



Entiendo que tras una aspiración de tal naturaleza hay ideas matrices múltiples, las que dan lugar a una serie de indicaciones; y yo al menos voy a presentar algunas.



Hablando con la misma franqueza, señora Presidenta, debo señalar que me parece correcto decir que las circunstancias influyen en las legislaciones que han de darse los países. Uno no puede estar aislado de la realidad, de las cuestiones contingentes.



Pero ¿sabe, señora Presidenta? Tampoco uno puede ser rehén.



Pues bien: yo siento que parte de esta legislación es sentirse rehenes de las redes sociales, de los planteamientos destructivos, de una sensación de que el mundo de la política debe terminarse.



Por mi parte, modestamente, voy a seguir defendiendo aquello en lo que creo, más allá de que pueda ser popular o impopular; pero es lo que pienso.



Desde mi perspectiva, este proyecto equivoca -espero que pueda corregirse en la discusión particular; por eso, vamos a hacer un esfuerzo, en función de su nombre, para rectificarlo- el rumbo.



A mi juicio, en el año 2003 se logró en nuestro país un gran avance, un potente avance a favor de la democracia y de la transparencia en materia electoral. Ello significó -lo digo para los escépticos- que Chile sea actualmente una de las naciones que tienen el mayor cambio de parlamentarios en cada elección. 



Es bueno que se diga que hoy, con un sistema tan vilipendiado, hay un cambio, en promedio, de 38 por ciento de parlamentarios en cada período, cifra muy superior a la de casi todos los países de la OCDE, organismo al que algunos colegas se refieren con tanto gusto.



Ello, con el mencionado sistema, del cual el Ministro Eyzaguirre fue parte muy importante.



No sé -lo decía antes- qué siente ahora el Ministro Eyzaguirre, quien fue padre de la criatura precedente, al ver que ahora se desmiembra y queda una cosa bastante diferente.



Yo por lo menos contribuí a ese sistema, que me parecía correcto.



Personalmente, ¿qué habría hecho yo?



Desde el 2003 hasta ahora, ¿dónde están los problemas básicos o la falta de modernización?



A mi entender, había a lo menos tres temas -son varios más- que no estaban bien resueltos.



Primero, el período de precampaña.



Digámoslo por su nombre: la precampaña no estaba considerada dentro del sistema, y, desde el punto de vista legal, solo se podía hacer propaganda en los últimos treinta días.



Esta es una gran oportunidad para sincerar lo que son las campañas.



Todos los que estamos aquí hemos sido candidatos: no sé quién pudo ser electo si hizo campaña en los últimos treinta días. Eso es impensable en una democracia como la nuestra, que es grande, que es potente.



Aquel era un tema.



¿Y qué se resuelve? ¡Nada! ¡Porque ahora van a ser sesenta días...!



¡Díganme ustedes qué posibilidad de alternancia hay si se aumenta de treinta a sesenta días el espacio para realizar campaña electoral!



Y, a diferencia de lo anterior, en que las sanciones no estaban claras, ahora ellas serán estrictísimas. Hay multa, y se puede llegar a la destitución.



En resumen, un candidato que quiera cumplir la ley perfectamente no podrá hacer campaña sino en los últimos sesenta días.



¿Implica eso enfrentar bien el problema? A mi juicio, significa enfrentarlo en forma equivocada. 



El otro punto es la poscampaña.



¿Qué pasa con las deudas de campaña? 



No se resuelve una materia que, a mi juicio, pudo haberse solucionado con una correcta interpretación, mediante la fijación de plazos, en fin. Ya tendrá que verse cómo se resuelve, porque desde mi perspectiva tampoco se enfrenta de manera correcta el punto.



El gran aporte de esta iniciativa tiene que ver con el SERVEL, pues contempla un sistema de fortalecimiento del Servicio Electoral que espero sea equivalente al del TRICEL, que deberá cumplir roles muy relevantes. Es así como se va a poder controlar una realidad que resultaba incontrolable con el esquema anterior. No obstante, esto supone un aumento significativo de la planta del SERVEL y contar con un talento y una inteligencia notables para fiscalizar la gran cantidad de cosas en las que deberá ocuparse: por ejemplo, medir los letreros de todos los candidatos y cronometrar los segundos que se usen en la propaganda radial. En todo caso, no será un desafío ciclópeo.

El señor LAGOS.- ¡Tiene que garantizar que la foto le haga justicia al candidato…!

El señor COLOMA.- Y que sea correcta, no trucada. Se va a tener que emplear un ingenio muy notable.



Sin embargo -quiero hacerme cargo de esto también-, el proyecto yerra en otros temas muy importantes, que son conceptuales.



Sé que en este punto muchos no van a estar de acuerdo conmigo, pero no hubo problemas con el sistema de financiamiento que ahora queremos terminar. Las dificultades no se debieron a los gastos reservados. Ese no fue el tema de fondo.

El señor LAGOS.- ¡Los aportes reservados!

El señor COLOMA.- Ese no fue el problema que hoy nos tiene contrariados, complicados, enredados, con grados de histeria mayores o menores. ¡No lo fue! El sistema funcionó razonablemente. Uno podría decir “Mire, hagámoslo menor”. Pero, en mi opinión, él permitió incorporar al mundo privado en ámbitos como el de la educación o de la pobreza, a fin de hacerlo partícipe con sus ideas en materias políticas.



No veo que haya existido una razón de mal funcionamiento para que hoy se lo derogue y creo que esto más bien será fuente de numerosos conflictos, porque se lo reemplaza por el Estado. Es decir, este rol que desempeñan ciertas personas se hará omnipresente. El Estado no proviene de la Santísima Trinidad: está integrado por seres humanos...

El señor LAGOS.- ¡A Dios gracias!

El señor COLOMA.- ¡Sí! Por personas con ideas políticas, generalmente mucho más estrictas, mucho más ideológicas que las existentes en el mundo privado, pues por algo están en el ámbito público.



Entonces, aquí se anula la capacidad de opción. Se trata de impedir lo más posible algo que me parece que en todos los países del mundo se fomenta. A los que sacralizan la OCDE les quiero decir que el 65 por ciento de las naciones de esa benemérita institución facultan al mundo privado para que pueda participar. Y lo estimulan para que lo haga en la política, en la generación de ideas, al igual que en la educación y la cultura, y para enfrentar los problemas de la pobreza.



Al final, este conjunto de disposiciones crea un gran subsidio para los que ya estamos -me incluyo- en este ámbito.



Este sistema va a dificultar cualquier cantidad la competencia, las posibilidades de alguien que quiera emerger. 



¿Cómo va a quedar un joven en esta pasada? Pienso en uno no conocido y cuya única forma de serlo sea mediante una campaña previa, cuestión que actualmente se prohíbe a machote, para lo cual debe disponer de recursos que le permitan realizar una más importante. Pero esta se encuentra igualada y le será imposible hacerla. Entonces, les aseguro que el 38 por ciento de cambio de la vilipendiada ley de 2003 se va a modificar sustancialmente, en forma inversa a lo deseado, a través de esta iniciativa.



Se establece una cantidad excesiva de burocracia: hay que definir cada lugar donde se podrá hacer propaganda, cuestión que deberá decidir el concejo municipal. Imaginen el interés que puede sentir el alcalde o el concejo municipal por contar con hartos lugares para instalar la propaganda, para que muchos otros compitan con ellos. Me parece absurdo, con todo respeto. Creo que es una defensa adicional del tema. 



Señora Presidenta, aquí estamos legislando con un lindo nombre -ojalá que lo hagamos con ideas fuertes-, pero, desde mi perspectiva, no estamos fortaleciendo ni transparentando más la democracia. Lo que hacemos es generar una cantidad de problemas y trabas para que las personas puedan competir leal y democráticamente. Y eso va a significar una gran ventaja para aquellos que no tengan que soportar las nuevas cargas que el Estado plantea.



Además, se violentan principios importantes, como la libertad de conciencia. Si alguien quiere aportar cinco mil pesos a un candidato, va a tener que dejarlo registrado por esta especie de obsesión. 



Si bien es cierto el voto es secreto, va a ser bonito andar buscando quiénes financiaron, aun con el más mínimo efecto, a las personas que incluso pudieron haber sido contrarias al Gobierno. Piensen en lo que eso va a provocar.



En resumen, señora Presidenta, voto a favor del proyecto con una gran duda. Y lo hago solo porque su nombre me sugiere que podrían presentarse indicaciones más potentes. Pero, objetivamente, aquí se equivocó el rumbo y no estamos haciendo las cosas bien para fortalecer verdaderamente la democracia.

La señora MUÑOZ.- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, la iniciativa para cuya discusión se nos convoca en esta oportunidad reviste suma importancia y constituye una de las medidas relevantes para avanzar en probidad y transparencia, que tanto necesita actualmente la actividad política nacional.



Si bien precisa algunos perfeccionamientos en sus disposiciones, especialmente en lo que respecta a las mayores facultades que deben otorgarse al Servicio Electoral para fiscalizar en forma efectiva el cumplimiento cabal de su normativa, estoy cierto de que existe consenso en la Corporación para aprobarlo en general.



De igual modo, estimo que deberán adecuarse algunas de sus normas al nuevo procedimiento electoral que nos rige, y que reemplazó al sistema binomimal, que imperó en todas las elecciones parlamentarías efectuadas hasta ahora, desde el año 1990.



Por otra parte, se introducen modificaciones sustantivas y sustanciales a todo el sistema de propaganda electoral, que también es susceptible de mejorar, en especial en lo que respecta a las campañas y a las denominadas “precampañas”.



Pero lo importante es que debemos tener el espíritu y entusiasmo de compartir esta iniciativa legal, porque forma parte del conjunto de medidas destinadas a dar mayor transparencia a nuestro sistema electoral, especialmente al financiamiento de las campañas, todo lo cual, tal como señala el título del mensaje, fortalecerá nuestra democracia, al darle mayor transparencia.



Por ello, doy mi voto favorable a este proyecto de ley, que espero sea aprobado en forma unánime, al igual como lo fue en la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, que estuvo a cargo de su debate.


Aprovecho de felicitar a todos los integrantes de ese órgano técnico, particularmente a su Presidente, don Ignacio Walker, por haber sacado adelante esta agenda legislativa de probidad y transparencia. 



Creemos que es muy importante dar señales para ir recuperando las confianzas en nuestro país.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, cuando escucho a algunos señores Senadores referirse al coraje del Ejecutivo por haber presentado estos proyectos o a que esto es negativo, debo decir que, en verdad, no es ni lo uno ni lo otro. Aquí hubo un estrellarse con la realidad cuando se supo que algunas empresas, burlando la ley, financiaban de manera ilícita campañas políticas o actividades de los partidos. Asimismo, se reveló que partidos políticos antiguos estaban llenos de operadores políticos que recibían pagos y que más bien parecían sucursales o filiales políticas de estas empresas. Así ha ocurrido con SOQUIMICH, Penta y CORPESCA.



Repito: aquí hubo un estrellarse con la realidad y eso fue lo que provocó que ahora estemos viendo estos proyectos de ley. En efecto, si nada se hubiera sabido y el Ministerio Público o el Servicio de Impuestos Internos no hubieran actuado, no estaríamos debatiendo estas iniciativas.



A mi juicio, una de las cosas más positivas que tiene la discusión de estos proyectos es la incerteza. Es decir, estamos llenos de incertezas de aquí para adelante. Tenemos voto voluntario y, por tanto, ya no existen padrones electorales conocidos, ni votos duros: que los señores de aquí o los de allá van a votar de determinada manera... ¡No! 



Hay menos gasto electoral, lo cual es fantástico: habrá menos computadores; menos circos con aire acondicionado que recorran las regiones; menos lentes para la presbicia para repartir a destajo en las juntas de vecinos y en los clubes de adultos mayores; menos canastas familiares, regaladas como forma de cohecho.



Yo siempre les digo a las personas que reciban todo, pero que voten con el corazón. El voto es secreto, así que acepten todos los regalos.



Por una parte, está la gente cercana al Estado, que apoya al Gobierno de turno y que recibe favores de este. De ahí que los empleados públicos hacen campañas puerta a puerta y usan recursos estatales. Y, por otra, están los amigos de las empresas, las filiales políticas de estas, que reciben un financiamiento brutal. Entonces, cuando se ven los millones de dólares gastados en la calle, uno se pregunta  “quizás con qué empresa estoy compitiendo”.



En definitiva, tenemos voto voluntario, menos gasto electoral, cambio del sistema electoral.



Y, como representante de Amplitud, me siento orgullosa de que hayamos sido fundamentales para modificar el sistema electoral; pues, sin nuestro voto, seguiríamos con el binominal, que a algunos, a muchos o a todos, de uno y otro lado, les era supercómodo.



Quiero hacer un llamado a la conciencia en la Sala,  aprovechando que está presente el Ministro, en el sentido de que no se puede mantener el binominal por secretaría. Porque lo eliminamos. Pero el asfixiar a los independientes o a los partidos nuevos o regionales al no darles recursos públicos en la práctica significará mantener lo existente.



Hay algunos que persiguen que eso pase. Resulta que la mayoría de los partidos antiguos, tradicionales, no quieren reempadronar, no quieren reafiliar a sus partidarios. Parece que le tienen miedo a que nadie quiera firmar la ficha de nuevo.



Entonces, ¡seamos honestos en esta cuestión! Creo que, si estamos generando incertezas y cosas fuertes para la política, ¡tienen que ser fuertes de verdad! Y la incerteza es competir. Yo al menos siempre he competido, a mí nunca me han puesto “galletas” al lado para hacerme ganar; al revés, siempre me han hecho la vida muy difícil en política.



Considero que estos proyectos son una gran prueba de fuego para quienes se dicen republicanos, demócratas y hacen gárgaras con ello, pero que “a la hora de los quiubos” intentan con subterfugios e indicaciones que todo cambie para que todo siga igual.



Aquí debe cambiar el sistema de financiamiento. Las empresas no votan, sino nosotros. En consecuencia, la libertad de conciencia es el bien más preciado que ha de tener un representante popular, sea concejal, core, alcalde, Senador, Diputado o -es obvio- Presidente de la República.



Por lo tanto, los partidos nuevos, los partidos regionales, el mundo independiente tiene que recibir el mismo trato. No puede ser de otra manera.



Por tal razón, voto a favor la idea de legislar, y anuncio que veremos bien, en su mérito, todos los proyectos que vengan más adelante.



Sin embargo, recuerdo -con esto concluyo- que la gente está mirando, está cada día más informada. Muchos creen que a los electores se los sigue comprando con regalos y que la ciudadanía es tonta; entonces, van y les regalan cosas, les dan una palmadita en la espalda. Las personas se encuentran muy informadas, miran a los ojos y saben perfectamente a quién creerle y a quién no.



Espero que el Senado al menos pase esta prueba de fuego y supere la vara, la “prueba de la blancura”, pues el país nos está observando y requerimos tener transparencia y, sobre todo, vocación en la política.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, la verdad es que estamos discutiendo el presente proyecto de ley porque nos encontramos en medio de una crisis. No es una situación delicada. No es un desapego de la ciudadanía. ¡Estamos en una crisis política! Y esta se ha ido agravando con el paso de los días, de las semanas, y aún no conocemos su destino final.



Tengo serias dudas de que esto se vaya a resolver mediante leyes regulatorias. Siento que lo que hacemos es generar condiciones para ello. No obstante, quiero traer a la memoria de mis colegas que el año 2003 realizamos un debate similar, y nos equivocamos. ¡Nosotros instalamos el dinero privado en la política! ¡A SOQUIMICH, a Penta, a CORPESCA nosotros los instalamos en la política! Y dimos esta discusión en la Cámara de Diputados cuando veníamos saliendo de la crisis MOP-Gate. Otra crisis de la relación dinero-política.



Y no puedo dejar de preguntarme si este debate se asemeja al que tuvimos el 2003. Porque en esa oportunidad, con gran humildad, advertimos acerca de lo que iba a ocurrir. Dijimos que “se va a pervertir la política. No hay que permitir el ingreso de las donaciones de privados y, menos aún, de las empresas”. Pero se hizo, y estamos viviendo las consecuencias.



Repito: en Chile hay una crisis política, hay una crisis de legitimidad. El 90 por ciento de la ciudadanía cree que este Congreso es ilegítimo, ¡el 90 por ciento de los chilenos cree que es ilegítimo! No lo digo yo. Se lo aclaro a algunos que me han criticado y que consideran ofensivo que se afirme que este Parlamento es percibido así. En la reciente encuesta Adimark no superamos los nueve puntos.



Entonces, hay una crisis de legitimidad, de participación y de representación. ¿Por qué de legitimidad? Ahí están las encuestas. De participación, ¿por qué?, porque en las últimas elecciones seis de cada diez chilenos, ¡seis!, no participó en las elecciones municipales. Votó el 39 por ciento. O sea, el 61 por ciento de la ciudadanía no participó.



Hay quienes planteamos que el tema de fondo de esta situación -yo no fumo opio- es hacer una nueva Constitución y convocar a una asamblea constituyente que aborde de verdad, de abajo hacia arriba, y no al revés, la solución de la crisis. Esto no se resuelve sino con una nueva Carta Fundamental. Lo que hacemos ahora es colocar un buen parche o uno parcial, pero la herida va a seguir sangrando.



Estamos discutiendo esta ley en proyecto debido a la crisis existente. Y considero que el aporte privado no va a terminar con ella. Se permite el aporte de hasta siete millones de pesos -¡siete millones!- de personas particulares no jurídicas. ¡Ojalá yo tuviera un amigo que fuera capaz de donarme siete palos para la campaña…!



Creo que aquí se establece una directa desigualdad. Quiero preguntar a muchos candidatos que van a ser independientes si tienen algún amigo que les pueda donar siete millones (trecientas quince unidades de fomento), que es lo máximo permitido. En la iniciativa se dice que con ello se busca emparejar el piso: que exista mayor equidad, igualdad, para acceder a ser un candidato de elección popular.



Yo sostengo que este proyecto no toca las ventajas de los parlamentarios electos. A nosotros no nos hacen renunciar a nuestros cargos un año antes de la elección para entrar en campaña o treinta días antes como a los alcaldes. Los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales que quieren ser parlamentarios tienen que renunciar a su cargo con treinta días de anticipación. Y, por cierto, seguimos percibiendo asignaciones, remuneraciones, incluso durante la campaña.



Entonces, esta iniciativa no es una que nos vaya a doler. Porque, en los hechos, los treinta días de campaña los financiamos con un sueldo y con un pago de asignaciones para todos nuestros asesores. ¿Alguien podría llamar a eso “competencia igualitaria con el resto de los candidatos”?



Esta es una segunda oportunidad para modificar este punto; tal vez no tengamos otra. Si nos equivocamos ahora, esto se va a ir al carajo, de verdad. Porque, de caer bajo el treinta por ciento la participación ciudadana en la próxima elección, significará una señal irreversible. La ilegitimidad será el elemento rector de todo este proceso.



Se dice que este proyecto busca regular la relación dinero-política y mejorar la calidad de la política. La pregunta es ¿lo señala su texto? No. Se toman medidas que -según se cree- tienden a aquello.



Quiero señalar que la disposición extrema -entiendo que lo han discutido los partidos, pero ahora viene la hora de la verdad- es dotar al SERVEL de un conjunto de atribuciones: que supervise, que haga auditoría, que cite a declarar, que solicite informes, que formule cargos. No obstante, el Servicio Electoral actual es apenas un sabueso bien viejito, sin dientes ni olfato, que no tiene ninguna experiencia, y hasta donde sabemos, su director es nombrado por el Presidente de la República…

El señor HARBOE.- ¡Ya no es así!

El señor PROKURICA.- ¡Hay que leer el proyecto, Senador…!

El señor NAVARRO.- Ahora lo nombra el Senado.



Pero el SERVEL no sirve para este objetivo. Necesitamos una Contraloría Electoral, al igual que la Contraloría General de la República, al igual que el Fiscal Nacional. Una Contraloría Electoral que dé garantías, sin importar el Gobierno de turno, y que tenga facultades de verdad.



Ampliar sus atribuciones será un fracaso. Y lo quiero repetir: ¡será un fracaso! El Servicio Electoral no va a fiscalizar, no va a supervisar, no va a hacer nada de lo que la iniciativa en discusión le pide, porque no tiene las condiciones institucionales para hacerlo. Por lo tanto, esto es un bluf: decimos que va a haber fiscalización, pero no será así.



Se establece, además, que cualquier ciudadano puede presentar una denuncia ante el Director Regional del SERVEL. Yo presenté una al juzgado de policía local de mi Región pues había candidatos que se tomaban los postes de todas las calles para colocar letreros enormes. Y tuve que ir con una grúa arrendada de mi bolsillo, pararme frente a la Prefectura de Carabineros respectiva y decirles a sus funcionarios “si ustedes no los sacan, los voy a sacar yo”. Porque lo hace Carabineros si se presenta la denuncia ante el juzgado de policía local.



Ahora se incorpora la denuncia ante el Director Regional del Servicio Electoral y, además, mediante un correo electrónico.



Eso no va a funcionar. Son facultades extremadamente débiles para un Servicio que no está capacitado.



La norma que establece que los resultados de las encuestas podrán divulgarse solo hasta el cuarto día anterior al de la elección me parece bien. Pero regulemos quién las hace. Porque si a cualquier organismo le será posible difundir encuestas cuatro días antes, ¡ello sí podrá generar una incidencia electoral!



Yo no estoy en contra de que se lleven a cabo encuestas; solo digo que las entidades que las efectúan debieran al menos estar acreditadas, para que la ciudadanía cuente con información veraz y no distorsionada.



Por otro lado, considero muy injusto que este proyecto de ley, que busca la igualdad para acceder a los cargos de elección popular, establezca aportes para los candidatos y no para los electores. Señor Ministro, esta iniciativa quedará absolutamente truncada si no hay un fondo conforme al cual se determine un peso para quienes postulan y otro peso para la ciudadanía organizada, como son las asociaciones de consumidores. 



La idea es contemplar un mecanismo de contraloría ciudadana a través del cual la gente pueda agruparse, de modo regulado, para decirles a los candidatos: “¡Yo no quiero su jingle! ¡Yo no quiero su gigantografía! ¡Yo no quiero sus volantes! Necesito que usted me responda si va a cumplir el programa que planteó, y lo invito a un foro donde estarán todos los demás postulantes”. Es decir, menos cháchara, menos gigantografías, menos pancartas y más contenido.



Otro punto. 



Si se deja al elector absolutamente a su arbitrio, por lo menos debiera financiarse el transporte público el día de la elección. Para las familias de escasos recursos -algunas son numerosas y votan cinco o seis integrantes-, aquello puede significar algo muy importante para su presupuesto.



Si queremos igualdad de acceso, debe haber transporte público gratuito, para que todos los ciudadanos, incluidos los pobres y, particularmente, los jóvenes, puedan ir a votar. No se les puede decir a estos últimos: “Vayan a sufragar, pero páguense la micro de ida y vuelta”.



Si el Estado busca favorecer la participación, debe entregar todas las facilidades del caso, y siento que el transporte público gratuito el día de la elección es una de ellas.



Por otra parte, no me queda claro lo relativo a la pérdida del cargo. Se dice que habrá sanciones penales, pero eso debiera estar explícito: ¡el parlamentario que viole la ley perderá el cargo! 



Si un deportista olímpico gana con doping, pierde la medalla y dejar de ser campeón. Sin embargo, conforme a esta propuesta, al candidato que gana la elección con trampa solo se le aplica una multa. Es como decirle a un campeón olímpico: “Usted, pese a descubrirse que estaba dopado, seguirá siendo campeón. Pague la multa y listo”.



Reitero: aquí no se explicita con claridad cómo el parlamentario va a perder el cargo. De hecho, siento que va a haber temor de aplicar una norma como esa.



¡Debe existir certeza absoluta al respecto! ¡Lo dijimos el 2003!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Eso está contemplado.

El señor NAVARRO.-
Si así es, señor Ministro, quisiera verlo incorporado de manera más nítida.



Señora Presidenta, observo que me quedan diez segundos.



¿Son diez o cinco minutos de intervención?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Diez, señor Senador, pero ya se han cumplido.



Le concedo un minuto adicional para que concluya.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, pienso que es necesario sancionar el hábito de ciertas autoridades de apropiarse de las obras que llevan a cabo los gobiernos. Por ejemplo, los alcaldes en campaña de reelección suelen imprimir volantes que dicen: “Tal obra la hice yo”, en circunstancias de que fue desarrollada por un Ministerio. Las obras públicas, o sea, las financiadas por el Estado, no se las debiera atribuir ningún candidato.



De otro lado, noto que queda fuera de la normativa el financiamiento de las precampañas. ¡Pero si la crisis que estamos viviendo hoy es por las precampañas! Y tampoco se contemplan aportes a las primarias. En mi opinión, todo ello debería estar incluido en la fiscalización no del SERVEL, sino de una contraloría electoral.



Asimismo, pienso que se debe obligar a los partidos a poner su logo en toda propaganda que emitan, para que no traten de pasar gato por liebre. 



Por último, es necesario empadronar a todas las brigadas de campaña y establecer que no haya propaganda pagada en televisión abierta. En el proyecto se habla de propaganda en TV, pero entiendo que esa corresponde a la franja electoral.



Voto a favor de la iniciativa en general, con todas las observaciones que he formulado.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Hago presente a la Sala que hay once oradores inscritos y el Orden del Día termina a las 7 y media.

El señor MONTES.- Sigamos mañana, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- No es posible, Su Señoría, porque el artículo 168 del Reglamento dispone que, una vez abierta la votación, no se puede suspender por ningún motivo.

El señor LARRAÍN.- Reduzcamos el tiempo de intervención, entonces.

El señor MONTES.- No.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Propongo disminuir a cinco minutos el fundamento de voto. 



No hay que olvidar que tenemos que rendir un homenaje al Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales, y ya están en las tribunas nuestros invitados, encabezados por el señor Embajador de Estados Unidos. ¡Aprovecho de saludarlos!



Además, al inicio de la sesión, a solicitud del Senador señor Horvath, se resolvió someter a votación dos proyectos de acuerdo.



Por todo ello, insisto en mi sugerencia de acortar las intervenciones.

El señor MONTES.- ¿Cuántos inscritos hay, señora Presidenta?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Once.

El señor LARRAÍN.- Reduzcamos a cinco minutos el fundamento de voto.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, gran parte de este debate ha girado en torno a los hechos que nos han llevado a discutir hoy un proyecto cuyo objetivo central es el fortalecimiento y la transparencia de la democracia.



Por cierto, muchos podrán indicar que esto es consecuencia solo de la llamada “crisis de desconfianza” que se ha generado a raíz de la serie de hechos irregulares que el país ha conocido durante el último año. 



La verdad es que anticipos e indicios de una crisis de credibilidad tan profunda como la que se observa hay varios. Para no ir muy lejos, podemos mencionar el Informe de Auditoría a la Democracia de 2014, del PNUD, que muestra exactamente el nivel de descrédito que presentan la política y los partidos, y el distanciamiento que existe entre estos y la ciudadanía.



Todos quienes hemos intervenido hemos dicho que valoramos la actividad política. La consideramos nuestra pasión y es indispensable para Chile, sin lugar a duda. Esto lo tenía claro Aristóteles hace 2.400 años. Sin embargo, todos también somos responsables del sitial en que finalmente ella ha quedado.



El Senador Navarro tiene razón en un aspecto, más allá de que en un episodio reciente ha contribuido al desprestigio de la política. Cuenta con un punto a favor: el 2003 fue, probablemente, una de las voces más claras en criticar la institucionalidad que estábamos fijando…

El señor MONTES.- No fue solo el Senador Navarro.

El señor QUINTANA.- Cierto. No lo fue. Pero estoy recordando sus intervenciones. Él hizo la advertencia en su oportunidad, y están las votaciones de varios de nosotros.



Cabe mencionar también lo que planteó Eduardo Engel hace cien días, cuando presentó a la Presidenta Bachelet un conjunto de propuestas en esta materia. Nos dijo que efectivamente lo del 2003 fue un esfuerzo insuficiente -¡creíamos que lo estábamos haciendo excelente!- y que esa regulación favoreció la llegada de platas negras a la política. 



De eso tenemos que hacernos cargo.



Fue así como se pusieron en brazos de determinados sectores productivos -no quiero apuntar a nadie porque las investigaciones todavía no están cerradas y pueden incluso aparecer más empresas involucradas- ciertas candidaturas y algunos partidos.



Todo ello originó la crisis que hoy conocemos.



Frente a eso, creo que aquí no cabe mirar para el techo, sino actuar con voluntad política firme. 



Debo agregar, además, que tal asunto la Presidenta Bachelet lo consideró dentro de su Programa de Gobierno. En efecto, cuando se firmó el acuerdo con Amplitud, se contempló un conjunto de disposiciones en orden a mejorar la calidad de la política. 



Los temas de transparencia para la Primera Mandataria -también intentó avanzar en ellos en su primer Gobierno (en 2006)- son parte de las materias que se deben abordar.



En consecuencia, poder aprobar hoy en general un proyecto que busca relevar la función pública constituye una buena noticia. En definitiva, después de mucho tiempo, se está considerando como bien público la política y no como un problema, no como un ejercicio ajeno a la convivencia democrática.



Repito: Aristóteles esto lo tenía claro hace 2.400 años, cuando las relaciones entre sociedades y dentro de ellas eran la principal preocupación de la polis y constituían el motor fundamental para el desarrollo de las comunidades. Sin embargo, parece que eso se nos fue olvidando.



Siento que todos debemos colaborar en la solución: desde luego, el mundo político, que ha sido interpelado a propósito de las situaciones irregulares que se han conocido; pero también el ámbito académico y muchas otras instituciones que, según distintas y sucesivas encuestas, han perdido credibilidad. Porque esta crisis de confianza no es solo de la política. 



Por supuesto, es el vínculo entre dinero y política lo que ha hecho colapsar el sistema actual y lo que hoy nos convoca frente a este proyecto.



En la discusión en particular habrá que analizar muchos aspectos.



Terminar con los aportes reservados a las campañas electorales, como plantea esta iniciativa, sin lugar a dudas constituye un tremendo avance.



También lo es establecer un financiamiento público trimestral a los partidos, con un nivel de exigencia alto, y fijar recursos públicos para las campañas y un aporte superior para fomentar la participación de candidatas mujeres.



Para todo ello, dos instituciones se verán altamente exigidas: el Servicio Electoral y los partidos políticos.



Creo que las medidas propuestas…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Necesito unos segundos para terminar, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le concedo un minuto adicional para que redondee su idea.

El señor QUINTANA.- Gracias.



Señalaba que este proyecto representa un avance importante.



Sería muy presuntuoso, en todo caso, suponer que con la sola aprobación en general de este proyecto nuestra democracia va a recuperar su color y la confianza ciudadana, perdida hace ya mucho tiempo.



No.
Este paso significativo deberá ser complementado con, al menos, otras veinte iniciativas, lideradas por el Ministro Eyzaguirre, las cuales requerirán el respaldo del Parlamento.



Lo que no puede darse es una legislación que abra paso a irregularidades. Como alguien dijo: “hecha la ley, hecha la trampa”. 



Por ello, deberemos mirar con detenimiento, con mucho detalle, lo que pasa durante una campaña electoral en los medios de comunicación y en los lugares privados. Respecto de estos, algunos ya relativizaron el asunto, diciendo que no deberían regularse, con lo cual habrá todo tipo de libertinaje para instalar carteles.



En definitiva, no podemos ponernos nuevamente una venda en los ojos. ¡Este tema hay que resolverlo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Debo informar que varios Senadores no se encuentran en la Sala, porque se hallan en las Comisiones que están funcionando en paralelo. Cabe recordar que muchos proyectos están con urgencias.



Doy excusas a quienes nos acompañan hoy en las tribunas por el tiempo que han tenido que esperar para el homenaje que rendiremos luego al Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales. Veo a exministros, a exalcaldesas, a alcaldes, a personas que trabajan en distintos centros de estudios, en fin. 



Les pido paciencia. 



Tal vez este debate sea de interés para ustedes. 



Aún quedan diez inscritos, con cinco minutos cada uno. Por eso les solicitamos un poquito más de paciencia.



¡Ojalá mañana El Mercurio no nos critique por esta espera…! Porque todos estamos comprometidos con el homenaje.

El señor MONTES.- ¿Hay gente de El Mercurio…?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, ¡así que tenga cuidado con lo que dice…!



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, a propósito del rechazo inicial del Senador Montes a disminuir los tiempos de intervención, quiero recordar a Winston Churchill, quien decía: “Las palabras antiguas son las mejores, y las breves, las mejores de todas”. Creo que en cinco minutos uno alcanza perfectamente a plantear las ideas de una discusión en general.



Este proyecto de ley nos lleva a debatir sobre el establecimiento de estándares más exigentes de transparencia y control de la actividad política. Cómo no hacerlo si desde el advenimiento de la creciente judicialización de la política se ha puesto en tensión la actividad misma y, lo que es peor, se ha determinado un clima ciudadano de desdén por la noble actividad que implica representar y ocuparse de los asuntos públicos. 


En efecto, podemos afirmar que la iniciativa en cuestión es el resultado de la encrespada evolución del sentir nacional en los últimos meses, cuyos preocupantes resultados todos aquí conocemos.


Por consiguiente, iniciamos la discusión sobre nuevas normas y procedimientos administrativos que -partiendo por regular el proceso y el financiamiento de campañas, candidatos y partidos políticos- buscan mayor equidad y competencia en la política, una mejor canalización de los intereses generales de la sociedad, una mejor vinculación entre dinero y política, una mejor prevención de los conflictos de intereses y estándares más altos de transparencia y control.


Si bien el proyecto resulta ser de reciente inspiración -de hecho, tiene su origen en un mensaje presidencial del 15 de diciembre de 2014-, este responde a un problema y a una necesidad presentes desde hace ya algún tiempo en la contingencia nacional e internacional.


Los temas de transparencia y probidad van y vienen con la premura de la urgencia, que desplaza lo importante.



Recuerdo que en agosto del 2014, junto con el Senador Hernán Larraín, propusimos una agenda para mejorar la calidad de la política. En esa oportunidad solo un medio de comunicación, El Mercurio, cubrió la conferencia de prensa que dimos, en la que planteamos muchos de los puntos que ahora están recogidos en este proyecto de origen presidencial.



Señor Presidente, esta iniciativa es muy relevante. 



Me parece fundamental, para aportar mayor claridad a quienes nos miran a través del canal de televisión del Senado, hacer ciertas precisiones respecto de lo que señaló un colega con anterioridad.



Este proyecto es uno más en la arquitectura jurídico-administrativa constitucional, legal y reglamentaria que vamos a estructurar para mejorar los estándares regulatorios de la relación dinero y política, disminuir el gasto electoral y establecer una institucionalidad mucho más eficiente.



Esta propuesta legislativa no es como alguien dijo por ahí: “Solo derecho sustantivo, sin institucionalidad”.



El texto que nos ocupa supone el compromiso del Gobierno, en la discusión en particular, de establecer una modernización profunda del Servicio Electoral, el cual, en la práctica, pasará a ser constitucionalmente un órgano autónomo, con facultades y patrimonio propios y con capacidad de fiscalización. Incluso tendrá titularidad exclusiva -el monopolio de la acción- para pedir ante el Tribunal Calificador de Elecciones la cesación en el cargo de un senador, diputado, alcalde, consejero regional o concejal que haya infringido gravemente las normas de financiamiento y control de gasto electoral.



Es una buena noticia que el presente proyecto sea parte de esa estructura. En él -insisto- no estarán recogidas todas las materias. El rol del legislador es comprender esa arquitectura jurídico-administrativa como un todo y no elementos parciales.



Sin perjuicio de mi apoyo a esta iniciativa -la voté a favor en la Comisión Especial sobre Probidad y Transparencia, y haré lo mismo en esta oportunidad-, pienso que deberemos perfeccionar algunos elementos.



Es inexplicable que la Cámara de Diputados haya permitido que se financie la campaña con aporte propio sin ningún límite de gasto. Es decir, los que poseen patrimonio suficiente podrán financiar sin ningún tipo de restricción sus campañas electorales, en desmedro de los candidatos que deberán conseguir aportes de otra forma. No parece razonable esa disposición, porque privilegia a las grandes fortunas.



Tampoco es adecuada la norma que propuso la Cámara Baja en orden a prohibir el aporte reservado de persona natural. ¿Qué va a ocurrir cuando un trabajador quiera contribuir a una campaña con una cantidad limitada de dinero y su empleador lo amenace con sacarlo del empleo si concreta ese aporte?



Teniendo en cuenta que la Ley de Protección de Datos Personales considera las afiliaciones políticas y las inclinaciones religiosas como datos sensibles, no susceptibles de ser divulgados, me parece una contradicción lo planteado por la otra rama del Parlamento.



Señor Presidente, también será esencial introducir mejoras a la definición de propaganda electoral, con el fin de evitar lo que hoy sucede en lo relativo a las precampañas, que, en estricto rigor, no quedan reguladas de buena forma en esta propuesta legislativa.



El proyecto es un avance, y tenemos que apoyarlo.



Pero, sin duda, habrá que incorporarle perfeccionamientos para lograr los objetivos planteados: disminuir la influencia del dinero en la política y circunscribir las campañas a debates de contenido. 



A su vez, debemos evitar un incentivo perverso: que la excesiva regulación lleve a una involución -es decir, a la situación anterior al 2003-, en la que las campañas comienzan a financiarse con dineros que no entran en el sistema.



Por eso, señor Presidente, será necesario realizar una discusión particular muy acuciosa. 



Deberemos también revisar las experiencias comparadas para que finalmente contemos con un mejor estándar de transparencia en el financiamiento de esta noble actividad, que es la política.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en aras del tiempo y por las consideraciones que usted señaló, no me voy a extender en el análisis de esta iniciativa.



Solo quiero subrayar que estimo que este paso es absolutamente necesario dentro del proceso de modernización de la política en nuestro país.



Como bien lo recordaba el Senador Harboe, esta es una inquietud que varios teníamos desde hace mucho rato. 



Bastaba ver las encuestas -antes de todos los procesos judiciales que se han abierto en el último tiempo- para darse cuenta de la reprobación ciudadana y de la falta de confianza de la gente en el funcionamiento de los partidos políticos; en particular, en su opacidad, en su falta de transparencia.



Frente a ello, se produce una situación bastante compleja.



Por una parte, el Parlamento avanza de forma muy rápida y efectiva en la entrega de su información a la opinión pública, a cualquier ciudadano. Hemos generado como parlamentarios -algunos quizá hemos tenido incluso la iniciativa en esto- un espacio muy distinto, al promover este cambio de cultura en Chile: del secretismo a la transparencia. 



Sin embargo, por otra parte, ese proceso no lo hicimos en el ámbito de los partidos políticos, del financiamiento de las campañas. Por eso, no obstante lo positivo del avance realizado el año 2003, fue completamente insuficiente en el tiempo. Y esos vacíos han generado espacios para situaciones de irregularidad que tienen al país todavía más complicado y consternado. 



En consecuencia, la necesidad de corregir, de restablecer y de crear una normativa que permita asegurar un financiamiento transparente y un control eficaz era absolutamente imperiosa.



En ese sentido, nosotros apoyamos la iniciativa en debate. 



Más aún: aunque ella propone al final suprimir los aportes de personas jurídicas a la política y nosotros, incluso como partido, hemos planteado que eso es algo absolutamente legítimo, que se aplica en la mayoría de los países de la OCDE, y que, por lo tanto, no vemos ninguna razón de fondo, de principios, para impedirlo, desistimos, en atención a la sospecha ciudadana que hay sobre el financiamiento de la política, de imponer o de exigir ese punto como elemento central en el financiamiento de la política. Porque creemos que, como ocurre hoy, a la gente le da lo mismo si el aporte de una empresa se hace por la vía legal o por un medio irregular: igual lo condena. 



Por lo tanto, para terminar con toda sospecha, decidimos no perseverar en el financiamiento de la política por parte de personas jurídicas, más allá de su legitimidad, y aceptar solo el proveniente de aportes fiscales y de personas naturales, de manera de garantizar en forma transparente que el sistema funcione. 



No obstante, todo lo que se propone no funcionará, y tampoco será posible implementar siquiera la legislación que modificó el sistema electoral binominal, si acaso no tenemos un Servicio Electoral eficiente y ajustado a la nueva realidad. 



Hoy día, dicho organismo no tiene la capacidad de controlar el gasto de las campañas. Y eso ha permitido, al final, que respecto de ellas no exista ningún tipo de límite de gasto real. 



Eso es lo que tenemos que cambiar con la mayor brevedad posible. 



Este proyecto no funcionará, y tampoco lo hará el nuevo sistema electoral para los comicios parlamentarios, si el Servicio Electoral no se reforma y moderniza completamente. 



Sin embargo, la iniciativa sobre ese particular aún no es conocida por este Congreso. El tiempo pasa, y si no la tenemos antes de las elecciones municipales, no se podrá controlar el financiamiento de esas campañas. 



Por lo tanto, junto con darle mi aprobación a la normativa que nos ocupa -ya veremos en detalle cómo la corregiremos-, solo me queda insistir en la urgente necesidad de contar, a la brevedad, con un Servicio Electoral adecuado a las demandas del nuevo sistema de transparencia y fortalecimiento de la democracia que va incorporado o implícito en esta iniciativa. 



He dicho. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el año 2003 enfrentamos una crisis de confianza de la ciudadanía respecto del Gobierno, del Parlamento, de los partidos políticos similar a la que estamos atravesando hoy. 



Quizás en esa época la ciudadanía tenía un poco más de aguante, pues había transcurrido menos tiempo desde la recuperación de la democracia. Sin embargo, hoy está más cansada y los estándares de exigencia hacia nosotros son mucho más altos. 



Por eso, a pesar de que legislamos el 2003 para hacer más transparentes los aportes a las campañas políticas, hoy, solo doce años después, debemos volver a legislar, apresuradamente, como consecuencia de los hechos que ha conocido la ciudadanía y que rechaza categóricamente. 



 Ello obedece, entre otras razones, a que en esa oportunidad no regulamos el financiamiento de los partidos políticos, y -digámoslo también- a que nunca pensamos que las campañas electorales adquirirían tal ritmo y dimensión que se saldrían de los marcos de financiamiento contemplados en la actual legislación. 



Por eso hoy día estamos de nuevo en esa tarea. 



Por eso este proyecto de ley dice: ¡No al aporte de las empresas! ¡Sí al aporte de las personas naturales! 



Y por eso esta iniciativa reclama con tanta urgencia un Servicio Electoral fuerte, que pueda fiscalizar, que pueda observar lo que ocurre con las campañas en terreno, para dimensionar si se está cumpliendo o no el límite máximo de gasto electoral. 



Pero digamos las cosas con mucha franqueza: yo creo que esta es una nueva oportunidad para el Gobierno; una nueva oportunidad para hacer transparente y fiscalizable el financiamiento de la política, de los partidos y de las campañas electorales, y todos debemos comprometernos a hacer el mayor de los esfuerzos para dar cumplimiento estricto a la nueva legislación sobre límite y control del gasto electoral.



No obstante, ese esfuerzo no es gratis, señor Presidente. 



Para el próximo año, en que habrá elecciones municipales, se contempla un mayor gasto fiscal de 16 millones de dólares; y para el 2017, año de elecciones presidenciales y parlamentarias, de 23 millones de dólares. 



Se trata de un esfuerzo de la ciudadanía para que haya mayor gasto público, y, por tanto, mayor financiamiento a los partidos políticos y a los candidatos; pero, también, más transparencia y más compromiso con el estricto cumplimiento de la normativa electoral y de los límites máximos de gastos en campañas. 



Yo comparto esos objetivos, señor Presidente. 



Por eso, voto a favor de la idea de legislar. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, este proyecto se construyó a partir de otras iniciativas presentadas con motivo de la reforma al sistema electoral binominal, en la que se planteó claramente la necesidad -incluso mucho antes de que se generaran todos los casos hoy día conocidos- de separar el dinero de la política a través de la fijación de un techo para gastos de campaña; de la supresión de los aportes reservados; del financiamiento estatal, para nivelar las posibilidades de los distintos candidatos. 



Esta separación del dinero de la política reviste particular importancia en un país como el nuestro, tan centralista en lo público y tan concentrado económicamente, porque su influencia es bastante clara. 



En segundo lugar, comparto la necesidad de tener un Servicio Electoral empoderado, porque no sacamos nada con prohibir o regular determinadas prácticas de campaña si no existe la capacidad de un ente público descentralizado y coordinado con otros, con la autonomía suficiente, para hacer cumplir las normas. 



El tercer punto de la reforma al binominal decía relación con la apertura de espacio a expresiones políticas distintas de los dos grandes grupos consolidados políticamente en el país -estoy hablando de la Alianza y de la Nueva Mayoría, o ex Concertación-, para darle la posibilidad cierta a independientes, a partidos políticos regionales y a partidos emergentes. Por algo las cifras de abstención son cada vez mayores; eso demuestra la falta de sintonía respecto de las posibilidades de cualquier persona de entrar a ocupar cargos de elección popular. 



En cuanto a la entrega de aportes del Estado solo a los partidos que tengan representación parlamentaria, debo señalar que ello frena la posibilidad de las colectividades emergentes y perpetúa nuevamente, de manera indirecta, el sistema binominal. 



En ese sentido quiero ser muy claro, pues los que contribuimos a esa reforma plantemos que no se puede borrar con el codo lo que se aprobó con la mano en un momento determinado. Eso implicaría desnaturalizar, incluso, la difícil participación de los independientes, los liberales, el movimiento Amplitud y las distintas organizaciones regionales.



Otro punto es que no se vote solo por la persona o el grupo político, sino también por un compromiso y un programa. Es decir, se debe lograr que este último tenga un grado de vinculación y pueda ser exigido por los electores. Creo que eso permite avanzar en la línea correcta.



Vinculado con lo anterior está el tema del voto voluntario. No podemos escabullir el problema que involucra la cantidad cada vez menor de personas que sufragan. No se trata de volver al voto obligatorio -no es tan fácil como eso-, pero sí de asociar algún beneficio a los ciudadanos que ejercen este deber.



Pienso que hay cosas simples que se pueden hacer, y las hemos analizado con algunas organizaciones y personas. Por ejemplo, entregar un carné a la gente que vota, de manera que quede identificada y, luego de ello, pueda participar en consejos comunales, regionales o nacionales de distinta naturaleza. Asimismo, el carné podría permitirle, en igualdad de condiciones, acceder a un cargo público, a una beca, a un subsidio. Creo que por la vía de los incentivos podemos llegar bastante más lejos.



Es también la oportunidad de evitar todo tipo de intervencionismo electoral. Inaugurar obras atribuyéndolas a la gestión de determinada persona es verdaderamente abusivo y un mal uso de los fondos públicos y municipales.



Señor Presidente, debemos aprovechar esta oportunidad para avanzar en el cumplimiento de estos objetivos y compromisos, conscientes de que en la discusión en particular podremos hacerlo.



Por esas razones, voto a favor.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se me ha solicitado autorización para que la Comisión de Probidad y Transparencia, que está viendo el proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, pueda funcionar simultáneamente con la Sala.



¿Les parece?



--Se accede a lo solicitado.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pido que se les avise a los señores Senadores que están en Comisiones que muy pronto se iniciará el homenaje. Sé que todos están viendo proyectos muy importantes, pero esta actividad también es relevante.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, tal vez lo más fácil sería guardar silencio frente a un proyecto como este y aprobarlo en general, ya que a mi juicio va en la línea correcta.



Sin embargo, luego del debate que ha habido, me gustaría hacer algunas precisiones.



Primero, creo que todos debemos estar de acuerdo en que es necesario legislar sobre esta materia.



Efectivamente, hasta el año 2003 no había reglamentación sobre el financiamiento de las campañas. En ese tiempo se hablaba del “maletín” u otras formas bastante irregulares. Sin embargo, no existía un descrédito tan grande de la política como el que existe hoy. En ese momento se hizo un esfuerzo; nadie puede negarlo. Pero no estábamos en una situación de crisis tan profunda como la que enfrentamos ahora.



El año 2003 se trató de superar las críticas que se hacían al financiamiento de las campañas, las cuales muchas veces eran inequitativas, ya que unos candidatos podían contar con mayores recursos y otros, no. Sin embargo, transcurrido el tiempo se ha llegado a la conclusión, por las denuncias que hemos conocido recientemente, de que debemos adoptar medidas diferentes de las anteriores y terminar con los aportes reservados, porque han caído en descrédito y, además, en la sospecha permanente sobre su origen. Es preferible hacer transparencia sobre el tema.



Creo que todos tenemos que hacer aportes a este proyecto.



Primero, se debería regular y limitar el gasto de las campañas y controlar que ello no se infrinja. Para eso, deben establecerse sanciones drásticas, que esperamos que lleguen por la vía de la indicación anunciada por el Ejecutivo y que incluyan la posibilidad de perder el cargo si acaso se comprueba que hay una infracción grave en el gasto de la campaña en relación con los límites que impone la ley.


Por otro lado, para restringir el gasto tenemos también que reglamentar y acotar los elementos de publicidad de la campaña.



Quiero hacer un llamado de atención respecto a una norma que viene en el proyecto. El artículo 32 bis que se propone agregar, dice: “Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura”. 



¡Eso no debe hacerse! Sabemos que muchos candidatos concurren a lugares privados y pagan una cantidad de recursos para que se ubique su propaganda. ¡No! Tenemos que ir a un sistema como el de los países modernos. En parte, eso está recogido en las disposiciones, pero se requiere una mejor regulación para determinar los lugares donde se podrá instalar la propaganda. 



En muchos países, para que la propaganda sea equitativa, se encomienda a los consejos electorales la determinación de los sitios en que ella se puede poner: “Mire, en tal plaza, en tal bandejón, en tal parte se pondrá la propaganda de los candidatos”. Incluso, en algunos casos las propias municipalidades colocan y cuidan la propaganda exhibida.



Ahora, en cuanto a la limitación del gasto que promueve el proyecto, cabe señalar que uno de los grandes desembolsos que se han hecho en las últimas campañas son las famosas gigantografías, que tienen un costo muy alto y que muchas veces son aprovechadas en forma irregular por quien autoriza su instalación.



Más aún, en las últimas campañas -no lo olvidemos- nacieron empresas que pusieron gigantografías en determinadas partes, con bloques de cemento, y que le preguntaban a uno: “¿Dónde quiere usted que se coloque la propaganda?”. 



¡Eso hay que prohibirlo! 



¡Debe haber una regulación que sea equitativa para todos!



Me parece bien lo que se ha dicho aquí sobre la radio, que exista alguna capacidad de control sobre este tipo de publicidad.



Por otra parte, creo que hay que corregir un punto, precisamente para que exista más equidad y posibilidad de conocimiento: en los lugares de votación debiera haber publicidad el día de la elección -regulada, por supuesto-, en la cual aparezcan la foto del candidato, sus propuestas, el logo del partido que lo presenta, de tal manera que cuando el elector entre pueda ver una galería de fotos e información que le ayude a resolver por quién quiere votar.



Encuentro razonables algunos aportes que se han hecho aquí en el sentido de que el sistema de control tiene que ser mucho más descentralizado. El Servicio Electoral no puede supervisar. Las municipalidades debieran estar obligadas a hacerlo. Incluso, con la posibilidad de remover al alcalde en caso de que no cumpla con las obligaciones que le correspondan en cuanto al control de la campaña, para que efectivamente esta se lleve a cabo de acuerdo con la reglamentación que tengamos. 



Al Servicio Electoral debe dejarse el control del nivel de gasto, el juzgar si realmente hay infracción. Pero el control de la publicidad, en el terreno mismo, no puede hacerlo ese organismo, sino la municipalidad, a través de un sistema que habrá que determinar.



Ahora, en cuanto a los aportes, quiero llamar la atención respecto de otra norma del proyecto: la letra c) del número 3 del artículo 2°. Ella señala que las personas podrán hacer aportes de hasta quinientas unidades de fomento en un caso y hasta mil unidades de fomento en el otro. O sea, alguien podría donar 22 millones de pesos. ¿A quién? ¿A un solo candidato? Aquí se está partiendo de la base de que pueda hacerlo a varios candidatos, pero podría acumular los recursos en uno solo. 



¡Eso no es posible! ¡No puede ser!



En Estados Unidos creo que el límite de aportes es de dos mil dólares, o sea, un poco más de un millón de pesos.



Eso tenemos que revisarlo.



Por tanto, señor Presidente -y con esto termino- creo que debemos tomar este proyecto y construir uno mejor, con la participación de todos nosotros, aportando nuestra experiencia en las campañas, de tal manera que haya realmente un financiamiento equitativo y que en las futuras contiendas electorales no existan diferencias entre el candidato nuevo y el candidato incumbente. Esa es la manera en que podemos colaborar para sacar una buena legislación, propósito en el que todos tenemos el deber de participar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa un oficio mediante el cual la Presidenta de la República retira la urgencia del proyecto que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales y la hace presente de nuevo, en el carácter de “discusión inmediata”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa dos proyectos de acuerdo:



De los Senadores señor Horvath; señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe, y señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín, Matta, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que solicitan la adhesión del Senado a la conmemoración del 70° aniversario de la destrucción de la ciudad de Hiroshima (boletín N° S 1.822-12) (Véase en los Anexos, documento 17).


De los Senadores señor Horvath; señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín, y señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que le piden a Su Excelencia la Presidenta de la República la limitación de la energía nuclear a la innovación, la ciencia y la tecnología aplicada (boletín N° S 1.823-12) (Véase en los Anexos, documento 18).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para tratar en esta sesión ambos proyectos de acuerdo, sin enunciado ni relación, y votarlos sin discusión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Los proyectos de acuerdo se votan sin discusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo sé, señor Senador, pero estoy reiterándolo ¡para que nadie se tiente…!

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.

ADHESIÓN DE SENADO A CONMEMORACIÓN DE 70° ANIVERSARIO DE DESTRUCCIÓN DE HIROSHIMA y LIMITACIÓN DE ENERGÍA NUCLEAR A INNOVACIÓN, CIENCIA Y TECNOLOGÍA APLICADA. PROYECTOS DE ACUERDO


--El primer proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señor Horvath; señoras Pérez San Martin y Van Rysselberghe, y señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín, Matta, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.822-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.



--El segundo proyecto de acuerdo lo presentaron los Senadores señor Horvath; señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín, y señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, y mediante él se le solicita a la Presidenta República la limitación de la energía nuclear a la innovación, la ciencia y la tecnología aplicada.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.823-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde votar en los términos que acordó la Sala.



¿Les parece a Sus Señorías aprobar los dos proyectos de acuerdo?
El señor CHAHUÁN.- Sí, señor Presidente.

El señor MONTES.- ¡Por supuesto!



--Se aprueban ambos proyectos de acuerdo.
)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, corresponde fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.



¿Les parece el 17 de agosto?



Es lo que solicita el Ejecutivo.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- ¿Puede ampliarse el plazo, señor Presidente? El 17 de agosto es muy pronto.

El señor PIZARRO.- Estamos apurados, Su Señoría.

El señor MONTES.- Pero, aun así, el 30 de agosto es un término prudente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estoy transmitiendo lo que pidió el Ministro señor Eyzaguirre.

El señor MONTES.- Dada la complejidad del proyecto -en la discusión particular se formularán varias observaciones-, hasta fin de mes es razonable.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece el 24 de agosto, señor Senador?

El señor MONTES.- Bueno.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.

)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional de la Senadora señora Allende para ausentarse del territorio nacional a contar del 11 de agosto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero volver al plazo de indicaciones para el proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.



En la Comisión se convino -es la voluntad del Ministro- en fijar el 17 de agosto. 



Creo que sería importante dejar esa fecha, porque hay urgencia para el despacho de la referida iniciativa. No tenemos para qué demorarlo. Y es el acuerdo adoptado por quienes están trabajando en ella.



Pido, pues, fijar el 17 de agosto.

El señor MONTES.- La Sala ya acordó el 24 de agosto, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, lo que ocurre es que con el SERVEL hicimos un calendario sobre las fechas que necesitamos para llegar a las elecciones municipales con las leyes respectivas aprobadas.



Por eso, le pedimos al Senado considerar el 21 de agosto, pues, de acuerdo a nuestro calendario, no podemos sobrepasar esa fecha si pretendemos tener las cosas a tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para fijar el 17 de agosto.

El señor MONTES.- ¡El 21!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- El 21.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Existe acuerdo para establecer el 21 de agosto?



Acordado.



--Se fija como plazo para formular indicaciones el 21 de agosto, a las 12.
)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional del Senador señor Ossandón para ausentarse del país desde el martes 11 hasta el sábado 15 de agosto, ya que Su Señoría formará parte de la comitiva oficial que acompañará a Su Excelencia la Presidenta de la República en su visita a El Salvador y México.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
HOMENAJE A PROGRAMA DE LIDERAZGO PARA VISITANTES INTERNACIONALES EN 75° ANIVERSARIO DE SU CREACIÓN
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación se rendirá homenaje al Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales en el 75° aniversario de su creación.



Saludamos a quienes nos acompañan en las tribunas (les ruego excusarme, pero no puedo nombrarlos a todos):



Al Embajador de Estados Unidos en Chile, don Michael Hammer; a alcaldes y exalcaldes; a exparlamentarios; a exministros; a académicos de centros de estudio.



¡Muchas gracias por estar con nosotros!



En primer término, tiene la palabra la Honorable Senadora Carolina Goic, quien imagino fue beneficiaria del Programa (¡yo, no...!).



--(Aplausos en tribunas).

La señora GOIC.- Señor Presidente, parto saludando a quienes nos acompañan en las tribunas en este momento, cuando el Senado de la República rinde homenaje al conmemorarse la creación del Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales, que el Departamento de Estado de los Estados Unidos de América organiza desde el año 1940.



Saludo especialmente al Embajador de Estados Unidos en Chile, señor Michael Hammer, y a los funcionarios y funcionarias del Departamento de Estado que lo acompañan, como asimismo a las autoridades chilenas y del resto de América presentes esta tarde en las tribunas en su calidad de exbecarios del Programa.



El Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales es un ejemplo de cómo los estados pueden realizar contribuciones sustantivas al entendimiento entre los pueblos y a la paz mundial, promoviendo el cultivo de relaciones duraderas mediante la conexión de líderes actuales y emergentes de todo el mundo.


Cada año cerca de 5 mil participantes viajan a los Estados Unidos con el objetivo de conocer las mejores prácticas que se han desarrollado en ese país en diversas materias; de saber de su historia, de su cultura, de su gente. 


En estos años han participado en esa valiosa experiencia sobre 200 mil visitantes internacionales, incluidos más de 335 actuales o anteriores Jefes de Estado y Jefes de Gobierno; entre otros, Margaret Thatcher, Tony Blair, Nicolas Sarkozy, Óscar Arias y Dilma Rousseff.


En el mundo de la ciencia -dato para el Senador Girardi-, 55 premios nobel han sido becarios del Programa, en distintos ámbitos. A ellos se suman innumerables líderes de la industria y de la sociedad civil.



De Chile han participado variadas personalidades: Ministros de Estado, de distintas administraciones; y del Congreso Nacional, 12 Diputados y 11 Senadores.


Me correspondió ser becaria hallándome recién electa como Diputada. Corría el año 2006 cuando con mi entonces colega y amiga Diputada por Arica, Ximena Valcarce, fuimos invitadas a participar en esa experiencia.



Recuerdo haber visitado distintas ciudades, unas con parlamentos pequeños y otras con parlamentos más grandes; entre ellas, Seattle y Washington. Y el tema de nuestro viaje era justamente Las mujeres en política y en los parlamentos.



Fue una experiencia supervaliosa, por distintos motivos.



Primero, íbamos dos Diputadas de regiones extremas: una del norte y otra -en mi caso- del sur, de Magallanes, quienes teníamos coincidencias.



En seguida, éramos mujeres jóvenes y estábamos en nuestro primer año como Diputadas.



Además, veníamos saliendo de una campaña tras la que por primera vez en Chile se eligió a una Presidenta. Y eso marcaba un momento muy especial para las mujeres en política.



Fue grata la sorpresa que recibimos cuando compartíamos con nuestras colegas en los distintos estados y en los diversos parlamentos que visitamos, pues pudimos darnos cuenta de que aquí teníamos avances que de repente uno misma no valoraba.



Nos hablaban de cómo para las mujeres habían sido muy difíciles situaciones que para nosotras parecían básicas.



Recuerdo haber compartido el reconocimiento de los períodos pre y posnatal sin que se consideraran inasistencias como pasaba antes.



Muchos nos decían: “¡Qué valioso que puedan tener aquello!”. “¡Qué bien que avancen en el cuidado de los niños!”. “¡Qué positiva la separación de dependencias para hombres y mujeres!”.



Entonces, nos dimos cuenta de que teníamos bastante experiencia para aportar ahí.



Como señalaba, el Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales constituye una de las contribuciones más relevantes que Estados Unidos de América realiza al entendimiento de la comunidad internacional. Se trata de una iniciativa que sin duda, como Senadora de la República, valoro. E insto al Gobierno de ese país a persistir en ella, a reforzarla.


Al mismo tiempo, quiero alentar a los exbecarios a vincularse con las organizaciones nacionales e internacionales que los aglutinan en las Américas -y por cierto, en Chile-, a fin de que podamos dar continuidad a esta valiosa experiencia personal y transformarla en un activo de los diferentes países.



Cuando nos hemos reunido con exbecarios, ha sido muy grato darnos cuenta de que existe mucha gente, con la que incluso interactuamos en lo cotidiano, que vivió la misma experiencia; y asimismo, de que hay otros grupos de profesionales, en fin, que pueden aportarnos para formar una red de intercambio que continúe en distintas naciones.


Así entiendo el rol de los líderes que en algún momento de nuestras vidas fuimos convocados a participar en este viaje, que nació como una oportunidad y que en el camino se transformó finalmente en un compromiso compartido con el desarrollo de la paz entre nuestros pueblos.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente; señores miembros de esta Alta Corporación; señor Embajador de Estados Unidos de América, don Michael Hammer, y autoridades que lo acompañan; autoridades nacionales; señoras y señores:



El Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales, creado hace 75 años por el Departamento de Estado de Estados Unidos, constituye una iniciativa realmente digna de destacar, digna de valorar y digna de imitar.



Se trata, como bien decía la Senadora señora Goic, de la realización de un intercambio profesional del más alto nivel que permite el conocimiento completo de la realidad de Estados Unidos en las áreas de interés que le corresponden al invitado y que se lleva a cabo quizás con una particularidad muy propia de la cultura norteamericana: en forma extraordinariamente libre.



Se puede visitar Estados Unidos de la manera que el invitado quiera, en las áreas que le interesan; sin dirigismo, conocer las cosas tal cual son, a veces muy entusiastas de la cultura americana y a veces críticas de ella, porque quizás esa es una de las virtudes que tiene ese pueblo, al que uno llega a conocer de manera especial por aquella vía.



Conocer gobiernos locales, estatales y también nacionales; o escuelas y universidades; o el sistema cultural; o las distintas realidades sociales que se dan en ese país; o estados de tamaños disímiles, resulta extraordinariamente enriquecedor y sirve para que uno pueda apreciar y valorar por qué Estados Unidos es un pueblo grande, con la relevancia que tiene en el mundo actual.



Mi experiencia -porque, a pesar de que los destinatarios son figuras ilustres, también en ese entonces (estoy hablando de los años 70 a 78) convidaban a académicos y vicerrectores- fue muy notable.



Yo conocía Estados Unidos. Había estado allí en varias oportunidades. Bueno: la verdad es que me di cuenta de que no conocía ese país hasta la visita correspondiente.



Pude recorrer los lugares más variados. Un día estaba en una universidad con intelectuales, y al día siguiente, en un pueblito con un farmer¸ con un pequeño agricultor que desarrollaba sus actividades a pulso. Ello me permitió saber que ese trabajador modesto, que hacía su esfuerzo en forma personal, decidía todo según lo que le decía la oficina de extensión de la universidad del lugar. Por lo tanto, la integración del conocimiento en sus niveles más elevados con el desarrollo práctico de un granjero, de un pequeño agricultor, se daba en los hechos de manera muy efectiva.



También recuerdo la casa de ese agricultor y la comida que me ofreció.



Ahí se encontraban las autoridades locales; el pastor; la directora de la escuela; alguien del municipio, y él y su familia: estaba el pueblo en la realidad profunda de Estados Unidos.



Esa experiencia, sumada a las demás que pude recoger en mi visita, me permite decir que ahora conozco más ese pueblo y que tal tipo de intercambio es el que genera las vinculaciones reales entre personas.



Muchas veces nos quedamos en lo que son las vinculaciones formales, las relaciones institucionales, en circunstancias de que detrás de esas formas y de esas entidades hay personas, hábitos, costumbres, cultura, miradas.



Superando ese retrato siempre portentoso de lo que son Nueva York o California, las grandes imágenes de Estados Unidos, o el ámbito político de Washington D.C., sin lugar a dudas hay muchos estados, muchas ciudades, muchas localidades que reflejan la riqueza de un pueblo muy notable que ha sabido hacer historia en los últimos siglos.



Creo que el Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales ayuda efectivamente a fortalecer el compromiso de Estados Unidos con los países de todo el mundo y a cultivar relaciones duraderas mediante la conexión con los líderes de las distintas naciones.


Ya se recordaba que, con motivo del referido Programa, 200 mil personas han visitado dicho país: muchos Jefes de Estado, muchas personas ilustres.



Al mirar la galería de quienes nos acompañan esta tarde me doy cuenta de que también desde Chile han participado en las visitas figuras prominentes de las más variadas áreas. 



Todo aquello genera nexos y lazos culturales muy permanentes.



Por eso, no solo se debe felicitar por dicha iniciativa a Estados Unidos y agradecer haber sido parte de ella: además, es deseable que nuestro país, en la escala que nos es posible, desarrolle vinculaciones de tal naturaleza, pues de ese modo se enlazan los pueblos en su realidad más profunda.



Así es que en esta oportunidad, aparte felicitarlos por la actividad en comento, les expreso mi deseo de que continúen haciéndola en nuestro país y en el resto del mundo, ya que de esa manera se produce la conexión más importante que se puede dar: la registrada entre personas con rostro, de carne y hueso, que transmiten lo que son y no lo que dicen las apariencias ni lo que señalan los titulares o, a veces, incluso los libros. 



¡Esa es la expresión más auténtica de los pueblos en sus raíces más profundas!



¡Muchas gracias y larga vida para el Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Vicepresidenta del Senado, Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señor Presidente, saludo, por su intermedio, al Excelentísimo Embajador de Estados Unidos, señor Michael Hammer, y a cada uno de los delegados del Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales que nos acompañan en las tribunas.



Como ya lo han expresado los colegas que intervinieron con anterioridad, se trata de un programa de intercambio profesional a cargo del Departamento de Estado de los Estados Unidos y su objetivo es que, a través de visitas breves, líderes extranjeros actuales y emergentes de distinta procedencia y de una gran variedad de campos conozcan al país del norte, su sistema educativo y de Gobierno, y establezcan relaciones con profesionales y líderes locales en sus respectivos ámbitos.



Tal como lo manifestaron los Senadores señora Goic y señor Larraín, más de 200 mil visitantes internacionales, en 75 años de experiencia, han viajado a los Estados Unidos por el Programa.



Habiendo participado en 1990, puedo testimoniar su importancia y lo valioso del esfuerzo de acercar a personalidades, mujeres y hombres destacados y profesionales de diferente origen y compartir visiones.



En mi caso, asistí en un momento muy significativo de nuestra historia: fui invitada, junto con otros dirigentes, cuando Chile recuperó su democracia e iniciaba una difícil transición. Tenía lugar, entonces, el aprendizaje de ejercer como autoridad política en un país con enormes expectativas y necesidades, de modo que la experiencia fue muy relevante.


La visita a algunas comunidades de los Estados Unidos y a organizaciones e instituciones de los sectores público y privado, y, muy especialmente, el intercambio de conocimientos y de visiones afines, nos permitieron asimilar algo de esa realidad y de los avances de interés en diversas áreas de la ciencia y de las humanidades, así como del quehacer político, económico y social.



De mucha importancia son también, como lo consignó el Honorable señor Larraín, las experiencias humanas que se obtienen al recorrer establecimientos del ámbito educacional y, en general, al compenetrarse de la cultura y la vida social en ciudades y comunidades.



Resulta muy interesante advertir la enorme diversidad de los Estados de la Unión y las diferentes tradiciones e identidad de su gente, y comprender que su riqueza y prosperidad se funda en sacar provecho de esas muy variadas realidades, en el marco de un sueño y un objetivo comunes.



Viajar y conocer rompe barreras, derriba prejuicios y contribuye a superar obstáculos.



Reunirse con personas distintas ayuda a generar lazos y alienta la búsqueda de propósitos comunes que se hallan por encima de nacionalidades, razas, idiomas e ideologías.



Quiero destacar, en particular, la permanencia del Programa más allá de los enormes cambios experimentados por la humanidad en estos 75 años.



Han sido décadas vertiginosas, por cierto.



En efecto, poco tiempo después de crearse el instrumento que nos ocupa se enfrentó un conflicto mundial que cambió completamente el mundo que conocíamos.


La Guerra Fría, que orientó las relaciones de la humanidad por largo tiempo, felizmente ha quedado en el pasado.



La nueva conformación geopolítica en diversos bloques, con la Unión Europea y potencias surgidas en Asia, es una realidad que no lograba preverse en la década de los cuarenta.



India, Corea del Sur, Singapur, Rusia o Brasil -este último más cercano a nosotros- reclaman también su espacio.



Han surgido, asimismo, durante todos estos años, nuevas fuentes de preocupación y amenazas globales, como el terrorismo y el narcotráfico.


El medioambiente es otra fuente de incertidumbre en el marco de un desarrollo económico que, muchas veces, lo pone en grave riesgo.



A lo anterior agrego, muy especialmente, la pobreza que aflige todavía a millones y millones de personas y que remueve nuestras conciencias, frente a un mundo capaz de enormes adelantos tecnológicos y que, sin embargo, no logra encontrar una solución para este drama humano.



Estos problemas globales comunes determinan que el Programa mantenga su plena vigencia.



Los últimos días han sido muy gráficos para ilustrar la enorme significación de los momentos que vivimos y cómo la realidad cambia constantemente.



El 20 de julio recién pasado, los Estados Unidos y Cuba recompusieron sus relaciones diplomáticas, superando una larga división que constituía una deuda pendiente en América Latina.



Poco antes, diversas potencias, entre las cuales también se cuenta a los Estados Unidos, lograron un acuerdo con Irán respecto de su programa nuclear, abriendo una nueva era, esperamos, de confianzas y estabilidad.



El Presidente Obama acaba de visitar la Unión Africana, con el enorme significado de encontrar ahí también una parte de sus raíces, en un mundo que se ha transformado en una gran aldea global.



Son claramente señales que dan cuenta de una realidad muy distinta de la que pudimos avizorar hace algunas décadas.



Se trata de hitos que dan cuenta de que en Occidente, al menos, avanzamos asumiendo un compromiso común con la democracia, la libertad y la promoción de los derechos humanos.



Creo que el Programa de Liderazgo para Visitantes Internacionales ha aportado un significativo grano de arena en la tarea de acercar posiciones, unir líderes y profesionales, y compartir realidades y experiencias disímiles, buscando los intereses trascendentes de los seres humanos.



Esperamos que pueda seguir aportando a estos desafíos y le deseamos una aún más larga vida.



Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, señor Embajador de los Estados Unidos, delegados de la Embajada y todos los becarios que tuvieron la posibilidad de compartir el Programa:



En 1998, siendo Diputado, pude viajar a Washington, Chicago y Portland, y la verdad es que conocer esas ciudades fue de lo más interesante. No había tenido la posibilidad de visitar los Estados Unidos y la experiencia, por cierto, fue enriquecedora.



Lo malo es que después no volvieron a invitarme…



Nos encontramos con parlamentarios, personas de la prensa, líderes juveniles y representantes de todo el mundo.



Era una estadía en la que los Estados Unidos se abría en todas sus dimensiones -en Washington, en el Congreso- y tenía lugar un diálogo directo con la capital del capitalismo.



Ello permitía un conocimiento mucho más directo del modo de vida y la comprensión de por qué se había formado y gestado la independencia de ese país.



Y pudimos compartir con muchas personas del ámbito político, desde luego, así como también del sector empresarial.



Creo que fue una experiencia importante.



Me consta que el Programa se destina a mostrar los Estados Unidos al mundo. Y pienso que ello es positivo, porque, las más de las veces, no proyecta una buena imagen.



Los visitantes comprenden algo esencial: están los gobiernos y está el pueblo. Tuvimos la ocasión de conocer a parte del Gobierno, pero también al pueblo de los Estados Unidos. Y, en ese sentido, uno aprende que los gobiernos hacen lo que hacen los gobiernos, mas el pueblo hace lo que hace el pueblo, y que puede haber coincidencias y diferencias.



Pudimos conversar también con el pueblo de los Estados Unidos sin ningún tipo de impedimento, desde luego, sino con mucha libertad y mucho interés.



Estimo que fue una experiencia positiva para mi formación política y personal. En Portland me impuse de los plebiscitos sobre pescar o no salmones. Son procedimientos permanentes. Es el ejercicio de la democracia por la vía de la consulta a la ciudadanía.



Había grupos estructurados -algunos de ellos financiados por el Estado, y otros, autofinanciados-, que exhibían una diversidad completa de asuntos y de intereses.



Y si se quisiera atender a este último aspecto, cabía observarlo con un mayor relieve en Chicago, Washington y Portland.



Dentro del grupo sostuvimos debates políticos, y si bien la visita no revestía ese carácter ni presentaba un sesgo de esa índole, nos permitió enterarnos, por intermedio de los intérpretes, de la realidad no solo de los organizadores, sino también de la propia de otros participantes.



Do you know speak English? Todavía no logro aprender inglés.



No obtuve la beca Pinochet, a diferencia de algunos de mis compañeros de la la Izquierda…



¡Varios de ellos no aprendieron ni inglés ni alemán, sin embargo…!

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Alemán sí, en mi caso.
El señor NAVARRO.- También en el de la Presidenta de la República.



Espero superar el problema. Es necesario. Mis hijas hablan bastante el idioma y traducen cada vez que lo necesito.



El Programa es interesante, porque se invita a líderes de todo el mundo. Tal como lo ha expuesto la Senadora señora Goic, se registran 335 jefes de Estado y jefes de Gobierno, actuales o anteriores. Por mi parte, añadiría a los posibles, porque algunos de los que han participado aún aspiran a liderar.



¡La historia no se cierra…!



En este aniversario, aprovecho de agradecer la oportunidad que tuve.



Además, deseo contarles que estaba en Portland en 1998, a dos días de concluir el programa, cuando se supo de la detención de Pinochet en Londres. No pude terminarlo. Luego de retirarme viajé a Nueva York y luego a la capital del Reino Unido. Fui uno de los primeros parlamentarios en llegar con ocasión de ese hecho, importante para la historia de Chile.



Más allá del ideologismo o de la política contingente, si líderes nacionales, políticos o no políticos, tuvieran que asistir y me preguntasen, les respondería, con firmeza: “Deben hacerlo. Es importante. Va a servirles. Será una experiencia atractiva. A algunos va a marcarlos. Y, por cierto, siempre se podrá aprender más”.



Es una posibilidad que ojalá se mantenga, porque ayuda a acercarse al país más importante en el mundo, al que posee el mejor armamento en el mundo, pero que también tiene un pueblo extraordinario, al que pude conocer en esa ocasión, junto a parte de su Gobierno.



Expreso mi agradecimiento por esa oportunidad, señor Embajador.



Espero que el Programa pueda seguir y que se ponga énfasis también en líderes, hombres o mujeres, de mi país.



Gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es claro que en las invitaciones media la diversidad política -eso se valora-, porque han intervenido parlamentarios desde la UDI al MAS. Ello es preciso relevarlo.



Muchas gracias.



Presento nuestras excusas por la demora en el homenaje, pero fue preciso discutir proyectos de ley que generaron entusiasmo y se extendió el Orden del Día.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso a la petición de oficio llegada a la Mesa.

PETICIÓN DE OFICIO


--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor GARCÍA:


Al señor Director General de Aeronáutica Civil, para que informe sobre EFECTIVIDAD DE COMPRA POR ESE ORGANISMO DE TERRENOS COLINDANTES A AEROPUERTO DE ARAUCANÍA, COMUNA DE FREIRE.
)-----------------(



--Se levantó la sesión a las 19:53.







     Manuel Ocaña Vergara,








       Jefe de la Redacción
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SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 36ª, ORDINARIA, EN MARTES 21 DE JULIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Muñoz y, accidentalmente, de la Honorable Senadora señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Ignacio.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Justicia y Trabajo y Previsión Social, señor Rodrigo Valdés y señoras Javiera Blanco y Ximena Rincón, respectivamente, y el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 34ª, ordinaria, y 35ª, extraordinaria, de 14 y 15 de julio de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República con el que hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N°9.790-07).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la ley N°20.365, que establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°9.628-08) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía, y a la de Hacienda, en su caso.


2) Sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N°9.790-07) (con urgencia calificada de “simple”).

-- Pasa a la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, y a la de Hacienda, en su caso.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copias autorizadas de las resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo 8 de la ley N° 17.322.


- Artículo 41, N°5 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido y sistematizado del decreto ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


- Artículos 299, N°3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Punta Arenas


Remite copia autorizada de la sentencia pronunciada con fecha 5 de junio de 2015, por dicha Corte de Apelaciones; de la resolución de la Excelentísima Corte Suprema de 1° de julio pasado, y del cúmplase, del día 10 del presente mes, recaídos en los autos rol N° 48-2015, caratulados “Ministerio Público solicita desafuero de Senador Carlos Bianchi Chelech”.


-- Se toma conocimiento.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor García-Huidobro, referida al área de manejo y explotación de recursos bentónicos denominada Punta de Lobos, en la comuna de Pichilemu.

De la señora Ministra de Salud


Atiende sendas solicitudes de información, efectuadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los siguientes asuntos:


1) Paralización de funcionarios de la salud municipalizada durante los días 28 y 29 de abril de 2015.


2) Proceso de vacunación contra la influenza en la comuna de Chiguayante.


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro, Araya y Bianchi, en lo relativo a la posibilidad de crear una política de salud integral para el hombre.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador Chahuán, acerca de contratos de esa Cartera con la Federación Internacional de Ginecología y Obstetricia (F.I.G.O.).

Del señor Ministro de Energía


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de antecedentes relacionados con instalación en el país de un centro de investigación y desarrollo de la energía de los mares.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones, Región de La Araucanía


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Espina, en lo relativo a la conectividad con el centro de la ciudad de los vecinos de la Población Michigan, comuna de Collipulli. 

Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor García, documentación acerca de utilización de recursos correspondientes a la Adquisición de Activos No Financieros durante el año 2014.

Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora von Baer, en relación con los siguientes asuntos:


1) Proyecto para construir un hospital para la comuna de Futrono.


2) Estado de avance de iniciativas de inversión correspondientes a la comuna de La Unión.


3) Proyectos de hospitales en las comunas de La Unión y Río Bueno.


4) Reposición del proyecto de Posta Rural de Crucero, en la comuna de Río Bueno.


5) Reposición de posta para Folilco, en la comuna de Los Ríos.


6) Avance de iniciativas de inversión “Reposición Cesfam Malalhue” y “Construcción Posta Puquiñe”, en la comuna de Lanco.


7) Construcción de la Posta Runca, en la comuna de Máfil.


8) Avance de iniciativas de inversión “Construcción Posta de Salud Rural de Quillalhue”; “Reposición Posta de Salud Rural Missisippi”, y “Plan de Mejoramiento de la Red asistencial de Salud de la Región de Los Ríos”.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (Boletín N° 9.679-07) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incorpora un numeral 27° al artículo 19 de la Constitución Política con el fin de garantizar a los adultos mayores un acceso preferente a las prestaciones del Estado (Boletín N°10.197-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Ossandón y Girardi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de disposición de alimentos para evitar su desperdicio (Boletín N°10.198-11).


De los Honorables Senadores señor Araya, señora Goic y señor Pizarro, con la que inician un proyecto de ley para exigir que todas las prestaciones de salud tengan establecido un arancel (Boletín N°10.199-11).


-- Pasan a la Comisión de Salud.

Inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Goic y señores De Urresti, Girardi y Orpis, con la que proponen un proyecto de ley que crea el Ministerio de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Ossandón, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República manifestar el rechazo del Estado chileno frente a las sanciones administrativas aplicadas a la ex Diputada María Corina Machado y otros representantes de oposición, por parte del Estado venezolano (Boletín N° S 1.818-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicación


De la Comisión de Minería y Energía, mediante la cual informa acerca de las perspectivas de la industria de la fundición de minerales, su situación actual en el país y las alternativas estratégicas para su desarrollo en condiciones de competitividad en el mercado internacional.


-- Queda a disposición de Sus Señorías.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día, de la Sesión Ordinaria de hoy, el proyecto de ley que regula la actividad apícola, signado con el número 2.- en la Tabla (Boletín N° 9.479-01).


2.- Colocar en la Tabla de la Sesión Ordinaria de mañana miércoles el proyecto de ley que fija normas sobre planta de personal del Ministerio de Educación (Boletín N° 10.127-04), siempre que se encuentre despachado por la Comisión de Hacienda y autorizar a ésta para informar mediante un certificado.


3.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), hasta el día viernes 24 de julio de 2015 a las 12 horas, en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


4.- Citar a Sesión Especial para el día martes 4 de agosto, de 11:30 a 14:00 horas, para “tratar los graves incidentes que reiteradamente se han estado produciendo en el último tiempo en diversos estadios del país, con motivo de la realización de partidos de fútbol profesional y proponer las medidas destinadas a evitar su repetición”; lo que fue solicitado por los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

- - -

El Honorable Senador señor Harboe solicita abrir, hasta el día 24 del mes en curso, un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre, (Cites) (Boletín N° 6.829-01).


Así se acuerda.

- - -

Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán solicitó dirigir oficio al Ejecutivo para que se sirva estudiar la posibilidad de enviar a tramitación legislativo un proyecto de ley que recoja los propósitos de la iniciativa que busca crear el Ministerio de educación superior, ciencia, tecnología e innovación, que fuera declara inadmisible en esta sesión.

Se acuerda despachar el oficio pedido.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Enseguida, a petición del Honorable Senador señor Chahuán, el señor Presidente requiere el asentimiento unánime de la Sala para poner en votación, antes del Orden del Día, el proyecto de acuerdo del que se ha dado cuenta en la presente sesión.

Se accede a lo solicitado.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Ossandón, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República manifestar el rechazo del Estado chileno frente a las sanciones administrativas aplicadas a la ex Diputada María Corina Machado y otros representantes de oposición, por parte del Estado venezolano.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.818-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 21 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Relaciones Exteriores para manifestar el rechazo del Estado chileno frente a las sanciones administrativas aplicadas a la ex Diputada señora María Corina Machado y a otros representantes de oposición, por parte del Estado venezolano.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la actividad apícola.


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia. Lo pone en discusión en general.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier, en primer trámite constitucional, que regula la actividad apícola y tiene el Boletín N° 9.479-01.

Resalta que el objetivo principal del proyecto es dotar al ordenamiento jurídico de una normativa que regule de manera sistemática la actividad apícola, destacándola como un factor productivo relevante para la economía.

Indica que la Comisión de Agricultura discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Moreira y Quinteros.
- - -


El señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe, Pérez Varela, Letelier, Matta, Tuma y Prokurica.

Cerrado el debate y puesta en votación en general, la iniciativa es aprobada por 32 votos.


Votan favorablemente los Honorables senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe y Quinteros, señora von Baer, señores De Urresti, Moreira, Navarro, García, Coloma, Pérez Varela y Girardi.

- - -


A continuación, se acuerda fijar plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa hasta las 12 horas del día lunes 31 de agosto de 2015.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Agricultura, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.


El señor Presidente señala que corresponde proseguir la votación en particular de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para que ingrese el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows. Se accede.

El señor Secretario General recuerda que el Honorable Senador señor Letelier solicitó votación separada de cada una de las normas del proyecto.


Del mismo modo, reitera que la letra a) del número 5 -que pasó a ser número 6- del artículo 3° del proyecto, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe, debe ser aprobado en particular como norma de rango orgánico constitucional.

Asimismo, hace presente que entre las enmiendas acordadas por mayoría se encuentra la recaída en un nuevo número 4 que se incorpora al artículo 3°, que debe ser aprobada también como norma de rango orgánico constitucional.

Por último, destaca que corresponde votar el inciso quinto, que pasa a ser inciso séptimo, del artículo 1° aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud.


El señor Presidente pone en votación en particular el precepto referido precedentemente, el que es aprobado por 20 votos a favor, 3 votos en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro y Rossi.

Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Rossi.


Se abstiene el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el inciso sexto, que pasa a ser inciso octavo, del artículo 1° aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud, el que es aprobado por 19 votos.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación en particular el inciso séptimo, que pasa a ser inciso noveno, del artículo 1° aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud.


Terminada la votación, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor y 11 votos en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras van Rysselberghe y von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, Larraín, Moreira, Pizarro, Prokurica, Quintero y Tuma.


Fundan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Coloma, Moreira y García.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Girardi, Guillier, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Rossi, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Rossi, Letelier, Navarro y Girardi.

- - -


Terminada la votación, el señor Secretario General advierte que, en conformidad al Reglamento de la Corporación, corresponde repetir la votación, toda vez que el empate ha dejado sin definirse el asunto.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone nuevamente en votación en particular el inciso séptimo, que pasa a ser inciso noveno, del artículo 1° aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud.


Terminada la segunda votación recaída en la mencionado precepto, éste se rechaza por 7 votos a favor y 12 votos en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, García, Larraín, Moreira y Prokurica.


Funda su voto favorable, el Honorable Senador señor Coloma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Rossi, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Navarro.


Luego, la señora Presidenta accidental señala que ha concluido el Orden del Día.


Queda pendiente la discusión de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora von Baer y señores De Urresti y García, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta accidental anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 37ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 22 DE JULIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi y Walker, don Ignacio.


Concurre, asimismo, la Ministra de Educación (S), señora Valentina Quiroga.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 34ª, ordinaria, y 35ª, extraordinaria, de 14 y 15 de julio de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Veintisiete de S.E. la Presidenta de la República:


Con los catorce primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N°9.179-07).


2) Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (Boletín N°9.679-07).


3) Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07).


4) Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


5) Proyecto de reforma constitucional, que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (Boletines N°s 9.840-07 y 10.055-07, refundidos).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.026-10).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.025-10).


8) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015 (Boletín N° 10.024-10).


9) Proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (Boletín N° 9.896-07).


10) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N°7.550-06).


11) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


12) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


13) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


14) Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok, el 4 de octubre de 2013 (Boletín N° 9.472-10).


Con los trece siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (Boletín Nº 9.819-24).


2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (Boletín Nº 9.629-19).


3) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).


4) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).


5) Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).


6) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).


7) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


8) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).


9) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13).


10) Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (Boletín N°6.829-01).


11) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).


12) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


13) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Excelentísima Corte Suprema de Justicia


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


-- Se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en lo relativo a trabajadores de la planta Bocamina I, en Coronel.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas (S), Región de Atacama


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del estado del proyecto “Instalación Sistema agua potable rural (APR) sector Quebrada Valparaíso”, comuna de Vallenar.

Del señor Director Regional del Instituto de Previsión Social de Atacama


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en lo relativo a la situación de un cotizante de esa entidad.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N°6.556-10) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que traslada al día 4 de julio de cada año la cuenta sobre el estado administrativo y político de la Nación (Boletín N°7.704-07).


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (Boletín N°8.511-13).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señores Tuma, Montes, Ossandón, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con la que inician un proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 2.833, en materia de alzamiento de prohibiciones de gravar, enajenar y celebrar actos y contratos en viviendas financiadas mediante subsidio habitacional (Boletín N°10.203-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


De los Honorables Senadores señores Guillier, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Ossandón y Walker, don Patricio, con la que modifican la ley Nº 20.393, extendiendo la responsabilidad penal de las personas jurídicas a ciertos delitos tributarios y estableciendo nuevas penas (Boletín N°10.204-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor García-Huidobro, para ausentarse del país a contar del día 23 de julio próximo.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


Concluida su lectura, llegan a la Mesa los siguientes documentos:


Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fija normas sobre planta de personal del Ministerio de Educación (Boletín N° 10.127-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla.

_________


Se suspende la sesión para que los Comités celebren una reunión.


Se reanuda la sesión.

- - -


El señor Secretario General informa que los Comités han acordado tratar en la sesión del día de hoy, como si fuera de “fácil despacho”, el proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria.

El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.

El señor Secretario General expone que se trata de la iniciativa que tiene el Boletín N° 9.679-07, cuyo trámite se inició en el Senado. Agrega que, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó las siguientes enmiendas a su texto:

“ARTÍCULO ÚNICO

Número 1


- Ha sustituido la oración “y, en todo caso, velando por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.” por la siguiente: “. En todo caso, deberá velar por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.”.

Número 2


- Ha reemplazado su literal a) por el siguiente:


“a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “No están sujetos a lo dispuesto en el artículo 176” por “Estarán sujetos a lo dispuesto en los artículos 175 y 176, según el caso,”, y la palabra “ni” por la conjunción copulativa “y”.”.


- Ha suprimido el literal b).
ARTÍCULO TRANSITORIO


- Ha remplazado el pronombre “el”, que precede a la frase “Código Orgánico de Tribunales”, por “los artículos 175 y 179 del”.”.

El señor Secretario continúa informando que, en tercer trámite, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín, aprobó las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con excepción de la recaída en la letra b) del número 2) del artículo único, que propone rechazar.

Explica que, en caso de que la Sala acuerde aprobar la proposición de la Comisión, las enmiendas recaídas en el numeral 1) y en la letra a) del numeral 2) del artículo único, así como en el artículo transitorio del proyecto, deben serlo con carácter de orgánico constitucional.

Hace presente que se pone en votación el informe de la referida Comisión, de manera que, si es aprobado, queda desechada aquella enmienda que la Comisión propone rechazar y, por tanto, el proyecto debe ser tratado por la correspondiente Comisión Mixta.


El señor Presidente pone en discusión el aludido informe y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor De Urresti.


Cerrado el debate y puesto en votación el informe, es aprobado por 22 votos, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende y van Rysselberghe y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.
- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Así se acuerda.

Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fija normas sobre planta del personal del Ministerio de Educación.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.

El señor Secretario General expone que se trata del proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que fija normas sobre planta de personal del Ministerio de Educación, y cuenta con un informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y un certificado de la Comisión de Hacienda, Boletín N° 10.127-04, con urgencia calificada de “suma”.


Destaca que el objetivo de esta iniciativa es fijar la planta del personal del Ministerio de Educación, facultando a la Presidenta de la República para dictar las normas necesarias de adecuación, estructuración y funcionamiento de su personal, así como determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se les asigne, número de cargos y otras normas propias de una reestructuración.


Advierte que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología la discutió en general y en particular, en virtud del acuerdo que adoptó la Sala en su oportunidad, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora von Baer y señores Rossi, Quintana y Walker, don Ignacio. Agrega que la aprobó en particular con la misma unanimidad precedentemente consignada.


Resalta que, por acuerdo de Comités, de fecha 8 de julio, se dispuso que este proyecto pasara a la Comisión de Hacienda en el primer trámite reglamentario, oportunidad en que esta Comisión introdujo una enmienda al inciso primero del artículo 3° del texto despachado por la de Educación, enmienda que fue acordada por unanimidad.


Por último, hace presente que los incisos segundo y tercero del artículo 5° tienen rango orgánico constitucional, según queda expresado en el informe de la Comisión de Hacienda.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto.

Intervienen los Honorables Senadores señores García y Lagos.


Terminada la discusión, la señora Vicepresidenta pone en votación en general esta iniciativa, la que es aprobada por 33 votos.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los incisos segundo y tercero del artículo 5° del proyecto.

Fundan su voto, los Honorables Senadores señora von Baer y señores Montes, Coloma, Rossi, Quintana, Navarro, Orpis y Tuma.

- - -


Concluida la votación, interviene la señora Ministra (S) de Educación.

- - -


A continuación, la señora Vicepresidenta hace presente a la Sala que respecto de esta iniciativa no se han presentado indicaciones ni se ha pedido fijar un plazo para ese efecto, por lo que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, la señora Vicepresidenta declara aprobado en particular el proyecto señalado.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de la presente ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1.- Fijar la planta de personal del Ministerio de Educación.


2.- Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos incluidos en ellas; sus denominaciones; los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, especificando los cargos de exclusiva confianza y de carrera, y establecer las normas complementarias al artículo 15 de este último cuerpo legal para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios de planta y a contrata para efectos del encasillamiento. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


3.- Determinar la data de entrada en vigencia de las plantas que fije. El Ministerio de Educación procederá a efectuar los encasillamientos dentro del plazo de 180 días desde la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije tales plantas.


No obstante lo dispuesto en el presente artículo, determínase que los grados de la Escala Única de Sueldos, iniciales y superiores de la planta que se fije, serán los siguientes:


- Planta de Directivos:
grados 9° y 2°.


- Planta de Profesionales:
grados 14° y 4°.


- Planta de Técnicos:

grados 16° y 9°.


- Planta de Administrativos:
grados 20° y 10°.


- Planta de Auxiliares:
grados 22° y 18°.


El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del presente artículo, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de 1.300 millones de pesos.


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte: 


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo 2°.- A contar del día 1 del mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, créase una asignación de responsabilidad para los funcionarios que ejerzan la función de Jefe de Administración Provincial de cada una de las Unidades Provinciales del Ministerio de Educación.


Esta asignación ascenderá a un monto equivalente al 15% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:


1.- Sueldo base;


2.- Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, en ambas modalidades de cálculo a que se refieren los dos incisos de dicha disposición;


3.- Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185, en sus dos modalidades de cálculo;


4.- Asignación del artículo 6º del decreto ley N° 1.770, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1977, y 


5.- Asignación del artículo 2º de la ley N° 19.699.


La función señalada en el inciso primero será asignada conforme a lo dispuesto en el artículo 3°.


La asignación de responsabilidad será pagada a los funcionarios en servicio que tengan derecho a ella a la fecha de pago, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será el equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de esta asignación. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo tendrá derecho a la asignación en proporción a los meses efectivamente trabajados. 


La asignación de responsabilidad será tributable e imponible y no se considerará como base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Artículo 3°.- Las funciones de Jefe de Administración Provincial y de Jefe Técnico Pedagógico de cada una de las Unidades Provinciales del Ministerio de Educación serán asignadas a través de concursos internos, que podrán ser provinciales, regionales o nacionales, según lo determine la Subsecretaría de Educación, mediante acto administrativo fundado. En ningún caso dicho procedimiento podrá implicar que se excedan las competencias de los Departamentos Provinciales de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.956.


En dichos concursos podrán participar los funcionarios del Ministerio de Educación que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


1.- Estar en posesión de un título profesional de a lo menos 8 semestres otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, u homologado en los términos de la ley N° 18.329;


2.- Tener a lo menos 1 año de experiencia profesional en el área de la administración o supervisión técnico pedagógica en el Ministerio de Educación, según sea el caso, y


3.- Encontrarse calificado en Lista N° 1, de Distinción.


La permanencia de los funcionarios en el desempeño de las funciones señaladas en el inciso primero tendrá una duración de 3 años, al término de los cuales dejarán de percibir la asignación de responsabilidad, a menos que, en virtud de un nuevo concurso interno, se les renueve su designación en dicha función, caso en el cual continuarán gozando de ella.


Los funcionarios designados en las calidades señaladas en el inciso primero, una vez concluido su período, podrán reconcursar o reasumir su cargo de origen.


Con todo, el llamado a concurso a que se refiere el presente artículo deberá realizarse con una antelación mínima de 90 días al término del período correspondiente.


Los funcionarios que ejerzan las funciones mencionadas en el inciso primero serán considerados jefes directos para los efectos del Párrafo 4º del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 4°.- Una resolución de la Subsecretaría de Educación establecerá los mecanismos a aplicar en los concursos internos a que se refiere el artículo anterior, la publicidad del llamado a concurso, la forma de determinar los factores y subfactores a considerar y sus ponderaciones, la composición y funcionamiento de los comités de selección, la forma de asignar las funciones que se concursan, lo que estará determinado por el puntaje obtenido en el concurso, así como las demás normas necesarias para la debida realización de dichos concursos internos. 


Artículo 5°.- El proceso de encasillamiento que se origine por aplicación del artículo 1° se regirá por las normas establecidas en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y por lo dispuesto en los incisos siguientes.


Una vez practicado lo establecido en la letra h) del artículo 15 del citado decreto con fuerza de ley, si quedaren cargos vacantes, éstos se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar funcionarios auxiliares y administrativos a contrata, que se encuentren asimilados a la respectiva planta y siempre que se hayan desempeñado en tal calidad durante, a lo menos, 5 años antes del encasillamiento, continuos o discontinuos, y cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en Lista N° 1, de Distinción, o en Lista N° 2, Buena.


Una vez practicado lo dispuesto en las letras a), b) y e) del artículo 15 del mencionado decreto con fuerza de ley, respecto del encasillamiento en los cargos de la planta de personal de profesionales, si quedaren aún cargos vacantes en dicha planta, éstos se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios titulares de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares que cumplan con los requisitos respectivos de la planta de profesionales y acrediten estar cumpliendo funciones profesionales en el Ministerio de Educación a lo menos por un año, lo que será certificado por su jefatura directa. También podrán participar de estos concursos los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, siempre que se hayan desempeñado en tal calidad durante, a lo menos, 5 años antes del encasillamiento, continuos o discontinuos, y, además, cumplan con los requisitos antes señalados. Los postulantes requerirán estar calificados en Lista N° 1, de Distinción, o en Lista N° 2, Buena. 


En la convocatoria de los concursos señalados en los incisos segundo y tercero de este artículo deberán considerarse a lo menos los factores de experiencia calificada y evaluación de desempeño. La Subsecretaría de Educación determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse a lo menos en la página web de la institución.


La provisión de las vacantes señaladas en los incisos segundo y tercero de este artículo se efectuará en orden decreciente, según el puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Subsecretario de Educación.


En lo no previsto en los incisos cuarto y quinto anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 6º.- El Ministerio de Educación deberá presentar un informe semestral sobre la ejecución presupuestaria del Programa 20, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, del Capítulo 01 de la Partida 09, a las Comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara de Diputados, y a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda del Senado en los meses de marzo y agosto de cada año. Mediante resolución del Ministerio de Educación, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se establecerán los contenidos de dicho informe. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia del artículo 2° de la presente ley ejerzan la función de Jefe de Administración Provincial de cada una de las Unidades Provinciales del Ministerio de Educación percibirán la asignación que crea dicho precepto siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso segundo del artículo 3°. Dicha asignación la percibirán hasta que la función sea asignada mediante el mecanismo indicado en el referido artículo 3°. Con todo, el primer concurso para asignar las funciones antes señaladas deberá convocarse dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia será financiado con los recursos del presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia.

El señor Secretario General recuerda que el Honorable Senador señor Letelier solicitó votación separada de cada una de las normas del proyecto y que, por su parte, la Honorable Senadora señora von Baer ha pedido votación separada de los números 5), letra b, y 7), ambos del artículo 3°.

Hace presente que la letra a) del número 5 -que pasó a ser número 6- del artículo 3° del proyecto, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe, requiere para su aprobación en particular de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, pues es una norma de rango orgánico constitucional.

Agrega que, entre las enmiendas acordadas por mayoría, también se encuentra la recaída en el nuevo número 4, que se incorpora al artículo 3°, numeral que igualmente debe ser aprobado como norma orgánica constitucional

Destaca que, en su sesión anterior, el Senado rechazó la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para el inciso séptimo, que pasa a ser noveno, del artículo 1° propuesto por las Comisiones unidas para esta iniciativa.


Concluye señalando que, de consiguiente, corresponde ahora tratar el inciso séptimo propuesto en el texto aprobado en general.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación el inciso séptimo del artículo 1° aprobado en general por el Senado.

Terminada la votación, el referido precepto es rechazado por 6 votos a favor, 10 votos en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, Horvath, Orpis, Ossandón y Walker, don Ignacio.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras van Rysselberghe y von Baer y señores Chahuán, Coloma, Larraín, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Walker, don Patricio.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso octavo, que pasa a ser inciso décimo, del artículo 1° del proyecto propuesto por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud.

Terminada la votación del precepto recién indicado, es aprobado por 17 votos a favor, 1 voto en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, Harboe, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.

Funda su voto favorable, el Honorable Senador señor Harboe.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Quinteros.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

- - -


Durante la votación interviene, además, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Guillier y Navarro.

- - -

Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación el inciso primero del artículo 2° del proyecto propuesto por las Comisiones unidas de Agricultura y Salud.

Terminada la votación del precepto recién indicado, es aprobado por 20 votos a favor, una abstención y un pareo.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Harboe, Horvath, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, y Walker, don Patricio.

Se abstiene el Honorable Senador señor Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

- - -


Durante la votación interviene el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación el inciso segundo propuesto por las Comisiones unidas para el artículo 2° del proyecto.


Terminada la votación del precepto recién indicado, es rechazado por 12 votos a favor, 16 votos en contra, una abstención y un pareo.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Moreira, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.

Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores Chahuán, Moreira, Coloma y señora Pérez San Martín.


Votan negativamente, los Honorables Senadores señora Goic y señores De Urresti, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Navarro, Orpis, Ossandón, Quintana, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.

Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores Navarro, Rossi, Girardi, De Urresti y Orpis.


Se abstiene el Honorable Senador señor Guillier.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

- - -


Durante la votación interviene, también, el Honorable Senador señor García.

- - -


El señor Presidente explica que, a raíz de la votación anterior, corresponde pronunciarse respecto del inciso segundo aprobado en general por el Senado para el artículo 2° del proyecto en debate.


Terminada la votación de la referida disposición, se produce el siguiente resultado: 12 votos a favor, 9 votos en contra, tres abstenciones y tres pareos.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Navarro, Orpis, Ossandón, Rossi y Tuma.

Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro, Orpis y Girardi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Espina, Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.

Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señora von Baer, señores Espina, Pérez Varela, Chahuán, señora Pérez San Martín y señor Moreira.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Harboe, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y García.
- - -


Durante la votación interviene, además, el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


El señor Presidente indica que las abstenciones influyen en que haya quedado sin resolverse este asunto y corresponde, por tanto, repetir la votación.


Repetida la votación, el precepto es rechazado por 6 votos a favor, 8 votos en contra, una abstención y un pareo.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi, Horvath, Lagos, Navarro y Orpis.

Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Espina, Larraín, Moreira y Prokurica.

Se abstiene el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor De Urresti.
- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

_________


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya y Ossandón han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo de los Comités Independientes y Partido MAS e Independiente), quien se pronuncia -o solicita el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Renovación Nacional, Partido Socialista, Partido por la Democracia, Partido Demócrata Cristiano e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente).
- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN A LAS SEÑORAS LORENA ANDREA MECKES GERARD, VIOLETA ARANCIBIA CLAVEL, Y CECILIA SEPÚLVEDA CARVAJAL, CONFORME A LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 89 LETRA C) Y 7° TRANSITORIO DEL D.F.L. N° 2, DE 2009, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY N° 20.370, LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

(S 1.819-05)

GAB. PRES. N° 1648 /
MAT.: Acuerdo del H. Senado para nombramiento de miembros del Consejo Nacional de Educación.
SANTIAGO, 27 JUL. 2015
DE: SRA. MICHELLE BACHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA
A: SR. PATRICIO WALKER PRIETO

PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA
El Decreto con Fuerza de Ley N°2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 20.370, con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, Ley General de Educación, consagra en su artículo 85 un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con la Presidenta de la República a través del Ministerio de Educación, denominado Consejo Nacional de Educación, CNED.
A su vez, el artículo 88 del DFL señalado, indica que el Consejo estará compuesto por diez miembros, todos los cuales deberán ser académicos, docentes o profesionales destacados, que cuenten con una amplia trayectoria en docencia y gestión y administración, o en humanidades y ciencias sociales.
Asimismo, el artículo 89 establece en su letra c) que el Consejo estará integrado, entre otros, por cuatro académicos o profesionales de reconocido prestigio propuestos por el Presidente de la República para ser ratificados en el Senado por los dos tercios de los Senadores en una sola votación. Agrega el mismo artículo que dichos consejeros serán elegidos por el Presidente de la República, de una total de cuatro ternas que elaborará, para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública.
En razón de lo dispuesto precedentemente, el Consejo de Alta Dirección Pública mediante los oficios N°41 y 45, ambos de fecha 02 de abril de 2015, dio cuenta de haber realizado el proceso de selección destinado a proveer los cargos de  Consejeros(as) del Consejo Nacional de Educación, integrados por los(as) académicos(as) o profesionales de reconocido prestigio. (Acuerdos N° 4299 y N° 4300 adoptados en la sesión N° 902 del 31 de marzo de 2015). 

Así también, mediante el oficio N° 47, de fecha 02 de abril de 2015 el Consejo de Alta Dirección Pública, dio cuenta de haber efectuado el proceso de selección para proveer el cargo de Consejero(a) del Consejo Nacional de Educación, integrado por un(a) académico(a) o profesional de reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media (Acuerdo N° 4298, adoptado en la sesión N°902 del 31 de marzo de 2015).
De las propuestas efectuadas por el Consejo de Alta Dirección, se solicita el acuerdo del H. Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación, a las señoras: 

• Lorena Andrea Meckes Gerard

• Violeta Arancibia Clavel

• Cecilia Sepúlveda Carvajal 

Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con la ratificación de esa H. Corporación para proceder a los nombramientos señalados, hago presente la necesidad de urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

Saluda a V.E.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO CON EL OBJETO DE AUMENTAR LAS SANCIONES POR EL NO USO DE DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD PARA MENORES DE EDAD EN VEHÍCULOS PARTICULARES

(9.640-15)

Oficio Nº 12.024 

VALPARAÍSO, 4 de agosto de 2015.


Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares, correspondiente al boletín N°9640-15, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:  


1.- Modifícase el artículo 75 de la siguiente forma:


a) En el inciso tercero, sustitúyese la palabra “ocho” por “doce”.


b) En el inciso cuarto:

i.- Elimínase la coma que sigue a la palabra “conductores”.
ii.- Reemplázase la palabra “sillas” por la expresión “sistema de retención infantil”. 


iii.- Sustitúyese la expresión “menores de cuatro años” por la frase “de hasta 8 años, inclusive, o estatura de 135 centímetros y 33 kilogramos de peso”. 


iv.- Intercálase entre el punto seguido y la expresión “Se exceptúan”, la oración “Asimismo, este reglamento establecerá las categorías de los sistemas de retención infantil, de acuerdo a la edad, peso y estatura de los menores.”.


2.- Agrégase, en el artículo 199, el siguiente número 3: 


“3.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 75.”.

3.- Reemplázase, en el artículo 200, el número 31 por el siguiente:


“31.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en el número 10 y en el inciso segundo del artículo 75;”.


Artículo transitorio.- Las obligaciones contempladas en el artículo 75, inciso cuarto, serán exigibles transcurridos doce meses contados desde la publicación de esta ley.”. 
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL PARA ESTABLECER LA TRAMITACIÓN DIGITAL DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES

(9.514-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.




Por el Ministerio de Justicia, a las primeras sesiones en que se llevó a cabo la discusión en particular de este proyecto, asistieron el entonces Ministro, señor José Antonio Gómez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic; el asesor de dicha División, señor Gonzalo Rodríguez, y el periodista, señor Max Laulié. A las sesiones posteriores, una vez designada como titular del señalado Ministerio la señora Javiera Blanco, concurrió ella misma; el Subsecretario, señor Ignacio Suárez; el Jefe de la División Jurídica, señor Roberto Godoy; la Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios, señora María Ester Torres; los abogados asesores, señora Alejandra Seguel y señor Felipe Rayo; la jefa de gabinete, señora Elvira Oyanguren; el Jefe de Comunicaciones, señor Álvaro Astudillo; el asesor señor Rodolfo Carrasco, y la Jefa de Prensa, señora Claudia Sánchez.





En representación de la Excelentísima Corte Suprema, concurrieron el Presidente, Ministro señor Sergio Muñoz; el Ministro señor Milton Juica; la Directora de la Dirección de Estudios, señora Constanza Collarte; el Jefe del Proyecto Jurídico del Departamento de Informática, señor Francisco Páez; los abogados señores Rodrigo Silva, Javier Maturana, Alejandro Soto y Cristián Sánchez y el Jefe de Comunicaciones de Valparaíso, señor Álvaro Astudillo.





En nombre de la Asociación Nacional de Magistrados, participaron su Presidente, señor Álvaro Flores; el Vicepresidente, señor Alejandro Huberman, y la Directora, señora Lidia Pozas.





En representación de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, asistieron la Presidenta, señora Ivonne Navarrete; la Vicepresidenta, señora Tatiana Muñoz; el Secretario, señor Marcelo Iglesias; el Prosecretario, señor Jaime Olivos; la Protesorera, señora Ivonne Sepúlveda, y la Directora, señora Cristina Castro.





Del mismo modo, concurrieron, por la Fundación Datos Protegidos, su Presidenta, señora Romina Garrido, y la Directora, señora Jessica Matus, y por la ONG Derechos Digitales, el Director de Investigación y Políticas Públicas, señor Juan Carlos Lara, y los encargados de Políticas Públicas, señora Rayén Campusano y señor Pablo Viollier.





También participaron, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señora Tania Larraín y señor Sergio Herrera, y por la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado asesor, señor Juan Pablo Cavada.





Igualmente, estuvieron presentes los asesores legislativos que a continuación se nombran: del Honorable Senador señor De Urresti, la señora Melissa Mallega y el señor Claudio Rodríguez; del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery; del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Lewis; del Comité de Senadores PPD, señor Sebastián Abarca; del Comité RN, señor Leonardo Contreras; del Comité PC, el señor Alejandro Fuentes, y de la Honorable Senadora señora Allende, el señor Cristián Arancibia. Asimismo, participaron la periodista del Honorable Senador señor De Urresti, señora María Soledad Ojeda y el asesor señor José Becerra.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La letra c) del artículo 2° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales, contenida en el Artículo Primero del proyecto, tiene el carácter de norma de quórum calificado, por incidir en la reserva de determinadas informaciones, materia regulada por el artículo 8° de la Constitución Política de la República. Por ello, en conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 66 del Texto Constitucional, para su aprobación necesita del voto favorable de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las indicaciones sustitutivas números 1 y 2, estas dos últimas en la forma que se detalla a continuación:



- En el Artículo Primero del proyecto: las proposiciones recaídas en los artículos 1; 2, letras a), b), d) y e); 3° a 8°, y 10 a 12 de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.


- En el Artículo Segundo: las proposiciones recaídas en los numerales 3, que pasa a ser 2; 4 que pasa a ser 3; 5 que pasa a ser 4; 6 que pasa a ser 5; 7 que pasa a ser 6; 8 que pasa a ser 7; 9 que pasa a ser 8; 10 que pasa a ser 9; 13 que pasa a ser 11; 15 que pasa a ser 12; 17 que pasa a ser 13; 18 que pasa a ser 14; 21 que pasa a ser 17; 22 que pasa a ser 18; 23 que pasa a ser 19; 25 que pasa a ser 21; 26 que pasa a ser 22; 27 que pasa a ser 23; 28 que pasa a ser 24; 29 que pasa a ser 25; 30 que pasa a ser 26; 31 que pasa a ser 27; 32 que pasa a ser 28; 29; 30; 34 que pasa a ser 32; 35 que pasa a ser 33; 37 que pasa a ser 35; 37; 39 que pasa a ser 38; 40 que pasa a ser 39; 40; 42; 43 y 44.


- En el Artículo Tercero: las proposiciones recaídas en los numerales 1; 2; 3; 1 que pasa a ser 4; 6; 7; 9; 10 y 11.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: además de las indicaciones números 3, 4 y 5, fueron aprobadas con modificaciones las indicaciones sustitutivas números 1 y 2, en la forma que se detalla a continuación:


- En el Artículo Primero, las proposiciones recaídas en los artículos 2°, letra c), y 9° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.


- En el Artículo Segundo, las proposiciones recaídas en los numerales 1; 11 que pasa a ser 10; 19 que pasa a ser 15; 20 que pasa a ser 16; 24 que pasa a ser 20; 33 que pasa a ser 31; 36 que pasa a ser 34; 38 que pasa a ser 36 y 41.


- En el Artículo Tercero, las propuestas relativas a los numerales 5 y 8.


- Las propuestas recaídas en las tres disposiciones transitorias.


4.- Indicaciones rechazadas: no hubo.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Cabe hacer presente que la supresión de algunas disposiciones aprobadas en general fue acordada en mérito del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, contando en cada caso con el voto favorable de la unanimidad de los señores Senadores presentes. De ello se dará cuenta en la parte pertinente de este informe.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio inicio al estudio en particular del proyecto, haciendo presente que una vez que éste fue aprobado en general por la Sala de la Corporación, se abrió un plazo para presentar indicaciones, recibiéndose dos de ellas, que sustituyen íntegramente el texto de la iniciativa.


Señaló, enseguida, que antes de comenzar la discusión en particular de las propuestas recibidas, era pertinente escuchar a las autoridades vinculadas de manera directa con el tema en estudio, como son el Ministerio de Justicia, la Excelentísima Corte Suprema, la Asociación Nacional de Magistrados y la Asociación Nacional de Receptores Judiciales.


Hubo acuerdo en torno a este criterio de parte de los restantes miembros de la Comisión.


A continuación, se da cuenta de las exposiciones realizadas y del intercambio de opiniones que se produjo a propósito de ellas.


En primer término, la Comisión escuchó al Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, Ministro señor Sergio Muñoz.


El señor Presidente del Máximo Tribunal valoró la posibilidad de participar en este debate y, a manera de apreciación general, manifestó que el proyecto de ley en discusión avanza por la senda adecuada, por cuanto favorece el acceso a la justicia, además de la celeridad, la transparencia y los menores costos. Es decir, se logra una mejor justicia.


Precisó que el objetivo de la iniciativa es sustituir el soporte en el que se sustenta y registra el procedimiento judicial, sin alterar ninguna de las actuaciones que son propias de la tramitación civil. En este sentido, connotó que el proyecto no modifica procedimientos, sino que solamente establece una fórmula diferente para el registro de aquellos.


Informó que al revisarse la experiencia comparada en esta materia, se advierte que varios países -por ejemplo, Costa Rica, Brasil, Paraguay, Portugal, Hungría y Suiza- han hecho avances sustantivos para elevar los niveles de acceso a la justicia y mejorar los índices de calidad y celeridad en la solución de los conflictos de relevancia jurídica.


Expuso que entre las medidas que esas naciones adoptan para dichos fines está el uso de tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC´s), tanto en la tramitación de los procedimientos judiciales como en la gestión de los propios tribunales.


En nuestro medio, expresó que en los últimos 15 años el Poder Judicial ha modernizado todas sus plataformas y servicios, encontrándose hoy a la vanguardia entre los diferentes Poderes Judiciales de Iberoamérica y también entre los organismos públicos nacionales, en materia de acceso y disponibilidad de la información. Destacó que algo relevante en esta materia es que el referido sistema puede ir adecuándose progresivamente a las nuevas tecnologías.


A continuación, se refirió a las herramientas de tramitación electrónica que el Poder Judicial utiliza en estos momentos.


Indicó, en primer lugar, que el expediente electrónico es utilizado actualmente en todos los tribunales del país. Ello se hace de forma obligatoria y exclusiva en aquellas competencias que se encuentran reformadas –es decir, la penal, de familia y laboral- y de manera complementaria al papel en aquellas que aún no lo están, como es la civil, en las Cortes de Apelaciones y en la Corte Suprema. Añadió que, adicionalmente, la tramitación se puede revisar de manera individual por documento, así como también en el formato de libro electrónico (E-book) que se está incorporando a las diferentes competencias.


Hizo presente que el expediente electrónico almacena todas las actuaciones generadas durante el proceso, tanto por las partes como por el tribunal, tal como se hace con el papel, teniendo la particularidad que su origen puede ser digital, mediante el envío que hace una de las partes a través del portal web o correo electrónico, o también recibiéndose en papel y digitalizándose en las oficinas de atención de público.


Apuntó que una segunda herramienta en uso son los sistemas de grabación de audiencias orales. En efecto, dijo, todas las audiencias que se realizan en forma oral en los juzgados con competencia en materias penales, de familia y laborales, se registran íntegramente en archivos de audio digital.


Otra herramienta son las plantillas de resoluciones y formularios inteligentes. En esta materia, informó que los sistemas informáticos de tramitación permiten a los tribunales generar sus propias plantillas de resoluciones tipo, lográndose con ello un importante ahorro de tiempo, además de provocar una natural estandarización principalmente en lo que se refiere a las decisiones que son de mero trámite.


Se refirió, enseguida, a la firma electrónica avanzada, la cual es ya una realidad que se está implementando gradualmente. Efectivamente, señaló, en este momento se utilizan tanto mecanismos de firma simple como avanzada, empleándose los primeros en el período inicial de tramitación electrónica en tanto se sigue avanzando hacia el uso de la firma electrónica avanzada en todas las resoluciones y certificaciones. Indicó que la señalada firma electrónica avanzada ya está operativa en aspectos como las órdenes y contraórdenes de detención. Todo ello, agregó, refuerza los niveles de certidumbre que se necesitan en este tipo de actuaciones.


Igualmente, mencionó el sistema de ingreso de demandas y escritos por vía web. Sobre el particular, señaló que el Poder Judicial cuenta desde el año 2009 con la posibilidad de recibir demandas a través de internet, lo que se implementó con motivo del inicio de la Reforma Procesal Laboral en Santiago. Señaló que, desde entonces, este camino se ha ido ampliando progresivamente a otras materias, existiendo actualmente la posibilidad de la presentación electrónica de escritos y demandas en diversas competencias.


A continuación, aludió a la interoperabilidad. En este aspecto, destacó que los sistemas informáticos del Poder Judicial se encuentran interconectados entre sí, pudiendo remitirse en forma electrónica las comunicaciones entre pares (exhortos), y también con el superior jerárquico (recursos). Añadió que igualmente existe interconexión con organismos externos tales como la Tesorería General de la República, Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones, Gendarmería, Previred, Sename, Registro Civil, etc., para el envío y recepción de diversas informaciones. Informó que, para estos efectos, el Poder Judicial ha celebrado numerosos convenios.


Enseguida, proporcionó explicaciones acerca de la plataforma tecnológica que existe en el Poder Judicial.


Al respecto, informó que dicho Poder del Estado cuenta con contratos de arriendo de equipos informáticos, cuya política de renovación considera la incorporación de nuevos equipos de última tecnología cada cuatros años. Indicó que, actualmente, todos los jueces y funcionarios del país disponen de un computador.


Por otra parte, explicó que los nuevos equipos que se están incorporando cuentan con el Sistema Operativo Windows 7, lo que significa una importante actualización en relación con el utilizado anteriormente, que era Windows XP.


Connotó que durante el año 2014 se adquirieron escáneres de alto rendimiento, mejorando de este modo la cantidad y calidad de los documentos que se reproducen para ser incorporados en las causas, lo que se suma a equipos multifuncionales para distribuir a los distintos juzgados del país.


A continuación, se refirió al Acta N° 54-2014, que contiene el Auto Acordado que regula la tramitación electrónica en los tribunales con competencia civil.


Explicó que ésta obliga a los tribunales con competencia civil a registrar todas las resoluciones y actuaciones en el sistema informático de tramitación correspondiente -SITCI o SITMIX- y a hacer uso de las bandejas de distribución de carga de trabajo.


Puntualizó que, no obstante, el expediente físico no es reemplazado, sino que se crea un expediente digital paralelo, salvo en el caso de causas ejecutivas y de gestiones preparatorias sin oposición. Destacó, en esta materia, que la oposición del ejecutado por medio de excepciones, las tercerías y los recursos contra cualquiera resolución en los procedimientos ejecutivos y gestiones preparatorias obligan a conformar un expediente físico.


Consignó que la referida Acta N° 54-2014 dispone también el uso de firma electrónica para la dictación de resoluciones y permite el ingreso de escritos y demandas por vía digital.


En lo concerniente a las expectativas del Poder Judicial en cuanto a la iniciativa en estudio, señaló que es deseable avanzar hacia una ley general de tramitación electrónica, que sea aplicable a los sistemas de procedimiento civil, penal, laboral y de familia, así como a toda la jerarquía de tribunales, sean éstos ordinarios, Cortes de Apelaciones y Corte Suprema.


Enfatizó que se ha de mantener la idea de la desmaterialización del expediente físico, reemplazándolo por una carpeta electrónica conformada por todos los actos del proceso.


Por otra parte, manifestó que también es apropiado reemplazar el estado diario físico por una notificación consistente en la incorporación de la correspondiente resolución en la carpeta electrónica, sin perjuicio de que se reconozca un estado diario electrónico que esté disponible en la página web del Poder Judicial, para efectos de facilitar la consulta a los usuarios acostumbrados al antiguo sistema.


En esta materia, sostuvo que las omisiones del estado diario electrónico o los errores que puedan contenerse en él no deben invalidar la notificación de que se trate.


Expresó que se debe avanzar hacia el uso obligatorio del sistema informático por parte de los tribunales para asegurar la conformación íntegra de la carpeta electrónica y el uso obligatorio de la firma electrónica avanzada de las resoluciones, a fin de otorgar una mayor seguridad y evitar fraudes y suplantaciones indebidas del Poder Judicial.


Añadió que debe exigirse la presentación de demandas y escritos por vía electrónica, a fin de evitar costos innecesarios por escaneos y traslados del usuario al tribunal, sin perjuicio de establecerse excepciones legales para las personas que carecen de los medios tecnológicos necesarios y para salvar situaciones excepcionales que pudieren impedir la presentación por la vía electrónica, por ejemplo, por falta de acceso a internet en una determinada localidad.


Igualmente, aseveró que la presentación de documentos por la vía electrónica debe regularse, sin perjuicio de exigirse la presentación material de los títulos ejecutivos cuyo soporte original no sea electrónico y facultarse para la presentación material de otros documentos que tampoco dispongan de un soporte original que no sea electrónico.


Enseguida, explicó que es necesario aprovechar el avance de las tecnologías con distintas finalidades, las que agrupó en la siguiente forma:


1°.- Permitir la conformación del patrocinio y poder por medios electrónicos y sin comprometer la fidelidad en la identidad de los comparecientes;


2°.- Reconocer una notificación más expedita por medios electrónicos;


3°.- Asegurar un registro más fidedigno de las actuaciones de los receptores a través de fotografías georreferenciadas, y


4°.- Posibilitar una comunicación electrónica más expedita con otros tribunales e instituciones públicas, sin perjuicio del uso de otros medios de comunicación idóneos y eficaces en caso de faltar los medios tecnológicos en alguno de los tribunales o instituciones involucrados.


En cuanto a la entrada en vigor del nuevo sistema, estuvo de acuerdo con establecer una fórmula graduada, que pueda ir a la par de las capacitaciones que deben realizarse en cada área del Poder Judicial. También concordó con la ultra actividad de las normas procesales basadas en expedientes materiales en aquellos tribunales que mantendrán una tramitación con expedientes físicos, como ocurre con los asuntos conocidos por los juzgados de policía local y por los antiguos juzgados del crimen.


Por otra parte, consideró que el uso de la firma electrónica avanzada por parte del juez hará innecesaria la autorización o firma de un ministro de fe, lo que significará liberar al secretario del tribunal de buena parte de su carga de trabajo. Expresó que lo anterior bien puede ser aprovechado para aumentar las facultades de este último funcionario, permitiendo que dicte autos y sentencias interlocutorias que no pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


Consignó que la posibilidad de obtener copias autorizadas directamente del sistema informático con la firma electrónica correspondiente y el sello de autenticidad respectivo, apuntan en el mismo sentido. Añadió que lo propio puede decirse de la posibilidad de constituir patrocinio y poder de forma electrónica, práctica que una vez que se masifique debiera reemplazar a la autorización del mandato judicial ante el secretario.


Complementando su exposición, enfatizó que lo que se está sustituyendo en el proyecto no es el procedimiento, sino solamente el soporte en el que se sustenta y se registra dicho procedimiento. Por ello, añadió que el mecanismo de la carpeta electrónica se puede utilizar en un sistema de tramitación escrita, oral o mixta. Reiteró que no se está alterando ninguna actuación de los procedimientos que actualmente se llevan adelante en materia civil.


Agregó que, a través de distintos Auto Acordados, el Máximo Tribunal ha desarrollado una constante actualización de los sistemas y ha ido optando por la tramitación electrónica y el registro de audio.


Por otra parte, señaló que la iniciativa en estudio no requiere de financiamiento porque la Corte Suprema ya ha dispuesto que exista una tramitación en sistema digital, respetando, a la vez, la determinación de mantener el expediente físico.


Apuntó que se han desarrollado distintas instancias que tienden a facilitar el acceso a la justicia por parte de los intervinientes o de las partes, el que se refleja en la presentación de escritos por vía web. Consignó, además, que el Poder Judicial ha desarrollado una Unidad de Apoyo Administrativo que concentró funciones que antes realizaban los tribunales.


Enfatizó que el expediente electrónico evita la pérdida de documentación, permite un mayor acceso y transparencia para los justiciables y genera una menor congestión en los tribunales, dado que los expedientes pueden ser revisados a través del correspondiente portal.


Agregó que los sistemas informáticos de tramitación también permiten a los tribunales generar sus propias plantillas de resoluciones tipo, pudiendo ahorrar con ello una importante cantidad de tiempo, además de provocar una natural estandarización principalmente en lo que se refiere a decisiones de mero trámite.


Precisó que una vez creado este sistema de tramitación, es posible ir adecuándolo a las nuevas tecnologías. De hecho, sostuvo que en el Poder Judicial se ha desarrollado una planificación con los tribunales civiles de Santiago para actualizar toda la tecnología que los magistrados tienen a su disposición.


Consignó que se ha consultado a los magistrados civiles sobre este nuevo sistema, obteniéndose respuesta de 109 de ellos. Agregó que el 95% de esta cifra ha informado que utiliza activamente la plataforma de soporte de apoyo, en tanto que la mayoría se muestra conforme con su aplicación. No obstante, han señalado que el sistema debe ser mejorado de manera paulatina e importante.


Connotó el entusiasmo que se ha producido al interior de la judicatura civil en orden a obtener aquellas herramientas tecnológicas que les permitan adecuarse a esta nueva forma de tramitar. Por ello, agregó, se formó con ellos una mesa de trabajo de manera de ir asumiendo y superando los distintos requerimientos.


Concluyó su alocución agradeciendo la recepción que han encontrado en la Comisión las aspiraciones del Poder Judicial en torno al presente proyecto de ley, el que busca implementar mejores mecanismos tecnológicos, reduciendo, a la vez, las barreras de entrada para que las personas accedan a la justicia con mayor facilidad.


Seguidamente, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Álvaro Flores, quien agradeció la invitación e hizo presente que la entidad que preside ya tuvo oportunidad de expresar una opinión favorable sobre el proyecto en estudio durante la discusión en general del mismo, por cuanto éste constituye un importante paso adelante en materia de administración de justicia.

Informó que esa Asociación representa a 1.300 miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial, sobre un universo de 1.800 funcionarios, destacando que ella cuida de mantener un permanente compromiso con el proceso de formación de la ley, especialmente cuando se trata de una materia como la que se estudia, con la cual los magistrados tienen una aproximación práctica inmediata.


Puso de relieve la importancia de que este asunto se debata en esta instancia legislativa. Explicó que en diversas oportunidades esa Asociación ha presentado discrepancias relevantes con la cúpula judicial frente a temas de su interés, los cuales son abordados directamente por la Excelentísima Corte Suprema, quedando ellos fuera del marco de su competencia.


Reiteró que el diagnóstico respecto a esta iniciativa es positivo, pues importa solamente ventajas para la tramitación judicial. Añadió que la única aprensión que podría plantearse es que será la primera vez que se aplique masivamente un procedimiento tecnológico a juicios no reformados, los que están a una distancia sideral de los que han sido reformados. Ello, dijo, podría provocar un gran impacto en los procesos y en las personas desde el punto de vista de la carga de trabajo. Instó, por tanto, a dar a este factor la debida consideración.


Enseguida, cedió la palabra a la Directora de la misma Asociación, señora Lidia Pozas.


La señora Pozas agradeció la invitación de la Comisión y manifestó que la incorporación de los procesos tecnológicos en el área de la administración de justicia es algo que se viene conociendo desde las primeras reformas y que, en consecuencia, constituye parte de la modernidad. Sostuvo que entre sus objetivos están el mejorar la manera en que los jueces logran resolver los conflictos sometidos a su decisión y también de vincularlos al acceso a la justicia.


Reflexionó que enfrentar la justicia hoy en día sin una reforma a los procedimientos antiguos, significa forzar las esperanzas de los usuarios en el mejoramiento de la Administración de Justicia.


Agregó que el proyecto de ley que establecerá un Código Procesal Civil refleja lo que se entiende como una Administración de Justicia moderna, que se hace cargo de las demandas de las personas. Arguyó que, actualmente, los jueces siguen conociendo los procesos en forma intermediada, condición que la iniciativa en estudio no va a modificar.


Hizo presente que la iniciativa en discusión no viene a modificar el procedimiento, sino que únicamente se refiere al soporte en que éste se registra, el cual pasa a ser electrónico. Esto, señaló, permitirá mejorar lo que hoy existe en materia de resolución de conflictos.


Ejemplificó señalando que hoy en día una demanda ingresa a distribución en la Corte de Apelaciones respectiva y demora dos a tres días en llegar al tribunal. A dicho tercer día debe agregársele un día más de trabajo administrativo interno del tribunal, en que se ordena la causa y se distribuye al funcionario correspondiente. A lo anterior deben adicionarse tres días para que los abogados concurran a autorizar los poderes. Posteriormente, la resolución que se dicta debe ser firmada por el Secretario, coserse al expediente y pasar al mesón. Estos pasos, resumió, han completado entre siete y diez días.


Precisó que con la tramitación digital, este lapso se reducirá, a lo menos, a la mitad, porque una demanda ingresada a la Corte estará en el tribunal competente ese mismo día o a más tardar al día siguiente, y al cuarto día se podrá dictar la primera resolución que recaiga sobre la causa.


Connotó que, en todo caso, el número de demandas aumentará, pues se estará facilitando el ingreso de las mismas al sistema. Por otra parte, manifestó que la experiencia en materia de demandas masivas hizo limitar el número de éstas por usuario, debido a la saturación del sistema.


Expresó que, en la práctica, los tribunales se encuentran avanzados en lo que se refiere al sistema de tramitación computacional, puesto que éste ya se encuentra implementado. Aun cuando tenga algunas deficiencias, agregó, éste existe.


Hizo presente que, a través del Acta N° 54, los cambios que se introducen en materia de tramitación digital no son considerables. Indicó que la única diferencia más destacable es que existe una bandeja de entrada, que obliga al juez a hacerse cargo de atender cada uno de los asuntos. Enfatizó que en él recae la responsabilidad de las actuaciones.


Señaló, luego, que en los tribunales reformados los asuntos complejos se resuelven en audiencias orales. Agregó que los jueces civiles conocen este tipo de asuntos de manera mediatizada, por una propuesta de resolución que realiza un funcionario, el cual cuenta con experiencia pero no es el juez.


Destacó que si lo que se busca es celeridad y justicia de calidad, el esfuerzo de los jueces será arduo.


Aseveró que en el proyecto de ley queda bastante claro lo que sucede con el ingreso de los documentos digitalmente. En relación al acceso a la justicia, expresó que actualmente los asuntos se conocen a través de letrados, es decir, los jueces no trabajan directamente con el usuario final. Por otra parte, informó que el 90% de los usuarios corresponden al retail, el que cuenta con los elementos necesarios para poder ingresar demandas digitales.


En relación a la firma electrónica, señaló que es un tema culturalmente resistido, añadiendo que, sin embargo, que si este mecanismo se contempla en la ley y no tan solo en reglamentaciones internas del Poder Judicial, facilitará el despacho de los asuntos diarios.


En cuanto al Archivo Judicial, sugirió determinar la forma en que la información se depositará en esa entidad bajo el nuevo sistema, tomando los resguardos necesarios para solucionar las dudas que pueden suscitarse a este respecto.


En último término, tocante a la entrada en vigencia del presente proyecto, opinó que el período de marcha blanca que se había solicitado ya comenzó a correr a través de los planes pilotos que actualmente se están ejecutando. Indicó que la aplicación de estos últimos, podrá dar lugar a la evaluación de las dificultades que puedan surgir.


A continuación, hizo uso de la palabra el entonces Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El mencionado ex Secretario de Estado señaló que la iniciativa en estudio deriva de una Moción de los señores Senadores que integran la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y que cuenta con el apoyo del Ejecutivo, por cuanto persigue el propósito de reforzar la modernización de los procedimientos judiciales.


Explicó que el Ministerio a su cargo participó en el trabajo que el Poder Judicial llevó a cabo en la preparación de las indicaciones que se presentaron, agregando que, para alcanzar una mayor celeridad en la tramitación de las mismas, éstas fueron en definitiva suscritas por los mismos señores Senadores autores del proyecto.


Hizo presente la conveniencia de avanzar no solamente en esta iniciativa, sino también en otras que se encuentran en tramitación o en fase de elaboración y que serán fruto del trabajo que ese Ministerio desarrolla de manera continua en este ámbito.


En relación al proyecto de ley que establece un nuevo Código Procesal Civil, cuya tramitación se encuentra detenida en este momento, informó que al interior de la Secretaría de Estado a su cargo sigue realizándose la revisión que se inició hace unos meses y que ya se han alcanzado fórmulas de solución en relación al recurso extraordinario que allí se contempla. Añadió que también continúa el análisis técnico de las restantes leyes que deberán complementar el nuevo Código, tal como se conversara en su oportunidad con la Comisión.


Anunció que el Ejecutivo continuará participando activamente en la discusión en particular de la iniciativa que ahora se estudia y efectuará los aportes que resulten pertinentes.


El Honorable Senador señor Araya destacó la relevancia del aludido proyecto de ley que establecerá un nuevo Código Procesal Civil, el cual, dijo, posibilitará cambios sustantivos en esta materia. Por otra parte, hizo notar que la iniciativa en estudio importa una modernización del sistema de soporte de los procedimientos, el que dejará atrás los expedientes en papel para reemplazarlos por registros computacionales.


Puso de relieve, enseguida, que el Máximo Tribunal del país ha dictado un conjunto de autoacordados en materia de tramitación electrónica, los que han dado lugar a discusiones en torno a su legalidad, por cuanto estarían regulando aspectos que constituirían atribuciones de los tribunales.


A continuación, formuló algunas inquietudes acerca de la compatibilidad entre los softwares que se utilizan en la actualidad y aquellos que se emplearán con el nuevo sistema de tramitación. Sobre el particular, hizo presente que la plataforma utilizada por el Poder Judicial corresponde a Windows 7 y consultó qué sucederá con la plataforma Mac y su compatibilidad con el sistema que se utiliza actualmente por el ya mencionado Poder del Estado.


Luego, solicitó al señor Presidente de la Excma. Corte Suprema su parecer acerca de las enmiendas que las indicaciones sustitutivas proponen al artículo 33 del Código de Procedimiento Civil, las cuales modifican el rol de los secretarios letrados de los juzgados civiles otorgándoles una nueva atribución en materia de dictación de determinadas resoluciones.


Finalmente, inquirió sobre el contenido del artículo 9° de la ley general sobre tramitación electrónica, contemplada en el artículo 1° del texto planteado por las indicaciones sustitutivas, que impone a los receptores la obligación de dejar una constancia georreferenciada de su concurrencia al lugar en que se practica una diligencia.


El Honorable Senador señor Larraín agradeció las exposiciones realizadas por las autoridades invitadas y destacó el interés que ofrece la iniciativa en estudio, por cuanto contribuirá significativamente a hacer más expeditos los procedimientos judiciales.


Luego, aludió al ya referido proyecto de ley que establecerá un nuevo Código Procesal Civil, cuya tramitación quedó estancada en esta Comisión al advertirse la necesidad de revisar y adecuar otros cuerpos normativos que necesariamente deben complementarlo. Afirmó que aquella iniciativa, conjuntamente con la que ahora se estudia, lograrán el objetivo de hacer más expedito y amigable el acceso a la justicia, que es muy valorado por la ciudadanía.


Complementariamente, se refirió a los costos que irrogará la implementación del proyecto en estudio y al necesario financiamiento de que debe disponerse para esta finalidad. Sobre el particular, consultó si el Poder Judicial cuenta con el equipamiento que se requiere para estos fines a lo largo del territorio nacional y con el respectivo personal capacitado. Sostuvo que normalmente existen costos adicionales asociados a la etapa de puesta en marcha de un nuevo sistema, además de los que inevitablemente irroga su implementación en régimen. Un aspecto que bien podría implicar nuevos gastos, precisó, es lograr la compatibilidad tecnológica mencionada por el Honorable Senador señor Araya.


Por lo anterior, solicitó mayores explicaciones sobre esta materia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, formuló algunos comentarios en torno al ingreso masivo de causas a que se refirió la señora Pozas. Al respecto, preguntó qué sucede con los referidos ingresos masivos de demandas desde el punto de vista de la carga de trabajo para el funcionario encargado de dicha labor.


Igualmente, hizo un conjunto de reflexiones en torno a la conveniencia de contar con un mecanismo más amigable de consulta de datos.


Complementariamente, requirió mayores antecedentes acerca del convenio que se ha celebrado entre el Ministerio del ramo y el Poder Judicial con la finalidad de articular de mejor manera el trabajo entre estas instancias y entre ellas y otras instituciones. En esta materia, puso de relieve la conveniencia de implementar un sistema de registro que facilite la labor y la consulta de parte de la totalidad de los órganos de la Administración.


El Honorable Senador señor Harboe solicitó también mayores informaciones acerca de la forma como el Poder Judicial absorbe el ingreso masivo de las ya señaladas causas por cobranzas.


El Honorable Senador señor Espina agradeció a los invitados por las exposiciones realizadas, haciendo notar el interés que ofrece la iniciativa en estudio, la cual, según su parecer, importará un cambio de gran magnitud en el trabajo del Poder Judicial y en su proyección hacia la ciudadanía. Por tal razón, instó a la Comisión a priorizar la tramitación de la misma y a despacharla a la mayor brevedad posible.


Desde otro punto de vista, sostuvo que las ya aludidas causas masivas del retail muestran una distorsión que afecta a nuestro sistema no solamente desde el punto de vista judicial. Consideró que lo anterior constituye un tema de gran impacto social, que debe solucionarse de una forma que no vulnere los derechos del consumidor.


Refiriéndose al proyecto de ley que establecerá un nuevo Código Procesal Civil, el entonces Ministro de Justicia, señor Gómez, informó que se sigue avanzando en los objetivos que fueran delineados en conjunto con la Comisión hace algunos meses, en el contexto de la respectiva tramitación. En efecto, dijo, las objeciones planteadas en esa oportunidad en relación al recurso extraordinario que allí se contempla fueron objeto de un acabado análisis con la Excma. Corte Suprema, a consecuencia del cual surgió una fórmula que oportunamente se dará a conocer. Por otra parte, en cuanto a las objeciones suscitadas por la figura del oficial de ejecución, explicó que se están sopesando algunas alternativas, entre las cuales está la posibilidad de establecer tribunales de cobranza, que serían distintos de los civiles y de los laborales.


En relación a otros aspectos de tipo orgánico que también deben revisarse para complementar adecuadamente aquella iniciativa, hizo notar que a fines del presente año se habrán completado los correspondientes estudios.


Atendiendo a las inquietudes del señor Presidente de la Comisión acerca del convenio suscrito entre esa Secretaría de Estado y el Poder Judicial, manifestó que se trata de un acuerdo sobre interoperabilidad que fue suscrito en el mes de noviembre de 2014, con el propósito de facilitar la conectividad de todos los servicios del Ministerio de Justicia con el Poder Judicial, lo que provocará una verdadera revolución desde el punto de vista de la información.

Tocante al fenómeno del ingreso de demandas masivas de entidades comerciales, hizo notar que ello es prueba de la importancia de contar con tribunales de cobranza, los que permitirían cautelar debidamente los derechos de las partes involucradas. Complementariamente, señaló que también se está considerando la posibilidad de resolver este tema por la vía de alguna reforma en el plano tributario.


En atención a los planteamientos expresados por los miembros de la Comisión, el Presidente de la Excma. Corte Suprema, señor Muñoz, se refirió primeramente a la compatibilidad de softwares que se utilizarán a consecuencia de la reforma procedimental en estudio.


En esta materia, informó que la tecnología Mac y Windows 7 ocupan la misma plataforma si se usa en Office o PDF, haciendo notar que, en consecuencia, no hay incompatibilidad.


Enseguida, en lo concerniente a las nuevas atribuciones que cabrían a los secretarios letrados de los tribunales para dictar determinadas sentencias interlocutorias, hizo presente que no se trata de una propuesta nueva. Señaló que, en efecto, en los ámbitos penal y laboral ya tiene lugar algo similar y que faltaría implementarlo en el ámbito civil.


Explicó que la enmienda que se propone en las indicaciones sustitutivas al artículo 33 del Código de Procedimiento Civil, importa proporcionar un mecanismo de ayuda al trabajo del juez, de manera que éste pueda dedicarse en forma preferente a la tarea jurisdiccional. Precisó que no se trata de transformar al secretario en juez, sino únicamente de dotarlo de mayores facultades en materia de dictación de aquellas resoluciones que son de mero trámite.


En lo relativo a las constancias georreferenciadas que se exigirán a los receptores, manifestó que ello no significará una dificultad nueva o especial, por cuanto en la actualidad esta tarea puede hacerse por medio de un teléfono celular. Agregó que en las materias ya reformadas, se cuenta con oficiales notificadores, a quienes se les han establecido todas las rutinas y los resguardos pertinentes. Explicó que las enmiendas que se proponen en este punto se elaboraron en coordinación con los receptores, los cuales desarrollaron y presentaron un sistema para estos efectos. Agregó que la experiencia práctica que se ha acumulado en este aspecto es favorable y ha contado con una aceptación generalizada.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que naturalmente podrán hacerse todos los ajustes y perfeccionamientos que este sistema necesite, de manera de precaver cualquier dificultad o mala práctica que pueda presentarse.


Desde un punto de vista global, sostuvo que no debe olvidarse que el proyecto en estudio apunta a reforzar nuestro sistema de resolución de conflictos, en el cual la oportunidad es un elemento esencial. Por tal razón, indicó que un objetivo central en esta tramitación es dar todo el apoyo que sea posible a los jueces.


En lo tocante a los costos que irrogaría la implementación práctica de la iniciativa, informó que el Poder Judicial ya cuenta con una planificación que fue acordada con el Ministerio de Hacienda hace muchos años. Ésta, dijo, permitirá extender la plataforma electrónica que se requiere a todos los tribunales que integran dicho Poder del Estado. Enfatizó que la señalada plataforma ya existe y que debe ir adecuándose progresivamente, agregando que el presupuesto del año 2015 contempla los fondos necesarios para seguir avanzando en este objetivo. Agregó que, en todo caso, esta es una tarea que debe continuar materializándose en lo sucesivo.


Sobre la utilización de la firma electrónica, indicó que ella ya se practica en distintos ámbitos judiciales y que corresponde a un método contemplado en la ley, la que establece también la firma electrónica avanzada. Informó que se espera que durante el año en curso este mecanismo quede también a disposición de los magistrados civiles.


Refiriéndose a la ya aludida presentación de demandas masivas, hizo presente que se fijaron cuotas al retail, las que se han respetado, aun cuando existiría un cierto rebalse. Indicó que se trata de una fórmula que persigue no tanto castigar la deuda como amedrentar al deudor y que, desde el punto de vista de los costos, no resulta tan dispendiosa. Explicó que hace algún tiempo se resolvió dar a estas demandas una tramitación especial, dado su relevante número. Agregó que ésta se facilita por cuanto se emplean mecanismos para firmar masivamente y para realizar los respectivos apercibimientos y archivar las causas electrónicamente.


En cuanto al archivo de las causas, informó que se ha diseñado un método electrónico, en virtud del cual, transcurrido cierto tiempo, el caso “se baja” del sistema.


En relación a la presentación de documentos ante el tribunal, puntualizó que es una materia regulada por el artículo 6° de la ley sobre tramitación electrónica contenida en el artículo 1° del texto propuesto por las indicaciones sustitutivas. Hizo notar que este precepto contempla la forma de presentar tanto documentos electrónicos como aquellos que constan en otro formato y que se aportan materialmente al tribunal. Informó que, en la práctica, se trata de un camino que no ha dado lugar a dificultades en los tribunales reformados, los que no se quedan con estos últimos documentos. Añadió que también existe un sistema aplicable a los casos de reserva y secreto en las causas penales, que bien podría aplicarse a otras áreas. Indicó que nada de lo anterior ha dado lugar a mayores inconvenientes en su aplicación.


Tocante a la interoperabilidad, coincidió con el señor Ministro de Justicia en cuanto a que se ha trabajado y se avanza en esta materia.


En relación a la interposición masiva de recursos de protección, informó que en este momento se estudia la pertinencia de aplicarles el sistema de tramitación electrónica. Proporcionó algunas cifras en cuanto a dichos recursos e informó que la vía electrónica ha permitido asumir satisfactoriamente la correspondiente carga de trabajo.


En lo concerniente al financiamiento necesario para implementar la iniciativa en estudio, puso de manifiesto que existe un contacto permanente con los Ministerios de Justicia y de Hacienda y que, presentándose una necesidad en materia de tramitación electrónica, ella se atiende y se solventa.


Finalmente, en materia de capacitación del personal frente al nuevo sistema, explicó que se trata de una tarea permanente que es propia de la implementación de cualquier nuevo mecanismo. Por ello, señaló que, en la realidad, esta necesidad se enfrenta a través de un carril aparte, que incluye el trabajo continuo de mesas de ayuda, de tutorías y de la colaboración de expertos informáticos en los tribunales, entre otras vías. Precisó que, en todo caso, lo anterior forma parte de los gastos propios de la capacitación que permanentemente se debe proporcionar.


La Magistrada señora Pozas se refirió a las enmiendas que se proponen al ya citado artículo 33 del Código de Procedimiento Civil y especificó que la nueva facultad que allí se otorga a los secretarios letrados es la de dictar algunas sentencias interlocutorias. En apoyo de esta propuesta, sostuvo que los mencionados funcionarios están altamente capacitados, pues cumplen con los requerimientos exigidos por la Academia Judicial, faltándoles solamente alguna cantidad de años de ejercicio para poder servir el cargo de magistrados. En consecuencia, afirmó que se trata de un recurso profesional que no debe desaprovecharse.


En lo concerniente a la presentación de causas masivas del retail, explicó que ellas no ocasionan un mayor problema para los tribunales, dado que su despacho no demanda un tiempo considerable y que, en todo caso, constituyen una fórmula para mantener saludable al mercado.


El Honorable Senador señor Araya reiteró sus inquietudes acerca de las obligaciones de los receptores en materia de constancias georreferenciadas, término que consideró de naturaleza técnica y que instó a examinar una vez que la Comisión revise la enmienda que se ha propuesto en esta materia.


En relación al tema recién abordado por el Honorable Senador señor Araya, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, solicitó al señor Presidente de la Excma. Corte Suprema mayores antecedentes sobre los receptores que actualmente desempeñan esa función en nuestro territorio, especificando las regiones en que lo hacen así como el número de ellos que ya aplica en su trabajo el mecanismo de las constancias georreferenciadas.


En la sesión siguiente, la Comisión tuvo oportunidad de escuchar a la Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Ivonne Navarrete.


La señora Navarrete agradeció la oportunidad de participar en este debate, dado el interés que el asunto en estudio reviste para quienes integran esa Asociación.


Hizo presente, enseguida, que la iniciativa en estudio propone diversos cambios que afectan la actual tramitación de las causas civiles y, por ende, las gestiones que realizan los receptores judiciales en su calidad de ministros de fe.

Señaló que los cambios más relevantes que presenta dicho proyecto, en cuanto afectan el trabajo de los receptores judiciales, son los siguientes:


1.- En primer lugar, se refirió al artículo 8° contenido en el artículo primero de la indicación sustitutiva, el cual contempla otras formas de notificación, disponiendo que cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión. La norma agrega que esta forma de notificación será válida para todo el proceso.

En virtud de este precepto, expresó, cualquiera de las partes puede solicitar para sí que se le notifiquen las resoluciones por correo electrónico.

Al respecto, consignó que hay determinadas resoluciones que deberían ser notificadas necesariamente por cédula, como, por ejemplo, el auto de prueba y la sentencia definitiva de primera instancia, en razón de los eventuales perjuicios que podría ocasionar a las partes el hecho de no recibir debidamente la respectiva notificación.


2.- Enseguida, se refirió al artículo 9º de la nueva ley que se propone, relativo al registro de las actuaciones de los receptores. En su inciso primero, esta disposición les exige registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. A continuación, dispone que deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.

Luego, su inciso tercero establece que en el caso de las notificaciones, requerimientos y embargos, junto a su testimonio, los receptores deberán dejar constancia georreferenciada con fecha y hora de su concurrencia al lugar en que se practicó la diligencia mediante el correspondiente dispositivo electrónico. Además, en su caso, incluirán una imagen georreferenciada con fecha y hora de los bienes muebles embargados durante la práctica de la diligencia.

Finalmente, su inciso cuarto prescribe que todo incumplimiento culpable o doloso a las normas anteriores constituirá una falta grave a las funciones y será sancionada por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. Añade que, en caso de reincidencia, el juez aplicará la medida de suspensión de funciones por un mes.

En relación a esta norma, hizo presente que la gran mayoría de los receptores judiciales ya se encuentra registrada en el sistema de tramitación del Poder Judicial y cuenta con su respectiva clave para ingresar a dicho sistema las diligencias realizadas desde sus oficinas particulares. Agregó que, a su vez, las diligencias se registran y se suben al sistema dentro de los dos días siguientes a su realización.

En cuanto a la exigencia de que en el caso de notificaciones, requerimientos y embargos los receptores deberán dejar constancia georreferenciada con fecha y hora del lugar en que se practicó la respectiva diligencia, manifestó que es indispensable que se especifique de manera clara en el proyecto cómo se entenderá cumplida esta exigencia.


Sostuvo que en el caso que solo se deba dejar constancia georreferenciada de la diligencia realizada en el estampado del receptor y agregar una imagen georreferenciada con fecha y hora de los bienes muebles embargados durante la respectiva diligencia, será suficiente utilizar un teléfono celular con GPS o un dispositivo GPS satelital. Explicó que la diferencia entre uno y otro sistema es el margen de error respecto de la localización en que se realizó la diligencia.


Hizo notar, a continuación, que los referidos sistemas implican diversos costos para los receptores. Igualmente, llamó la atención en cuanto a que los referidos dispositivos con GPS podrían quedar sin cobertura en ciertas zonas del país y no registrar la ubicación exacta, además del margen de error que podría haber en cuanto a la localización del ministro de fe.

Dijo que, en razón de lo expuesto, sería necesario contemplar en esta norma los casos excepcionales en que los receptores judiciales se encuentran imposibilitados de cumplir las exigencias que ella plantea, estableciéndose que en estos casos el receptor cumple con estas obligaciones indicando que no ha podido dejar constancia del respectivo punto referencial por una razón justificada.


Informó, a continuación, que durante el año pasado la Asociación Nacional de Receptores Judiciales de Chile presentó ante la Excelentísima Corte Suprema un programa computacional para georreferenciar las respectivas diligencias. Explicó que dicho programa se encuentra en la etapa final de su implementación, a la espera de contar con la autorización correspondiente y de realizar las pruebas respectivas.


Sostuvo que el referido programa cumple a cabalidad con las expectativas del legislador. Sin embargo, explicó que su implementación representa dificultades principalmente por los costos que irroga la administración del mismo. Indicó, a la vez, que dicho programa posee un sistema computacional que sería difícil “hackear” para dejar constancia de diligencias que se han realizado.

Agregó que una preocupación adicional en cuanto a las propuestas contenidas en la norma en análisis son las reacciones agresivas que los ejecutados podrían tener frente a la obligación que se impone al receptor en cuanto a fotografiar los bienes que son objeto de embargo. Recomendó más bien eliminar esta obligación, que consideró accesoria a la ya ardua diligencia de trabar un embargo.


Complementariamente, consideró pertinente analizar y establecer de antemano cuál será la sanción procesal que procederá cuando el ministro de fe no deje constancia de un punto referencial.


3.- En tercer lugar, connotó que el proyecto también establece otras modificaciones más bien formales, algunas de las cuales, sin embargo, deben analizarse. Es el caso del artículo 36, que se altera en el sentido de que los expedientes se "retiran" virtualmente desde el sistema electrónico de causas, y del artículo 46, en cuanto a que el comprobante del envío de carta certificada ya no se pegará al expediente, sino que se agregará a la carpeta electrónica. Además, añadió, hay otras diligencias de menor relevancia, propias del cambio de un sistema material a otro electrónico, respecto de las cuales dijo no tener mayores observaciones.


En conclusión, manifestó que la tramitación electrónica de causas es un paso necesario y fundamental en la modernización de nuestra legislación y que, con ese fin, se deben adoptar todas las medidas conducentes a perfeccionar la transparencia en la realización de las diversas diligencias propias de un juicio, en aras de garantizar el debido proceso y el acceso a la justicia por parte de la ciudadanía.


Concluyó su intervención enfatizando la necesidad de perfeccionar el sistema de georreferencia que se pretende implementar, a fin de evitar futuras nulidades procesales, así como también la imposibilidad de dar cumplimiento efectivo a las nuevas exigencias establecidas por el legislador.

El Prosecretario de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señor Jaime Olivos, se manifestó de acuerdo con la implementación de la georreferencia, dado que genera una mayor transparencia. En todo caso, advirtió que es necesario garantizar la actualización periódica de los mapas que se utilizan, para asegurar la exactitud de la ubicación en que se realiza la correspondiente diligencia.


Indicó que, además, las fotos que se exigen para identificar los bienes que se embargan, así como el retiro de los mismos, pueden ofrecer algunas limitaciones o dificultades prácticas, como es el peso de cada una de ellas y la consecuente definición del software que corresponderá utilizar.


La Vicepresidenta de la misma Asociación, señora Tatiana Muñoz, señaló que hay ciertas comunas y poblados donde no hay internet, situación que impediría utilizar la georreferencia al momento de efectuar una notificación.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, solicitó antecedentes sobre el porcentaje aproximado de receptores que trabaja en zonas rurales donde el acceso a internet es imposible.


La señora Muñoz precisó que tanto en Tierra del Fuego como en el norte del país y en sectores cercanos a la frontera no hay acceso a internet.

La Presidenta de la mencionada Asociación, señora Navarrete, informó que en la actualidad existe un universo de 606 receptores judiciales, número que se desglosa en la forma que se consigna en el siguiente cuadro:

	
	EN EJERCICIO
	VACANTES
	TOTAL

	CORTE ARICA
	6
	0
	6

	CORTE IQUIQUE
	11
	0
	11

	CORTE ANTOFAGASTA
	17
	1
	18

	CORTE COPIAPÓ
	18
	0
	18

	CORTE LA SERENA
	38
	2
	40

	CORTE VALPARAÍSO
	78
	0
	78

	CORTE SANTIAGO
	143
	2
	145

	CORTE SAN MIGUEL
	53
	0
	53

	CORTE RANCAGUA
	14
	2
	16

	CORTE TALCA
	41
	1
	42

	CORTE CHILLÁN
	20
	0
	20

	CORTE CONCEPCIÓN
	55
	0
	55

	CORTE TEMUCO
	33
	8
	41

	CORTE VALDIVIA
	23
	2
	25

	CORTE PURTO MONTT
	22
	0
	22

	CORTE COYHAIQUE
	9
	0
	9

	CORTE PUNTA ARENAS
	5
	2
	7

	
	586
	20
	606



El Honorable Senador señor Araya connotó el interés que ofrecen las opiniones de los receptores en relación al proyecto en estudio. Consultó si en este momento están realizando sus actuaciones utilizando la georreferencia y, en caso de ser así, pidió información acerca del sistema que emplean.


Por otra parte, coincidió en que las fotos que se exigen respecto a los bienes que se embargan pueden dar lugar a muchas dificultades.

La señora Navarrete señaló que en la actualidad los receptores no están trabajando con georreferencia. Precisó que lo que sí emplean desde hace dos años es el sistema digital. Reseñó que se presentó un proyecto a la Excma. Corte Suprema para contar con un sistema de implementación de la georreferencia, agregando que no ha habido respuesta de parte del Máximo Tribunal.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, inquirió la opinión de la Excma. Corte Suprema respecto a este tema.


La Directora de la Dirección de Estudios del Máximo Tribunal, señora Constanza Collarte, indicó que actualmente no hay un sistema de georreferenciación instalado. Agregó que en los sistemas reformados existen las Unidades de Notificación y que se utiliza el sistema de georreferenciación solo para hacer las rutas, agregando que ello responde a un asunto de gestión de trabajo y no al resultado de la diligencia.


El Honorable Senador señor Harboe se refirió al artículo 8° contenido en el artículo primero de la indicación sustitutiva, el cual consagra otras formas de notificación, estableciendo que cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión.


En relación a dicho precepto, preguntó a la Asociación de Receptores cuál es la razón por la cual solicitan que tanto en el caso de la resolución que recibe la causa a prueba como de la sentencia definitiva de primera instancia se mantenga la notificación por cédula.


Les pidió, igualmente, referirse a la posible sanción aplicable a la inobservancia por parte del receptor de las obligaciones que se imponen en el artículo 9° del mencionado artículo primero.


La señora Navarrete señaló que la notificación del auto de prueba y de la sentencia debiera seguir haciéndose por el mecanismo del receptor judicial por razones de seguridad en la gestión. En efecto, agregó, esa es la única manera de que el demandado tome conocimiento real y efectivo de dichas resoluciones.


En cuanto al régimen de sanciones por incumplimiento del deber de dejar las constancias georreferenciadas previstas por el proyecto, sostuvo que justamente lo conveniente sería analizarlo y luego aclararlo en la propia ley.


La Vicepresidenta de la misma Asociación, señora Muñoz, enfatizó la pertinencia de explicitar en la ley qué ocurrirá en los casos en que el receptor derechamente no cuenta con la factibilidad técnica de utilizar la georreferencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, destacó la larga trayectoria que tienen los receptores dentro de nuestro sistema judicial. Hizo presente que, en efecto, la realidad es distinta entre las diversas regiones, agregando que ha podido constatar que hay receptores que no han ingresado a la “alfabetización digital”, en tanto que otros ya se han adaptado a la misma. Preguntó a los representantes de la Asociación que los agrupa cuál ha sido la reacción de sus miembros frente al proceso modernizador que se viene dando en nuestro medio en materia de tecnología.


La Presidenta de la entidad, señora Navarrete, informó que el proceso modernizador ha sido difícil de enfrentar para muchos de sus asociados, sobre todo para aquel 20% de receptores que ejerce dicha función desde hace muchos años. Consignó que, pese a ello, han ido superando estas dificultades en forma progresiva, añadiendo que, en el caso de la IX Región, todos los receptores trabajan utilizando el sistema digital. Precisó que la georreferencia a que alude el proyecto en estudio viene a introducir nuevos desafíos, pero que atendida la precaria situación previsional en la que se encuentran dichos asociados, no es fácil que puedan pensar en abandonar sus funciones y jubilar. Informó que, por otra parte, el 80% restante no ha tenido inconvenientes con los cambios y con la digitalización de sus labores.


El Honorable Senador señor Harboe manifestó, enseguida, que el actual sistema de inventarios puede dar lugar a cierto grado de incerteza. Específicamente, se refirió al caso en que, en el marco de un juicio ejecutivo, se traba embargo sobre determinados bienes y luego el inventario resulta impreciso. Igualmente, señaló que puede haber inexactitudes sobre los lugares en que se traban los embargos. Consultó si desde el punto de vista práctico, el articulado del proyecto viene a solucionar estos aspectos y a otorgar mayor certidumbre a los interesados.


La señora Navarrete opinó que la obligación de obtener imágenes georreferenciadas de los bienes embargados no constituye una solución de fondo para los inconvenientes aludidos, agregando que corresponde a la ley precaverlos.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que en La Araucanía las redes de internet están bastante limitadas y que, además, existen amplias zonas en distintas regiones del país donde no hay cobertura para los teléfonos celulares. Observó que es difícil pensar en aplicar un sistema como el que se propone, si en la realidad hay áreas en que es imposible hacerlo. Consultó a los receptores si han visualizado fórmulas de reemplazo para estos casos.


Complementando estas apreciaciones, la Vicepresidenta de la Asociación de Receptores, señora Muñoz, puntualizó que incluso hay sectores y comunas de la Región Metropolitana en que el GPS no logra detectarse.


El Prosecretario de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señor Olivos, precisó que estos temas se han conversado en diversas oportunidades y que se ha pensado, por ejemplo, en utilizar en esos casos el sistema de correo electrónico. Así, dijo, no sería necesario tener cobertura permanente en una determinada zona, ya que al recuperarse ésta nuevamente, la información se actualizaría y se enviaría.


Por otra parte, hizo notar que los mapas que se utilizan son actualizados una vez al año por el Instituto Geográfico Militar, por lo que bien pueden surgir inconvenientes derivados de las nuevas construcciones que van emplazándose en los distintos lugares. Existiendo este desfase en la actualización de dichos mapas, opinó que bien podría existir algún grado de tolerancia respecto a la ubicación del domicilio en que el receptor debe realizar una diligencia. Propuso, en consecuencia, contemplar en la ley este necesario nivel de tolerancia en cuanto al grado de exactitud que se espera.


El Honorable Senador señor Espina mantuvo las inquietudes ya expresadas en cuanto a las dificultades que pueden surgir durante el período de transición que sobrevendrá cuando esta ley entre en vigor. Se preguntó, además, sobre el momento en que se entenderá practicado un emplazamiento bajo la nueva normativa, planteando si ello ocurrirá al momento de realizarse la diligencia o cuando exista constancia electrónica de su realización.


El Honorable Senador señor Araya precisó que la notificación se entiende válida desde que se realiza y que cuestión distinta es el registro de la misma. Subrayó que la utilización del GPS no requiere de internet, agregando que, sin embargo, como éste se vincula a un sistema de coordenadas, no está asociado a calles ni a pasajes y que pueden surgir problemas cuando se hacen notificaciones en sectores alejados.


Sostuvo que, entonces, es relevante determinar quién deberá asumir el costo de la tecnología que el nuevo sistema requiere.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, manifestó que la adquisición de equipos de tecnología GPS importa, efectivamente, un costo adicional que es considerable y que, en consecuencia, no sería justo gravar a los receptores con el mismo.

- - -



Una vez finalizadas las intervenciones anteriormente consignadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio inicio a la discusión en particular de la iniciativa, recordando que correspondía analizar el texto de las dos indicaciones que se habían presentado hasta ese momento, las cuales sustituyen íntegramente el texto del proyecto. Explicó que la indicación número 1 es de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, y que la número 2 es del Honorable Senador señor Espina, siendo el texto de ambas idéntico.

Dado que estas indicaciones constan de numerosos preceptos, propuso revisarlos en orden sucesivo y pronunciarse respecto a cada uno de ellos en forma separada.


Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros de la Comisión en torno a este criterio.

ARTÍCULO PRIMERO


Esta disposición contempla una Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales, compuesta por 12 artículos, que se estudiarán en forma sucesiva.

Artículo 1°


Su tenor es el que sigue:


“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará a todas las causas que conozcan los tribunales indicados en el inciso segundo y tercero del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de las causas que conozcan los tribunales militares en tiempos de paz.”.


Analizada esta disposición por los miembros de la Comisión, no fue objeto de observaciones.


Puesta en votación, fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.

Artículo 2°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 2º. Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:


a) Principio de equivalencia funcional del soporte electrónico. Los actos jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por medio de firma electrónica serán válidos y producirán los mismos efectos que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel.


b) Principio de fidelidad. Todas las actuaciones del proceso se registrarán y conservarán íntegramente y en orden sucesivo en la carpeta electrónica, la que garantizará su fidelidad, preservación y la reproducción de su contenido.


c) Principio de publicidad y máxima divulgación. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todos los usuarios a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones expresamente establecidas por la ley.


No obstante lo anterior, las presentaciones relativas a medidas cautelares reales o precautorias, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva no serán accesibles sino hasta que se notifique a todas las partes la resolución recaída en ellas. Una vez resuelta la presentación respectiva y notificada la resolución que se pronuncia sobre ella, estas actuaciones serán públicas y estarán disponibles en la carpeta electrónica.

En casos excepcionales y cuando así lo justifique la protección de datos personales, de datos sensibles o de información confidencial de orden comercial, el tribunal podrá, a petición de cualquiera de las partes o de terceros, limitar el acceso a la carpeta electrónica o a determinadas actuaciones, registros o documentos exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso. No obstante lo anterior, las sentencias definitivas serán siempre públicas, sin perjuicio de la facultad del tribunal para, a petición de parte o de terceros, eliminar de la versión del fallo disponible al público los datos personales, sensibles o confidenciales.


d) Principio de actualización de los sistemas informáticos. Los sistemas informáticos de tramitación del Poder Judicial deberán ser actualizados a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial con el objeto de permitir su correcto funcionamiento y la más fluida y expedita interconexión e interoperabilidad entre sí y con otras instituciones públicas.


e) Principio de cooperación. Los auxiliares de la administración de justicia, las instituciones públicas y el Poder Judicial deberán cooperar entre sí en la utilización de medios electrónicos con el objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad de los sistemas informáticos y, en particular, el reconocimiento mutuo de los documentos electrónicos y de los medios de identificación y autentificación respectivos.


Para ello, las instituciones públicas y los tribunales propenderán a la celebración de convenios de cooperación.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, ofreció la palabra en torno a este precepto.


Los miembros de la Comisión examinaron los distintos principios comprendidos por la disposición en estudio, de los cuales el que motivó mayor análisis fue el de publicidad y máxima divulgación, a que se refiere la letra c).


El Honorable Senador señor Espina señaló que el referido principio de publicidad y máxima divulgación debe analizarse teniendo en cuenta las limitaciones que en este momento pesan sobre la materia. En relación al párrafo tercero de dicho literal, consultó por qué el tribunal no puede limitar de oficio el acceso a la carpeta electrónica o a determinadas actuaciones, registros o documentos cuando se deben proteger datos personales, datos sensibles o información confidencial de orden comercial. Manifestó que tal como está redactada esta regla, las partes siempre tendrán que solicitar que se limite el acceso a la carpeta electrónica. Opinó que ante los datos de carácter sensible, el juez debería excluirlos de oficio de la publicidad.


El Honorable Senador señor Araya compartió la preocupación del Honorable Senador señor Espina, señalando que debe evitarse que esta regla dé lugar a un mal uso de la información contenida en la carpeta digital, como muchas veces ocurre en la práctica.


Además, indicó que el párrafo segundo de la citada letra c) hace mención a la reserva de las medidas cautelares reales o precautorias y no abarca las demandas. Estimó que estas últimas deberían ser agregadas a esa regla.


El Honorable Senador señor Harboe hizo presente que en este debate es pertinente tener presentes las definiciones sobre los distintos tipos de datos que proporciona el artículo 2° de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


Recordó que la letra f) de dicho precepto dispone que son datos de carácter personal o datos personales, los relativos a cualquier información concerniente a personas naturales, identificadas o identificables. Ejemplificó esta regla expresando que el nombre completo y el domicilio tienen este carácter. Agregó que, por otra parte, la letra g) de esa disposición establece que son datos sensibles aquellos datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.


Sobre la base de estos conceptos, aseveró que el dato personal no necesariamente debe ser reservado, por lo que se mostró partidario de que la norma en estudio permita al tribunal, de oficio, excluir de la publicidad el dato sensible, pero no aquel de tipo personal. Insistió en que tratándose de datos sensibles, el tribunal debe poder, por su propia iniciativa, ordenar su protección, en tanto que en relación a los datos personales, se protegerán a petición de las partes.


El Honorable Senador señor Espina indicó que para muchos, la protección de la honra de la persona es un valor incluso más relevante que el derecho de propiedad. En este contexto, puso de relieve la necesidad de acotar los daños que pueden causársele a ese derecho y consultó cómo se resuelve este tema en las normas que integran el proyecto.


El Honorable Senador señor Larraín se preguntó cuan públicos son hoy los procesos, agregando que es posible que las páginas web de las instituciones involucradas ya hayan superado esta interrogante. Estimó razonable despejar las dudas que surgen en esta materia, antes de adoptar decisiones en cuanto a la reserva de los distintos tipos de datos en el ámbito judicial. Los textos que se adopten, agregó, deben armonizar con lo prescrito por el artículo 8° de la Carta Fundamental en materia de publicidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo notar que la segunda parte del párrafo tercero de la letra c) en estudio fija el criterio de publicidad en relación a las sentencias definitivas, las cuales siempre serán públicas, sin perjuicio de facultar al tribunal para que, a petición de las partes o de terceros, elimine de la versión del fallo que quedará disponible para el público, los datos que sean personales, sensibles o confidenciales.


El Honorable Senador señor Harboe sostuvo que en este momento los expedientes son públicos y que cualquier persona puede acceder a ellos. Destacó que, por lo anterior, se está viviendo un momento en el cual se vulnera el principio de la finalidad del dato, porque aun cuando los antecedentes contenidos en los expedientes judiciales cumplen el objetivo de ilustrar al tribunal respecto de las respectivas acciones o pretensiones, aquellos datos de carácter personal en que ellas se fundamentan muchas veces se utilizan con un fin distinto. Como ejemplo, puso el caso de trabajadores que postulan infructuosamente a un trabajo, pues el posible empleador los rechaza al tomar conocimiento por esta vía, de la situación de morosidad en que se encuentran.


Señaló que el principio de la autodeterminación informativa es una derivación del derecho a la privacidad, en virtud del cual un ciudadano tiene derecho a ejercer protección y control respecto de datos suyos que se encuentran almacenados o que son publicados. Puso de relieve que lo anterior se encuentra incluso amparado por tratados internacionales que versan sobre la materia.


Sugirió, en consecuencia, que tratándose de datos de carácter personal, se faculte al juez para que de oficio o a petición de parte, limite el acceso a la carpeta. Respecto a los datos sensibles, postuló que éstos no puedan ser revelados.


La titular de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, señora Collarte, precisó que en el actual sistema del Poder Judicial son públicas las sentencias en materia civil, laboral y de cobranzas, en tanto que en materia penal y de familia son reservadas.


Indicó que el referido Poder del Estado ha intentado resguardar el principio de publicidad de las actuaciones judiciales y que por esta razón, salvo excepciones, las audiencias son públicas, tal como lo consagra el artículo 9° del Código Orgánico de Tribunales.


En cuanto a los motores de búsqueda, informó que tanto en materia civil como laboral es posible acceder a una causa a través de los respectivos nombres y roles. Explicó que una situación distinta ocurre en materia de familia y en las causas penales, en que los accesos se encuentran restringidos.


En relación a la facultad del tribunal de decretar de oficio la reserva de los datos, indicó que lo que podría complicar la situación es la diversidad de criterios que existe entre los distintos jueces, los que gozan de independencia y actúan conforme a ese criterio. Por lo anterior, se mostró partidaria de que la parte sea la facultada para solicitar la reserva de los datos.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si cualquier ciudadano tiene derecho a acceder a la carpeta electrónica tratándose de una demanda civil.


En respuesta a esta consulta, el Jefe de Proyecto Jurídico del Departamento de Informática de la Corte Suprema, señor Francisco Páez, explicó que, en este momento, el camino es acceder al portal web del Poder Judicial y, luego, ingresar a la consulta de causas. Agregó que para conocer una determinada causa civil es necesario conocer el rol, la fecha o el nombre de los involucrados, datos que en todo caso deben ir asociados al respectivo tribunal. Precisó que a partir del 1° de abril de 2015 dejó de estar disponible la consulta a través del RUT.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, sugirió incorporar al párrafo tercero de la letra c) en estudio la opción de que el juez decrete de oficio la limitación al acceso a la carpeta electrónica.


Teniendo en cuenta los razonamientos anteriormente expuestos, el Honorable Senador señor Harboe propuso distinguir en la norma en estudio dos situaciones, a saber, la de los datos personales y la de los datos sensibles.


Para estos fines, sugirió redactar el párrafo tercero de la letra c) como sigue:


“En casos excepcionales y cuando así lo justifique la protección de datos personales, el tribunal podrá de oficio o a petición de parte o de terceros limitar el acceso a la carpeta electrónica o a determinadas actuaciones, registros o documentos exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso. Tratándose de datos sensibles o de información confidencial de orden comercial, el tribunal deberá excluirlos de la publicidad de la carpeta electrónica. No obstante lo anterior, las sentencias definitivas serán siempre públicas, sin perjuicio de la facultad del tribunal para, a petición de parte o de terceros, eliminar de la versión del fallo disponible al público los datos personales, sensibles o confidenciales.”.


El Honorable Senador señor Espina observó que si el dato sensible forma parte de la controversia, no debería poder ser excluido de la carpeta electrónica.


El Honorable Senador señor Harboe instó a no perder de vista que esta discusión se está dando dentro del contexto del principio de publicidad y máxima divulgación. En este sentido, explicó, cabe tener en cuenta que la carpeta y el fallo siempre estarán disponibles íntegramente para las partes y que, por lo tanto, si bien ellos contendrán los datos sensibles, dichos datos serán secretos respecto a terceros.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Godoy, consignó que los actos de los tribunales son públicos, tal como lo señala el artículo 9° del Código Orgánico de Tribunales, añadiendo que este criterio corresponde a principios ya arraigados en nuestro medio en materia de publicidad. Puntualizó que, sin embargo, excepcionalmente se puede establecer la reserva respecto de algunos de dichos actos. Desde esa perspectiva y reconociendo la tradición jurídica en que se basa nuestro sistema, estimó como una buena solución establecer la regla general de la publicidad, dando al tribunal la facultad para que de oficio o a petición de parte, pueda establecer la reserva de la carpeta electrónica.


El Honorable Senador señor Espina expresó que si lo que se plantea es que no puedan publicarse los datos sensibles, cabe preguntarse nuevamente qué sucederá si parte esencial de la controversia o el fundamento de la sentencia son justamente datos que tienen esa naturaleza.


La señora Collarte, de la Dirección de Estudios del Máximo Tribunal, aclaró que las partes y el juez siempre tendrán acceso a la totalidad de lo que sucede y consta en el juicio y que una cosa distinta es precisar aquello que se mostrará públicamente. En atención a los argumentos expresados durante este debate, se mostró partidaria de establecer la opción de que el tribunal pueda, de oficio o a petición de parte, decretar la reserva de determinados datos.


El Honorable Senador señor Harboe informó que la Corte Suprema argentina, en causa rol N° 3.968-2011, declaró que “la Corte Suprema evitará que terceras personas tengan acceso por internet u otro medio a la información como creencia religiosa, orientación sexual, filiación política de los involucrados en procesos judiciales”. Agregó que lo anterior responde a una tendencia internacional, que viene a confirmar que los datos sensibles del proceso no deben publicarse. En cambio, reiteró que tratándose de datos personales, debe existir la opción de que no sean publicados. Explicó que la redacción propuesta para el párrafo tercero de la letra c) en estudio refleja estos criterios.


El Honorable Senador señor Araya estuvo de acuerdo con esta proposición. Enseguida, refiriéndose al párrafo segundo de la letra c), insistió en incluir las demandas junto a las presentaciones relativas a medidas cautelares reales o precautorias.


El señor Godoy, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señaló que si se incluyen las demandas en la redacción del indicado párrafo segundo, podría entenderse que éstas no podrán darse a conocer hasta que se dicte la sentencia.


El Honorable Senador señor Araya discrepó de este parecer, expresando que la resolución a que hace mención el párrafo segundo es aquella que da curso a la demanda y no la sentencia definitiva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, instó a adoptar una redacción que, en todo caso, dificulte la presentación de demandas temerarias, que solo buscan intimidar al deudor. Solicitó dejar constancia de este criterio para los efectos de la historia de la ley, petición que fue apoyada por los restantes miembros de la Comisión.


En la sesión siguiente, la Directora de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, señora Collarte, manifestó que la redacción propuesta por el Honorable Senador señor Harboe para el párrafo tercero de la letra c), había sido analizada al interior de la Dirección de Estudios del Poder Judicial a la luz del debate realizado a su respecto y de las inquietudes que le dieron lugar. Informó que, a consecuencia de esa revisión, se advirtió la conveniencia de hacer presente a la Comisión algunas observaciones y sugerencias.


Indicó, en primer lugar, que con los recursos de que hoy dispone, el Poder Judicial no estaría en condiciones de controlar la reserva de determinados datos, sobre todo tratándose de presentaciones hechas por las partes. En efecto, precisó, no existe en la actualidad un sistema que permita tachar ciertos datos de los escritos que tanto el demandante como el demandado pueden presentar, en la forma que lo requeriría la redacción propuesta para el párrafo tercero de la letra c). En consecuencia, pidió tener presente la dificultad presupuestaria que esta exigencia irrogaría para dicho Poder del Estado.

Agregó que una situación distinta se da en el caso de los jueces, puesto que ellos cuentan con un sistema basado en ciertos formularios y plantillas, en los cuales es posible tarjar determinadas palabras que en la visualización no se muestran.


Por otra parte, con respecto a las tercerías, puso de manifiesto que las partes o el tercero interesado no tendrían acceso a datos relevantes para poder interponerlas, porque estos no aparecerían en los sistemas de tramitación.


En cuanto a la finalidad del dato, materia a la que también se aludió en la sesión anterior, agregó que sería necesario incorporar una regla destinada a cautelarla, de manera de evitar que robots logren incorporarse al sistema y extraer ciertos datos para fines distintos de los que justificaron su inclusión en el expediente. Informó que para estos efectos, se estima pertinente incluir un nuevo párrafo que prohíbe en forma expresa lo anterior y que recoge las sanciones previstas en la ley N° 19.628.


Igualmente, también consideró adecuado incorporar un párrafo final a esta letra c), para prescribir que los motores de búsqueda se ajustarán con el fin de evitar la búsqueda de causas en base a nombres, rol único tributario u otros datos de carácter personal.


Informó que por estas razones, se preparó una redacción alternativa para los párrafos pertinentes de esta letra c), que vendría a recoger y solucionar las inquietudes formuladas.


La propuesta de redacción elaborada por la mencionada Dirección de Estudios de la Corte Suprema es la que a continuación se señala:


“Artículo 2º. Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:

..........................................


c) Principio de publicidad y máxima divulgación. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todos los usuarios a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones expresamente establecidas por la ley.


No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares reales o precautorias, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, serán únicamente accesibles al solicitante mientras no se haya notificado la resolución recaída en ellas a todas las partes. Una vez resuelta la presentación respectiva y notificada la resolución que se pronuncia sobre ella, estas actuaciones serán públicas y estarán disponibles en la carpeta electrónica.


En casos excepcionales y calificados, cuando la publicidad de datos sensibles o información confidencial de orden comercial afecte gravemente los intereses o la intimidad de alguna persona, el tribunal deberá, de oficio o a petición de parte o de terceros interesados, limitar el acceso a determinadas actuaciones, registros o documentos exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso. En caso que lo anterior no fuere suficiente para resguardar los intereses o la intimidad de las personas, el tribunal podrá limitar el acceso al contenido íntegro de la carpeta electrónica a las partes. Sin embargo, la existencia del proceso será siempre pública.

Se prohíbe a toda persona el tratamiento de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin autorización judicial previa. Asimismo, se establecerán medidas para evitar el tratamiento automatizado de datos personales. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme al artículo 23 de la ley N° 19.628.


Los motores de búsqueda se ajustarán para evitar la búsqueda de causas sobre la base de nombres, rol único tributario u otros datos personales.”.

A continuación, el abogado de la ya citada Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señor Javier Maturana, explicó las propuestas recién presentadas.

Manifestó, en primer lugar, que la redacción original del párrafo segundo de la letra c) señalaba que las presentaciones resoluciones no serían accesibles para las partes hasta que se les notificara la resolución recaída en ellas. Enseguida, el párrafo tercero permitía que de oficio o a petición de parte, se limitara el acceso a la carpeta electrónica para proteger los datos personales que ella pudiera contener.

Indicó que esta norma tenía una amplitud tal que podía, incluso, dejar sin efecto el principio de la publicidad y permitir que toda actuación en que estuviera involucrada una persona natural y en la que figurara su nombre, pudiera pasar a ser secreta.


Señaló que lo que busca la propuesta presentada es evitar la realización de un listado de los juicios que tiene una persona y su posterior utilización, de la que podrían derivar discriminaciones para dicha persona. Afirmó que se trataría de impedir, entonces, que pueda elaborarse una suerte de DICOM judicial, en el cual se puedan hacer búsquedas por nombre o por RUT.


Agregó que en el caso de los datos sensibles y de la información confidencial de orden comercial que pueda afectar gravemente a una persona, lo que se propone es que el tribunal, de oficio o a petición de parte o de terceros interesados, limite el acceso a determinadas actuaciones, registros o documentos exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso. Agregó que si lo anterior no resultare suficiente para resguardar los intereses o la intimidad de las personas, el tribunal podrá limitar el acceso al contenido íntegro de la carpeta electrónica a las partes. Puntualizó que, sin embargo, la existencia del proceso será siempre pública.


Destacó que el criterio de fondo no consiste en eliminar los datos, sino más bien en fijar y utilizar ámbitos de reserva.


Por otra parte, indicó que para impedir que a través de robots se capture la información, se propone incluir una norma prohibiéndolo expresamente. De este modo, añadió, si se burlan los diversos filtros, se aplicarán las sanciones establecidas en la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


En último término, reafirmó la importancia de la publicidad de los procesos como garantía de transparencia y de igualdad ante la ley. Ella, agregó, también permite evitar la corrupción y el uso de influencias indebidas en la resolución de los conflictos y facilita el ejercicio del control social de parte de la ciudadanía, que es propio de una democracia.


El Honorable Senador señor Harboe manifestó que, desde el punto de vista formal, la redacción propuesta es adecuada por cuanto mejora la técnica legislativa que se está empleando.

Respecto de los datos sensibles, hizo notar que se establece que el tribunal deberá, de oficio o a petición de parte o de terceros interesados, limitar el acceso a los mismos. Por el contrario, prosiguió, en relación a los datos personales no se instituye ninguna protección. Declaró que a estos últimos, la ley N° 19.628 les proporciona una protección mayor que la que tienen según la redacción en estudio, pues el dato personal está afecto al principio de finalidad, lo que también debería consagrarse en la normativa sobre tramitación digital que se está elaborando.

Se refirió, enseguida, al párrafo penúltimo que la redacción propuesta por la Dirección de Estudios de la Corte Suprema propone incorporar al literal c) en estudio, el cual establece la prohibición del tratamiento de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica. Al respecto, hizo notar que esta prohibición solo se circunscribe al tratamiento de los datos, concepto definido con precisión en la letra o) del artículo 2° de la ya citada ley N° 19.628. Esa disposición, continuó explicando, define el tratamiento de datos contemplando 15 verbos rectores que pueden configurar dicha conducta, dentro de los cuales no está ni el uso ni la comunicación ni la venta de los datos. Por esta razón, propuso ampliar el ámbito de protección que se consagra en este párrafo, de manera de prohibir también este uso, comunicación y venta, conjuntamente con el tratamiento de los datos, con lo cual se evitará que la norma quede circunscrita a los ya mencionados 15 verbos rectores.


Asimismo, propuso explicitar en este párrafo que la sanción que allí se señala, se aplicará a las infracciones que deriven de la totalidad de estas conductas y no solamente del tratamiento indebido de los datos.


El Honorable Senador señor Espina señaló que mantenía ciertas aprensiones frente al tema de la publicidad de las resoluciones judiciales. Por ejemplo, dijo que le preocupaba que en este momento un individuo que tiene una orden de detención pendiente pueda ingresar a un estadio, al que solamente no puede entrar aquel que ha causado desmanes al interior del recinto deportivo. Instó, en consecuencia, a tomar todos los resguardos que sean necesarios a fin de lograr una regulación que sea armónica y, a la vez, eficiente, en esta materia.


El señor Godoy, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, manifestó que, en términos generales, la propuesta del Poder Judicial mejora de manera significativa el texto de la indicación sustitutiva. Sin embargo, manifestó que le asisten inquietudes en cuanto al sistema de protección y a las excepciones que se establecen en materia de información confidencial y de los datos sensibles. Advirtió que con la propuesta que se ha presentado, se estaría rebajando el estándar de protección que hoy está contemplado en la ley sobre protección de la vida privada, la que en este momento ofrece una esfera de protección reforzada a los datos de carácter sensible. Sostuvo que la calificación de la conducta de “afectar gravemente” que contiene el párrafo tercero de la redacción en estudio, excedería dicho rango de protección, lo que daría lugar a que se configuren dos estatutos distintos para la protección de estos datos.



Consideró que, en todo caso, la propuesta contempla resguardos que son relevantes, no obstante que queda la duda de si ellos son simétricos y armónicos con la legislación vigente. Por tal razón, como asunto previo, se manifestó partidario de dilucidar hasta qué punto y de qué forma el principio de publicidad es aplicable al Poder Judicial. En consecuencia, solicitó un plazo mayor para manifestar el parecer del Ministerio de Justicia sobre las reglas en estudio.

El Honorable Senador señor Larraín hizo presente su preocupación por preservar los parámetros que ya existen en esta materia en la ley N° 19.628. A la vez, advirtió sobre la conveniencia de armonizar adecuadamente las normas que se despachen con los principios que rigen en cuanto a la publicidad y, para tales efectos, sugirió escuchar a algunos especialistas en lo concerniente al tratamiento y protección de datos sensibles y personales.


Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros presentes de la Comisión en torno a este criterio.


En consecuencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, anunció que el precepto en estudio quedaría pendiente de votación, mientras no se escuchara a especialistas en las materias ya referidas.


Para estos efectos, se acordó invitar a representantes de la Fundación Datos Protegidos y de la ONG Derechos Digitales.


En la sesión siguiente, se escuchó, en primer lugar, a la señora Romina Garrido, Presidenta de la Fundación Datos Protegidos.


La señora Garrido agradeció la invitación de la Comisión e, iniciando su exposición, manifestó que la tramitación electrónica de las causas judiciales y su acceso desde internet constituyen un paso necesario para la apertura del Poder Judicial hacia la comunidad.


Reconoció como una obligación de los Poderes Judiciales el hecho de poner la información en línea y en forma actualizada acerca de los procesos judiciales, sin perder de vista que el acceso a la misma tiene por finalidad de primer orden, proveer información inmediata a las partes o quienes tengan un interés justificado en ella.


Agregó que, igualmente, es legítima la búsqueda de transparencia en la administración de justicia, lo que, sin embargo, no debe implicar una reducción en el ámbito de la privacidad de las personas. En este sentido, afirmó que el acceso a la información judicial debe diferenciarse del acceso a los datos personales contenidos en los expedientes judiciales.


Señaló que, en la búsqueda de un equilibrio, se establecieron las denominadas Reglas de Heredia, como marco normativo mínimo para la divulgación de la información judicial en internet. Precisó que dichas reglas se basan en la necesidad de avanzar en la modernización de la justicia, respetando el debido cuidado de los datos y la privacidad de las personas.

Añadió que las mencionadas reglas, en conjunto con los principios orientadores de la protección de datos internacionalmente reconocidos, le permiten a la institución que representa, formular algunas propuestas al principio de publicidad y máxima divulgación contenido en la letra c) del artículo 2° en estudio, según se desarrolla en la más reciente de las redacciones propuestas. Éstas son las siguientes:


a) En cuanto a sus párrafos segundo y tercero:

1. Publicidad de los actos de los tribunales. Al respecto, sostuvo que los actos de los tribunales son públicos; por consiguiente, el acceso a la información judicial debe ser garantizado y resguardado por el legislador como objeto de protección. Precisó, en este aspecto, que el acceso a documentos e informaciones se diferencia del acceso a datos personales, que son aquellos que identifican a una persona determinada o determinable. Agregó que la legislación debe establecer la obligatoriedad de implementar en los documentos, técnicas de anonimización o inicialización sobre los datos identificatorios, tales como el nombre, el RUT o el domicilio de las personas.


2. En cuanto a las excepciones, opinó que ellas deben referirse en forma expresa a datos relativos a menores de edad, niños y adolescentes, a asuntos familiares y a aquellos datos especialmente protegidos o sensibles. Añadió que todos estos datos deben eliminarse o tacharse de los respectivos documentos, con el objeto de impedir que se identifique a las correspondientes personas.


3. Siempre en materia de excepciones, indicó que la información sobre solvencia patrimonial y crédito, así como los datos tributarios, constituyen datos personales confidenciales, a los cuales sólo pueden acceder quienes están habilitados para su tratamiento. Por tanto, concluyó, es correcto que la excepción se refiera a ellos.


4. Finalmente, sugirió eliminar el requisito de la afectación grave para la aplicación de las excepciones mencionadas, debido a que el acceso es irrestricto a documentos y no a datos, por lo que, entonces, no debe probarse ningún tipo de afectación o daño.


b) Párrafos cuarto y quinto, nuevos:

1. Primeramente, se refirió a la prohibición del tratamiento de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin autorización judicial previa, a que se refiere el párrafo cuarto.

Sobre esta materia, sostuvo que la voz “tratamiento” implica cualquier operación o complejo de operaciones o procedimientos técnicos, de carácter automatizado o no, que permitan recolectar, almacenar, grabar, organizar, elaborar, seleccionar, extraer, confrontar, interconectar, disociar, comunicar, ceder, transferir, transmitir o cancelar datos de carácter personal, o utilizarlos en cualquier otra forma.


Para estos efectos, distinguió:


- Bases de datos personales de consulta: siguiendo la lógica expuesta precedentemente, sostuvo que el tratamiento y el acceso a los datos personales debe estar limitado. Indicó que como no se cuenta con una autoridad de control que regule este asunto, la autorización judicial debiese, a lo menos, provenir de la Corte de Apelaciones del domicilio del solicitante. Agregó que las reglas deberían fijarse mediante auto acordado, el que deberá considerar el consentimiento de los titulares como requisito habilitante, la finalidad del tratamiento, la calidad de los datos y la temporalidad del almacenamiento.


- Bases de datos de difusión de las sentencias judiciales como negocio editorial. En este aspecto, afirmó que las reglas para el tratamiento de datos aplicables a estas empresas deben ser las mismas que aquellas referentes a los tribunales en cuanto a bloqueo de buscadores, anonimización y acceso a datos especialmente protegidos, de menores y de carácter tributario y financiero.


2. En cuanto a las medidas para evitar el tratamiento automatizado de datos personales y la limitación a la actividad de los motores de búsqueda a que se refiere el párrafo quinto, hizo notar que un buscador o motor de búsqueda es un servicio de la sociedad de la información, que provee contenido localizando la información publicada o incluida en la red por terceros, indexándola de forma automática, almacenándola temporalmente y, finalmente, poniéndola a disposición de los internautas con un cierto orden de preferencia. Explicó que el bloqueo a los buscadores es una medida que debe ser implementada por el que publica los datos (el web master) y no debe ser trasladada como una obligación al buscador.


3. Finalmente, abordó la regla sobre infracción al artículo 23 de la ley N° 19.628 a que también se refiere el señalado párrafo cuarto.

Recordó que el indicado precepto consagra la responsabilidad de quien incumple las obligaciones establecidas en la ley, pero supone el inicio de un procedimiento de prueba del daño patrimonial y moral para perseguir la respectiva indemnización. Observó que aun cuando dicho procedimiento es sumario, no ha tenido aplicación práctica. La sugerencia, agregó, es incorporar una norma particular para aquellos tratamientos de datos que no se ajusten a lo dispuesto en la ley de tramitación judicial electrónica, cuya diligencia debida deba ser probada por el responsable. Sostuvo que lo anterior obedece a que todo responsable tiene la obligación de actuar con la debida diligencia, por lo que la prueba de aquella, incumbe al que ha debido emplearla. Sin embargo, añadió, la carga de la prueba en la ley N° 19.628 recae en el titular de los datos, requiriéndose muchas veces de un soporte técnico muy difícil de conseguir.

A continuación, la Comisión escuchó al señor Juan Carlos Lara, coordinador de la ONG Derechos Digitales.


El señor Lara agradeció la invitación formulada por la Comisión y comenzó su exposición haciendo presente los criterios centrales que guían el principio de publicidad y máxima divulgación del literal c) del artículo 2° del proyecto.


Como regla general, expresó que los actos de los tribunales son públicos y que el sistema debe "garantizar el pleno acceso de todos los usuarios a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad", salvo excepción legal expresa en contrario.


Expuso que como excepción general, las solicitudes de medidas cautelares "cuya eficacia requiera de reserva" no serían accesibles sino hasta notificada la resolución que recaiga sobre ellas, luego de lo cual esas actuaciones serán públicas.


Señaló que como segundo grupo de excepciones, puede limitarse el acceso a la carpeta o a actuaciones a las partes e intervinientes, a petición de ellas o de terceros interesados, en casos excepcionales y cuando así lo justifique la protección de datos personales, de datos sensibles o de información confidencial de orden comercial.


Indicó que, también como regla general, las sentencias definitivas son públicas, pudiendo el tribunal eliminar datos personales, sensibles o confidenciales.


Sostuvo que, en términos globales, el proyecto de ley en estudio parece conveniente y necesario, puesto que los principios y las reglas generales avanzan también hacia la modernización y la transparencia de la función jurisdiccional. No obstante, precisó que no toda una carpeta electrónica consiste en actos de un órgano público, sino que comprende también actuaciones de particulares.


En este sentido, hizo notar que las reglas en estudio no explican que serán las partes quienes deban en todos los casos solicitar la reserva al tribunal, sin que el mismo pueda determinarla de oficio. Agregó que tampoco se explica que la información confidencial deba ser de orden comercial para poder solicitarse la reserva del acceso.


Añadió que en resguardo de los datos de las personas que tengan trámites judiciales pendientes o finalizados, la implementación del sistema debería ir en línea con lo expresado por el señor Presidente de la Corte Suprema, en el sentido de eliminar la identificación de los involucrados a través del número de Rol Único Nacional de identidad.


Armonizando con lo anterior, agregó que no parece necesario que figure en el expediente público la "constancia georreferenciada" de la realización de las notificaciones o la toma de imágenes georreferenciadas con fecha y hora de los bienes muebles embargados cuando el receptor practica la diligencia, como lo plantea el artículo 9°, pues ello podría revelar información sensible sobre las personas cuyos bienes son ejecutados.


Asimismo, hizo presente que existe la posibilidad de solicitar la eliminación de datos personales en los sistemas informáticos del Poder Judicial, una vez que su almacenamiento carezca de fundamento legal. Como ejemplo, citó el caso de una sentencia accesible al público, cuando ha transcurrido cierto lapso desde su cumplimiento.

Afirmó que lo que procede en esta instancia del debate es asegurar una correcta protección legal de los datos personales antes de convertir al Poder Judicial en una expedita "fuente accesible al público" de datos personales.

Igualmente, consideró crucial fijar también criterios sobre: 


- Quiénes tendrán acceso a las carpetas electrónicas completas sobre las causas (por ejemplo, abogados, funcionarios judiciales y otros intervinientes), en oposición a quienes tendrán acceso a información parcial;


- Qué resoluciones serán de carácter público, incluyendo las sentencias definitivas como el ejemplo más lógico, y


- Qué información podrá eliminarse de la versión accesible al público (o de la que sea solicitada por un tercero), de una actuación o resolución judicial. En este punto, recomendó fijar estándares sobre la sensibilidad de la información, tal como el proyecto ya lo intenta, agregando que es posible también que el secretario de cada juzgado tenga la facultad de disociar la información que es de carácter personal.


El Honorable Senador señor Harboe manifestó que el presente proyecto de ley está adelantando una discusión que es necesaria y fundamental, que dice relación con la falta de protección efectiva de los datos personales que existe en nuestro país. Al respecto, estimó que sería relevante incorporar en el presente proyecto la propuesta de la Fundación Datos Protegidos respecto a la protección de los datos tributarios, sobre todo respecto a las personas jurídicas.


Por otra parte, agregó que el artículo 23 de la ley N° 19.628 impone la carga de la prueba al afectado, por lo que podría ser oportuno establecer que dicha carga recaerá en aquel que alega la debida diligencia.


Señaló que también sería conveniente consagrar un procedimiento especial para reclamar, de manera de evitar lo que sucedió con el que se estableció en aquella ley, que, en definitiva, consagró un derecho que en la práctica es muy difícil de exigir.


El Honorable Senador señor Larraín consideró que el panorama se torna más complejo, por cuanto los planteamientos realizados por las dos organizaciones que han sido escuchadas conduce el debate hacia el tema de la protección de los datos.


Informó que junto al Honorable Senador señor Harboe, presentaron una iniciativa sobre protección de datos a nivel constitucional. Añadió que para que dicha protección sea operativa, lo que procede es crear un organismo especializado y establecer un mecanismo adecuado para reclamarla. Agregó que las normas del presente proyecto tendrán un marco regulatorio más completo una vez que esté operando la institucionalidad antes referida.


Recordó, por otra parte, que la voluntad de avanzar en la transparencia se aplica también al ámbito judicial, de acuerdo al artículo 8° de nuestra Carta Fundamental. Precisó que aquel está siendo modificado en un proyecto de reforma constitucional de su autoría, que establece que el acceso a la información pública y a la transparencia constituyen un derecho constitucional y no una mera consideración genérica.


Observó que, indudablemente, el principio general en la materia en análisis es el de la publicidad y que la discusión se da en torno a las excepciones a tal principio y a la forma como éstas deben definirse e incorporarse. Enfatizó que el texto en estudio puede perfeccionarse a la luz de las opiniones recién escuchadas, de manera de fijar un criterio más categórico respecto de ciertas informaciones, las que deberían ser excepcionadas de oficio por el tribunal.


Enseguida, compartió el planteamiento formulado en cuanto a que los criterios bajo los cuales los jueces actuarán al dar a conocer la sentencia o los datos contenidos en ella sean recogidos en un auto acordado, de manera que, en el futuro, cuando exista una legislación más completa, esta regulación pueda actualizarse con mayor facilidad.


Precisó que, en todo caso, no debe perderse de vista que el meollo de la iniciativa en discusión no es propiamente la protección de los datos, sino que la digitalización de los procedimientos judiciales.



La señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, manifestó no tener reparos respecto a las observaciones hechas en cuanto a la carga de la prueba. A continuación, informó que en conjunto con los profesores señores Magliona y Millaleo habían elaborado una propuesta de redacción en la cual se simplifica la norma en estudio, acotándose su texto a aquello que hoy establecen la Constitución Política y las leyes. Agregó que esta nueva fórmula es un buen mecanismo para solucionar los problemas que se han observado en la presente discusión.


Precisó que el problema que se quiere atacar es el uso masivo automatizado de las bases de datos del Poder Judicial. En esta materia, indicó que no debe olvidarse que si bien el proceso es público para las partes, lo es también para la ciudadanía.


Destacó que este último punto es vital, sobre todo en materia de igualdad ante la ley, ya que la publicidad y la transparencia son los principios que permiten resguardar que todas las personas serán juzgadas de la misma manera por los tribunales de justicia.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Godoy, indicó que esta discusión abre la posibilidad de revisar nuestra legislación para mejorar los estándares respecto al sistema de protección de los datos personales. Agregó que el Poder Ejecutivo tiene el compromiso de ingresar próximamente a tramitación un proyecto de ley que modernizará nuestra legislación en dicha materia, añadiendo que muchos de los puntos que derivan del presente debate podrían abordarse posteriormente en esta normativa de carácter más general.


Enfatizó que no se debe tener estándares distintos en materia de tratamiento y protección de los datos personales, advirtiendo que las restricciones que pueda tener el principio de publicidad en materia de tramitación judicial deben responder a aquellas limitaciones establecidas por la ley. Por lo tanto, sintetizó que el principio general es la publicidad, salvo en las materias en que la ley contempla expresamente algún nivel de excepción, sin verificar un estándar o diferenciación distinta. Advirtió que, de lo contrario, se comete el error de particularizar las institucionalidades, lo que dificultará el cumplimiento de los correspondientes mecanismos de protección.

A continuación, la señora Collarte dio a conocer a la Comisión la nueva redacción ya anunciada, cuyo texto es el que sigue:


“c) Principio de publicidad y máxima divulgación. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todos los usuarios a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones expresamente establecidas por la ley.


No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares reales o precautorias, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, no serán únicamente accesibles al solicitante sino hasta que mientras no se haya notificado notifique a todas las partes la resolución recaída en ellas. Una vez resuelta la presentación respectiva y notificada la resolución que se pronuncia sobre ella, estas actuaciones serán públicas y estarán disponibles en la carpeta electrónica.

En casos excepcionales y cuando así lo justifique la protección de datos personales, datos sensibles o de información confidencial de orden comercial, el tribunal podrá, a petición de cualquiera de las partes o terceros, limitar el acceso a la carpeta electrónica o a determinadas actuaciones, registros o documentos exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso. No obstante lo anterior, las sentencias definitivas serán siempre públicas, sin perjuicio de la facultad del tribunal para, a petición de parte o terceros, eliminar de la versión del fallo disponible al público los datos personales, sensibles o confidenciales.

En casos excepcionales y cuando así se justifique por causa legal, el tribunal podrá limitar, por resolución fundada, el acceso a determinadas actuaciones de la carpeta electrónica.

Se prohíbe a toda persona el tratamiento masivo automatizado de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización judicial previa. Asimismo, se establecerán medidas para evitar el tratamiento automatizado de datos personales. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme a al artículo 23 de la ley N° 19.628.

Los motores de búsqueda se ajustarán para evitar la búsqueda de causas sobre la base de nombres, rol único tributario u otros datos personales.”.

El Honorable Senador señor Harboe agradeció los esfuerzos realizados por la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, por los abogados del Poder Ejecutivo y por diversos asesores parlamentarios de avanzar en una nueva redacción que va en el sentido correcto. Sugirió que al texto propuesto se le incorporen dos elementos que han surgido de las exposiciones de la Fundación Datos Protegidos y de la ONG Derechos Digitales.


En primer lugar, propuso incorporar en el último párrafo de la letra c), cuando se hace referencia a la sanción, una descripción breve del procedimiento a aplicar en caso de infracción. En segundo lugar, recomendó agregar dentro de los datos protegidos, aquellos que tengan el carácter de tributarios.


Para una mejor comprensión del texto, el Honorable Senador señor Larraín sugirió reemplazar, en el inciso segundo de la redacción recién propuesta, su primera oración por la siguiente: “No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, serán accesibles al solicitante solo una vez que se haya notificado la resolución recaída en ellas.”.


El Honorable Senador señor Harboe propuso que la expresión “únicamente” siga a la palabra “accesibles”, porque el sentido del párrafo apunta a que solo el solicitante puede acceder a ellas antes de que se haya notificado la resolución respectiva.


El Honorable Senador señor Larraín sugirió agregar en el párrafo tercero, a continuación de la expresión “el tribunal”, la frase “de oficio o a petición de parte,”. Observó que en dicho párrafo procedería incorporar la idea de que mediante un auto acordado se regularán los criterios según los cuales el tribunal podrá limitar, por resolución fundada, el acceso a determinadas actuaciones de la carpeta electrónica.


La señora Garrido, de la Fundación Datos Protegidos, consideró muy amplia la expresión “por causa legal” que se utiliza en el párrafo tercero. Enfatizó que la idea no es limitar el acceso a la carpeta electrónica, pues lo que debe restringirse es el acceso a datos personales de las partes, los cuales pueden ser protegidos para resguardar el anonimato. Explicó que lo anterior no significa que se deje de cumplir por parte del Poder Judicial con el principio de la transparencia y que tampoco se afecta la igualdad ante la ley.


Precisó que debe distinguirse entre el acceso a la información judicial y pública por una parte y el acceso a los datos personales, por otra, observando que en este momento existen técnicas que pueden ser utilizadas para tachar o inicializar ciertas informaciones. En esta materia, hizo presente que hay diversas categorías de datos personales y que en la de datos personales confidenciales, se encuentra la de datos carácter tributario y comercial, los que solo serán accesibles para una finalidad específica como, por ejemplo, regular el acceso al crédito. Manifestó, enseguida, que debería eliminarse el requisito de la “afectación grave” que se ha planteado en una de las redacciones presentadas e instó a mantener una excepción relativa a este tipo de datos, que deben permanecer en la más absoluta esfera de la intimidad de las personas pues si se divulgan, se genera un daño per se.


Por otra parte, señaló que si bien la ley N° 19.628 tiene falencias que deben perfeccionarse, la recomendación en este momento es que cada normativa se haga cargo de establecer sus regulaciones y de fijar sus excepciones de manera independiente, sin que necesariamente deba acudirse a la ley general. Y en el caso del presente proyecto de ley, agregó, pueden establecerse estándares superiores a los fijados por el cuerpo legal ya mencionado.


La señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, reiteró que el Poder Judicial no está en condiciones de solventar eventuales eliminaciones de datos en todas las actuaciones de las partes. Precisó que lo que sí puede hacerse es que en las resoluciones judiciales omitan ciertos datos que deben protegerse.

Por otra parte, puntualizó que la alusión a la afectación grave se elimina en la nueva propuesta que se ha dado a conocer.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consideró relevante que el Ministerio de Justicia realice un estudio tendiente a valorar el costo que irrogaría tachar los datos que deben ser protegidos.


A la vez, encomendó a la mencionada Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema la elaboración de un nuevo texto que tome en cuenta las observaciones de la Fundación Datos Protegidos y de la ONG Derechos Digitales.


El Honorable Senador señor Larraín opinó que procedía revisar nuevamente el inciso que consagra los casos excepcionales. En aquello que no pueda explicitarse adecuadamente, recomendó acudir al mecanismo del auto acordado.


El señor Godoy, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, recordó que según los criterios que inspiran la ley N° 19.628, la norma general en nuestra legislación es que el tratamiento de los datos personales solo puede efectuarse cuando la ley o el titular de los mismos lo autorizan. Asimismo, precisó que otra regla general que no debe olvidarse consiste en que no es posible realizar un tratamiento de datos con la información que proviene del Poder Judicial. Agregó que la propuesta de redacción dada a conocer refuerza estas ideas, además de consagrar un régimen sancionatorio. Por tales razones, señaló que le parecía adecuada.


Enseguida, enfatizó que nuestra legislación requiere mejorar los estándares de protección de los datos personales, para lo cual debe buscarse una solución legislativa de conjunto. Entretanto, recomendó mantener en la redacción en estudio un límite respecto al uso de los motores de búsqueda, pues lo que debe evitarse es el tratamiento abusivo de los referidos datos. Afirmó que esta es una restricción que debe reflejarse en forma explícita en esta norma, a la cual también habría que hacer otros ajustes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, reiteró el encargo ya señalado a la señora Directora de Estudios de la Excma. Corte Suprema.


A la sesión siguiente concurrió el Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, señor Milton Juica, quien agradeció la invitación de la Comisión y explicó que daría a conocer algunos planteamientos de fondo en relación al principio de publicidad y máxima divulgación contenido en el literal c) del artículo 2° en estudio, norma que –advirtió- representa un motivo de preocupación desde el punto de vista de lo que el Poder Judicial ha logrado en esta materia.


Informó, en primer lugar, que a partir del año 2008 el Poder Judicial cambió el rumbo en materia de publicidad, transparencia y acceso a la información, pasando, en dicho año, del secretismo y de la reserva a la máxima divulgación. Precisó que la regla general es la de la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, salvo aquellos casos en que la ley establezca expresamente una reserva.


Destacó que a pesar de que la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, no le otorgaba al Poder Judicial el carácter de sujeto pasivo de las obligaciones que ella fijaba, dicho Poder del Estado optó por dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 7° de la misma.


Hizo presente que el Poder Judicial chileno ocupa el primer lugar, a nivel de la OEA, en materia de publicidad. Añadió que en este momento el nivel de transparencia en sus actuaciones alcanza un porcentaje cercano al 95%, correspondiendo el 5% restante a las situaciones de reserva.


Respondiendo a una consulta del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, en cuanto a las causales para aplicar dicha reserva, el Ministro señor Juica señaló que ella corresponde a aquellas materias relacionadas con menores de edad, con filiación, familia y con el ámbito penal.


Sostuvo que el Poder Judicial no desea volver al estado de opacidad anterior a la adopción de estos nuevos criterios, al cual de algún modo podría conducir el presente proyecto, porque el proceso civil es muy distinto a los demás procedimientos que se caracterizan por aplicar los principios de la publicidad y transparencia.


Añadió que constituye una necesidad imperiosa implementar un sistema tecnológico en el sistema procesal civil. Enfatizó que los tribunales civiles soportan una gran carga laboral, explicando que el 90% de las materias que conocen corresponde a cobranzas, las cuales ya son públicas, sea a través de DICOM o por el Semanario Informativo de la Cámara de Comercio.


Consignó que desde el punto de vista de la tecnología, el Poder Judicial ya cuenta con los mecanismos necesarios para digitalizar la totalidad de los procesos, agregando que se sigue trabajando en materia de tecnología y de tramitación digital. Indicó que todas las demandas ejecutivas en que no se han opuesto excepciones por los ejecutados ni tampoco tercerías, se tramitan digitalmente, porque, de lo contrario, el respectivo tribunal no podría soportar la carga de trabajo que deriva del volumen masivo que presenta ese tipo de demandas. Afirmó que este ejemplo comprueba la necesidad de seguir avanzando en materia de modernización.


Aseveró que el cambio del procedimiento escrito al tecnológico ha sido siempre traumático para los tribunales de justicia. Recordó que cuando se implementó la reforma procesal penal, hubo que habilitar, mediante un examen, a todos los funcionarios de los antiguos juzgados del crimen. Hizo presente que el 50% de dichos funcionarios reprobó los exámenes y no pudo ingresar al sistema nuevo. Añadió que si próximamente va a haber reforma procesal civil, esta es la oportunidad de realizar un cambio armónico, de manera de contar, en su momento, con personal preparado para trabajar en ella.


Sostuvo que el proyecto de ley en estudio es misceláneo, por lo que bien podría omitirse en él la regulación del principio de publicidad. En efecto, dijo, tal principio se relaciona con los procedimientos orales y el proyecto en estudio no está alterando la naturaleza del procedimiento civil. Advirtió que en este caso bastaría con hacer una mención al artículo 9° del Código Orgánico de Tribunales para dar cumplimiento al principio de publicidad. 
Por otra parte, señaló que las medidas cautelares –que también se mencionan en la norma en estudio- se decretan sin audiencia ni conocimiento del demandado.


Agregó que, en síntesis, en materia civil, a diferencia de lo que ocurre en materia penal, cuesta encontrar casos de reserva. En efecto, la naturaleza misma de esta acción supone que hay partes que desean impulsar un procedimiento y someter una cuestión al conocimiento y resolución de un tribunal.


Reiteró la preocupación que le asiste a la Corte Suprema y al Poder Judicial respecto a toda disposición que pueda inhibir el conocimiento público, advirtiendo de los riesgos a que puede conducir la opacidad.


Prosiguió diciendo que lo anterior no obsta a que si hay dificultades a consecuencia de la aplicación de las leyes N° 20.285, sobre acceso a la información pública, y N° 19.628, sobre protección de la vida privada, ellas puedan estudiarse y motivar los consecuentes perfeccionamientos.


Recalcó, además, que el proyecto en discusión solo está relacionado con el proceso civil, añadiendo que ya existen otras áreas que ya han sido reformadas.


Agregó que, luego de siglos de oscurantismo, los jueces están por la publicidad, la que en conjunto con el derecho a la información son la mejor manera de defender a la sociedad y también de controlar la utilización de los recursos públicos.


Señaló que la tramitación del presente proyecto no es propiamente el momento de discutir el principio de la publicidad, pues la oportunidad se dará cuando el proceso civil mute a un proceso de características distintas, donde la oralidad, la inmediación y la publicidad constituyan la regla general.


Concluyó expresando que la discusión sobre la publicidad tampoco es oportuna desde el punto de vista de la agilidad de la presente tramitación.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con los criterios expuestos por el Ministro señor Juica y consideró que si las normas generales vigentes en materia de publicidad en el ámbito procesal civil son suficientes, no parece necesario incorporarlas detallada y pormenorizadamente en el proyecto en análisis. En consecuencia, sostuvo que sería procedente evitar esta discusión y pasar a redactar una regla que fije un criterio general. Además, señaló que si los tribunales ya recogen en su quehacer estos principios, corresponde quedarse con ello y facultar a la Corte Suprema para que a través de autos acordados, regule los criterios y las excepciones correspondientes, según vaya pasando el tiempo y cambiando las circunstancias.


Enfatizó que si la situación de los datos personales ya está debidamente protegida por nuestro ordenamiento, es innecesario volver a explicitarlo en esta oportunidad.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que por una parte está el proyecto de ley que establecerá el Código Procesal Civil, y por la otra, el proyecto de ley en discusión, que modifica el Código de Procedimiento Civil únicamente para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales civiles. 
Agregó que, en consecuencia, los principios de probidad y transparencia no serían propios del presente proyecto, añadiendo que hoy en día, en los juicios civiles existe suficiente amplitud para la divulgación e información de todas las materias, salvo las excepciones legales.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consultó al Ministro señor Juica si sus planteamientos implicarían omitir todos los principios contenidos en el artículo 2° o solamente el de publicidad, contemplado por la letra c) de esta disposición.



El Ministro señor Juica expresó que la idea es mantener el principio consagrado en la mencionada letra c), estableciendo solamente una regla general como la que contempla el párrafo primero de la misma.


Precisó que aun cuando el proyecto propone una ley general sobre la tramitación electrónica de los procedimientos judiciales, la norma en estudio solo se aplicará al proceso civil, porque de lo contrario se estaría derogando o modificando las estructuras de aquellos procesos que ya han sido reformados.


Consultado el parecer del Ejecutivo sobre las ideas antes consignadas, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Godoy, señaló que había escuchado con gran atención los planteamientos del Ministro señor Juica y que compartía el criterio general ya señalado. Sin embargo, dado que mediante el presente proyecto se está sustituyendo el expediente físico por el electrónico, estimó conveniente incorporar en esta regla algunas precisiones sobre materias que ya se han discutido. Al efecto, aparte del párrafo primero de la letra c), sugirió mantener el párrafo segundo, porque más que decir relación con la protección de datos, esta regla busca la eficacia del procedimiento.


Respecto al párrafo tercero, consignó que en las leyes sustantivas deben establecerse las reservas respectivas. Por ello, fue partidario de otorgar la facultad al tribunal para que frente a determinadas causas, a solicitud de una de las partes, pueda mantener la carpeta electrónica en reserva como medida excepcional.


Igualmente, consideró necesario mantener la prohibición respecto al tratamiento masivo de datos en la página del Poder Judicial. Aun cuando coincidió en que las actuaciones del Poder Judicial deben ser públicas, enfatizó que debe impedirse que a partir de la información disponible en la página web de dicho Poder pueda efectuarse tratamiento masivo de datos. En cuanto a las sanciones aplicables, apoyó las que establece la ley sobre protección de la vida privada.


En relación a los datos masivos, el Ministro señor Juica señaló que la Comisión de Transparencia de la Corte Suprema ya dispuso las medidas conducentes a evitar que las empresas de datos utilicen de manera comercial la ya referida información.


El Honorable Senador señor Larraín reiteró que coincidía con los criterios expuestos por el Ministro señor Juica.


El Honorable Senador señor Espina consultó si es posible disponer de una nómina de carácter público en que figuren las personas que tienen órdenes de detención pendientes y de aquellas que han sido condenadas. Preguntó si ello vulneraría alguna garantía constitucional.



El Ministro señor Juica manifestó que el Poder Judicial no está obligado legalmente a mantener un registro de personas que tienen órdenes de detención. Explicó que, en cambio, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones disponen de un registro para esos efectos, agregando que la información en él contenida es de carácter reservado.


Informó que se ha producido consenso entre el Poder Judicial y las Policías en cuanto a crear un registro único de personas con órdenes de aprehensión, que sea operado por el Servicio de Registro Civil. Precisó que la idea es que la información que éste contenga solo pueda ser conocida por el Ministerio Público, el Poder Judicial, las Policías y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Por otra parte, recordó que la ley N° 20.594, que creó un registro de personas condenadas por delitos de abuso sexual en contra de menores, tiene un carácter bastante extraordinario porque en este caso se trata de datos de índole personal, cuya publicidad puede impedir al sujeto registrado acceder a determinados puestos de trabajo.


Señaló que, en todo caso, el asunto consultado por el Honorable Senador señor Espina no es de fácil solución y que tampoco correspondería abordarlo en la presente tramitación.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, agradeció la participación del Ministro señor Juica, expresando que sus planteamientos se recogerían en una nueva redacción para la norma que consagra el principio de publicidad.

En la sesión siguiente, la Comisión escuchó al señor Pablo Viollier, encargado de Políticas Públicas de la ONG Datos Digitales, quien concurrió acompañado por la señora Jessica Matus, Directora de la Fundación Datos Protegidos.


El señor Viollier señaló que a las ya señaladas organizaciones de la sociedad civil les interesa hacer su aporte en el esfuerzo de armonizar adecuadamente los criterios contemplados por el artículo 8° de la Constitución Política en materia de publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, con las reglas aplicables en materia de protección de los datos personales y sensibles.


Manifestó que la reforma del sistema de tramitación de causas civiles a través de la conformación de expedientes digitales y la tramitación judicial electrónica representa un gran avance para nuestro ordenamiento jurídico. Sostuvo que su correcto diseño e implementación disminuirá los costos de tramitación, mejorará la eficiencia de las actuaciones judiciales y aumentará los niveles de transparencia del sistema judicial, a la vez que deberá proteger la información personal y confidencial de los usuarios.


Expuso que el derecho a la privacidad y a la intimidad, consagrados en el número 4 del artículo 19 de nuestra Carta Fundamental no se contrapone con el principio de probidad contenido en el artículo 8° del mismo cuerpo normativo. Indicó que, en efecto, el hecho de que la inmensa cantidad de datos personales, confidenciales y sensibles que podrían ponerse a disposición del público a través del soporte informático del Poder Judicial en internet sean correctamente cautelados por el presente proyecto para prevenir su uso y abuso indebido, de modo alguno limita el principio de máxima divulgación de los procesos judiciales.


Indicó que nuestro ordenamiento constitucional reconoce un derecho a la intimidad, entendiéndose, por una parte, la presencia de un núcleo esencial para resguardar la esfera privada del comportamiento humano y, por la otra, como la garantía a que determinada información, por su naturaleza personal, no pueda ser divulgada, en razón de las distintas consecuencias que su publicación puede acarrear al afectado.


Ejemplificó señalando que a nivel latinoamericano se han dado los siguientes casos:


1. En El Salvador, mientras un estudiante de Derecho buscaba por internet información para un trabajo académico, se enteró de que su novia había sido violada;


2. En Venezuela, el nombre y el documento de identidad de un grupo de pacientes de SIDA fueron divulgados en varios fallos en la red;


3. En Brasil, se crearon listas negras con los nombres de reclamantes de derechos laborales que aparecían en sentencias publicadas en internet, lo que también ocurrió en nuestro país;


4. En Chile, una madre encontró en un buscador todos los datos del proceso de paternidad de su hijo y una mujer violada por su padre encontró disponible la sentencia que lo condenó con todos sus datos personales.


Complementó su intervención señalando que modificaciones menores en el proyecto en discusión lograrían equilibrar el derecho a la intimidad y el principio de transparencia y publicidad de la actuación estatal, del mismo modo que otras legislaciones latinoamericanas lo han hecho a través de la aplicación de las Reglas de Heredia. Afirmó que, en definitiva, se puede lograr que el ejercicio de uno de los derechos no conlleve la vulneración de otro.


Enseguida, la señora Jessica Matus, Directora de la Fundación Datos Protegidos, presentó algunas propuestas, explicando que existen varias alternativas para la protección de los datos personales en las sentencias y actuaciones judiciales:


1. En primer lugar, debido a las carencias de nuestra legislación sobre la materia, expresó que el presente proyecto no puede remitirse a la legislación común para proteger el derecho a la privacidad de los usuarios y sus datos de carácter personal. Consideró que, por lo mismo, es necesario que el proyecto prohíba todo tratamiento de datos automatizado y no solamente el tratamiento de carácter masivo. Afirmó que, de lo contrario, el sistema electrónico de tramitación corre el riesgo de transformarse en un verdadero “DICOM Judicial”.


Agregó que la legislación debe evitar que la información de procesos judiciales sea presentada en forma de listas ordenadas por criterios que no sean el rol de identificación del proceso. Indicó que, en este sentido, el Poder Judicial ya ha hecho avances al eliminar la búsqueda de causas penales a través del RUT, pero no respecto de causas civiles a través del nombre.


2. En segundo término, manifestó que en el marco de este proyecto, el Poder Judicial deberá reestructurar su sistema informático con el objeto de permitir la tramitación digital de sus procedimientos judiciales. Hizo presente que en el diseño e implementación de dicho software es posible fácilmente disponer en su arquitectura una “privacidad por diseño”, que consiste básicamente en anticipar y prevenir eventos de afectación a la privacidad antes de que éstos ocurran. Informó que la privacidad se convierte, de esta forma, en un componente esencial de la funcionalidad central del sistema desde su creación, sin limitar el contenido relevante de una actuación judicial y, por otro lado, garantiza una administración segura del ciclo de vida de la información.


Añadió que de esta manera, siendo accesible la sentencia definitiva a los usuarios una vez notificada, salvo las excepciones que contempla la ley, el sistema informático bajo un diseño de privacidad por defecto permitirá que este fallo no publique información como el domicilio.

3. Por último, sostuvo que acogen la propuesta de los señores Senadores como indicación sustitutiva, en orden a limitar el acceso a la carpeta electrónica o a determinadas actuaciones judiciales en casos excepcionales y cuando así lo justifique la protección de datos personales, datos sensibles o de información confidencial de orden comercial. Agregó que dicha limitación no solo debe ser solicitada por las partes, sino que el tribunal debiera contar con la potestad para declararlo de oficio en aquellos casos en que la naturaleza del litigio lo amerite.


Finalizadas estas intervenciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio por reanudada la discusión del literal c) del artículo 2° en estudio.


Para estos efectos, se presentó a la Comisión una propuesta de redacción elaborada por los Honorables Senadores, señores Araya, De Urresti y Harboe, consensuada con la Excma. Corte Suprema. Su tenor es el que sigue:

“Artículo 2º. Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:

...........................................


c) Principio de publicidad. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones establecidas por la ley.


No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, serán accesibles únicamente al solicitante mientras no se haya notificado la resolución recaída en ellas.


Se prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización previa. La infracción cometida por entes públicos y privados a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme a la ley N° 19.628.


La Corte Suprema regulará mediante auto acordado la búsqueda de causas en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.”.


El Honorable Senador señor Araya manifestó que el texto propuesto corresponde a una redacción elaborada entre los asesores parlamentarios de los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe y de él mismo, la cual fue revisada y consensuada con la Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema. Explicó que esta nueva redacción recoge el debate ya realizado por la Comisión y los criterios en que ha habido convergencia, agregando que, además, resguarda tanto el principio de publicidad como la protección de los datos personales, facultando a la Corte Suprema para que, a través de un auto acordado, regule la búsqueda de causas en este nuevo sistema de tramitación electrónica.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió en que esta nueva fórmula contempla lo debatido por la Comisión y recoge también lo señalado por el Ministro de la Corte Suprema, señor Juica. Hizo presente, sin embargo, su inquietud respecto al auto acordado que allí se propone, preguntando si éste solo debe circunscribirse al funcionamiento de los motores de búsqueda o si debe ser más amplio, para poder cumplir con los objetivos de mayor transparencia y de cautela por las excepciones que se establecen para la protección de los datos personales.


La señora Collarte, titular de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, explicó que el Máximo Tribunal tendrá que dictar los autoacordados que sean necesarios para poder ejecutar la ley. Agregó que, sin perjuicio de que el auto acordado referido en la propuesta se circunscribe a los motores de búsqueda, la mencionada Corte podría, en la medida en que no vulnere las correspondientes limitaciones legales y constitucionales, dictar un auto acordado que regule otras materias asociadas a la tramitación electrónica. Reiteró que, en consecuencia, la regulación mediante un auto acordado no se limita, necesariamente, a lo que establece el inciso final de la regla propuesta.



El Honorable Senador señor Espina hizo presente que hace un tiempo, la Comisión recibió de la Excma. Corte Suprema la información que se le pidiera respecto al número de órdenes de detención pendientes por delitos graves, emanadas de los tribunales de garantía y orales en lo penal, las que sumaban 66.000. Preguntó si la propuesta en estudio se opondría a la posibilidad de que dicho registro sea público. Señaló que, a su juicio, los nombres de las referidas personas deberían poder conocerse, especialmente tratándose de casos de delitos graves. Sugirió evitar que el precepto en análisis se oponga a esa idea.


La Directora de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señora Collarte, manifestó que el proyecto de ley en discusión no se opone a lo planteado por el Honorable Senador señor Espina. Agregó que los registros deben ser creados por ley. Precisó que aun cuando el Poder Judicial no tiene, en la actualidad, el deber de crearlos, cuenta con convenios de interconexión con las Policías y con el Ministerio de Justicia y a través de éstos, remite todas las sentencias y las órdenes de aprehensión y condenas. Afirmó que si el Poder Ejecutivo estima que deben existir registros, el Poder Judicial puede entregar la información solicitada. No obstante, precisó que actualmente no forma parte de su labor la obligación de elaborarlos.


El Honorable Senador señor Espina examinó el párrafo tercero de la regla propuesta, que prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización previa. Consultó si esta norma estaría impidiendo que el Poder Judicial, el día de mañana, pueda elaborar la nómina de personas condenadas o con orden de detención pendiente.


La señora Collarte remarcó que la redacción propuesta establece una excepción, en virtud de la cual el Poder Judicial está facultado para autorizar el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica. Añadió que ese precepto se orienta a restringir lo que se ha denominado DICOM judicial y no a la entrega de datos específicos, solicitados por un ente público o privado. Acotó que lo que se desea evitar son las listas de juicios relativos sobre todo a materias laborales. Respecto al registro creado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, denominado BUD (Base Unificada de Datos), informó que el Poder Judicial entrega los datos por RIT.


Finalizado el análisis de la letra c) del artículo 2°, se resolvió votar separadamente los distintos párrafos que integran la nueva redacción propuesta.


Sometidos a votación los párrafos 1°, 2° y 4° de la propuesta consensuada, fueron aprobados con la redacción ya indicada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín.


Puesto en votación el párrafo 3°, fue aprobado por 3 votos a favor y 1 abstención. Los votos favorables fueron de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín y la abstención, del Honorable Senador señor Espina.


Con el texto ya transcrito y las votaciones recién consignadas, quedó aprobada la redacción de la letra c) del artículo 2°.



La parte restante de este precepto fue aprobado en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 3°


Dispone lo que sigue:


“Artículo 3º. Uso obligatorio del sistema informático, respaldo y conservación. Los jueces, auxiliares de la administración de justicia y funcionarios de cada tribunal están obligados a utilizar y registrar en el sistema informático todas las resoluciones y actuaciones procesales que se verifiquen en el juicio.


Para el registro de las resoluciones y actuaciones en el sistema informático de tramitación se deberán aplicar adecuadamente las nomenclaturas pertinentes, según la etapa y estado procesal de cada causa, de modo tal que constituya un registro exacto de su tramitación, desde el inicio hasta su término.


La conservación de los registros estará a cargo del tribunal correspondiente a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, de conformidad a lo previsto en el Código Orgánico de Tribunales.


La carpeta electrónica y sus registros deberán ser respaldados informáticamente en forma periódica.


Si por cualquier causa se viere dañado el soporte material del registro electrónico afectando su contenido, el tribunal ordenará reemplazarlo en todo o parte por una copia fiel, que obtendrá de quien la tuviere, si no dispusiere de ella directamente.


Si no existiere copia fiel, las resoluciones se dictarán nuevamente, para lo cual el tribunal reunirá los antecedentes que le permitan fundamentar su preexistencia y contenido, y las actuaciones se repetirán con las formalidades previstas para cada caso. En todo caso, no será necesario volver a dictar las resoluciones o repetir las actuaciones que sean el antecedente de resoluciones conocidas o en etapa de cumplimiento o ejecución.”.


Revisada esta disposición, no fue objeto de observaciones.


Puesta en votación, fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 4°


Es del tenor que sigue:


“Artículo 4°. Firma electrónica de resoluciones y actuaciones del tribunal y copias autorizadas. Las resoluciones y actuaciones del juez, el secretario, el administrador del tribunal y los auxiliares de la administración de justicia serán suscritas mediante firma electrónica avanzada. 


Los jueces y los demás funcionarios mencionados en el inciso anterior son personalmente responsables de la firma electrónica avanzada que se pone a su disposición, por lo que les está prohibido compartirlas. 


Las resoluciones suscritas por los jueces mediante firma electrónica avanzada no requerirán de la firma ni de la autorización del ministro de fe correspondiente.


Las copias autorizadas de las resoluciones y actuaciones deberán ser obtenidas directamente del sistema informático de tramitación con la firma electrónica correspondiente, la que contará con un sello de autenticidad.”.


Este precepto no motivó observaciones.


Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 5°


Dispone lo siguiente:


“Artículo 5°. Presentación de demandas y de escritos. El ingreso de las demandas y de todos los escritos se hará por vía electrónica a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, para cuyos efectos los abogados o habilitados en derecho se registrarán en los términos que se regulen en el Auto Acordado que la Corte Suprema dictará al efecto.


En casos excepcionales, cuando las circunstancias así lo requieran o se trate de una persona autorizada por el tribunal por carecer de los medios tecnológicos necesarios, los escritos podrán presentarse al tribunal materialmente y en soporte papel por conducto del ministro de fe respectivo o del buzón especialmente habilitado al efecto.


Los escritos presentados en formato papel serán digitalizados e ingresados a la carpeta electrónica inmediatamente.”.


Puesta en discusión esta norma, el Honorable Senador señor Harboe manifestó que en su inciso primero se estaría entregando una facultad de índole legislativa a la Corte Suprema, al disponerse que mediante un auto acordado el Máximo Tribunal establecerá ciertas regulaciones respecto a la forma en que se registrarán los abogados o habilitados en Derecho. Observó que lo anterior significa que el Poder Legislativo estaría renunciando, en el ámbito ya precisado, a su facultad legislativa.


Sugirió, como fórmula alternativa, incorporar en la propia ley una regulación sobre este particular, aun cuando no se trate de una normativa detallada.


El Honorable Senador señor Araya fue partidario de no rigidizar este aspecto, sino más bien de otorgar a la Corte Suprema el grado necesario de flexibilidad para mantener el registro contemplado por la norma en estudio, considerando, además, la rapidez con que los sistemas informáticos van evolucionando. Por tal razón, apoyó la idea de acoger el auto acordado que se propone para estos efectos.


Puesto en votación el artículo 5°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 6°


Establece lo siguiente:


“Artículo 6º. Presentación de documentos. Los documentos electrónicos se presentarán a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.


Los documentos cuyo formato original no sea electrónico podrán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente. No obstante, los títulos ejecutivos cuyo formato original no sea electrónico, deberán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente, bajo apercibimiento de tener por no iniciada la ejecución.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los documentos y títulos ejecutivos presentados materialmente deberán acompañarse con una copia en formato digital a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal, a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.


Si no se presentaren las copias digitales de los documentos o títulos ejecutivos, o si existe una disconformidad substancial entre aquéllas y el documento o título ejecutivo original, el tribunal ordenará de oficio o a petición de parte que se acompañen las copias digitales correspondientes dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tener por no presentado el documento o título ejecutivo respectivo.


En casos excepcionales, cuando se haya autorizado a una persona para presentar escritos materialmente por carecer de los medios tecnológicos, no será necesario acompañar copias digitales. En este caso, los documentos y títulos ejecutivos acompañados en formato que no sea electrónico serán digitalizados e ingresados inmediatamente por el tribunal a la carpeta electrónica.”.


Sometido a discusión este precepto, no hubo observaciones.


Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 7°


Su texto es el que sigue:


“Artículo 7º. Patrocinio y poder electrónico. El patrocinio por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión podrá constituirse mediante firma electrónica avanzada.


El mandato judicial podrá constituirse mediante la firma electrónica avanzada del mandante. En consecuencia, para obrar como mandatario judicial se considerará poder suficiente el constituido mediante declaración escrita del mandante suscrita con firma electrónica avanzada, sin que se requiera su comparecencia personal para autorizar su representación judicial.


La constatación de la calidad de abogado habilitado la hará el tribunal a través de sus registros.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consultó a los representantes del Poder Judicial presentes en la sesión por el registro a que hace mención el inciso final de este precepto. Sobre el particular, quiso saber si ese Poder del Estado cuenta con los mecanismos necesarios para evitar la falsificación de los títulos de abogados y para regular la convalidación de los mismos cuando provienen del extranjero.


En lo relativo al procedimiento de titulación, la señora Collarte, Directora de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, explicó que los postulantes deben presentar todos sus antecedentes ante esa Corte y que, luego, son revisados por la Oficina de Títulos, a lo que sigue un primer análisis para determinar si los egresados cuentan o no con los requisitos para jurar como abogados. Informó que los casos más complejos o sospechosos son analizados por un Comité de Ministros del Máximo Tribunal, el que emplea los criterios aplicables para convalidar los antecedentes.


Precisó que el registro al que se hace mención en el inciso final de la norma en estudio se refiere a los abogados titulados.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo notar su preocupación por el control de las convalidaciones provenientes de títulos obtenidos en el extranjero.


La señora Collarte informó que la convalidación solo procede respecto a aquellos países con los cuales existe un convenio vigente, pues, de lo contrario, para poder presentar los antecedentes el interesado debe rendir un examen adicional en Chile.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, manifestó interés por recibir mayores informaciones sobre el proceso de convalidación de títulos de abogado provenientes de universidades extranjeras.


Puesto en votación el artículo 7°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Cabe señalar que en la sesión siguiente, la señora Collarte puso a disposición de la Comisión diversos antecedentes sobre la habilitación de títulos de abogado recibidos en el extranjero, la convalidación de asignaturas entre universidades chilenas y los convenios internacionales vigentes en Chile sobre estas materias.

Artículo 8°


Dispone lo que sigue:


“Artículo 8º. Otras formas de notificación. Cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión. Esta forma de notificación será válida para todo el proceso.”.


El Honorable Senador señor Harboe instó a tomar en cuenta en este punto las observaciones ya planteadas por la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, en orden a mantener el actual sistema de notificación respecto de la resolución que recibe la causa a prueba y la de la sentencia definitiva.


El Honorable Senador señor Espina analizó el contenido de la norma propuesta, expresando que le cabían algunas dudas frente a su redacción. Inquirió sobre el fundamento de las excepciones que ella contempla y se preguntó si el demandado podría recurrir de nulidad ante el tribunal correspondiente si no recibe la notificación electrónica. Sostuvo que, en principio, no compartía esta propuesta.


La Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Navarrete, expresó que esa entidad ha propuesto mantener el actual sistema de emplazamiento en los casos mencionados por el Honorable Senador señor Harboe por estimar que en esos casos la notificación tiene mayor validez cuando es practicada por un ministro de fe. Señaló que tampoco debe perderse de vista que en nuestro territorio hay muchas personas que no disponen de un computador o que no tienen acceso a internet.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Godoy, hizo presente que la fórmula de notificación electrónica contemplada por la disposición en estudio es absolutamente facultativa, por lo cual si una de las partes no la considera eficiente como medio de notificación, no la solicitará.


Hizo presente que, en todo caso, la notificación electrónica es el mecanismo utilizado en la actualidad en los demás sistemas reformados, por lo que el precepto en estudio solamente viene a uniformar y a alinear la forma de notificar.


El Honorable Senador señor Araya aclaró que la regla en análisis no altera los criterios centrales que rigen en materia de notificaciones. Al efecto, señaló que esta norma no contradice lo dispuesto por el artículo 48 del Código de Procedimiento Civil, que dispone, en su inciso primero, que las sentencias definitivas, las resoluciones en que se reciba a prueba la causa, o se ordene la comparecencia personal de las partes, se notificarán por medio de cédulas que contengan la copia íntegra de la resolución y los datos necesarios para su acertada inteligencia. En consecuencia, agregó, estas resoluciones continuarán notificándose por cédula y, en forma supletoria, por vía electrónica.


Puesto en votación el artículo 8°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 9°


Establece lo que sigue:


“Artículo 9º. Registro de actuaciones de receptores. Para efectuar los registros de actuaciones, los receptores judiciales deberán registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


Los receptores deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.


En el caso de las notificaciones, requerimientos y embargos, junto a su testimonio, los receptores deberán dejar constancia georreferenciada con fecha y hora de su concurrencia al lugar en que se practicó la diligencia mediante el correspondiente dispositivo electrónico. Además, en su caso, incluirán una imagen georreferenciada con fecha y hora de los bienes muebles embargados durante la práctica de la diligencia.


Todo incumplimiento culpable o doloso a las normas del inciso anterior constituirá una falta grave a las funciones y será sancionado por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de reincidencia, el juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes.”.


El señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la señora Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales en relación con esta disposición.


La señora Navarrete, Presidenta de la referida Asociación, reiteró las apreciaciones anteriormente consignadas en cuanto a esta propuesta, sobre todo en lo que dice relación con la falta de cobertura de internet que afecta a determinadas áreas de nuestro territorio y a la inconveniencia de exigir una imagen georreferenciada de los bienes muebles que son embargados, dada la incomodidad que ello representa para el demandado.


A la vez, hizo presente que los receptores ya han trabajado por espacio de dos años con el sistema digital y, en relación a la georreferencia, manifestó que no tienen conocimiento respecto al dispositivo que se pretende exigir.


El Honorable Senador señor Araya compartió las observaciones formuladas en cuanto a la pertinencia de eliminar el registro fotográfico del embargo.


Por otra parte, en cuanto a la aplicación de la georreferenciación, opinó que ésta podría regularse mediante un Auto Acordado del Máximo Tribunal cuando entre en operación dicho sistema.


La señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, ratificó que hoy en día los receptores tramitan electrónicamente sus diligencias. Asimismo, estimó conveniente la idea de regular la metodología aplicable a la georreferenciación mediante un auto acordado, tomando en consideración la rápida evolución que caracteriza los sistemas tecnológicos. Sin perjuicio de lo anterior, añadió que también sería posible evaluar la eliminación de esta exigencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo presente que en este caso también podría acudirse al mecanismo de la regulación mediante un auto acordado, tal como se hizo a propósito del registro de abogados previsto en el artículo 5°.


El Honorable Senador señor Harboe estuvo de acuerdo en entregar la facultad antes mencionada a la Corte Suprema, porque ello permitirá evitar el verdadero anclaje tecnológico que significa regular este aspecto en la ley.


En cuanto a la exigencia de fotografiar los bienes embargados, coincidió en que ello complejiza la actuación de los receptores judiciales y dificulta su labor. Por esta razón, propuso eliminar el registro fotográfico, agregando que ello no alterará significativamente la precisión del embargo.


El Honorable Senador señor Espina consideró innecesario exigir fotografías en estos casos. Expresó que hoy en día el sistema funciona sin necesidad de ellas pues el receptor traba los embargos cumpliendo su rol de ministro de fe. En este sentido, cuestionó el sistema de la georreferenciación, en la medida que ello signifique dudar de la labor que realiza un ministro de fe, la que hoy en día no es objeto de críticas. Igualmente, consideró que la fotografía de los bienes embargados resulta innecesariamente violentadora y humillante para el demandado. Por estas razones, instó a eliminar esta exigencia.


El Prosecretario de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señor Olivos, indicó que la inclusión de la imagen georreferenciada bien podría importar una vulneración del numeral 4 del artículo 19 de la Carta Fundamental.


La señora Collarte, de la Excelentísima Corte Suprema, manifestó que la fotografía de los bienes embargados tiene por finalidad más bien proteger el estado en que los bienes se encuentran al ser embargados, porque lo que ocurre frecuentemente es que éstos se deterioran.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, señaló que una fotografía no refleja el real estado o el grado de funcionamiento de los distintos bienes que pueden ser embargados, por ejemplo, un televisor.


La Vicepresidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Muñoz, aseveró que se justificaría la fotografía de los bienes cuando ellos son retirados y no por el mero hecho del embargo. Lo anterior, agregó, dado el deterioro que pueden sufrir a consecuencia del trato que reciban en el martillero.


El Honorable Senador señor Espina sugirió establecer que será el deudor, para resguardar la integridad de sus bienes, quien solicite al receptor que fotografíe los bienes.


El Honorable Senador señor Harboe acotó que la fotografía de dichos bienes puede significar una salvaguardia para el deudor y también para el receptor.


La Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Navarrete, estuvo de acuerdo en que las imágenes solamente se capten al momento de entregar los bienes al martillero.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, precisó que habría acuerdo en cuanto a eliminar la fotografía al momento del embargo, manteniendo dicha exigencia solo para el caso en que los bienes se entreguen al martillero. Agregó que la fotografía es innecesaria cuando los bienes embargados permanecen en poder del demandado. Igualmente, sugirió la posibilidad de que el receptor consigne el estado en que los bienes se encuentran al momento de entregarse al martillero.


El Honorable Senador señor Espina insistió en que se pregunte al deudor si está de acuerdo con que se fotografíen los bienes que son embargados y posteriormente entregados al martillero.


El señor Presidente de la Comisión expresó que ya había criterios lo suficientemente claros en cuanto a estos aspectos y anunció que en la sesión siguiente se presentaría una redacción alternativa para la norma en estudio, recogiendo estos planteamientos.

En la sesión posterior, la señora Collarte, titular de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, presentó una redacción alternativa para el artículo 9°, señalando que en ella se recogen algunas de las preocupaciones de la Comisión y de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, como por ejemplo, la de resguardar la seguridad del receptor al momento de practicar el embargo, eliminando la obligación de captar imágenes de los bienes objeto de dicha medida. A la vez, explicó que se propone que el Máximo Tribunal regule, mediante un auto acordado, la forma en que se dejará constancia de la georreferenciación.


Tocante a la preocupación expresada por los receptores en cuanto al gasto en que deberán incurrir para adquirir la tecnología que va asociada al presente proyecto, hizo presente que el Poder Judicial no está en condiciones de asumirlo. Indicó que la iniciativa no tiene costos y, en consecuencia, no es posible que financie dicho costo.

A continuación, se revisó dicha proposición, la cual modifica los incisos tercero, cuarto y quinto de la regla contenida en la indicación sustitutiva de la manera que se indica:

“Artículo 9º. Registro de actuaciones de receptores. Para efectuar los registros de actuaciones, los receptores judiciales deberán registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.

Los receptores deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.


En el caso de las notificaciones, requerimientos y embargos, junto a su testimonio, los receptores deberán dejar constancia georeferenciada con fecha y hora de su concurrencia al lugar en que se practicó la diligencia mediante el correspondiente dispositivo electrónico. Además, en el caso de retiro de especies, los receptores incluirán una imagen con fecha y hora de los bienes muebles embargados al momento de hacerse su entrega al martillero, a menos que exista oposición a ello de parte del deudor.

La Corte Suprema podrá regular a través de auto acordado la forma de dejar constancia de la georreferenciación, estableciendo los requerimientos y especificaciones técnicas que deberán cumplir los receptores para determinar, mediante un sistema de coordenadas, la localización geográfica de su persona al momento de practicar la diligencia.

Todo incumplimiento culpable o doloso a estas normas constituirá una falta grave a las funciones y será sancionado por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de reincidencia, el juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes.”.

La Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Navarrete, manifestó estar de acuerdo con lo sugerido por la Corte Suprema, sin perjuicio de hacer presente que se mantendría el problema ya expuesto en cuanto a los costos en que los receptores deberán incurrir. Sobre el particular, señaló que el valor de los dispositivos con que tendrá que contar asciende a $ 300.000, suma que es elevada para un número importante de receptores. Sostuvo que en determinadas localidades será muy complejo exigir este desembolso a los receptores. Advirtió que, pese a ello, no se están negando a implementar la georreferenciación.

Por su parte, la Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora Torres, enfatizó que la iniciativa en estudio no tiene costos asociados, razón por la cual no podrían emitir una opinión en relación a estas inquietudes. Destacó que, en todo caso, el presente proyecto constituye un paso para llevar adelante la futura reforma procesal civil.

El Honorable Senador señor Larraín manifestó que, efectivamente, el proyecto de ley en estudio no trae aparejado un mayor costo fiscal, tal como lo establece su artículo 12. Sin embargo, a los receptores les significa un gasto mayor para poder desarrollar su actividad. La cuestión, dijo, es saber si ellos podrán asumir la carga adicional que se les está imponiendo. Al respecto, recordó que cuando se dispuso que las embarcaciones pesqueras deberían contar con un geoposicionador satelital, la respectiva norma demoró su puesta en vigor en atención al valor de dichos equipos.

Se preguntó, en consecuencia, si es razonable que asuman esta carga, aun cuando las exigencias que la norma en estudio les impone en parte se han diluido en la nueva redacción que se ha presentado.


El Honorable Senador señor Araya aseveró que es la Corte Suprema la que deberá determinar cuál es el nivel de precisión que se desea obtener con la georreferenciación. Observó que si se acepta el uso de un teléfono inteligente, no habría tanta traba, agregando que mientras más precisión se desee obtener, más alto será el valor del equipo. Sugirió entregar este punto al buen criterio del Máximo Tribunal, de manera que si se torna necesario, éste solicite los correspondientes recursos.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo notar que el artículo 12 de la indicación sustitutiva prescribe que “Los costos que irrogue la presente ley serán de cargo del Poder Judicial y no irrogarán un mayor gasto fiscal.”.


La señora Navarrete consultó si al hablar de “dispositivo”, la propuesta hace referencia a un equipo distinto al teléfono.

El Honorable Senador señor Araya explicó que el dispositivo es un nombre genérico, de manera que bien puede referirse a un teléfono o a un GPS.


La señora Muñoz sugirió reemplazar, en la oración final del párrafo tercero del texto propuesto por la Corte Suprema, la alusión que se hace a “los bienes muebles embargados” por otra a “los bienes muebles retirados”.

Hubo acuerdo de parte de los miembros de la Comisión en cuanto a esta proposición.


Puesto en votación el artículo 9°, fue aprobado con las modificaciones ya mencionadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 10


Su texto es el que sigue:


“Artículo 10. Exhortos. Los exhortos que se dirijan entre tribunales nacionales deberán ser remitidos, diligenciados y devueltos mediante la utilización del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


Toda carta rogatoria nacional deberá ser derivada a través del sistema de tramitación electrónica desde el tribunal exhortante al exhortado y, una vez tramitada por este último, deberá devolverse, incorporando todas y cada una de las actuaciones que se realizaron en la carpeta electrónica a que dio origen.

No obstante, cuando los exhortos se verifiquen desde o hacia tribunales nacionales que carezcan del sistema de tramitación electrónica, se utilizará una casilla de correo electrónico creada para tales efectos o el medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga ese tribunal.”.

Esta disposición no motivó observaciones.


Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 11


Establece lo siguiente:


“Artículo 11. Oficios y comunicaciones judiciales. Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que cuenten con los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través de medios electrónicos.


Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que carezcan de los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través del medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga esa institución pública.”.

Este precepto no fue objeto de comentarios.


Puesto en votación el artículo 11, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 12


Su texto es el que sigue:


“Artículo 12. Gasto Fiscal. Los costos que irrogue la presente ley serán de cargo del Poder Judicial y no irrogarán un mayor gasto fiscal.”.


Esta disposición no fue objeto de proposiciones ni observaciones.



Puesto en votación el artículo 12, fue aprobado en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


De este modo, la Comisión completó la discusión en particular del Artículo Primero de la indicación sustitutiva y pasó al Artículo Segundo.
ARTÍCULO SEGUNDO


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio inicio al análisis de los distintos numerales que integran el Artículo Segundo de la mencionada indicación, que contienen un conjunto de modificaciones al Código de Procedimiento Civil.


Estas son las siguientes:

Número 1)


Sustituye el artículo 29 por el siguiente: 


“Artículo 29.- Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación o verificación a través de cualquier medio que garantice la fidelidad, preservación y reproducción de su contenido, lo que se regulará mediante Auto Acordado de la Corte Suprema.


La carpeta electrónica estará disponible en el portal de Internet del Poder Judicial, salvo que la ley disponga lo contrario o habilite al tribunal para restringir su publicidad.


Ninguna pieza de la carpeta electrónica podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.”.


El Honorable Senador señor Harboe propuso incorporar, al final del inciso segundo, a continuación de la palabra “publicidad”, la expresión “o la de alguna parte de ella”, antecedida de una coma.

El Honorable Senador señor Larraín instó a considerar con atención el quórum con el cual el Senado deberá aprobar esta norma, por cuanto su inciso segundo requeriría de quórum calificado, atendido lo dispuesto por inciso segundo del artículo 8° de nuestra Carta Fundamental.



Puesto en votación este número 1), fue aprobado con la modificación ya señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

- - -


Cabe hacer presente que el numeral 2) aprobado en general fue desechado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Araya, De Urresti y Larraín. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -

Número 3)


Sustituye el artículo 30 por el siguiente:


"Artículo 30.- Los escritos y documentos se presentarán por vía electrónica conforme se dispone en los artículos 5° y 6° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.


Los escritos se encabezarán con una suma que indique su contenido o el trámite de que se trata.".

El Honorable Senador señor Araya estuvo de acuerdo con la norma, sin perjuicio de hacer presente que ella presenta un problema práctico ya que, en la realidad, por un tiempo el sistema escrito tradicional coexistirá con el nuevo sistema digital.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo presente que las normas transitorias del proyecto tienen por objeto hacerse cargo de todas las situaciones propias de la entrada en vigencia de esta ley.



El abogado de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señor Maturana, hizo notar que el artículo tercero transitorio salva el problema señalado por el Honorable Senador señor Araya.


El Honorable Senador señor Larraín consignó que el artículo 29 recién aprobado comienza diciendo que “Se formará la carpeta electrónica...”. Al respecto, quiso asegurarse sobre si habrá condiciones de tener en todos los procesos la carpeta electrónica, una vez que el presente proyecto se transforme en ley.


El Honorable Senador señor Araya sostuvo que las disposiciones transitorias no resuelven el problema por él planteado. Por ello, instó a revisarlos minuciosamente una vez que sean abordados por la Comisión, de manera de hacerles las precisiones que sean necesarias.

En relación a la inquietud del Honorable Senador señor Larraín, la señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, informó que no habrá problemas puesto que el Poder Judicial está en condiciones de implementar la carpeta electrónica. Hizo notar que los sistemas reformados ya aplican la carpeta electrónica y que solamente falta incorporar el procedimiento civil al nuevo sistema. Señaló que, además, el proyecto establece una cierta gradualidad para su entrada en vigor. Por otra parte, hizo presente que las disposiciones transitorias efectivamente pueden modificarse y ajustarse, de manera de evitar las dificultades observadas por el Honorable Senador señor Araya.

El Honorable Senador señor Larraín revisó el artículo 3° transitorio, el cual señala que “Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán en las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los procedimientos judiciales.”. Hizo notar que la mencionada disposición no se refiere a aquellos procesos que iniciaron su tramitación antes de la aprobación del presente proyecto de ley.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, sugirió retomar estas inquietudes e introducir las enmiendas que sean necesarias a las disposiciones transitorias una vez que la Comisión se aboque a su estudio.


Puesto en votación el número 3) del Artículo Segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 4)


Deroga el artículo 31.


Esta propuesta no fue objeto de mayor debate.


Puesto en votación el número 4) del Artículo Segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 5)



Sustituye el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- Los secretarios letrados de los juzgados civiles podrán dictar por sí solos las sentencias interlocutorias, autos y decretos, providencias o proveídos, salvo en aquellos casos en que ello pudiere importar poner término al juicio o hacer imposible su continuación. La reposición que sea procedente en contra de estas resoluciones, en su caso, será resuelta por el juez.”.


El Honorable Senador señor Harboe preguntó si las sentencias interlocutorias que ponen término al juicio estarían incluidas en la hipótesis del artículo 33 que se propone.



La señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excelentísima Corte Suprema, hizo presente que, en la actualidad, el artículo 47, letra a), del Código Orgánico de Tribunales, permite que los secretarios ejerzan las funciones de los jueces, por lo que, en el fondo, esta proposición no es novedosa dentro del sistema.



Puesto en votación el número 5) del Artículo Segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 6)

Introduce las siguientes dos modificaciones al artículo 34:


a. Reemplaza la expresión "el proceso, en conformidad al artículo 29,", por "la carpeta electrónica", y

b. Sustituye la oración “Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras.” por la siguiente: “El sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial numerará automáticamente cada pieza de la carpeta electrónica en cifras y letras.”.


Puesto en votación el número 6) del Artículo Segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 7)

Deroga el artículo 35.


Esta propuesta no fue objeto de observaciones.



Puesto en votación el número 7) del Artículo Segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 8)


Reemplaza el artículo 36 por el siguiente:


"Artículo 36.- Las piezas que se presenten al tribunal se mantendrán bajo su custodia y responsabilidad. Estas no podrán retirarse sino por las personas y en los casos expresamente contemplados en la ley. Corresponderá al tribunal velar por el estricto cumplimiento de lo establecido en el artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales.".


Esta proposición no dio lugar a mayor debate.


Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe y Larraín.


Sin perjuicio del acuerdo anterior, la Comisión examinó también la enmienda que se propone al artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales, de manera de revisar la coherencia entre esa norma y el precepto recién despachado.


Del acuerdo adoptado en relación con el artículo 393 del señalado Código, se dará cuenta al estudiarse el Artículo Tercero del proyecto.


Cabe señalar, sin embargo, que durante el análisis del indicado precepto del Código Orgánico de Tribunales, la Presidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, señora Navarrete, hizo presente que en su inciso quinto éste dispone que los receptores no podrán cobrar derechos superiores a los que establezca el arancel respectivo, el que será fijado anualmente por el Presidente de la República, previo informe de la Corte Suprema. Explicó que dicho arancel no ha sido reajustado desde el año 1998, con los consecuentes perjuicios para los receptores, agregando que esta situación ha sido reiteradamente planteada tanto a la Excma. Corte Suprema como al Ministerio de Justicia, sin lograrse hasta el momento que el mencionado arancel se actualice.





Por tratarse de una materia de competencia del Ejecutivo, en forma unánime los miembros presentes de la Comisión acordaron oficiar a la señora Ministra de Justicia con la finalidad de hacerle presente la inquietud expuesta y rogarle que se sirva solicitar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República tenga a bien darle una solución.

Número 9)


Reemplaza el artículo 37 por el siguiente: 


"Artículo 37.- Cuando los tribunales pidan o hayan de oír dictamen por escrito del respectivo fiscal judicial o de los defensores públicos, el tribunal les enviará comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder electrónicamente. 


Si estos funcionarios retardan dicho dictamen, podrá el tribunal señalarles un plazo razonable para que lo envíen o agreguen a la carpeta electrónica.


En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o cualquiera de sus piezas a otro tribunal.".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 10)


Reemplaza, en el artículo 46, la forma verbal "pegado" por "agregado".


Sometida a votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 11)



Sustituye el artículo 50 por el siguiente: 


"Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes y, en general, las actuaciones de toda especie que se verifiquen en el juicio, se entenderán notificadas desde la fecha de su incorporación consignada en la carpeta electrónica a la que alude el artículo 29.


El tribunal mantendrá un estado diario electrónico de las resoluciones que dicte cada día, el que estará disponible en la página web del Poder Judicial.


Este estado diario se encabezará con la fecha del día en que se forme, y se mencionarán por el número de orden que les corresponda en el rol general, expresado en cifras y en letras, y además por los apellidos del demandante y del demandado o de los primeros que figuren con dicho carácter si son varios, todas las causas en que se haya dictado resolución en aquel día, y el número de resoluciones dictadas en cada una de ellas. La omisión del estado diario electrónico o los errores contenidos en él no invalidarán la notificación efectuada conforme a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.


Cada vez que la ley ordene notificar a las partes por el estado o por el estado diario, se entenderá que se refiere a la notificación establecida en el inciso primero de este artículo.".


Puesta en discusión esta proposición, la señora Collarte, titular de la Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema, presentó la siguiente redacción alternativa para este precepto:


"Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes se entenderán notificadas desde la fecha en que sean visibles en la página web del Poder Judicial, la que quedará consignada en la carpeta electrónica.


Cada vez que la ley ordene notificar a las partes por el estado o por el estado diario, se entenderá que se refiere a la notificación establecida en el inciso anterior.".

Explicó que en reuniones de esa Dirección con el Poder Ejecutivo, se llegó a la conclusión de que el texto de la indicación sustitutiva no precisaba cuando se entiende practicada la notificación. Por ello, la nueva redacción aclara lo anterior, eliminando el estado diario que existe hoy en papel y priorizando la notificación que se realiza en la carpeta electrónica. Enfatizó que el cambio que se propone es muy relevante para los jueces, porque el estado diario cumple la función no solo de notificar, sino que también de registrar la gestión diaria del tribunal.


Remarcó que, además, se elaboró otra propuesta adicional que permite mantener la notificación por el estado diario, pero ahora por la vía electrónica. Su texto es el que sigue:


“10) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:


Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse electrónicamente, el que estará disponible diariamente en la página web del Poder Judicial con las indicaciones que el inciso siguiente expresa.


Se encabezará el estado con la fecha del día en que se forme y se mencionarán por el número de orden que les corresponda en el rol general, expresado en cifras y en letras y, además, por los apellidos del demandante y del demandado o de los primeros que figuren con dicho carácter si son varios, todas las causas en que se haya dictado resolución en aquel día y el número de resoluciones dictadas en cada una de ellas. 


Estos estados se mantendrán en la página web del Poder Judicial durante tres días en una forma que impida hacer alteraciones en ellos. De las notificaciones realizadas en conformidad a este artículo se dejará constancia en la carpeta electrónica el mismo día en que se publique el estado.


La notificación efectuada conforme a este artículo será nula en caso que no sea posible la visualización de la resolución referida en el estado diario por problemas técnicos del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, lo que podrá declararse de oficio o a petición de parte.”.


El Honorable Senador señor Araya manifestó tener aprensiones en cuanto a eliminar el estado diario por la indefensión a que podrían verse afectados los terceros.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, solicitó que se precisara en qué momento se entendería hecha la notificación.


El abogado de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señor Javier Maturana, manifestó que se entenderán notificadas las resoluciones a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse electrónicamente.


El Jefe de Proyecto Jurídico del Departamento de Informática, señor Francisco Páez, destacó que el estado diario busca mecanismos de certezas para el propio tribunal, pues dictada una resolución durante el día, no siendo visible para las partes, permite al tribunal poder efectuar alguna corrección en el caso que se necesite. Agregó que no habiendo una modificación hasta las 00:00 horas, la resolución se entiende firme e incorporada en el estado diario del día siguiente.


Sometida esta última propuesta de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema a la aprobación de la Comisión, fue acogida por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín. En consecuencia, con la ya señalada votación quedó aprobada con enmiendas la indicación sustitutiva en estudio.

- - -


Cabe hacer presente que el numeral 12 aprobado en general fue suprimido. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

- - -

Número 13)


Reemplaza, en el artículo 57, la frase "estampen en los procesos" por "agreguen a la carpeta electrónica".


Puesta en votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

- - -


El numeral 14 aprobado en general fue suprimido. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

- - -

Número 15)


Propone las siguientes cuatro enmiendas al artículo 61:


a. Reemplazar, en el inciso primero, la frase "escrito en el proceso" por "fidedigno en la carpeta electrónica".


b. Agregar, al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “El acta correspondiente se digitalizará e incorporará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.


c. Agregar, al final del inciso tercero, a continuación de la expresión “actuación”, la siguiente frase: “en todos aquellos casos en que una ley expresamente lo disponga.”.


d. Agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“En los casos de contarse con los recursos técnicos necesarios, podrán registrarse las audiencias en que participe el tribunal mediante audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente, el que se agregará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.



Sometidas a votación estas proposiciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

- - -


El numeral 16 aprobado en general fue suprimido. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

- - -

Número 17)


Reemplaza el artículo 77 por el siguiente:


"Artículo 77.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, toda comunicación dirigida por un tribunal a otro deberá ser conducida a su destino por vía del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, y no siendo posible lo anterior, por el medio de comunicación idóneo más expedito.".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 18)


Introduce dos modificaciones al artículo 129:


a. Agregar una coma (,) a continuación de la palabra "pobreza", y


b. Eliminar la expresión "se usará el papel que corresponda; pero".



Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 19)


Reemplaza el inciso final del artículo 162 por el siguiente:


“Los tribunales dejarán constancia en el estado diario electrónico a que se refiere el artículo 50, del hecho de haberse dictado sentencia definitiva. Estas diligencias no importan notificación.”.


La señora Collarte, titular de la Dirección de Estudios del Máximo Tribunal, presentó la siguiente redacción alternativa para el señalado precepto:


“Artículo 162. Las causas se fallarán en los tribunales unipersonales tan pronto como estén en estado y por el orden de su conclusión. El mismo orden se observará para designar las causas en los tribunales colegiados para su vista y decisión.


Exceptúanse las cuestiones sobre deserción de recursos, depósito de personas, alimentos provisionales, competencia, acumulaciones, recusaciones, desahucio, juicios sumarios y ejecutivos, denegación de justicia o de prueba y demás negocios que por la ley o por acuerdo del tribunal fundado en circunstancias calificadas, deban tener preferencia, las cuales se antepondrán a los otros asuntos desde que estén en estado.


La sentencia definitiva en el juicio ordinario deberá pronunciarse dentro del término de sesenta días, contados desde que la causa quede en estado de sentencia.


Si el juez no dicta sentencia dentro de este plazo, será amonestado por la Corte de Apelaciones respectiva y, si a pesar de esta amonestación, no expide el fallo dentro del nuevo plazo que ella le designe, incurrirá en la pena de suspensión de su empleo por el término de treinta días, que será decretada por la misma Corte.


El tribunal dejará constancia en el estado diario electrónico a que se refiere el artículo 50 y en la carpeta electrónica, del hecho de haberse dictado sentencia definitiva, la que será notificada en la forma correspondiente.”.


Explicó que esta nueva redacción resulta pertinente, en atención a la adecuación aprobada por la Comisión respecto al estado diario.



Hubo acuerdo de parte de los miembros presentes de la Comisión en relación a este criterio.


En consecuencia, puesta en votación la indicación, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 20)


Sustituye, en el párrafo tercero del numeral 5° del artículo 165, la expresión "que se pegarán en el escrito respectivo" por la siguiente: “electrónicamente a través de un sistema informático dispuesto al efecto y que se asociará a la causa respectiva”.


La señora Collarte, de la Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema, propuso una redacción alternativa para esta enmienda, que consiste en reemplazar el señalado párrafo tercero del numeral 5° del artículo 165 por los dos siguientes:

“La sola presentación del escrito extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones de un cuarto de unidad tributaria mensual. Este pago se hará electrónicamente a través de un sistema informático dispuesto al efecto y se asociará a la causa respectiva mediante el comprobante de pago o código de validación o, en caso que lo anterior no fuere posible por cualquier causa, a través de estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo que se presentará materialmente.


Para los efectos del artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales, el pago de impuestos para la recusación de abogados integrantes se hará de la misma forma dispuesta en el inciso anterior.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, hizo presente que en algunas localidades del país existen problemas de conectividad. Ante dicha situación, consultó si podrían generarse problemas de disponibilidad de estampillas.


El abogado de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señor Maturana, manifestó que en la actualidad hay un sobrestock de estampillas.



Sometida a votación la indicación en estudio, fue aprobada con enmiendas para los efectos de acoger la propuesta de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores, señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 21)


Agrega, en el inciso primero del artículo 169, a continuación de la palabra "firma", la expresión “electrónica avanzada”.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si era necesario utilizar la expresión “avanzada”.


La Directora de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señora Collarte, respondió afirmativamente, explicando que hoy en día existen dos sistemas: la firma electrónica simple, que no otorga certeza respecto a la persona que firma, y la avanzada, que sí la confiere.



Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 22)


Sustituye el inciso segundo del artículo 172 por el siguiente:


"En este caso se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias para dictar fallo y ejecutarlo.".


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 23)


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 196, la expresión "que establece" por "de cinco días contados desde la fecha de la certificación a que se refiere".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 24)


Introduce las siguientes tres enmiendas al artículo 197:


a. En el inciso primero, reemplazar la frase "sólo en el efecto devolutivo deberá determinar las piezas del expediente que, además de la resolución apelada, deban compulsarse o fotocopiarse para continuar conociendo del proceso, si se trata de sentencia definitiva, o que deban enviarse al tribunal superior para la resolución del recurso, en los demás casos" por "se entenderá notificada a las partes desde la fecha de su incorporación consignada en la carpeta electrónica, tras lo cual será comunicada junto con el rol del proceso al tribunal de alzada".


b. Eliminar los incisos segundo y tercero.


c. Incorporar un nuevo inciso segundo del siguiente tenor: 


"Concedida la apelación, se formará un cuaderno electrónico separado para su conocimiento y fallo.".


La Dirección de Estudios de la Excma. Corte Suprema propuso el siguiente texto alternativo para el precepto en estudio:


“Artículo 197.- La resolución que conceda una apelación se entenderá notificada a las partes conforme al artículo 50. El tribunal remitirá electrónicamente al tribunal de alzada copia fiel de la resolución apelada, del recurso y de todos los antecedentes que fueren pertinentes para un acabado pronunciamiento sobre éste.


Recibidos los antecedentes referidos en el inciso anterior, la Corte de Apelaciones procederá a la asignación de un número de ingreso. Acto seguido, formará un cuaderno electrónico separado para el conocimiento y fallo del recurso cuando él haya sido concedido en el solo efecto devolutivo. En el caso que la apelación fuere concedida en ambos efectos, el tribunal de alzada continuará la tramitación en la carpeta electrónica, la que estará disponible en el sistema de tramitación electrónica del tribunal de alzada correspondiente.”.


La titular de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, señora Collarte, manifestó que esta nueva fórmula responde a la reposición del estado diario y a la eliminación de las compulsas. Agregó que se asigna un número de ingresos para poder medir la carga de la Corte de Apelaciones respectiva con independencia del tribunal.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada con enmiendas para los efectos de acoger la propuesta de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores, señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 25)


Deroga el artículo 198.


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 26)


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 199, la expresión "para comparecer en segunda instancia" por "de cinco días contados desde la fecha de la certificación a que se refiere el artículo 200,".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín.

Número 27)


Reemplaza el artículo 200 por el siguiente: 


"Artículo 200.- El tribunal de alzada deberá certificar en la carpeta electrónica la recepción de la comunicación a que se refiere el artículo 197 y su fecha.".


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 28)


Introduce las siguientes dos enmiendas al artículo 201:


a. En el inciso primero, elimina la frase "; y si el apelante no comparece dentro de plazo, deberá declarar su deserción previa certificación que el secretario deberá efectuar de oficio".


b. En el inciso segundo, suprime lo que sigue al punto seguido, pasando éste a ser final.


El Honorable Senador señor Harboe expresó que lo que se propone suprimir no dice relación con la tramitación digital, sino más bien con eliminar una de las causales por las cuales se puede declarar desierto el recurso de apelación, que es la no comparecencia del apelante.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, manifestó que el proyecto de ley en discusión elimina dicha comparecencia, de tal manera que la indicación viene a adecuar esta regla con lo ya aprobado.


El Honorable Senador señor Araya explicó que con la tramitación digital se eliminan las compulsas y que las partes no están obligadas a comparecer ante el tribunal superior, a consecuencia de lo cual las supresiones propuestas son pertinentes.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 29)


Deroga el artículo 202.


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 30)


Reemplaza, en el artículo 203, la expresión "que concede el artículo 200, contado", por "de cinco días contados".


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 31)


Sustituye, en el inciso segundo del artículo 204, la expresión "la remisión del proceso, siempre que, a su juicio, sea necesario examinarlo para dictar una resolución acertada" por la siguiente: "poner a su disposición la carpeta electrónica correspondiente, siempre que, a su juicio, ello sea necesario para dictar una resolución acertada".

La Comisión consideró que la norma que se propone es una adecuación que deriva de ya aprobado.


En consecuencia, sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 32)


Introduce al artículo 205 las siguientes dos enmiendas:

a. Elimina en el inciso primero la primera coma (“,”) y la expresión final "devolviéndole el proceso si se ha elevado", y


b. Reemplaza el inciso segundo por el siguiente:


"Si el recurso es declarado admisible, el tribunal superior le dará al proceso la tramitación que corresponda y lo comunicará al inferior según correspondiere.".


El Honorable Senador señor Harboe consignó que más allá del carácter digital de la forma en que se eleve el proceso, si el tribunal superior declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto, dicho proceso deberá devolverse digitalmente al tribunal inferior.



La Ministra de Justicia, señora Blanco, aclaró que el verbo rector “devolver”, alude a una entrega material, en tanto que el verbo “comunicar” no implica una devolución física del expediente.

El Honorable Senador señor Larraín estimó conveniente evitar cualquier tipo de duda en esta materia, para lo cual sugirió sustituir, en el inciso segundo de la norma en estudio, la expresión “correspondiere” por “proceda”.


El Honorable Senador señor Araya coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Larraín, en atención a que puede darse el caso en que el tribunal de alzada solicite tener a la vista ciertos documentos o el expediente.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada con la enmienda recién consignada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Numerales nuevos

La indicación sustitutiva propone derogar los artículos 211 y 212.


La Comisión tuvo presente que la derogación de estas normas harán necesario adecuar también el artículo 768, referido a las causas en que puede fundarse el recurso de casación en la forma, de manera de eliminar, entre las hipótesis del numeral 8° de esa disposición, el caso de la deserción y de la prescripción de la apelación.


Por lo anterior, se acordó incorporar al proyecto una enmienda nueva, para estos fines. En consecuencia, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín presentaron la indicación número 4. De ello se dará cuenta en el capítulo de este informe que plantea las modificaciones aprobadas.


Sometidas a votación la derogaciones propuestas, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Número 33)


Introduce dos modificaciones al artículo 214:


a. Sustituir la forma verbal "devolverá" por "pondrá", y

b. Reemplazar la contracción "al" que aparece a continuación de la voz "proceso", por la expresión "a disposición del".



Puesta en votación la indicación, fue aprobada con enmiendas de tipo formal por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 34)


Propone las siguientes dos enmiendas al artículo 217:


a. Reemplazar el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 217.- La adhesión a la apelación puede efectuarse en segunda instancia dentro del plazo de cinco días desde la fecha de la certificación a la que se refiere el artículo 200. El escrito de adhesión a la apelación deberá cumplir con los requisitos que establece el artículo 189. Se aplicará a la adhesión a la apelación lo establecido en el artículo 201.", y

b. Sustituir el inciso final por el siguiente:


“La hora de presentación de las solicitudes de adhesión y desistimiento se registrará por el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, o por el tribunal a través del timbre disponible ante el buzón dispuesto al efecto o mediante la anotación del correspondiente ministro de fe en los casos excepcionales en que se permite la presentación de los escritos en soporte papel.”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 35)

En el inciso primero del artículo 221, elimina la frase ", y de lo dispuesto en los artículos 201 y 202", precedida de una coma (,).


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 36)


Reemplaza el artículo 230 por el siguiente: 


"Artículo 230.- Los informes en derecho, con las firmas del abogado y de la parte o de su procurador, y el certificado a que se refiere el número 6° del artículo 372 del Código Orgánico de Tribunales, se agregarán a los autos para conocimiento de los ministros.".


El Honorable Senador señor Harboe expresó que el cambio propuesto supone que los informes en derecho se acompañarán digitalmente y no en papel y pidió dejar expresa constancia sobre este particular.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, sugirió que la expresión “a los autos” se sustituya por “a la carpeta electrónica”.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada con la enmienda ya consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 37)


Sugiere intercalar, en el inciso segundo del artículo 259, entre la última coma (,) y la expresión "en los oficios", la expresión "en el portal de Internet del Poder Judicial y".


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 38)


Reemplaza, en el artículo 268, la expresión "y entregará los autos al" por "y quedarán los autos a disposición del".


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, propuso que la expresión “los autos” se sustituya por “la carpeta electrónica”.


El asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery, manifestó que es partidario de utilizar una expresión más amplia, como sería “el proceso”.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, connotó que el concepto “carpeta electrónica” es el que se ha utilizado en el presente proyecto de ley, razón por la cual instó a homologar el uso de esta expresión, empleándola también en este precepto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, compartió la opinión del Poder Ejecutivo. 



Puesta en votación la indicación, fue aprobada con la enmienda sugerida por la señora Ministra de Justicia, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya; De Urresti; Harboe y Larraín.
- - -

Numeral nuevo

Agrega al artículo 348 bis el siguiente inciso final:

“En el caso que los documentos electrónicos acompañados puedan ser percibidos directamente en la carpeta electrónica, el tribunal podrá omitir la citación a audiencia de percepción, debiéndose entender que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria desde que se notifica la resolución que los tiene por acompañados bajo el apercibimiento correspondiente.”.


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Número 39)


Intercala, en el inciso primero del artículo 371, a continuación de la expresión "copia", la frase: ", en la forma que señala el artículo 77,", antecedida y seguida de una coma (,).


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 40)

Reemplaza, en el artículo 469, las frases "quedarán los autos en la secretaría por espacio de seis días a disposición de las partes, antes de pronunciar sentencia. Durante este plazo podrán hacerse por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera, y una vez vencido," por las siguientes: "tendrán las partes seis días para hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera. Vencido este plazo,".

Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -


A continuación, siguiendo el orden del articulado del Código de Procedimiento Civil, se recordó lo resuelto al analizarse los numerales 29 y 30, en cuanto a la pertinencia de modificar el numeral 8° del artículo 768 a fin de eliminar las hipótesis de la deserción y de la prescripción del recurso de apelación.


Tal como se consignara anteriormente, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín presentaron la indicación número 4, para la señalada finalidad.


La aprobación de esta indicación contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Número 41)

Introduce las siguientes enmiendas al artículo 773:


a. Reemplazar, en su inciso tercero, la expresión: "al cuaderno de fotocopias o de compulsas que deberá remitirse al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo." por la siguiente: "a la carpeta electrónica a que se refiere el artículo 29.".


b. Sustituir, en el mismo inciso, la expresión "remitir el cuaderno respectivo a dicho tribunal." por la expresión "enviar la comunicación correspondiente al tribunal superior.".


c. Incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

"En este caso, se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias.".


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consultó si el concepto de “cuaderno electrónico” que se propone en el nuevo inciso que se agrega es correcto, puesto que se trata de una expresión que no se habría utilizado anteriormente en el proyecto.


El asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery, sostuvo que cuesta entender la necesidad de utilizar la expresión “cuaderno electrónico” si se considera que el proceso será uno solo. Agregó que lo anterior podría inducir a algún grado de confusión.


El señor Javier Maturana, de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, consignó que el proyecto discurre sobre la existencia de un expediente electrónico, sin perjuicio de que puede haber distintos cuadernos electrónicos. Añadió que en los artículos 172 y 197 ya se acordó utilizar la expresión “cuaderno electrónico”.


La Ministra de Justicia, señora Blanco, sugirió dejar constancia del sentido que se dará a la expresión “carpeta electrónica”, la cual se entenderá como expediente principal, en tanto que los cuadernos electrónicos serán aquellos de naturaleza separada de este cuerpo principal.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, compartió dicho criterio y recordó que si bien el proyecto busca transformar el actual procedimiento por otro de carácter digital, ello que no obsta a mantener, en lo que sea pertinente, la nomenclatura en actual uso.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si no habría una expresión más adecuada, como por ejemplo, “expediente separado”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, señaló que en este caso corresponde justamente utilizar la expresión “cuaderno electrónico”.


La señora Tatiana Muñoz, Vicepresidenta de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, precisó que para realizar un embargo, solo se retira del tribunal el cuaderno de apremio.


Finalmente, puesta en votación la indicación, fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.
Número 42)


Propone las siguientes dos modificaciones al artículo 776:


a. En el inciso segundo, suprimir la frase "para los efectos del cumplimiento de la sentencia y ordenará elevar los autos originales al tribunal superior para que conozca del recurso y devolver las fotocopias o compulsas respectivas al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo. Se aplicará al recurrente lo establecido en el inciso segundo del artículo 197", y

b. Eliminar el inciso tercero.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 43)


Deroga el artículo 777.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya; De Urresti; Harboe y Larraín.
Número 44)


Propone dos modificaciones al artículo 779:


a. En el inciso primero, reemplazar la expresión “los artículos 200, 202 y 211.” por la expresión “el artículo 200.”, y

b. Eliminar el inciso segundo.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -


De este modo, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, dio por finalizada la discusión en particular del Artículo Segundo de la indicación sustitutiva y abrió el estudio del Artículo Tercero, que plantea un conjunto de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.


Al igual que en el caso de los artículos anteriores del proyecto, la Comisión examinó y votó separadamente cada una de estas enmiendas en la forma que se consignará a continuación.


ARTÍCULO TERCERO

Introduce las siguientes enmiendas al Código Orgánico de Tribunales:


1) Reemplázase el artículo 89 por el siguiente:


“Artículo 89. En los autos y sentencias definitivas e interlocutorias de los tribunales colegiados, se expresará nominalmente qué miembros han concurrido con su voto a formar sentencia y qué miembros han sostenido opinión contraria, lo que quedará registrado electrónicamente.


Podrán también consignarse electrónicamente las razones especiales que algún miembro de la mayoría haya tenido para formar sentencia, y que no se hubieren insertado en ella.


La sentencia, su disidencia y las prevenciones estarán disponibles en la página de Internet del Poder Judicial. Estos documentos podrán publicarse por la Corte Suprema en la Gaceta de los Tribunales o en otras publicaciones que disponga al efecto.”.


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 2)


Introduce dos enmiendas al artículo 176:


a. Eliminar del inciso primero la expresión “la secretaría de”, y

b. Reemplazar el inciso segundo por el siguiente: 


“Esta designación se hará electrónicamente por orden del presidente del tribunal, asignando a cada causa un número de orden, según su naturaleza.”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 3)


Reemplaza el artículo 220 por el siguiente:


“Artículo 220.- Los secretarios de los tribunales colegiados llevarán electrónicamente un registro público de integraciones y de asistencia al tribunal, en el que anotarán diariamente los nombres de los miembros que no hayan asistido, con expresión de la causa de inasistencia, y de los funcionarios o abogados que hayan sido llamados a integrar, información que estará disponible en la página de Internet del Poder Judicial.


De la integración deberá dejarse testimonio en la respectiva carpeta electrónica.”.


Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Número 1)

Reemplaza, en el numeral 3° del inciso primero del artículo 372, la expresión "que se les entreguen" por "físicos o digitales que se les entreguen o asignen".

El Honorable Senador señor Larraín consultó si es necesario hacer la diferenciación que se propone.


El señor Maturana, de la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, sostuvo que debe hacerse dicha diferenciación porque hay procedimientos –como, por ejemplo, Policía Local-, cuyos expedientes seguirán siendo de papel.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 2)


El numeral 2 del texto aprobado en general fue suprimido.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -

Número 5) 


Sustituye el artículo 384 por el siguiente:


“Artículo 384.- Los secretarios estarán a cargo de la confección de los siguientes registros:


1º Un registro electrónico de las sentencias definitivas que se dicten en los asuntos civiles contenciosos o en los asuntos civiles no contenciosos, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.


También se incluirán en dicho registro electrónico las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


En los tribunales colegiados se formará el mismo registro electrónico señalado en los incisos precedentes.


2º Un registro electrónico de los depósitos a que se refiere el artículo 517.


3º Un registro electrónico de las resoluciones que miren al régimen económico y disciplinario del juzgado, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.


4º Los demás que ordenen las leyes o el tribunal, los que deberán ser conformados electrónicamente.”.


El Honorable Senador señor Larraín sugirió utilizar, al inicio del número 2° del texto propuesto, el artículo definido “El” en reemplazo de “Un”.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada con la enmienda recién señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 6)


Propone dos modificaciones al artículo 386:


a. Reemplazar, en el encabezado del inciso primero, la palabra “libros” por la expresión “registros electrónicos”, y

b. Eliminar el numeral cuarto.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 7)


Sustituye, en el inciso segundo del artículo 392, la frase “escrita en el libro establecido en el inciso final del artículo 384” por la expresión “registrada electrónicamente conforme a lo dispuesto en el número 3° del artículo 384”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 8)


Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 393, la frase "retirar de la secretaría del tribunal las piezas del expediente que sean estrictamente necesarias para la realización de la diligencia que deban efectuar. El expediente o el respectivo cuaderno, en su caso, deberán devolverse a la secretaría del tribunal dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado", por "acceder a las causas a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial para la realización de las diligencias que deban efectuar, debiendo dejar en la carpeta electrónica constancia de todo lo obrado".

La Comisión tuvo presente que al revisarse la enmienda propuesta al artículo 36 del Código de Procedimiento Civil, se advirtió la necesidad de mantener la coherencia de esa disposición con el precepto en estudio. Igualmente, se tuvo en cuenta el despacho del oficio que se acordara en esa oportunidad a petición de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales, en cuanto a la pertinencia de actualizar el arancel respectivo.




Igualmente, se advirtió la pertinencia de reemplazar, en el inciso primero de este precepto, la alusión que se hace a “los autos respectivos” por otra a “la carpeta electrónica respectiva”.




Verificada la armonía entre las disposiciones ya citadas y sometida a votación la indicación en estudio, fue aprobada con la modificación ya indicada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 9)


Reemplaza, en el inciso cuarto del artículo 517, la expresión “libro” por “registro electrónico”.


Analizando el contenido del mencionado precepto, el Honorable Senador señor Larraín se mostró contrario a que todos los depósitos que allí se mencionan deban efectuarse en las oficinas del Banco del Estado y sugirió la posibilidad de estudiar una modificación a dicho sistema.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, compartió tal planteamiento, pero señaló que éste se apartaba de la idea matriz del proyecto de ley en estudio.



Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 10)


Reemplaza, en el inciso segundo del artículo 522, la palabra “libro” por la frase “registro electrónico”.



Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

Número 11)


Sustituye, en el número 2° del artículo 531, la palabra “libro” por la frase “registro electrónico”.



Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

- - -


A continuación, la Comisión examinó el Artículo Cuarto de la indicación sustitutiva, que contempla los siguientes artículos transitorios en reemplazo de la disposición transitoria única del texto aprobado en general:

Artículo primero transitorio


Su tenor es el que sigue:


“Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses de su publicación para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas y a contar de un año de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.”.

La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, expresó su concordancia con el criterio de gradualidad que impone la norma.

El Honorable Senador señor Harboe señaló que aun cuando el criterio de gradualidad que esta regla establece para la entrada en vigor de la ley es conveniente, le extrañaba que se excluyera a la Corte de Apelaciones de San Miguel del primero de los plazos fijados por ella.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que esta indicación podría adolecer de inadmisibilidad por tener origen en una propuesta parlamentaria. A la vez, puso de manifiesto la necesidad de conocer el parecer de la Excma. Corte Suprema en relación al sistema de gradualidad que se está estableciendo y al contenido de los demás preceptos transitorios que se han presentado. Igualmente, dada la importancia del sistema digital que se propone y la conveniencia de poder ponerlo en vigor sin ningún tipo de dificultades, consideró apropiado contar con una indicación del Ejecutivo que lo respalde.


Señaló, asimismo, que al producirse un cambio sustancial en la normativa transitoria que el proyecto dedica a la entrada en vigor de la nueva ley, será necesario consultar nuevamente a la Excma. Corte Suprema por así exigirlo los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Araya manifestó tener dudas respecto a que el precepto en estudio sea inadmisible, porque lo que éste plantea es solamente diferir la aplicación de la ley y en ningún caso alterar las atribuciones de los tribunales. Explicó que la ley en estudio versa únicamente sobre procedimiento y que la norma transitoria dispone que ésta se aplicará en el territorio dentro de plazos determinados.


El Honorable Senador señor Larraín hizo notar que, según su parecer, hay una diferencia si se dice que la ley entrará a regir dentro de 6 meses en ciertos lugares, puesto que los correspondientes tribunales ejercerán su jurisdicción en la nueva forma desde ese momento, en tanto que los tribunales de las demás áreas, no. Enfatizó que de alguna manera esta norma viene a determinar el ejercicio de atribuciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, consignó que la aprobación de esta disposición transitoria es fundamental para implementar adecuadamente en la práctica la ley que se ha aprobado. Por lo anterior, solicitó a la señora Ministra de Justicia propiciar la presentación de una indicación del Ejecutivo que contemple el ya indicado sistema de gradualidad.


El Honorable Senador señor Araya reiteró que la disposición transitoria en estudio no incide en las atribuciones de los tribunales y que solamente regula la forma como se ejercerá la jurisdicción, lo que perfectamente puede ser materia de una indicación de autoría parlamentaria.


El Honorable Senador señor Larraín precisó que en este debate hay dos discusiones que deben ser dirimidas; la primera, si la nueva norma transitoria sobre gradualidad es o no admisible, y la segunda, que dice relación con la necesidad de contar con la opinión del Máximo Tribunal respecto a ella.


El Honorable Senador señor Harboe manifestó que no le parecía adecuado tomar una decisión frente a esta disposición sin contar, primero, con la comparecencia de algún miembro de la Excma. Corte Suprema que ilustrara la Comisión sobre las razones que aconsejan la entrada en vigencia de la ley en la forma diferida que se ha propuesto.


El Honorable Senador señor Larraín propuso aprobar las disposiciones transitorias y luego proceder con la consulta al Máximo Tribunal. Igualmente, le solicitó al Ejecutivo preparar una indicación que contemple las normas transitorias en estudio, de modo de reemplazar las indicaciones presentadas a este respecto por los miembros de la Comisión.

La señora Ministra de Justicia acogió el encargo formulado.


A continuación, se examinaron los otros dos preceptos transitorios, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de una medida prejudicial o demanda a distribución de causas o al tribunal de turno.


Artículo tercero transitorio. Limitación a los artículos segundo y tercero. Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán en las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.”.


Posteriormente, abierto un último plazo para presentar indicaciones al proyecto, S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación que fue signada como número 3, para sustituir el artículo transitorio que fuera aprobado en general por las siguientes disposiciones transitorias:

"Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses desde la fecha de su publicación, para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas, y a contar de un año desde la fecha de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.

Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de la demanda o medida prejudicial, según corresponda.

Artículo tercero transitorio. Limitación a los artículos segundo y tercero. Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán a las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.".

La Comisión examinó un oficio remitido por la Excma. Corte Suprema, mediante el cual da a conocer su parecer en relación a las señaladas disposiciones. Su tenor es el que sigue:

“Oficio N° 84 -2015
INFORME PROYECTO DE LEY 26-2015
Antecedente: Boletín N° 9514-07.

Santiago, 23 de julio de 2015.




Mediante Oficio N° CL/224/2015, recibido el 21 de julio de 2015, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, ha requerido el parecer de esta Corte en relación a las tres disposiciones transitorias que regulan la entrada en vigor del proyecto de ley que establece la tramitación digital de los procedimientos judiciales, contenido en el boletín N° 9.514-07, que se encuentran enmarcadas en la indicación sustitutiva de dicha iniciativa, presentada por los Honorables senadores Araya, De Urresti, Espina y Harboe con fecha 6 de abril de 2015.




Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 22 de julio en curso, presidida por el subscrito y con la asistencia de los ministros señores Milton Juica Arancibia, Hugo Dolmestch Urra, Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Carlos Künsemüller Loebelfelder y Guillermo Silva Gundelach, señora María Eugenia Sandoval Gouét, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga, señora Andrea Muñoz Sánchez y señor Carlos Cerda Fernández, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:
“Santiago, veintidós de julio de dos mil quince.
Visto y teniendo presente:




Primero: Que mediante Oficio N° CL/224/2015, recibido el 21 de julio de 2015, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, ha requerido el parecer de esta Corte en relación a las tres disposiciones transitorias que regulan la entrada en vigor del proyecto de ley que establece la tramitación digital de los procedimientos judiciales, contenido en el boletín N° 9.514-07, que se encuentran enmarcadas en la indicación sustitutiva de dicha iniciativa, presentada por los Honorables senadores Araya, De Urresti, Espina y Harboe con fecha 6 de abril de 2015. Ello, atendida la naturaleza de estas disposiciones, así como el hecho de representar una modificación sustancial respecto de la norma transitoria relativa a la misma materia que la Corte Suprema conociera al iniciarse la tramitación de este proyecto;




Segundo: Que las disposiciones respecto de las cuales se ha requerido la opinión de esta Corte disponen lo siguiente:
· “Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses de su publicación para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas y a contar de un año de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.

· Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de una medida prejudicial o demanda a distribución de causas o al tribunal de turno.
· Artículo tercero transitorio. Limitación a los artículos segundo y tercero. Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán a las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los procedimientos judiciales.”.
Tercero: Que en torno a la primera de esas disposiciones, este plazo de entrada en vigencia de la ley parece adecuado y prudente, por cuanto sigue el sistema de la gradualidad de implementación, el que se ha mostrado efectivo en la instauración de grandes reformas a los procedimientos, tal cual sucedió con las reformas procesal penal y procesal laboral.
Al efecto, se debe tener presente que el Poder Judicial ya ha efectuado grandes avances en la implementación de la tramitación electrónica, por cuanto los tribunales reformados ya cuentan desde hace un largo tiempo con carpetas digitales de tramitación. Al respecto, se debe destacar que estos avances se han extendido incluso a la justicia civil, mediante la implementación del Acta 54-2014, que estableció -anticipándose a los cambios que ahora se discuten en el H. Senado- una regulación sobre la tramitación electrónica en los tribunales con dicha competencia. A estas alturas, tal regulación se encuentra rigiendo en todas las regiones del país.
No obstante lo anterior, la ley de tramitación electrónica que propone el proyecto en consulta supone algunas profundizaciones en esta tramitación electrónica, lo que exige de parte del Poder Judicial llevar a cabo capacitaciones y ajustes a la nueva cultura y realidad que ella impondrá.
Por lo anterior, y sin perjuicio de que el sistema de tramitación electrónica que se utilizará será el mismo en todo el país, resulta adecuado y prudente que se haya establecido una implementación gradual del sistema, comenzando por las regiones con menor población y cantidad de causas, ya que ello permitirá capacitar y resolver problemas en menor escala para después poder implementar las mismas soluciones cuando la ley entre en vigencia en los sectores con mayor carga de trabajo.
Una implementación gradual de la ley permitirá, además, atender escalonadamente a la capacitación de los funcionarios, optimizando los recursos y mejorando la eficiencia para después lograr una mejor implementación en los lugares con mayor impacto por el número de causas y de personas involucradas. En todo caso, los sistemas computacionales con los que se cuenta están en situación de poder operar en lapsos de tiempo inferiores a los que se indican.
Por estas consideraciones, el transcrito artículo primero transitorio de la indicación sustitutiva en comento, se informa favorablemente;
Cuarto: Que la segunda de estas disposiciones transitorias tiene la virtud de haber recogido expresamente la observación vertida por la Corte Suprema al proyecto de ley original mediante su informe evacuado el 30 de septiembre de 2014, por Oficio 96-2014. En dicho informe, la Corte Suprema señaló que resultaba aconsejable abordar expresamente la regulación a la que quedarán sujetas las causas que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigencia de la ley, evitando con ello ámbitos de interpretación indeseados que pudieren causar inseguridad jurídica.
La norma analizada deja en claro que las disposiciones de la ley en comento sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia, aclarando, contrario sensu, que las causas iniciadas con anterioridad a ese hito se seguirán rigiendo por las normas previas. Además, para evitar yerros interpretativos, se aclara que las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de la demanda o medida prejudicial respectiva a distribución de causas o del tribunal de turno. Así se evitarán conflictos respecto de la aplicabilidad de la ley.
Por estas consideraciones, el referido artículo segundo transitorio de la indicación sustitutiva en comento también se informa favorablemente, entendiendo que entre la normativa vigente se encuentra el Auto Acordado dictado por esta Corte en materia de tramitación electrónica, que consta del Acta N° 54-2014, de 23 de abril de dos mil catorce;
Quinto: Que por último, el artículo tercero transitorio abarca otro asunto de interés relativo a la ultraactividad de las antiguas disposiciones del Código de Procedimiento Civil y del Código Orgánico de Tribunales, las que supervivirán para permitir una regulación acorde para aquellas causas que mantengan una tramitación en papel.
Por ejemplo, es una realidad que las causas en los juzgados de policía local seguirán tramitándose en papel, por lo que resulta acertado mantener vigentes las normas actuales del Código de Procedimiento Civil y del Código Orgánico de Tribunales para permitir la regulación supletoria de una serie de asuntos.
Por tanto, se estima adecuada la norma que establece que las modificaciones al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales no regirán a las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el ámbito de aplicación de la ley que establece la tramitación digital de los procedimientos judiciales. Sin perjuicio de lo anterior, debe entenderse que es una aspiración que todos los tribunales del país tramiten con carpeta electrónica en el futuro.

Sexto: Que a fin de sustentar técnicamente lo arriba consignado, resulta útil poner en conocimiento de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado lo informado por el Departamento de Informática y Computación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial en torno a los requerimientos que supone para esta última el proyecto de ley en estudio, documento que complementaría el presente informe.
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos las tres disposiciones transitorias que regulan la entrada en vigor del proyecto de ley que establece la tramitación digital de los procedimientos judiciales. Ofíciese.
PL-26-2015

Saluda atentamente a V.S.
Sergio Muñoz Gajardo

Presidente
María Loreto Gutiérrez Alvear

        Secretaria interina”.





El señalado oficio fue acompañado por el siguiente documento:

“Proyecto Ley Tramitación Digital y situación de los sistemas de tramitación de causas para su implementación.

Elementos relevantes señalados en el Proyecto de Ley.





Es importante destacar que los elementos nuevos que se incorporan en el Proyecto de Ley sobre Tramitación Digital ya se encuentran presentes en la gran mayoría de los Sistemas Informáticos de Tramitación de Causas, por lo que el desafío, si bien es importante, pues cambia la forma de tramitación existente, ya ha sido abordado por las diversas actas que han sido generadas a lo largo de los años, como por ejemplo el acta 91-2007, que determina el Procedimiento en los Tribunales que Tramitan con Carpeta Electrónica; el Acta 98-2009, Sobre Gestión y Administración en los Tribunales de Familia; el Acta 54-2014, sobre Tramitación Electrónica en los Tribunales con Competencia Civil y, finalmente, el acta 30-2015, sobre Tramitación Electrónica en los Tribunales Superiores de Justicia.




De esta manera, la aplicación de la ley sobre tramitación digital supone, de todas formas, algunas adecuaciones importantes a los distintos sistemas, pero que permiten mirar con buenas perspectivas estos cambios, conforme a las tecnologías de que se dispone.




Para referenciar las modificaciones introducidas, se han seguido como forma de análisis, algunos puntos que este Departamento ha considerado importantes de destacar del Proyecto del Ley, distinguiéndolos en diversos grupos y haciendo alusiones generales de los elementos insertos en ciertos artículos del proyecto actual, sin entrar en el detalle del mismo.




1.-) Generalidad en el ámbito de aplicación:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 1°:





Hoy en día, las diversas competencias, incluido el conocimiento de los Tribunales Superiores, están apoyadas por distintos Sistemas Informáticos de Tramitación de Causas, por lo que la aplicación general de este cuerpo normativo se encuentra debidamente asegurada. Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta la próxima entrega de un Sistema Unificado de Tramitación de Causas, que será el único Sistema Informático para las distintas competencias y que integrará todas las características especiales de cada una de ellas.




2.-) Pleno acceso a la Carpeta Electrónica:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 2°, letra C:





Hoy en día, es posible revisar los distintos procedimientos a través del portal Web del Poder Judicial, el cual distingue por competencia sus accesos. Las limitaciones existentes están relacionadas con el acceso a ellas, como por ejemplo Familia, cuyo acceso sólo es posible si se cuenta con el respectivo usuario y contraseña, entregado directamente por el tribunal respectivo, y que permite visualizar todas las causas en donde el RUN consultante se encuentra establecido como litigante.




Junto con lo anterior, por expresa disposición de la Corte Suprema, a partir del mes de abril del presente año 2015, fue eliminada la consulta específica por RUN para todos los consultantes, otorgándose, como alternativa, la entrega de un usuario y contraseña para el interesado, de tal forma que pueda revisar mediante este criterio de búsqueda, pero solamente respecto de sus propias causas. Sin perjuicio de esto, se mantiene la consulta por nombre, Rol o Rit.




ARTICULO SEGUNDO. NUMERO 1. Artículo 29° (Publicidad o restricción de las piezas del expediente):




Sobre este punto, es importante destacar que, técnicamente, es posible determinar la publicidad o restricción de resoluciones o piezas, lo que será determinado por el tribunal mediante el uso de una herramienta diseñada al efecto, la que se encuentra operativa hoy en día en la competencia de Familia, no siendo compleja la determinación de la misma a otras competencias.




3.-) Cooperación entre los distintos entes intervinientes en el uso de los medios electrónicos:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 2°, letra E:





Actualmente ya se encuentra el Poder Judicial con interoperabilidad entre distintos intervinientes del Sistema, en las diversas áreas como Tesorería General de la República, Gendarmería de Chile, Receptores Judiciales, por nombrar algunos. Sin perjuicio de esto, se deberá efectuar una revisión de todos los sujetos intervinientes para satisfacer la intervención de todos aquellos que sean necesarios.




4.-) Uso obligatorio del sistema Informático y la correcta aplicación de sus nomenclaturas:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 3°:





Con la puesta en marcha de las Actas 54-2014 y 30-2015, se cierra el ciclo sobre el uso obligatorio de los Sistemas Informáticos de Tramitación de Causas, lo que determina, además, el correcto uso de sus descriptores, hitos o nomenclaturas para el debido registro de las actividades efectuadas dentro de cada procedimiento.




Esto conlleva, además, la responsabilidad de la Corporación Administrativa, como ha sido desde un comienzo, de la conservación de los registros generados en cada uno de los Sistemas.
ARTICULO SEGUNDO. NUMERO 5. Artículo 34 (Foliación):





En este sentido, se deben efectuar nuevas aplicaciones en los sistemas, incorporando el concepto de folio por cada pieza de la carpeta, en números y letras.




5.-) Uso de firma Electrónica Avanzada y sello de autenticidad:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 4°:





En todos los Sistemas Informáticos de Tramitación de Causas se está incorporando el uso de la Firma Electrónica Avanzada en distintos ámbitos, siendo la Competencia Civil, a través del Acta 54 y posteriores aclaraciones, aquella que ha determinado el uso de esta firma en todas sus resoluciones, situación que se encuentra incorporada ya al sistema y en funcionamiento, desde la puesta en marcha de los Tribunales Pilotos. Se incorpora, además, el debido sello de autenticidad, que es el código de barras que se encuentra al final de cada archivo, el que permite verificar su legitimidad en el portal web del Poder Judicial.
ARTICULO SEGUNDO. NUMERO 4. Artículo 33° (Firma de resoluciones por Secretarios en competencia civil):





Sobre este punto, en la actualidad, por la aplicación del Acta 54 ya es posible efectuarlo.




6.-) Presentación de Demandas y escritos a través del Portal Web del Poder Judicial:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 5°:





Hoy en día, las distintas competencias, por restricciones propias generadas por las respectivas comisiones de apoyo, tienen la posibilidad de efectuar ingresos de demandas y escritos a través del portal web del Poder Judicial. Sólo se encuentran sin esta posibilidad la competencia penal, Corte de Apelaciones (con excepción del recurso de protección contra Isapres), y Corte Suprema.




De esta manera, técnicamente ya se encuentra establecida esta posibilidad, debiendo revisarse la incorporación de las excepciones indicadas y las restricciones que debieran incorporarse si las hubiera.
ARTICULO SEGUNDO. NÚMERO 16. Artículo 165° C.P.C. y 198° C.O.T.: (suspensiones):





Para el caso del pago de la suspensión se debe revisar el convenio marco con la TGR, pero, sin perjuicio de esto, es sólo un acceso al portal de pagos de esta institución con la entrega de un comprobante del pago del impuesto respetivo.




Se deben agendar más reuniones para provocar la definición completa.





7.-) Patrocinio y poder electrónico:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 7°:





Hoy en día, al no existir modificación legal al respecto, es uno de los nudos críticos en la tramitación de las causas.




Al constituirse el patrocinio y poder en forma electrónica, según lo indica este proyecto de ley, se evitará la comparecencia al Tribunal.




Desde el punto de vista técnico, este patrocinio y poder estará constituido sobre un documento ingresado a través del portal, con sus respectivas firmas electrónicas, por lo que su ingreso será en la forma prevista para escritos y documentos, siendo el Tribunal el llamado a verificar la efectividad de estas firmas.




8.-) Otras formas de notificación:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 8°:





Salvo la competencia Civil y los Tribunales Superiores, hoy en día existen ya los módulos respectivos para la notificación mediante correo electrónico, no siendo en caso alguno una dificultad su inclusión en las competencias faltantes.




9.-) Receptores:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 9°:





Este punto no considera ninguna dificultad, puesto que hoy en día ellos ya se conectan al Poder Judicial a través de un canal de entrada que es el Portal Seguro, ingresando a cada competencia con su respectivo usuario y contraseña.





Sin perjuicio de lo anterior, se está revisando un proyecto que les permita a éstos y a otros auxiliares de la administración de justicia, acceder a través de un único punto de conexión.




10.-) Exhortos:

ARTICULO PRIMERO. Artículo 10:





Sobre los exhortos. Esta forma de comunicación entre tribunales ya se encuentra en funciones en las competencias reformadas y durante los próximos meses, en competencia civil, por la aplicación del acta 54-2014. De igual manera, se encontrará vigente al mes de octubre del presente año, el flujo completo de la tramitación de exhortos internacionales para la Corte Suprema.





Se incorporará también a futuro, la comunicación entre tribunales de distintas competencias.




11.-) Oficios y comunicaciones Judiciales:
ARTICULO PRIMERO. Artículo 11°:





Tal como lo señala la norma del proyecto, hoy en día se efectúa el envío de oficios y otros mediante comunicación electrónica con aquellas instituciones que se encuentran técnicamente en condiciones de recibirlo.




En Competencia Civil, el módulo de oficios ya se encuentra desarrollando el envío de oficios con Firma Electrónica Avanzada, pero pendiente su incorporación por la generación de convenios con instituciones relacionadas. Sin perjuicio de esto, como primera fase se podrá efectuar el envío de los oficios vía correo electrónico a la casilla que dichas instituciones nos indiquen.




A modo de ejemplo, el envío de las órdenes y contraórdenes de detención en Materia Penal o los oficios de arresto y otros en algunos Tribunales de Familia ya se encuentra operativo.




De esta forma, a medida que éstas vayan adquiriendo la tecnología respectiva podrán irse incorporando al envío electrónico de estos documentos.




12.-) Estado Diario Electrónico:
ARTICULO SEGUNDO. NUMERO 10. Artículo 50°:





Para este caso, hoy en día ya se encuentra la publicación del estado diario en la página web del Poder Judicial, pero generado en el mismo tribunal. Su fuente es la generación del Estado diario en cada tribunal, que supone una acción manual por parte de cada uno de ellos, en donde todas las resoluciones firmadas hasta la hora que determine el tribunal son incorporadas en un módulo diseñado al efecto y, posteriormente, impresas y publicadas en las dependencias del mismo. Es este listado el que hoy en día se publicita en el Portal Web.




Con esta modificación y aquella relacionada con la derogación de la necesidad de la autorización de la firma del magistrado por parte del secretario en materia civil, y los tribunales superiores, bastará para el tribunal que las resoluciones sean firmadas el día anterior, hasta las 23:59:59 horas y, automáticamente, sin necesidad de autorización de ministro de fe en la generación del mismo, toda vez que es un proceso automático que recoge todas estas resoluciones, las publicará inmediatamente al día siguiente en el portal Web del Poder Judicial, entendiéndose desde ese momento notificadas a las partes, dejando una constancia en la carpeta electrónica de que ésta fue notificada, incorporando su fecha de publicación en ella.




De esta forma, se debe efectuar una adecuación, no significativa, de la forma de mostrar el estado diario en el portal y la generación de un proceso nocturno y automático de la toma de las resoluciones firmadas en día anterior.




13.-) Interconexión con Tribunales Superiores y visualización de tramitación de éstos:
ARTICULO SEGUNDO. NÚMERO 20:





En este sentido, se destaca que en todas las competencias (y prontamente la competencia civil y tribunales superiores por la implementación de las actas 54-2014 y 30-2015), se provoca el envío de los antecedentes mediante un proceso de interconexión, generando el ingreso en los tribunales superiores y la generación de un rol de ingreso, independiente en éstas últimas de su impresión para el envío.




Al efecto, se debe trabajar en la precisión o estandarización de los documentos iniciales enviados a las Cortes y asociados al respectivo recurso, independiente de la total visualización en las Cortes de toda la tramitación de las causas de primera instancia.




Al mismo tiempo, será posible en los tribunales de primera instancia la revisión de la tramitación completa de los Tribunales Superiores.




14.-) DISPOSICIONES TRANSITORIAS:
a.-) Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia:





Sobre la entrada en vigencia, informáticamente no representa dificultad su determinación, puesto que todas las modificaciones o adecuaciones que se hayan de efectuar serán parametrizadas, pudiendo determinarse mediante una simple selección los tribunales que se encuentran en el primer período de vigencia, 6 meses, y luego agregar los restantes al año.

b.-) Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones a causas nuevas:





De la misma forma que es posible determinar los tribunales, de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio, también es posible determinar cuáles son las causas que ingresan desde una fecha en adelante. Sin perjuicio de ello, se debe tener en consideración que al indicarse que “sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia”, estarán duplicadas las funciones en el Sistema de Tramitación de Causas, para aquellas ingresadas con anterioridad.”.


A continuación, el Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Milton Juica, agradeció la nueva invitación de la Comisión a participar del estudio de esta iniciativa y manifestó que, tal como lo dan a entender los documentos consignados anteriormente, el Máximo Tribunal aprueba las disposiciones transitorias en estudio.


Señaló que la primera de ellas consagra la entrada en vigencia de la presente ley, estableciéndose un criterio de gradualidad. Destacó que se ha adjuntado el ya referido informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el que se señala que los aspectos técnicos de la implementación del presente proyecto ya se encuentran disponibles.


Indicó, enseguida, que el plazo que se prevé en esta disposición va en beneficio de la capacitación de los funcionarios que van a soportar el cambio en el sistema de tramitación.


Respecto al artículo segundo transitorio, precisó que las causas que se someterán a la tramitación digital serán aquellas que se inicien con posterioridad a la entrada en vigencia del proyecto de ley en discusión. Destacó que, en consecuencia, un mismo tribunal tramitará digitalmente ciertas causas y mantendrá el sistema de tramitación física respecto a las causas antiguas. Precisó que ello podría producir alguna dificultad desde el punto de vista práctico, ya sea por el manejo del expediente como por la atención al usuario. Agregó que en las reformas procedimentales anteriores, las causas antiguas quedaron radicadas en tribunales distintos de aquellos que se crearon con las reformas respectivas.


Respecto al problema recién planteado, explicó que mediante un auto acordado, la Corte Suprema podría disponer una mejor administración para afrontar la dualidad ya reseñada. Sugirió que ello fuera recogido por los preceptos transitorios en estudio.


Finalmente, en cuanto a la tercera disposición transitoria, explicó que ella precisa cuáles serán los tribunales en se aplicará la presente ley, connotando que los tribunales que no forman parte del Poder Judicial no están incluidos en el presente proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Araya precisó que es facultad de la Excma. Corte Suprema dictar los autos acordados que estime pertinentes, por lo que no sería absolutamente necesario precisar en la ley lo que el Ministro señor Juica ha sugerido.

El Ministro señor Juica coincidió con esta aseveración, sin perjuicio de manifestar que para evitar aprensiones respecto a las materias que pueden ser reguladas por los autoacordados, sería preferible que la ley expresamente confiriera al Máximo Tribunal la ya señalada facultad.

Hubo acuerdo en torno a esta proposición, la que también fue compartida por la señora Ministra de Justicia.


En consecuencia, los Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Larraín presentaron la indicación que fue signada como número 5, para agregar el siguiente inciso segundo al artículo segundo transitorio:


“Para los efectos del presente artículo, la Corte Suprema dictará uno o más autos acordados con el objetivo de asegurar su correcta implementación.”.


Finalizado el debate y puestas en votación las tres disposiciones transitorias, fueron aprobadas con el texto presentado por la indicación número 3, además de incorporárseles la propuesta de la indicación número 5 y otras enmiendas formales. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.

MODIFICACIONES PROPUESTAS





En conformidad a los acuerdos precedentemente adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone acoger el texto aprobado en general con las siguientes modificaciones:

PROYECTO DE LEY:
° ° °

ARTÍCULO PRIMERO, nuevo





Incorporar como tal, el siguiente:





“ARTÍCULO PRIMERO.- Apruébase la siguiente Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales:





“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará a todas las causas que conozcan los tribunales indicados en los incisos segundo y tercero del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de las causas que conozcan los tribunales militares en tiempos de paz. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).





Artículo 2º. Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:





a) Principio de equivalencia funcional del soporte electrónico. Los actos jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por medio de firma electrónica serán válidos y producirán los mismos efectos que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





b) Principio de fidelidad. Todas las actuaciones del proceso se registrarán y conservarán íntegramente y en orden sucesivo en la carpeta electrónica, la que garantizará su fidelidad, preservación y la reproducción de su contenido. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





c) Principio de publicidad. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones establecidas por la ley. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).





No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, serán accesibles únicamente al solicitante mientras no se haya notificado la resolución recaída en ellas. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).





Se prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización previa. La infracción cometida por entes públicos y privados a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme a la ley N° 19.628. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, mayoría, 3x1 abstención).





La Corte Suprema regulará mediante auto acordado la búsqueda de causas en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).





d) Principio de actualización de los sistemas informáticos. Los sistemas informáticos de tramitación del Poder Judicial deberán ser actualizados a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial con el objeto de permitir su correcto funcionamiento y la más fluida y expedita interconexión e interoperabilidad entre sí y con otras instituciones públicas. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





e) Principio de cooperación. Los auxiliares de la administración de justicia, las instituciones públicas y el Poder Judicial deberán cooperar entre sí en la utilización de medios electrónicos con el objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad de los sistemas informáticos y, en particular, el reconocimiento mutuo de los documentos electrónicos y de los medios de identificación y autentificación respectivos.





Para ello, las instituciones públicas y los tribunales propenderán a la celebración de convenios de cooperación. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 3º. Uso obligatorio del sistema informático, respaldo y conservación. Los jueces, auxiliares de la administración de justicia y funcionarios de cada tribunal están obligados a utilizar y a registrar en el sistema informático todas las resoluciones y actuaciones procesales que se verifiquen en el juicio.





Para el registro de las resoluciones y actuaciones en el sistema informático de tramitación se deberán aplicar adecuadamente las nomenclaturas pertinentes, según la etapa y estado procesal de cada causa, de modo tal que constituya un registro exacto de su tramitación, desde el inicio hasta su término.





La conservación de los registros estará a cargo del tribunal correspondiente a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, de conformidad a lo previsto en el Código Orgánico de Tribunales.





La carpeta electrónica y sus registros deberán ser respaldados informáticamente en forma periódica.





Si por cualquier causa se viere dañado el soporte material del registro electrónico afectando su contenido, el tribunal ordenará reemplazarlo en todo o parte por una copia fiel, que obtendrá de quien la tuviere, si no dispusiere de ella directamente.





Si no existiere copia fiel, las resoluciones se dictarán nuevamente, para lo cual el tribunal reunirá los antecedentes que le permitan fundamentar su preexistencia y contenido, y las actuaciones se repetirán con las formalidades previstas para cada caso. En todo caso, no será necesario volver a dictar las resoluciones o repetir las actuaciones que sean el antecedente de resoluciones conocidas o en etapa de cumplimiento o ejecución. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 4°. Firma electrónica de resoluciones y actuaciones del tribunal y copias autorizadas. Las resoluciones y actuaciones del juez, el secretario, el administrador del tribunal y los auxiliares de la administración de justicia serán suscritas mediante firma electrónica avanzada. 





Los jueces y los demás funcionarios mencionados en el inciso anterior son personalmente responsables de la firma electrónica avanzada que se pone a su disposición, por lo que les está prohibido compartirlas.





Las resoluciones suscritas por los jueces mediante firma electrónica avanzada no requerirán de la firma ni de la autorización del ministro de fe correspondiente.





Las copias autorizadas de las resoluciones y actuaciones deberán ser obtenidas directamente del sistema informático de tramitación con la firma electrónica correspondiente, la que contará con un sello de autenticidad. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 5°. Presentación de demandas y de escritos. El ingreso de las demandas y de todos los escritos se hará por vía electrónica a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, para cuyos efectos los abogados o habilitados en derecho se registrarán en los términos que se regulen en el auto acordado que la Corte Suprema dictará al efecto. 





En casos excepcionales, cuando las circunstancias así lo requieran o se trate de una persona autorizada por el tribunal por carecer de los medios tecnológicos necesarios, los escritos podrán presentarse al tribunal materialmente y en soporte papel por conducto del ministro de fe respectivo o del buzón especialmente habilitado al efecto.





Los escritos presentados en formato papel serán digitalizados e ingresados a la carpeta electrónica inmediatamente. (Unanimidad, 5x0).





Artículo 6º. Presentación de documentos. Los documentos electrónicos se presentarán a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.





Los documentos cuyo formato original no sea electrónico podrán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente. No obstante, los títulos ejecutivos cuyo formato original no sea electrónico, deberán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente, bajo apercibimiento de tener por no iniciada la ejecución.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los documentos y títulos ejecutivos presentados materialmente deberán acompañarse con una copia en formato digital a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal, a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos. 





Si no se presentaren las copias digitales de los documentos o títulos ejecutivos, o si existiere una disconformidad substancial entre aquéllas y el documento o título ejecutivo original, el tribunal ordenará de oficio o a petición de parte que se acompañen las copias digitales correspondientes dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tener por no presentado el documento o título ejecutivo respectivo.





En casos excepcionales, cuando se haya autorizado a una persona para presentar escritos materialmente por carecer de los medios tecnológicos, no será necesario acompañar copias digitales. En este caso, los documentos y títulos ejecutivos acompañados en formato que no sea electrónico serán digitalizados e ingresados inmediatamente por el tribunal a la carpeta electrónica. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 7º. Patrocinio y poder electrónico. El patrocinio por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión podrá constituirse mediante firma electrónica avanzada.





El mandato judicial podrá constituirse mediante la firma electrónica avanzada del mandante. En consecuencia, para obrar como mandatario judicial se considerará poder suficiente el constituido mediante declaración escrita del mandante suscrita con firma electrónica avanzada, sin que se requiera su comparecencia personal para autorizar su representación judicial.





La constatación de la calidad de abogado habilitado la hará el tribunal a través de sus registros. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 8º. Otras formas de notificación. Cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión. Esta forma de notificación será válida para todo el proceso. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 9º. Registro de actuaciones de receptores. Para efectuar los registros de actuaciones, los receptores judiciales deberán registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.





Los receptores deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.





En el caso de las notificaciones, requerimientos y embargos, junto a su testimonio, los receptores deberán dejar constancia georreferenciada con fecha y hora de su concurrencia al lugar en que se practicó la diligencia mediante el correspondiente dispositivo electrónico. Además, en el caso de retiro de especies, los receptores incluirán una imagen con fecha y hora de los bienes muebles retirados al momento de hacerse su entrega al martillero, a menos que exista oposición a ello de parte del deudor.





La Corte Suprema podrá regular a través de auto acordado la forma de dejar constancia de la georreferenciación, estableciendo los requerimientos y especificaciones técnicas que deberán cumplir los receptores para determinar, mediante un sistema de coordenadas, la localización geográfica de su persona al momento de practicar la diligencia.





Todo incumplimiento culpable o doloso a estas normas constituirá una falta grave a las funciones y será sancionado por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de reincidencia, el juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 5x0).





Artículo 10. Exhortos. Los exhortos que se dirijan entre tribunales nacionales deberán ser remitidos, diligenciados y devueltos mediante la utilización del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.





Toda carta rogatoria nacional deberá ser derivada través del sistema de tramitación electrónica desde el tribunal exhortante al exhortado y, una vez tramitada por este último, deberá devolverse, incorporando todas y cada una de las actuaciones que se realizaron en la carpeta electrónica a que dio origen.





No obstante, cuando los exhortos se verifiquen desde o hacia tribunales nacionales que carezcan del sistema de tramitación electrónica, se utilizará una casilla de correo electrónico creada para tales efectos o el medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga ese tribunal. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 11. Oficios y comunicaciones judiciales. Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que cuenten con los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través de medios electrónicos.





Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que carezcan de los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través del medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga esa institución pública. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).





Artículo 12. Gasto fiscal. Los costos que irrogue la presente ley serán de cargo del Poder Judicial y no irrogarán un mayor gasto fiscal.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).

° ° °

Artículo 1°





Reemplazar su encabezado por el siguiente:





“ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).
Número 1)





Reemplazarlo por el siguiente:





“1) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente: 




“Artículo 29.- Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación o verificación a través de cualquier medio que garantice la fidelidad, preservación y reproducción de su contenido, lo que se regulará mediante auto acordado de la Corte Suprema.





La carpeta electrónica estará disponible en el portal de internet del Poder Judicial, salvo que la ley disponga lo contrario o habilite al tribunal para restringir su publicidad, o la de alguna parte de ella.





Ninguna pieza de la carpeta electrónica podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.”.”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 5x0).
Número 2)




Eliminarlo. (Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).
Número 3)





Pasa a ser número 2), reemplazado por el que sigue:





“2) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:




"Artículo 30.- Los escritos y documentos se presentarán por vía electrónica conforme se dispone en los artículos 5° y 6° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales. 





Los escritos se encabezarán con una suma que indique su contenido o el trámite de que se trata.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad 5x0).
Número 4)





Pasa a ser número 3), sin más modificaciones.

Número 5)





Pasa a ser número 4), reemplazado por el siguiente:





“4) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:





“Artículo 33.- Los secretarios letrados de los juzgados civiles podrán dictar por sí solos las sentencias interlocutorias, autos y decretos, providencias o proveídos, salvo en aquellos casos en que ello pudiere importar poner término al juicio o hacer imposible su continuación. La reposición que sea procedente en contra de estas resoluciones, en su caso, será resuelta por el juez.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad 5x0).
Número 6)





Pasa a ser número 5), sustituido por el siguiente:





“5) En el artículo 34:





a. Reemplázase la expresión "el proceso, en conformidad al artículo 29,", por "la carpeta electrónica".





b. Sustitúyese la oración “Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras.” por la siguiente: “El sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial numerará automáticamente cada pieza de la carpeta electrónica en cifras y letras.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).
Número 7)





Pasa a ser 6), sustituido por el siguiente:





“6) Derógase el artículo 35.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 5x0).

Número 8)





Pasa a ser 7), sustituido por el siguiente:




“7) Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:




"Artículo 36.- Las piezas que se presenten al tribunal se mantendrán bajo su custodia y responsabilidad. Éstas no podrán retirarse sino por las personas y en los casos expresamente contemplados en la ley. Corresponderá al tribunal velar por el estricto cumplimiento de lo establecido en el artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 9)





Pasa a ser número 8), sustituido por el que sigue:





“8) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:





"Artículo 37.- Cuando los tribunales pidan o hayan de oír dictamen por escrito del respectivo fiscal judicial o de los defensores públicos, les enviarán comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder electrónicamente. 





Si estos funcionarios retardan dicho dictamen, podrá el tribunal señalarles un plazo razonable para que lo envíen o agreguen a la carpeta electrónica.





En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad 3x0).
Número 10)





Pasa a ser 9), sin otras modificaciones.

Número 11)





Pasa a ser número 10), sustituido por el que sigue:





“10) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente: 





“Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse electrónicamente, el que estará disponible diariamente en la página web del Poder Judicial con las indicaciones que el inciso siguiente expresa.





Se encabezará el estado con la fecha del día en que se forme y se mencionarán por el número de orden que les corresponda en el rol general, expresado en cifras y en letras y, además, por los apellidos del demandante y del demandado o de los primeros que figuren con dicho carácter si son varios, todas las causas en que se haya dictado resolución en aquel día y el número de resoluciones dictadas en cada una de ellas. 




Estos estados se mantendrán en la página web del Poder Judicial durante tres días en una forma que impida hacer alteraciones en ellos. De las notificaciones realizadas en conformidad a este artículo se dejará constancia en la carpeta electrónica el mismo día en que se publique el estado.





La notificación efectuada conforme a este artículo será nula en caso que no sea posible la visualización de la resolución referida en el estado diario por problemas técnicos del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, lo que podrá declararse de oficio o a petición de parte.”.”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad 3x0).
Número 12)





Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).
Número 13)





Pasa a ser número 11), sustituido por el siguiente:





11) En el artículo 57, reemplázase la frase "estampen en los procesos" por "agreguen a la carpeta electrónica". (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).

Número 14)





Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).
Número 15)





Pasa a ser 12), sustituido por el siguiente:





“12) En el artículo 61:





a. Reemplázase, en el inciso primero, la frase "escrito en el proceso" por "fidedigno en la carpeta electrónica".





b. Agrégase, al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “El acta correspondiente se digitalizará e incorporará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.




c. Añádese, al final del inciso tercero, a continuación de la expresión “actuación”, la siguiente frase: “en todos aquellos casos en que una ley expresamente lo disponga”.




d. Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor:




“En los casos de contarse con los recursos técnicos necesarios, podrán registrarse las audiencias en que participe el tribunal mediante audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente, el que se agregará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.” (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 16)





Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).
Número 17)





Pasa a ser número 13), sustituido por el siguiente:





“13) Remplázase el artículo 77 por el siguiente:





"Artículo 77.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, toda comunicación dirigida por un tribunal a otro deberá ser conducida a su destino por vía del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, y no siendo posible lo anterior, por el medio de comunicación idóneo más expedito.".” (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 18)





Pasa a ser número 14), sin otras modificaciones.

Número 19)





Pasa a ser número 15), sustituido por el siguiente:





“15) Reemplázase el artículo 162 por el siguiente:




“Artículo 162. Las causas se fallarán en los tribunales unipersonales tan pronto como estén en estado y por el orden de su conclusión. El mismo orden se observará para designar las causas en los tribunales colegiados para su vista y decisión.





Exceptúanse las cuestiones sobre deserción de recursos, depósito de personas, alimentos provisionales, competencia, acumulaciones, recusaciones, desahucio, juicios sumarios y ejecutivos, denegación de justicia o de prueba y demás negocios que por la ley o por acuerdo del tribunal fundado en circunstancias calificadas, deban tener preferencia, las cuales se antepondrán a los otros asuntos desde que estén en estado.





La sentencia definitiva en el juicio ordinario deberá pronunciarse dentro del término de sesenta días, contados desde que la causa quede en estado de sentencia.





Si el juez no dicta sentencia dentro de este plazo, será amonestado por la Corte de Apelaciones respectiva y, si a pesar de esta amonestación, no expide el fallo dentro del nuevo plazo que ella le designe, incurrirá en la pena de suspensión de su empleo por el término de treinta días, que será decretada por la misma Corte.





El tribunal dejará constancia en el estado diario electrónico a que se refiere el artículo 50 y en la carpeta electrónica, del hecho de haberse dictado sentencia definitiva, la que será notificada en la forma correspondiente.”.”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 3x0).
Número 20)





Pasa a ser 16), sustituido por el siguiente:





“16) Reemplázase el párrafo tercero del numeral 5° del artículo 165, por los dos siguientes:





“La sola presentación del escrito extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones, de un cuarto de unidad tributaria mensual. Este pago se hará electrónicamente a través de un sistema informático dispuesto al efecto y se asociará a la causa respectiva mediante el comprobante de pago o código de validación o, en caso que lo anterior no fuere posible por cualquier causa, a través de estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo que se presentará materialmente.





Para los efectos del artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales, el pago de impuestos para la recusación de abogados integrantes se hará de la misma forma dispuesta en el inciso anterior.”.” (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 3x0).
Número 21)





Pasa a ser 17), sustituido por el siguiente:





“17) En el inciso primero del artículo 169, agrégase, a continuación de la palabra "firma", la expresión “electrónica avanzada”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 22)





Pasa a ser número 18), reemplazado por el siguiente:





“18) En el artículo 172, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:




"En este caso se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias para dictar fallo y ejecutarlo.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 23)





Pasa a ser número 19), sustituido por el siguiente:





“19) En el inciso primero del artículo 196, reemplázase la expresión "que establece" por "de cinco días contados desde la fecha de la certificación a que se refiere".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).
Número 24)





Pasa a ser número 20), sustituido por el siguiente:





“20) Reemplázase el artículo 197 por el que sigue:




“Artículo 197.- La resolución que conceda una apelación se entenderá notificada a las partes conforme al artículo 50. El tribunal remitirá electrónicamente al tribunal de alzada copia fiel de la resolución apelada, del recurso y de todos los antecedentes que fueren pertinentes para un acabado pronunciamiento sobre éste.





Recibidos los antecedentes referidos en el inciso anterior, la Corte de Apelaciones procederá a la asignación de un número de ingreso. Acto seguido, formará un cuaderno electrónico separado para el conocimiento y fallo del recurso cuando él haya sido concedido en el solo efecto devolutivo. En el caso que la apelación fuere concedida en ambos efectos, el tribunal de alzada continuará la tramitación en la carpeta electrónica, la que estará disponible en el sistema de tramitación electrónica del tribunal de alzada correspondiente.”.”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 3x0).
Número 25)





Pasa a ser número 21), sin otra modificación.

Número 26)





Pasa a ser número 22), sin más enmiendas.

Número 27)





Pasa a ser número 23), sustituido por el siguiente:





“23) Reemplázase el artículo 200 por el siguiente:




"Artículo 200.- El tribunal de alzada deberá certificar en la carpeta electrónica la recepción de la comunicación a que se refiere el artículo 197 y su fecha.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 28)





Pasa a ser número 24), sustituido por el que sigue:





“24) En el artículo 201:





a. En el inciso primero, elimínase la frase "y si el apelante no comparece dentro de plazo, deberá declarar su deserción previa certificación que el secretario deberá efectuar de oficio", “antecedida por un punto y coma (;).




b. En el inciso segundo, suprímese su segunda oración.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 29)





Pasa a ser número 25), sin más enmiendas.

Número 30)





Pasa a ser número 26), sin más modificaciones.

Número 31)





Pasa a ser número 27), sustituido por el siguiente:





“27) En el inciso segundo del artículo 204, sustitúyese la expresión "la remisión del proceso, siempre que, a su juicio, sea necesario examinarlo para dictar una resolución acertada" por la siguiente: "poner a su disposición la carpeta electrónica correspondiente, siempre que, a su juicio, ello sea necesario para dictar una resolución acertada".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 32)





Pasa a ser número 28), reemplazado por el siguiente:





“28) En el artículo 205:





a. Elimínase del inciso primero la primera coma (“,”) y la expresión final “devolviéndole el proceso si se ha elevado".





b. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:




"Si el recurso es declarado admisible, el tribunal superior le dará al proceso la tramitación que corresponda y lo comunicará al inferior según proceda.".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Números 29) y 30), nuevos





Incorporar como tales los siguientes:





“29) Derógase el artículo 211.




30) Derógase el artículo 212.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 33)





Pasa a ser número 31), reemplazado por el siguiente:





“31) En el artículo 214, sustitúyese la forma verbal "devolverá" por "pondrá" y reemplázase la contracción "al", que aparece a continuación de la voz "proceso", por la expresión "a disposición del".”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).
Número 34)





Pasa a ser número 32), sustituido por el siguiente:





“32) En el artículo 217:





a. Reemplázase su inciso primero por el siguiente: 




"Artículo 217.- La adhesión a la apelación puede efectuarse en segunda instancia dentro del plazo de cinco días desde la fecha de la certificación a la que se refiere el artículo 200. El escrito de adhesión a la apelación deberá cumplir con los requisitos que establece el artículo 189. Se aplicará a la adhesión a la apelación lo establecido en el artículo 201.".





b. Sustitúyese su inciso final por el siguiente:




“La hora de presentación de las solicitudes de adhesión y desistimiento se registrará por el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, o por el tribunal a través del timbre disponible ante el buzón dispuesto al efecto o mediante la anotación del correspondiente ministro de fe en los casos excepcionales en que se permite la presentación de los escritos en soporte papel.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 35)





Pasa a ser número 33), sustituido por el siguiente:





“33) En el inciso primero del artículo 221, elimínase la frase "y de lo dispuesto en los artículos 201 y 202", precedida de una coma (,).” (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 36)





Pasa a ser número 34), sustituido por el siguiente:





“34) Reemplázase el artículo 230 por el siguiente:




"Artículo 230.- Los informes en derecho, con las firmas del abogado y de la parte o de su procurador, y el certificado a que se refiere el número 6° del artículo 372 del Código Orgánico de Tribunales, se agregarán a la carpeta electrónica para conocimiento de los ministros.".”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).
Número 37)





Pasa a ser número 35), sin otra enmienda.

Número 38)





Pasa a ser número 36), sustituido por el siguiente:





“36) En el artículo 268, reemplázase la expresión "y entregará los autos al" por "y quedará la carpeta electrónica a disposición del".”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 37), nuevo





Incorporar como tal el siguiente:





“37) En el artículo 348 bis, agrégase el siguiente inciso final:





“En el caso que los documentos electrónicos acompañados puedan ser percibidos directamente en la carpeta electrónica, el tribunal podrá omitir la citación a audiencia de percepción, debiéndose entender que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria desde que se notifica la resolución que los tiene por acompañados bajo el apercibimiento correspondiente.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 39)





Pasa a ser número 38), reemplazado por el que sigue:





“38) En el inciso primero del artículo 371, intercálase, a continuación de la expresión "copia", la frase: "en la forma que señala el artículo 77", antecedida y seguida de una coma (,).”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 40)





Pasa a ser número 39), reemplazado por el siguiente:





“39) En el artículo 469, reemplázanse las frases "quedarán los autos en la secretaría por espacio de seis días a disposición de las partes, antes de pronunciar sentencia. Durante este plazo podrán hacerse por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera, y una vez vencido," por las siguientes: "tendrán las partes seis días para hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera. Vencido este plazo,".”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 40), nuevo





Incorporar como tal el siguiente:





“40) Suprímense, en la causal octava del artículo 768, las expresiones “desierta, prescrita o”.”. (Indicación 4, aprobada con modificaciones, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 41)





Sustituirlo por el siguiente:





“41) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 773:





a. Reemplázanse, en su inciso tercero, las expresiones: "al cuaderno de fotocopias o de compulsas que deberá remitirse al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo." por "a la carpeta electrónica a que se refiere el artículo 29." y “remitir el cuaderno respectivo a dicho tribunal." por "enviar la comunicación correspondiente al tribunal superior.".





b. Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:





"En este caso, se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias.".”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).
Número 42)





Mantenerlo en sus mismos términos. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 43)





Mantenerlo en sus mismos términos. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Número 44)




Reemplazarlo por el que sigue:




“44) En el artículo 779:




a. En el inciso primero, reemplázase la expresión “los artículos 200, 202 y 211.” por “el artículo 200.”.




b. Elimínase el inciso segundo.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
Artículo 2°





Reemplazar su encabezado por el siguiente:





“ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °
Números 1), 2) y 3), nuevos





Incorporar como tales los siguientes:





“1) Reemplázase el artículo 89 por el siguiente:




“Artículo 89. En los autos y sentencias definitivas e interlocutorias de los tribunales colegiados, se expresará nominalmente qué miembros han concurrido con su voto a formar sentencia y qué miembros han sostenido opinión contraria, lo que quedará registrado electrónicamente.





Podrán también consignarse electrónicamente las razones especiales que algún miembro de la mayoría haya tenido para formar sentencia y que no se hubieren insertado en ella.





La sentencia, su disidencia y las prevenciones estarán disponibles en la página de internet del Poder Judicial. Estos documentos podrán publicarse por la Corte Suprema en la Gaceta de los Tribunales o en otras publicaciones que disponga al efecto.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




2) En el artículo 176:





a. Elimínase del inciso primero la expresión “la secretaría de”.





b. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 




“Esta designación se hará electrónicamente por orden del presidente del tribunal, asignando a cada causa un número de orden, según su naturaleza.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




3) Reemplázase el artículo 220 por el siguiente:




“Artículo 220.- Los secretarios de los tribunales colegiados llevarán electrónicamente un registro público de integraciones y de asistencia al tribunal, en el que anotarán diariamente los nombres de los miembros que no hayan asistido, con expresión de la causa de inasistencia, y de los funcionarios o abogados que hayan sido llamados a integrar, información que estará disponible en la página de internet del Poder Judicial.





De la integración deberá dejarse testimonio en la respectiva carpeta electrónica.”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Número 1)





Pasa a ser número 4), sin otra enmienda.

Número 2)





Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 4x0).
° ° °

Números 5), 6), 7), 8), 9), 10) y 11), nuevos





Incorporar como tales los siguientes:





“5) Sustitúyese el artículo 384 por el siguiente: 





“Artículo 384.- Los secretarios estarán a cargo de la confección de los siguientes registros:





1º Un registro electrónico de las sentencias definitivas que se dicten en los asuntos civiles contenciosos o en los asuntos civiles no contenciosos, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.





También se incluirán en dicho registro electrónico las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.





En los tribunales colegiados se formará el mismo registro electrónico señalado en los incisos precedentes.





2º El registro electrónico de los depósitos a que se refiere el artículo 517.





3º Un registro electrónico de las resoluciones que miren al régimen económico y disciplinario del juzgado, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.





4º Los demás que ordenen las leyes o el tribunal, los que deberán ser conformados electrónicamente.”. (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).




6) En el artículo 386:





a. Reemplázase, en el encabezado del inciso primero, la palabra “libros” por la expresión “registros electrónicos”.





b. Elimínase el numeral cuarto.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




7) En el inciso segundo del artículo 392, sustitúyese la frase “escrita en el libro establecido en el inciso final del artículo 384” por “registrada electrónicamente conforme a lo dispuesto en el número 3° del artículo 384”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




8) En el artículo 393:




a. En su inciso primero, sustitúyese la expresión “en los autos respectivos” por “en la carpeta electrónica respectiva”.




b. En su inciso tercero, reemplázanse las frases "retirar de la secretaría del tribunal las piezas del expediente que sean estrictamente necesarias para la realización de la diligencia que deban efectuar. El expediente o el respectivo cuaderno, en su caso, deberán devolverse a la secretaría del tribunal dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado", por la siguiente: "acceder a las causas a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial para la realización de las diligencias que deban efectuar, debiendo dejar en la carpeta electrónica constancia de todo lo obrado". (Indicaciones 1 y 2, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 3x0).





9) En inciso cuarto del artículo 517, sustitúyese la expresión “libro” por “registro electrónico”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




10) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 522, la palabra “libro” por “registro electrónico”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).




11) Reemplázase, en el número 2° del artículo 531, la palabra “libro” por “registro electrónico”.”. (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 4x0).
° ° °

Artículo Transitorio





Reemplazarlo por el epígrafe y las disposiciones transitorias siguientes:

“Disposiciones transitorias


Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses desde la fecha de su publicación, para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas, y a contar de un año desde la fecha de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.

Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de la demanda o medida prejudicial, según corresponda.

Para los efectos del presente artículo, la Corte Suprema dictará uno o más autoacordados con el objetivo de asegurar su correcta implementación.


Artículo tercero transitorio. Limitación a los artículos segundo y tercero. Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán a las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.". (Indicaciones 1, 2, 3 y 5, aprobadas con modificaciones, unanimidad, 4x0).
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY





De aprobarse las modificaciones propuestas, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY




“ARTÍCULO PRIMERO.- Apruébase la siguiente Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales:





“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará a todas las causas que conozcan los tribunales indicados en los incisos segundo y tercero del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, con excepción de las causas que conozcan los tribunales militares en tiempos de paz.



Artículo 2º. Principios. La tramitación de las causas regidas por la presente ley se sujetará a los siguientes principios generales:





a) Principio de equivalencia funcional del soporte electrónico. Los actos jurisdiccionales y demás actos procesales suscritos por medio de firma electrónica serán válidos y producirán los mismos efectos que si se hubieren llevado a cabo en soporte papel.





b) Principio de fidelidad. Todas las actuaciones del proceso se registrarán y conservarán íntegramente y en orden sucesivo en la carpeta electrónica, la que garantizará su fidelidad, preservación y la reproducción de su contenido.





c) Principio de publicidad. Los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales deberán garantizar el pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones establecidas por la ley.





No obstante lo anterior, las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares, incluso aquellas solicitadas en carácter prejudicial, y a otras materias cuya eficacia requiera de reserva, serán accesibles únicamente al solicitante mientras no se haya notificado la resolución recaída en ellas.





Se prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin su autorización previa. La infracción cometida por entes públicos y privados a lo dispuesto en este inciso será sancionada conforme a la ley N° 19.628.





La Corte Suprema regulará mediante auto acordado la búsqueda de causas en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.





d) Principio de actualización de los sistemas informáticos. Los sistemas informáticos de tramitación del Poder Judicial deberán ser actualizados a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial con el objeto de permitir su correcto funcionamiento y la más fluida y expedita interconexión e interoperabilidad entre sí y con otras instituciones públicas.



e) Principio de cooperación. Los auxiliares de la administración de justicia, las instituciones públicas y el Poder Judicial deberán cooperar entre sí en la utilización de medios electrónicos con el objeto de garantizar la interconexión e interoperabilidad de los sistemas informáticos y, en particular, el reconocimiento mutuo de los documentos electrónicos y de los medios de identificación y autentificación respectivos.





Para ello, las instituciones públicas y los tribunales propenderán a la celebración de convenios de cooperación.





Artículo 3º. Uso obligatorio del sistema informático, respaldo y conservación. Los jueces, auxiliares de la administración de justicia y funcionarios de cada tribunal están obligados a utilizar y a registrar en el sistema informático todas las resoluciones y actuaciones procesales que se verifiquen en el juicio.





Para el registro de las resoluciones y actuaciones en el sistema informático de tramitación se deberán aplicar adecuadamente las nomenclaturas pertinentes, según la etapa y estado procesal de cada causa, de modo tal que constituya un registro exacto de su tramitación, desde el inicio hasta su término.





La conservación de los registros estará a cargo del tribunal correspondiente a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, de conformidad a lo previsto en el Código Orgánico de Tribunales.





La carpeta electrónica y sus registros deberán ser respaldados informáticamente en forma periódica.





Si por cualquier causa se viere dañado el soporte material del registro electrónico afectando su contenido, el tribunal ordenará reemplazarlo en todo o parte por una copia fiel, que obtendrá de quien la tuviere, si no dispusiere de ella directamente.





Si no existiere copia fiel, las resoluciones se dictarán nuevamente, para lo cual el tribunal reunirá los antecedentes que le permitan fundamentar su preexistencia y contenido, y las actuaciones se repetirán con las formalidades previstas para cada caso. En todo caso, no será necesario volver a dictar las resoluciones o repetir las actuaciones que sean el antecedente de resoluciones conocidas o en etapa de cumplimiento o ejecución.





Artículo 4°. Firma electrónica de resoluciones y actuaciones del tribunal y copias autorizadas. Las resoluciones y actuaciones del juez, el secretario, el administrador del tribunal y los auxiliares de la administración de justicia serán suscritas mediante firma electrónica avanzada.




Los jueces y los demás funcionarios mencionados en el inciso anterior son personalmente responsables de la firma electrónica avanzada que se pone a su disposición, por lo que les está prohibido compartirlas.




Las resoluciones suscritas por los jueces mediante firma electrónica avanzada no requerirán de la firma ni de la autorización del ministro de fe correspondiente.





Las copias autorizadas de las resoluciones y actuaciones deberán ser obtenidas directamente del sistema informático de tramitación con la firma electrónica correspondiente, la que contará con un sello de autenticidad.





Artículo 5°. Presentación de demandas y de escritos. El ingreso de las demandas y de todos los escritos se hará por vía electrónica a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, para cuyos efectos los abogados o habilitados en derecho se registrarán en los términos que se regulen en el auto acordado que la Corte Suprema dictará al efecto.




En casos excepcionales, cuando las circunstancias así lo requieran o se trate de una persona autorizada por el tribunal por carecer de los medios tecnológicos necesarios, los escritos podrán presentarse al tribunal materialmente y en soporte papel por conducto del ministro de fe respectivo o del buzón especialmente habilitado al efecto.





Los escritos presentados en formato papel serán digitalizados e ingresados a la carpeta electrónica inmediatamente.





Artículo 6º. Presentación de documentos. Los documentos electrónicos se presentarán a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.





Los documentos cuyo formato original no sea electrónico podrán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente. No obstante, los títulos ejecutivos cuyo formato original no sea electrónico, deberán presentarse materialmente en el tribunal y quedarán bajo la custodia del funcionario o ministro de fe correspondiente, bajo apercibimiento de tener por no iniciada la ejecución.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los documentos y títulos ejecutivos presentados materialmente deberán acompañarse con una copia en formato digital a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial o, en caso de requerirlo así las circunstancias, en el tribunal, a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos.




Si no se presentaren las copias digitales de los documentos o títulos ejecutivos, o si existiere una disconformidad substancial entre aquéllas y el documento o título ejecutivo original, el tribunal ordenará de oficio o a petición de parte que se acompañen las copias digitales correspondientes dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tener por no presentado el documento o título ejecutivo respectivo.





En casos excepcionales, cuando se haya autorizado a una persona para presentar escritos materialmente por carecer de los medios tecnológicos, no será necesario acompañar copias digitales. En este caso, los documentos y títulos ejecutivos acompañados en formato que no sea electrónico serán digitalizados e ingresados inmediatamente por el tribunal a la carpeta electrónica.





Artículo 7º. Patrocinio y poder electrónico. El patrocinio por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión podrá constituirse mediante firma electrónica avanzada.





El mandato judicial podrá constituirse mediante la firma electrónica avanzada del mandante. En consecuencia, para obrar como mandatario judicial se considerará poder suficiente el constituido mediante declaración escrita del mandante suscrita con firma electrónica avanzada, sin que se requiera su comparecencia personal para autorizar su representación judicial.





La constatación de la calidad de abogado habilitado la hará el tribunal a través de sus registros.


Artículo 8º. Otras formas de notificación. Cualquiera de las partes o intervinientes podrá proponer para sí una forma de notificación electrónica, la que el tribunal podrá aceptar si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión. Esta forma de notificación será válida para todo el proceso.





Artículo 9º. Registro de actuaciones de receptores. Para efectuar los registros de actuaciones, los receptores judiciales deberán registrarse en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.





Los receptores deberán agregar a la carpeta electrónica un testimonio dando cuenta de la actuación realizada dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado.





En el caso de las notificaciones, requerimientos y embargos, junto a su testimonio, los receptores deberán dejar constancia georreferenciada con fecha y hora de su concurrencia al lugar en que se practicó la diligencia mediante el correspondiente dispositivo electrónico. Además, en el caso de retiro de especies, los receptores incluirán una imagen con fecha y hora de los bienes muebles retirados al momento de hacerse su entrega al martillero, a menos que exista oposición a ello de parte del deudor.





La Corte Suprema podrá regular a través de auto acordado la forma de dejar constancia de la georreferenciación, estableciendo los requerimientos y especificaciones técnicas que deberán cumplir los receptores para determinar, mediante un sistema de coordenadas, la localización geográfica de su persona al momento de practicar la diligencia.





Todo incumplimiento culpable o doloso a estas normas constituirá una falta grave a las funciones y será sancionado por el tribunal, previa audiencia del afectado, con alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. En caso de reincidencia, el juez deberá aplicar la medida de suspensión de funciones por un mes.





Artículo 10. Exhortos. Los exhortos que se dirijan entre tribunales nacionales deberán ser remitidos, diligenciados y devueltos mediante la utilización del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.




Toda carta rogatoria nacional deberá ser derivada través del sistema de tramitación electrónica desde el tribunal exhortante al exhortado y, una vez tramitada por este último, deberá devolverse, incorporando todas y cada una de las actuaciones que se realizaron en la carpeta electrónica a que dio origen.





No obstante, cuando los exhortos se verifiquen desde o hacia tribunales nacionales que carezcan del sistema de tramitación electrónica, se utilizará una casilla de correo electrónico creada para tales efectos o el medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga ese tribunal.





Artículo 11. Oficios y comunicaciones judiciales. Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que cuenten con los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través de medios electrónicos.





Los oficios y comunicaciones judiciales que se verifiquen desde o hacia instituciones públicas nacionales que carezcan de los recursos técnicos necesarios, se diligenciarán a través del medio de comunicación idóneo más eficaz de que disponga esa institución pública.





Artículo 12. Gasto fiscal. Los costos que irrogue la presente ley serán de cargo del Poder Judicial y no irrogarán un mayor gasto fiscal.”.



ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:





1) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente: 





“Artículo 29.- Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación o verificación a través de cualquier medio que garantice la fidelidad, preservación y reproducción de su contenido, lo que se regulará mediante auto acordado de la Corte Suprema.





La carpeta electrónica estará disponible en el portal de internet del Poder Judicial, salvo que la ley disponga lo contrario o habilite al tribunal para restringir su publicidad, o la de alguna parte de ella.





Ninguna pieza de la carpeta electrónica podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.”.





2) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:





"Artículo 30.- Los escritos y documentos se presentarán por vía electrónica conforme se dispone en los artículos 5° y 6° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.




Los escritos se encabezarán con una suma que indique su contenido o el trámite de que se trata.".





3) Derógase el artículo 31.



4) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:




“Artículo 33.- Los secretarios letrados de los juzgados civiles podrán dictar por sí solos las sentencias interlocutorias, autos y decretos, providencias o proveídos, salvo en aquellos casos en que ello pudiere importar poner término al juicio o hacer imposible su continuación. La reposición que sea procedente en contra de estas resoluciones, en su caso, será resuelta por el juez.”.





5) En el artículo 34:





a. Reemplázase la expresión "el proceso, en conformidad al artículo 29,", por "la carpeta electrónica".





b. Sustitúyese la oración “Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras.” por la siguiente: “El sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial numerará automáticamente cada pieza de la carpeta electrónica en cifras y letras.”.



6) Derógase el artículo 35.





7) Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:





"Artículo 36.- Las piezas que se presenten al tribunal se mantendrán bajo su custodia y responsabilidad. Éstas no podrán retirarse sino por las personas y en los casos expresamente contemplados en la ley. Corresponderá al tribunal velar por el estricto cumplimiento de lo establecido en el artículo 393 del Código Orgánico de Tribunales.".





8) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:





"Artículo 37.- Cuando los tribunales pidan o hayan de oír dictamen por escrito del respectivo fiscal judicial o de los defensores públicos, les enviarán comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder electrónicamente.





Si estos funcionarios retardan dicho dictamen, podrá el tribunal señalarles un plazo razonable para que lo envíen o agreguen a la carpeta electrónica.





En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal.".



9) En el artículo 46, reemplázase la palabra "pegado" por "agregado".


10) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:




“Artículo 50.- Las resoluciones no comprendidas en los artículos precedentes se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse electrónicamente, el que estará disponible diariamente en la página web del Poder Judicial con las indicaciones que el inciso siguiente expresa.





Se encabezará el estado con la fecha del día en que se forme y se mencionarán por el número de orden que les corresponda en el rol general, expresado en cifras y en letras y, además, por los apellidos del demandante y del demandado o de los primeros que figuren con dicho carácter si son varios, todas las causas en que se haya dictado resolución en aquel día y el número de resoluciones dictadas en cada una de ellas.





Estos estados se mantendrán en la página web del Poder Judicial durante tres días en una forma que impida hacer alteraciones en ellos. De las notificaciones realizadas en conformidad a este artículo se dejará constancia en la carpeta electrónica el mismo día en que se publique el estado.





La notificación efectuada conforme a este artículo será nula en caso que no sea posible la visualización de la resolución referida en el estado diario por problemas técnicos del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, lo que podrá declararse de oficio o a petición de parte.”.




11) En el artículo 57, reemplázase la frase "estampen en los procesos" por "agreguen a la carpeta electrónica".





12) En el artículo 61:





a. Reemplázase, en el inciso primero, la frase "escrito en el proceso" por "fidedigno en la carpeta electrónica".





b. Agrégase, al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “El acta correspondiente se digitalizará e incorporará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.





c. Añádese, al final del inciso tercero, a continuación de la expresión “actuación”, la siguiente frase: “en todos aquellos casos en que una ley expresamente lo disponga”.





d. Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor:





“En los casos de contarse con los recursos técnicos necesarios, podrán registrarse las audiencias en que participe el tribunal mediante audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente, el que se agregará a la carpeta electrónica inmediatamente.”.





13) Remplázase el artículo 77 por el siguiente:





"Artículo 77.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, toda comunicación dirigida por un tribunal a otro deberá ser conducida a su destino por vía del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, y no siendo posible lo anterior, por el medio de comunicación idóneo más expedito.".



14) En el artículo 129:





a. Agrégase una coma (,) a continuación de la palabra "pobreza".





b. Elimínase la expresión "se usará el papel que corresponda; pero".





15) Reemplázase el artículo 162 por el siguiente:





“Artículo 162. Las causas se fallarán en los tribunales unipersonales tan pronto como estén en estado y por el orden de su conclusión. El mismo orden se observará para designar las causas en los tribunales colegiados para su vista y decisión.





Exceptúanse las cuestiones sobre deserción de recursos, depósito de personas, alimentos provisionales, competencia, acumulaciones, recusaciones, desahucio, juicios sumarios y ejecutivos, denegación de justicia o de prueba y demás negocios que por la ley o por acuerdo del tribunal fundado en circunstancias calificadas, deban tener preferencia, las cuales se antepondrán a los otros asuntos desde que estén en estado.





La sentencia definitiva en el juicio ordinario deberá pronunciarse dentro del término de sesenta días, contados desde que la causa quede en estado de sentencia.





Si el juez no dicta sentencia dentro de este plazo, será amonestado por la Corte de Apelaciones respectiva y, si a pesar de esta amonestación, no expide el fallo dentro del nuevo plazo que ella le designe, incurrirá en la pena de suspensión de su empleo por el término de treinta días, que será decretada por la misma Corte.





El tribunal dejará constancia en el estado diario electrónico a que se refiere el artículo 50 y en la carpeta electrónica, del hecho de haberse dictado sentencia definitiva, la que será notificada en la forma correspondiente.”.





16) Reemplázase el párrafo tercero del numeral 5° del artículo 165, por los dos siguientes:





“La sola presentación del escrito extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones, de un cuarto de unidad tributaria mensual. Este pago se hará electrónicamente a través de un sistema informático dispuesto al efecto y se asociará a la causa respectiva mediante el comprobante de pago o código de validación o, en caso que lo anterior no fuere posible por cualquier causa, a través de estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo que se presentará materialmente.





Para los efectos del artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales, el pago de impuestos para la recusación de abogados integrantes se hará de la misma forma dispuesta en el inciso anterior.”.





17) En el inciso primero del artículo 169, agrégase, a continuación de la palabra "firma", la expresión “electrónica avanzada”.





18) En el artículo 172, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:





"En este caso se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias para dictar fallo y ejecutarlo.".





19) En el inciso primero del artículo 196, reemplázase la expresión "que establece" por "de cinco días contados desde la fecha de la certificación a que se refiere".





20) Reemplázase el artículo 197 por el que sigue:





“Artículo 197.- La resolución que conceda una apelación se entenderá notificada a las partes conforme al artículo 50. El tribunal remitirá electrónicamente al tribunal de alzada copia fiel de la resolución apelada, del recurso y de todos los antecedentes que fueren pertinentes para un acabado pronunciamiento sobre éste.





Recibidos los antecedentes referidos en el inciso anterior, la Corte de Apelaciones procederá a la asignación de un número de ingreso. Acto seguido, formará un cuaderno electrónico separado para el conocimiento y fallo del recurso cuando él haya sido concedido en el solo efecto devolutivo. En el caso que la apelación fuere concedida en ambos efectos, el tribunal de alzada continuará la tramitación en la carpeta electrónica, la que estará disponible en el sistema de tramitación electrónica del tribunal de alzada correspondiente.”.





21) Derógase el artículo 198.




22) En el inciso primero del artículo 199, reemplázase la expresión “para comparecer en segunda instancia" por “de cinco días contados desde la certificación a que se refiere el artículo 200,".





23) Reemplázase el artículo 200 por el siguiente:





"Artículo 200.- El tribunal de alzada deberá certificar en la carpeta electrónica la recepción de la comunicación a que se refiere el artículo 197 y su fecha.".





24) En el artículo 201:





a. En el inciso primero, elimínase la frase "y si el apelante no comparece dentro de plazo, deberá declarar su deserción previa certificación que el secretario deberá efectuar de oficio", “antecedida por un punto y coma (;).





b. En el inciso segundo, suprímese su segunda oración.




25) Derógase el artículo 202.




26) En el artículo 203, reemplázase la expresión "que concede el artículo 200, contado", por la expresión "de cinco días contados".





27) En el inciso segundo del artículo 204, sustitúyese la expresión "la remisión del proceso, siempre que, a su juicio, sea necesario examinarlo para dictar una resolución acertada" por la siguiente: "poner a su disposición la carpeta electrónica correspondiente, siempre que, a su juicio, ello sea necesario para dictar una resolución acertada".





28) En el artículo 205:





a. Elimínase del inciso primero la primera coma (“,”) y la expresión final “devolviéndole el proceso si se ha elevado".





b. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





"Si el recurso es declarado admisible, el tribunal superior le dará al proceso la tramitación que corresponda y lo comunicará al inferior según proceda.".





29) Derógase el artículo 211.





30) Derógase el artículo 212.





31) En el artículo 214, sustitúyese la forma verbal "devolverá" por "pondrá" y reemplázase la contracción "al", que aparece a continuación de la voz "proceso", por la expresión "a disposición del".





32) En el artículo 217:





a. Reemplázase su inciso primero por el siguiente:




"Artículo 217.- La adhesión a la apelación puede efectuarse en segunda instancia dentro del plazo de cinco días desde la fecha de la certificación a la que se refiere el artículo 200. El escrito de adhesión a la apelación deberá cumplir con los requisitos que establece el artículo 189. Se aplicará a la adhesión a la apelación lo establecido en el artículo 201.".





b. Sustitúyese su inciso final por el siguiente:





“La hora de presentación de las solicitudes de adhesión y desistimiento se registrará por el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, o por el tribunal a través del timbre disponible ante el buzón dispuesto al efecto o mediante la anotación del correspondiente ministro de fe en los casos excepcionales en que se permite la presentación de los escritos en soporte papel.”.





33) En el inciso primero del artículo 221, elimínase la frase "y de lo dispuesto en los artículos 201 y 202", precedida de una coma (,).





34) Reemplázase el artículo 230 por el siguiente:





"Artículo 230.- Los informes en derecho, con las firmas del abogado y de la parte o de su procurador, y el certificado a que se refiere el número 6° del artículo 372 del Código Orgánico de Tribunales, se agregarán a la carpeta electrónica para conocimiento de los ministros.".





35) En el inciso segundo del artículo 259, intercálase entre la última coma (,) y la expresión "en los oficios", la expresión "en el portal de Internet del Poder Judicial y".





36) En el artículo 268, reemplázase la expresión "y entregará los autos al" por "y quedará la carpeta electrónica a disposición del".





37) En el artículo 348 bis, agrégase el siguiente inciso final:





“En el caso que los documentos electrónicos acompañados puedan ser percibidos directamente en la carpeta electrónica, el tribunal podrá omitir la citación a audiencia de percepción, debiéndose entender que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria desde que se notifica la resolución que los tiene por acompañados bajo el apercibimiento correspondiente.”.





38) En el inciso primero del artículo 371, intercálase, a continuación de la expresión "copia", la frase: "en la forma que señala el artículo 77", antecedida y seguida de una coma (,).





39) En el artículo 469, reemplázanse las frases "quedarán los autos en la secretaría por espacio de seis días a disposición de las partes, antes de pronunciar sentencia. Durante este plazo podrán hacerse por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera, y una vez vencido," por las siguientes: "tendrán las partes seis días para hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba sugiera. Vencido este plazo,".





40) Suprímense, en la causal octava del artículo 768, las expresiones “desierta, prescrita o”.





41) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 773:





a. Reemplázanse, en su inciso tercero, las expresiones: "al cuaderno de fotocopias o de compulsas que deberá remitirse al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo." por "a la carpeta electrónica a que se refiere el artículo 29." y “remitir el cuaderno respectivo a dicho tribunal." por "enviar la comunicación correspondiente al tribunal superior.".





b. Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:





"En este caso, se formará cuaderno electrónico separado con las piezas necesarias.".





42) En el artículo 776:





a. En el inciso segundo, suprímese la frase "para los efectos del cumplimiento de la sentencia y ordenará elevar los autos originales al tribunal superior para que conozca del recurso y devolver las fotocopias o compulsas respectivas al tribunal que deba conocer del cumplimiento del fallo. Se aplicará al recurrente lo establecido en el inciso segundo del artículo 197".





b. Elimínase el inciso tercero.





43) Derógase el artículo 777.




44) En el artículo 779:




a. En el inciso primero, reemplázase la expresión “los artículos 200, 202 y 211.” por “el artículo 200.”.





b. Elimínase el inciso segundo.





ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1) Reemplázase el artículo 89 por el siguiente:





“Artículo 89. En los autos y sentencias definitivas e interlocutorias de los tribunales colegiados, se expresará nominalmente qué miembros han concurrido con su voto a formar sentencia y qué miembros han sostenido opinión contraria, lo que quedará registrado electrónicamente.





Podrán también consignarse electrónicamente las razones especiales que algún miembro de la mayoría haya tenido para formar sentencia y que no se hubieren insertado en ella.





La sentencia, su disidencia y las prevenciones estarán disponibles en la página de internet del Poder Judicial. Estos documentos podrán publicarse por la Corte Suprema en la Gaceta de los Tribunales o en otras publicaciones que disponga al efecto.”.





2) En el artículo 176:





a. Elimínase del inciso primero la expresión “la secretaría de”.





b. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“Esta designación se hará electrónicamente por orden del presidente del tribunal, asignando a cada causa un número de orden, según su naturaleza.”.





3) Reemplázase el artículo 220 por el siguiente:





“Artículo 220.- Los secretarios de los tribunales colegiados llevarán electrónicamente un registro público de integraciones y de asistencia al tribunal, en el que anotarán diariamente los nombres de los miembros que no hayan asistido, con expresión de la causa de inasistencia, y de los funcionarios o abogados que hayan sido llamados a integrar, información que estará disponible en la página de internet del Poder Judicial.





De la integración deberá dejarse testimonio en la respectiva carpeta electrónica.”.





4) En el inciso primero, numeral 3°, del artículo 372, reemplázase la expresión "que se les entreguen" por "físicos o digitales que se les entreguen o asignen".




5) Sustitúyese el artículo 384 por el siguiente:




“Artículo 384.- Los secretarios estarán a cargo de la confección de los siguientes registros:





1º Un registro electrónico de las sentencias definitivas que se dicten en los asuntos civiles contenciosos o en los asuntos civiles no contenciosos, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.





También se incluirán en dicho registro electrónico las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.





En los tribunales colegiados se formará el mismo registro electrónico señalado en los incisos precedentes.





2º El registro electrónico de los depósitos a que se refiere el artículo 517.





3º Un registro electrónico de las resoluciones que miren al régimen económico y disciplinario del juzgado, con la debida firma electrónica avanzada del juez o jueces involucrados.





4º Los demás que ordenen las leyes o el tribunal, los que deberán ser conformados electrónicamente.”.





6) En el artículo 386:





a. Reemplázase, en el encabezado del inciso primero, la palabra “libros” por la expresión “registros electrónicos”.





b. Elimínase el numeral cuarto.





7) En el inciso segundo del artículo 392, sustitúyese la frase “escrita en el libro establecido en el inciso final del artículo 384” por “registrada electrónicamente conforme a lo dispuesto en el número 3° del artículo 384”.





8) En el artículo 393:





a. En su inciso primero, sustitúyese la expresión “en los autos respectivos” por “en la carpeta electrónica respectiva”.





b. En su inciso tercero, reemplázanse las frases "retirar de la secretaría del tribunal las piezas del expediente que sean estrictamente necesarias para la realización de la diligencia que deban efectuar. El expediente o el respectivo cuaderno, en su caso, deberán devolverse a la secretaría del tribunal dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que se practicó la diligencia, con la debida constancia de todo lo obrado", por la siguiente: "acceder a las causas a través del sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial para la realización de las diligencias que deban efectuar, debiendo dejar en la carpeta electrónica constancia de todo lo obrado". (Indicaciones 1 y 2, unanimidad, 3x0).





9) En inciso cuarto del artículo 517, sustitúyese la expresión “libro” por “registro electrónico”.





10) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 522, la palabra “libro” por “registro electrónico”.





11) Reemplázase, en el número 2° del artículo 531, la palabra “libro” por “registro electrónico”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero transitorio. Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia a contar de seis meses desde la fecha de su publicación, para todas las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Rancagua, Talca, Chillán, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Coihaique y Punta Arenas, y a contar de un año desde la fecha de su publicación para las causas que se tramiten ante los tribunales que ejerzan jurisdicción en los territorios jurisdiccionales de las demás Cortes de Apelaciones del país.


Artículo segundo transitorio. Aplicación de las disposiciones de la ley. Las disposiciones de esta ley sólo se aplicarán a las causas iniciadas con posterioridad a su entrada en vigencia. Las causas se entenderán iniciadas desde la fecha de presentación de la demanda o medida prejudicial, según corresponda.


Para los efectos del presente artículo, la Corte Suprema dictará uno o más autoacordados con el objetivo de asegurar su correcta implementación.


Artículo tercero transitorio. Limitación a los artículos segundo y tercero. Las modificaciones establecidas al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgánico de Tribunales en los artículos segundo y tercero de la presente ley, no regirán a las causas tramitadas en tribunales distintos a los comprendidos en el artículo 1° de la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de abril, 8, 16 y 30 de junio; 7, 14 y 21 de julio y 4 de agosto de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán y Hernán Larraín Fernández.





Valparaíso, 5 de agosto de 2015.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria

4
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE TAILANDIA, SUSCRITO EN BANGKOK EL 4 DE OCTUBRE DE 2013

(9.472-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 25 de abril de 2014, con urgencia calificada de “suma”.

Se dio cuenta de esta iniciativa en la Sala del Honorable Senado en sesión del 3 de junio de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.
A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Asia Pacífico, señor Patricio Victoriano. También concurrieron, de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, DIRECON, el Director, señor Andrés Rebolledo; el Jefe del Departamento Asía y Oceanía, señor Diego Torres; el Jefe de Gabinete del Director, señor Alex Wetzig y la Asesora, señora Carolina Ibáñez. 

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUMS





La Comisión deja constancia que los artículos 4.28, N° 4; 5.15; 15.5 del texto principal y N° 27 del anexo 14.10 deben aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Carta Fundamental, porque garantizan la protección de la información que indica.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:




a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- Señala que con el objetivo de lograr una mayor apertura económica, nuestro país, por más de dos décadas, ha orientado su política comercial a la negociación y firma de tratados de libre comercio. Añade que esto ha llevado a Chile a concretar tratados comerciales con más del 85% del producto interno bruto mundial, convirtiéndose en un ejemplo de inserción internacional en un mundo cada vez más globalizado.





Agrega que, durante la última década, Chile ha enfocado su inserción en la región de Asia y Oceanía, firmando tratados comerciales con Corea (2003), China (2005), P4 (Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam - 2005), India (2006), Japón (2007), Australia (2008), Malasia (2010), Vietnam (2011) y Hong Kong, China (2012).




El Ejecutivo expresa que el Tratado de Libre Comercio en estudio, viene a consolidar la posición de Chile como el país latinoamericano de mayor proyección y crecimiento comercial en la región asiática, producto de la liberalización arancelaria obtenida en los tratados de libre comercio. Esta senda ha permitido promover a Chile como un país con vocación al libre comercio y un atractivo mercado para hacer negocios, considerando su condición de plataforma comercial hacia América Latina.




Luego, indica que Tailandia es un mercado de 68 millones de personas, con un ingreso per cápita (PPP) de US$ 9.503 y un producto interno bruto (PIB) de US$ 366 mil millones, 1,4 veces el de Chile según cifras del año 2013 del Fondo Monetario Internacional (FMI).




En cuanto a sus relaciones comerciales, señala que Tailandia es socio fundador de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN, por sus siglas en inglés - 1967) y ha sido una pieza clave en el establecimiento de la Zona de Libre Comercio de ASEAN (AFTA, por sus siglas en inglés) en el 2010. Además, ha ejercido un rol de liderazgo en el desarrollo de lo que será la Comunidad Económica ASEAN proyectada para el 2015. Siendo el país miembro de ASEAN con mayor vocación de apertura comercial, ha liderado el interés regional para firmar acuerdos estratégicos de libre comercio y/o inversiones, entre los que se incluyen los tratados suscritos con China (2003), India (2004), Australia (2005), Nueva Zelanda (2005), Perú (2005) y Japón (2007). Por otra parte, ha tenido un rol activo en la promoción del Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés), del Acuerdo de Cooperación Económica junto Birmania – India – Malasia – Singapur - Tailandia (BIMSTEC, por sus siglas en inglés) y del Tratado de Libre Comercio entre ASEAN y Australia y Nueva Zelanda (AANZFTA, por sus siglas en inglés).




En cuanto al comercio entre ambas naciones, el Mensaje indica que, durante los últimos años, las relaciones comerciales entre Chile y Tailandia se han visto fortalecidas por un incremento del intercambio comercial. Añade que en el año 2007 el comercio de bienes entre ambos países ascendía a US$ 643 millones, mientras que en el año 2013 éste se expandió tras totalizar US$ 943 millones. Sin embargo, en años recientes se ha evidenciado un creciente déficit en la balanza comercial que ascendió a US$ 401 millones en 2013.




Agrega que las exportaciones chilenas a Tailandia se redujeron en 23,3% anual, alcanzando los US$ 242 millones. Esto obedeció fundamentalmente a la disminución en las exportaciones de cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado con una baja anual de 40,3% y montos por US$ 74 millones. (40,3%). Por otra parte, se evidencian mayores envíos de frutas, salmón y vino embotellado.





El número de productos de la canasta exportadora en el año 2013 fue de 132. Estas exportaciones se concentran fundamentalmente en cátodos y secciones de cátodo de cobre, pasta química de madera cruda, truchas, salmones del atlántico congelados, cloruro de potasio, uvas, maderas de pino insigne, entre otros. Estos productos representaron un 82% del total exportado a ese mercado en el año 2013.





Finalmente, el número de empresas que participan en la relación comercial de Chile y Tailandia ha crecido en un 59,2% durante el periodo 2007 – 2013.





En lo relativo a las importaciones, durante el año 2013 ellas totalizaron US$ 701 millones y se reducen en 2% en relación a igual período del año anterior.





En cuanto a las importaciones por número de productos, estos ascendieron a 1.137 productos el año 2013. De las importaciones chilenas realizadas durante el año 2013, destacan camionetas con carga entre 500kg y 2000kg, automóviles de turismo de cilindrada entre 1.000cc y 1.500cc, las preparaciones y conservas de atún, automóviles de turismo con motor de émbolo encendido por compresión (diésel o semi diésel), de cilindrada superior a 1.500 cc, cámaras fotográficas digitales, los aparatos de grabación y reproducción de sonido con fuente de energía exterior, bolsas de polímeros de etileno y máquinas de lavar ropa, entre otras.




Durante los últimos cinco años el número de empresas chilenas importadoras ha crecido en un 17,4%.




Por último, expresa que regula el comercio de mercancías y sus disciplinas asociadas, comercio de servicios y aspectos institucionales. El Tratado está concebido como la primera etapa de un proceso que deberá ampliarse a futuro, para lo cual las Partes deberán iniciar negociaciones, a más tardar dos años después de la entrada en vigor de este Tratado, con el fin de acordar un Capítulo de Inversiones.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 24 de julio de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesiones efectuadas los días 23 de septiembre de 2014 y 6, 13 y 20 de enero de 2015 y aprobó, por la unidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, la Comisión de Hacienda conoció el tema en sesión del día 8 de abril de 2015, y aprobó por la unidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 3 de junio de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 94 votos a favor, 0 en contra y 2 abstenciones.




4. Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo, 16 Capítulos y 10 Anexos.




Los Capítulos 1 y 2 contienen las Disposiciones Iniciales  y las Definiciones Generales, usuales en este tipo de instrumentos.





El Capítulo 3 (Comercio de Mercancías) es de cobertura amplia, por lo cual todos los productos tendrán un acceso preferencial a los mercados de ambos países. Adicionalmente, el Tratado establece la posibilidad de mejorar las condiciones de acceso en el futuro.





Con respecto a las restricciones al comercio, Chile y Tailandia se comprometieron a no adoptar ni mantener prohibición alguna para exportar o importar cualquier producto cubierto por el Tratado; ni imponer cargos o impuestos distintos a los estrictamente relacionados con las transacciones comerciales que impliquen una protección indirecta a la producción doméstica, o para incrementar las recaudaciones fiscales.




Como resultado de las negociaciones, Tailandia concedió a Chile la eliminación del 90,1% de sus productos en categoría inmediata, lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Tratado. Cabe señalar que, dentro de esta categoría, un porcentaje menor de productos (1,1%) se beneficiarán de arancel cero dentro del contingente de la Organización Mundial de Comercio (OMC) que tiene estipulado Tailandia en este marco.





El resto de los productos quedaron bajo los siguientes cronogramas de desgravación: el 1,8% quedó con una desgravación a 3 años; 6,9% quedó con una desgravación a 5 años y el 1,2% quedó con una desgravación a 8 años.




Entre los productos chilenos que obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles se encuentran las paltas, nueces, pasas, leche condensada, carnes de bovinos, de aves, de cerdo, papeles y cartones, cátodos y concentrados de cobre, entre otros.




Dentro de los productos a más largo plazo (categoría 8 años) se encuentran la miel natural y los demás quesos no especificados en la tabla arancelaria de Chile, entre otros.




Apertura comercial de Chile.





En cuanto a la desgravación arancelaria que Chile otorgó a Tailandia, un 90,6% de los productos tailandeses tendrán acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado. En desgravación a 3 años se concentra un 4,2% de las líneas arancelarias, en desgravación a 5 años el 3,9% y a 8 años un 1,3%.





Entre los productos que podrán ingresar libre de arancel desde la entrada en vigencia del Tratado se encuentran el petróleo, gas natural, automóviles, camionetas y conservas de piña.




El Capítulo 4 (Reglas de Origen) contempla un texto normativo y dos anexos con las normas específicas de origen por producto y el Formulario de Certificado de Origen.





Los aspectos normativos tratados en esta sección incluyen, entre otros, los siguientes elementos: Criterio de Origen; Mercancías Totalmente Obtenidas o Producidas; Valor de Contenido Calificador, Materiales Indirectos; Procesos y Operaciones Mínimas que no Confieren Origen; y Acumulación de Origen.




Adicionalmente, se establecen tres criterios fundamentales para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias:





a) que sea obtenida en su totalidad o producida enteramente en el territorio de una Parte;




b) que sea producida enteramente en la Parte exclusivamente a partir de materiales originarios de las Partes, y




c) que sea producida en el territorio de una Parte, a partir de materiales no originarios cumpliendo con las reglas específicas.




En lo relativo a Reglas Específicas de Origen por Producto, el Tratado finalizó con normas que son beneficiosas para la oferta exportable y que a la vez, reflejan los intereses chilenos. 




En lo concerniente a los Procedimientos Operacionales, los principales artículos contemplados son los relativos a Certificación de Origen, Obligaciones de la Autoridad Competente, Tratamiento de Declaración Errónea en el Certificado de Origen, Verificación de Origen, entre otros.




El proceso de certificación de origen se realizará, por parte de Chile, a través de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, quién a su vez podrá delegar esta función en otras entidades u organismos.




Además, se faculta a las entidades certificadoras a suspender temporalmente la emisión de certificados de origen en el caso de un exportador que en forma reiterada proporcione información falsa.





Se acordó que cada país tendrá su propio formato de certificado de origen, con una línea general común y pequeñas excepciones en el llenado de acuerdo a las necesidades propias de cada Parte.




Finalmente, el proceso de verificación de origen incluye plazos específicos para la entrega de información para que, tanto los exportadores como las aduanas de importación, entreguen una resolución de origen.




El Capítulo 5 (Procedimientos Aduaneros) se estructura sobre la base de dos secciones. La primera sección regula disposiciones de carácter general tales como definiciones, objetivos y ámbito de aplicación. La segunda sección norma las materias referidas a los procedimientos aduaneros y facilitación de comercio, tales como resoluciones anticipadas, despacho aduanero, gestión de riesgos, admisión temporal, importación libre de derechos para muestras comerciales y materiales de publicidad impresos, entre otros.




En relación a las resoluciones anticipadas se contempla la posibilidad que tanto los exportadores como los importadores puedan, a solicitud, obtener una decisión oficial y vinculante por parte de las administraciones aduaneras, respecto de la clasificación arancelaria, la valoración en aduana o las normas de origen.




Tales resoluciones deben proteger la información confidencial brindada por el comerciante. Se pueden revocar si opera un cambio de circunstancias, además de dar derecho de apelación al solicitante.




En cuanto a la publicación, se establece como una medida de transparencia la obligación para las Partes de esforzarse por publicar en Internet o en forma impresa, las leyes y reglamentos aplicables por las autoridades aduaneras.




Finalmente, en materia de cooperación y asistencia mutua, las Partes se obligan a celebrar un Memorándum de Entendimiento a través de sus respectivas aduanas, que permita la asistencia técnica y administrativa, además de la capacitación de su personal, a más tardar un año después de la fecha de entrada en vigor de este Tratado.





El objetivo del Capítulo 6 (Medidas Sanitarias y Fitosanitarias) es facilitar el comercio de alimentos, animales, vegetales y sus productos, a la vez que se protege el territorio de cada país.





Basado en los principios del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la Organización Mundial del Comercio, este Capítulo fortalece los principios de equivalencia de las medidas y la importancia del análisis de riesgo en la elaboración de medidas. Además, establece puntos de contacto específicos entre las autoridades competentes de ambos países e incorpora un Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias con funciones que le permiten incrementar el entendimiento mutuo de las medidas sanitarias y fitosanitarias de cada Parte y los procesos regulatorios relativos a esas medidas; abordar cualquier materia bilateral que surja de la implementación de medidas sanitarias y fitosanitarias entre las Partes; coordinar programas de cooperación técnica, entre otros.




El Capítulo 7 (Obstáculos Técnicos al Comercio) tiene como objetivo facilitar el comercio evitando que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad se transformen en obstáculos innecesarios al comercio e incrementar la cooperación bilateral.




Es importante destacar que se incorporan obligaciones en materia de transparencia que van más allá de lo acordado por ambos países en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la Organización Mundial del Comercio.





Se consideraron disciplinas en materia de notificación, aspectos de cooperación técnica bilateral y las herramientas necesarias que permitirán establecer cooperación regulatoria entre las Partes.





Adicionalmente, se acordó la creación de un Comité, que será el foro para abordar los problemas bilaterales que puedan surgir entre ambas Partes relacionados con barreras técnicas al comercio, aspectos de mutuo interés o de interés de alguna de las Partes, para trabajar un área específica en materia de normas, reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad.




En el Capítulo 8 (Defensa Comercial) las Partes convinieron continuar rigiéndose por los acuerdos multilaterales vigentes (OMC) en materia de medidas de salvaguardias globales, medidas compensatorias y antidumping, y dejaron establecido que ninguna disposición de este Tratado, en particular las relativas a solución de controversias, imponen derechos u obligaciones a las Partes respecto de la aplicación de dichas medidas. Las Partes mantienen intacta su opción de acudir para estas cuestiones al sistema de solución de controversias de la OMC.




Las Partes acordaron un mecanismo de salvaguardias bilaterales al que pueden recurrir si, como resultado de la desgravación arancelaria pactada en el Tratado, las importaciones de un producto provenientes desde la otra Parte aumentan en condiciones tales, que causen o amenacen causar daño a la rama de producción nacional que produce el producto similar o directamente competidor.




El mecanismo bilateral sólo podrá utilizarse durante un período de transición de cinco años contados desde el inicio de la vigencia de este Tratado, excepto para aquellos productos cuyo cronograma de desgravación arancelaria excede los cinco años. Para los productos que se encuentren en este último caso, el período de transición será equivalente al período de desgravación arancelaria correspondiente.





Las medidas de salvaguardia bilateral sólo podrán consistir en la suspensión de una reducción arancelaria pactada en el Tratado, o en el aumento del arancel al que está sujeto el producto, el que en todo caso no podrá sobrepasar el arancel de nación más favorecida. La medida sólo podrá aplicarse por un período máximo de tres años, incluida cualquier prórroga, pero cuando la aplicación exceda un año, se deberá establecer un calendario de liberalización progresiva que facilite el ajuste.




Las medidas de salvaguardia bilateral no podrán ser aplicadas en forma simultánea con salvaguardias globales para un mismo producto. Además, al adoptar esta clase de medidas se debe otorgar una compensación, a través de concesiones equivalentes en el comercio bilateral.




El Capítulo 9 (Comercio de Servicios) estableció un enfoque similar al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la Organización Mundial del Comercio. De esta manera, se contemplan compromisos para los cuatro modos de prestación de servicios (suministro transfronterizo, consumo en el extranjero, presencia comercial y presencia de personas físicas), en un sistema de listas positivas, mediante el cual cada Parte decide en su lista los sectores respecto de los cuales asume compromisos, junto con las condiciones específicas en que éstos son asumidos. De este modo, se abren determinados sectores de la economía, se crea certeza jurídica respecto de las restricciones y se asume el compromiso de no aumentar estas limitaciones en el futuro.





En este marco, la liberalización se realiza sobre la base de las disciplinas de Trato Nacional (trato no menos favorable que a los nacionales) y Acceso a los Mercados (restricción a las limitaciones numéricas no discriminatorias).




En el texto del capítulo, además de las disciplinas antes mencionadas, se incorporan otras como: Reglamentación Nacional (regulación interna que no constituya limitaciones innecesarias al comercio de servicios), Reconocimiento (de educación o experiencia) y Denegación de Beneficios (a empresas “de papel”). 




En el caso de Chile, la lista de compromisos es similar a la contemplada en el Acuerdo Suplementario de Servicios del Tratado de Libre Comercio entre Chile y China, incluyendo además algunos sectores ya comprometidos por Chile en el marco del AGCS. Tailandia, por su parte, asumió compromisos en sectores y subsectores no contemplados en su lista AGCS, tales como servicios de ingeniería integrados, servicios de consultoría de hardware y software, servicios de investigación y desarrollo, servicios de arrendamiento de buques, de computadores y de muebles, servicios de consultoría en gestión de recursos humanos, servicios incidentales a la distribución de energía, servicios de consultoría científica y técnica, servicios fotográficos, servicios de operación de puertos y aguas navegables, servicios de salvamento y reflotación de embarcaciones, entre otros.





Asimismo, en varios sectores ya comprendidos en el AGCS, se mejoró el nivel de sus compromisos. Por lo tanto, el nivel de apertura logrado, es sustancialmente mayor al de la OMC.




El Capítulo 10 (Comercio en Servicios Financieros) tiene como objetivo principal la liberalización del comercio de servicios financieros entre las Partes y la creación de un régimen previsible para las inversiones mutuas en este sector. Para lograr este objetivo se negociaron normas sobre supervisión y regulación financiera, además de procedimientos para dictar medidas de aplicación general y responder a solicitudes relacionadas con la prestación de este tipo de servicios.





Este Capítulo estipula la forma mediante la cual se pueden prestar servicios financieros ya sea, a través de una inversión en el territorio de alguna de las Partes o mediante la prestación transfronteriza de un número limitado de servicios financieros. Tal como en otros tratados, la cobertura del capítulo incluye los servicios bancarios y los de seguros, los que también quedarán sujetos a la aplicación de la legislación nacional. 




Por la naturaleza de los temas abordados en la materia, el capítulo se ha construido de forma de evitar conflictos con otros capítulos, limitando así los riesgos de la aplicación de otros capítulos a los servicios financieros.




La protección de las inversiones y de los prestadores de servicios financieros se logra mediante la negociación de las disciplinas de No Discriminación, Trato Nacional y Nación Más Favorecida, mientras que la liberalización se logra, al igual que en el caso de comercio de servicios, a través de las listas positivas de compromisos.




Otras disciplinas relevantes incluyen el tratamiento de los nuevos servicios financieros, información confidencial y la solución de controversias en casos de incumplimientos, entre otras.




En cuanto al acceso a los mercados, la lista de liberalización considera el sector bancario y de valores, los servicios de asesoramiento, información financiera y procesamiento de datos y servicios de gestión de carteras de fondos de inversión, entre otros. En los seguros, se incluyen seguros de vida y generales, los servicios auxiliares de los seguros, servicios de consultoría de seguros y evaluación de riesgos e indemnización de siniestros.




En el Capítulo 11 (Cooperación Económica) se abordan los temas relativos a la cooperación entre las Partes, incorporándose una serie de actividades con el propósito de mejorar el intercambio de información y experticia entre ambas y profundizar las relaciones en el ámbito de la cooperación.




Las Partes se comprometen a fortalecer y ampliar las relaciones de cooperación, incluyendo un enfoque en la promoción del desarrollo económico y social, el fomento de la innovación, investigación y el desarrollo.




El capítulo incluye diferentes áreas de cooperación, tales como promoción del comercio y las inversiones; ciencia, innovación y tecnología; agricultura, acuicultura y pesca; minería; energía; pequeñas y medianas empresas; medio ambiente; asuntos laborales; comercio electrónico; compras públicas; indicaciones geográficas, entre otras.




En cuanto a cooperación medioambiental, las Partes reconocen la importancia de fortalecer sus capacidades para promover el desarrollo sostenible y acuerdan que es inapropiado establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas. Por otra parte, establecen que el objetivo de la cooperación será la prevención y/o reducción de la contaminación y degradación de los recursos naturales y ecosistemas, así como el uso racional de estos últimos, mediante el desarrollo y aprobación de programas y proyectos especiales relativos, entre otros, a la transferencia de conocimiento y tecnología. Asimismo, indican que la cooperación podrá incluir áreas relacionadas con cambio climático, calidad del aire, biodiversidad y conservación de los recursos naturales, entre otros.





En el ámbito de la cooperación laboral, las Partes se comprometen a cooperar en materias relativas al trabajo y empleo en áreas de mutuo interés y beneficio, las que pueden incluir la promoción del trabajo decente, políticas laborales, buenas prácticas de los sistemas de trabajo, el desarrollo y administración del capital humano para una mejor empleabilidad, excelencia empresarial y mayor productividad en beneficio de los trabajadores y empleadores, entre otros.




Tanto en materia de cooperación medioambiental como laboral las Partes reconocen que es inapropiado promover el comercio o las inversiones mediante el debilitamiento o la reducción de las protecciones otorgadas por las leyes nacionales y se comprometen a designar Puntos de Contacto a fin de facilitar la comunicación entre ellas.





En materia de cooperación en comercio electrónico, las Partes se comprometen a hacer sus mejores esfuerzos por intercambiar información, adoptar regulaciones adecuadas, dar protección a los datos personales y a los consumidores y, en general, por desarrollar el comercio electrónico.




En materia de cooperación en compras públicas, las Partes se esforzarán por promover los principios generales que inspiran los procedimientos de contratación pública internacionales, tales como transparencia, competencia abierta y efectiva, trato justo, debido proceso y no discriminación. Asimismo, se comprometen a llevar a cabo actividades mutuamente acordadas, que pueden incluir el intercambio de información sobre sus respectivas leyes y reglamentos, políticas y prácticas en materia de compras del sector público. Para tales efectos, se crea un Grupo de Trabajo sobre Contratación Pública, el que deberá reportar a la Comisión de Libre Comercio.




En materia de indicaciones geográficas, las Partes se comprometen a asegurar, de acuerdo a sus leyes y reglamentos y de conformidad con el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la Organización Mundial del Comercio, la protección de indicaciones geográficas con respecto a cualquier producto. Asimismo, las Partes se obligan a cooperar para intercambiar visiones relativas a la protección y fortalecimiento de las indicaciones geográficas, y se incorporan en el Anexo 11.9, los respectivos listados con las indicaciones geográficas de cada Parte, en las que se incluye el reconocimiento por parte de Tailandia al pisco de Chile. En materia de protección de indicaciones geográficas homónimas, se incorpora una norma que permite establecer condiciones para diferenciar dichas indicaciones geográficas entre sí.





Finalmente, el capítulo establece la creación de un Comité de Cooperación el cual se encargará de la implementación del mismo y de las acciones necesarias para fortalecer la cooperación entre las Partes.




El Capítulo 12 (Transparencia) contempla las reglas generales en materia de transparencia aplicables a todo el Tratado, sin perjuicio de las reglas particulares que existen en otros capítulos.




De esta forma, se contempla la obligación de publicar o poner a disposición del público las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto cubierto por el Tratado. Del mismo modo, se establece la obligación de notificar toda medida que pueda afectar el funcionamiento del Tratado y proporcionar información y responder preguntas sobre tales medidas.





Además, se establecen principios relativos al debido proceso en los procedimientos administrativos, y la obligación de contar con tribunales y procedimientos para revisar y, eventualmente, corregir decisiones administrativas.





Finalmente, se establecen puntos de contacto para facilitar las comunicaciones entre las Partes.




En el Capítulo 13 (Administración y Disposiciones Institucionales) se establece una Comisión de Libre Comercio compuesta por funcionarios de gobierno de cada Parte, la que será la responsable de la administración del Tratado y de su apropiada implementación. Dentro de sus atribuciones le corresponde, entre otras, revisar el funcionamiento general del Tratado, supervisar el trabajo de los Comités, Sub Comités, grupos de trabajo y puntos de contacto, asistir en resolver las controversias entre las Partes, considerar y recomendar enmiendas al Tratado y, en general, cumplir cualquier otra función que las Partes puedan acordar.





Por regla general, la Comisión de Libre Comercio se reunirá al menos una vez al año.





El Capítulo 14 (Solución de Controversias), contempla un mecanismo aplicable a la prevención o solución de controversias entre las Partes relativas a la interpretación, implementación o aplicación del Tratado.





El mecanismo consta de tres etapas: consultas, intervención de la Comisión de Libre Comercio y arbitraje. No obstante, las Partes podrán, en cualquier momento, solicitar buenos oficios, conciliación o mediación.




Si el asunto no se resuelve en las consultas, la Parte reclamante podrá remitir el asunto a la Comisión de Libre Comercio.





Si el asunto tampoco se resuelve mediante la intervención de la Comisión, la Parte reclamante podrá solicitar el establecimiento de un tribunal arbitral, compuesto de tres árbitros. Este tribunal emitirá, en primer lugar, un proyecto de informe y, posteriormente, un informe definitivo y vinculante para las Partes.




Si la Parte reclamada no cumple el informe en los plazos correspondientes, las Partes deben iniciar negociaciones con el objeto de alcanzar una compensación satisfactoria. Si no se alcanza un acuerdo a este respecto, la Parte reclamante puede suspender la aplicación a la Parte demandada de concesiones y otras obligaciones previstas en el Tratado.




También, se incluye una cláusula de elección de foro, mediante la cual, si el asunto que origina la controversia está previsto tanto en este Tratado como en otro acuerdo de libre comercio en que las Partes sean parte o en el Acuerdo de la OMC, la Parte reclamante puede elegir el foro ante el cual se resolverá la controversia.




Además, las partes acordaron como anexo al capítulo las Reglas de Procedimiento de los Tribunales Arbitrales.




El Capítulo 15 (Excepciones), incorpora al Tratado, mutatis mutandis, el Artículo XX del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT por sus siglas en inglés – 1994) y sus notas interpretativas, y el Artículo XIV del AGCS, incluidas sus notas al pie.




Se establecen, además, excepciones fundadas en razones de seguridad, balanza de pagos, tributación y divulgación de la información.




El Capítulo 16 (Disposiciones Finales) establece las disposiciones relativas a los anexos y notas al pie de página, enmiendas, entrada en vigor y denuncia y textos auténticos del Tratado.





Asimismo, se acordó una cláusula sobre trabajos futuros en virtud de la cual las Partes iniciarán negociaciones para un Capítulo de Inversiones, no más allá de los dos años desde la entrada en vigencia del Tratado. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán colocó en discusión el proyecto.





El Director de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería (DIRECON), señor Andrés Rebolledo, señaló que el Tratado de Libre Comercio con Tailandia será el quinto Acuerdo que Chile tendrá con un país miembro de ASEAN. Añadió que permitirá que ambos países sirvan de plataformas de exportaciones e importaciones para los flujos de bienes y servicios en sus respectivas regiones.




Agregó que el Tratado otorgará acceso preferencial inmediato a más del 90% de los productos y no considera excepciones. Indicó que entre los principales productos chilenos que se benefician con arancel cero desde la entrada en vigencia del Acuerdo se encuentran los cátodos de cobre, truchas congeladas, concentrados de molibdeno, carbonato de litio, carnes bovina, de cerdo, de cordero y de aves, leche condensada, nueces, paltas, pasas, pasta de tomates, cajas de cambio para automóviles, productos de madera, papel y cartones.




Destacó que, entre los productos con desgravación a 3 años, se encuentran las manzanas, las cerezas, el kiwi y los arándanos.





A continuación, manifestó que los principales productos tailandeses que ingresarán con arancel cero a Chile, al momento de la entrada en vigencia del Acuerdo, son: petróleo, gas natural, camionetas, automóviles, conservas de atún, cámaras fotográficas digitales y conservas de piña.





Explicó que el Tratado incorpora disciplinas, tales como Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) y Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF) incluyendo sus respectivos Comités, los cuales representan una instancia para que ambos países, a través de los respectivos puntos de contacto establecidos, puedan resolver las diferencias que surjan en esas materias.




También resaltó la incorporación de las indicaciones geográficas, lo cual facilitará e incentivará recíprocamente el comercio y la inversión, así como el beneficio mutuo en base a acciones de cooperación. Añadió que se incluyó un párrafo donde se indica que los términos listados son indicaciones geográficas de cada país. Indicó que, en el caso de Chile, es la primera vez que se logra incluir en un listado a productos emblemáticos, tales como el Pisco, el Limón de Pica y la Langosta de Juan Fernández. Sin perjuicio de ello, se permitió la modificación futura de dichas listas, pudiendo ampliarse o reducirse.





Finalmente, expresó que el Tratado contempla el compromiso de iniciar negociaciones para un Acuerdo de Inversiones dentro del plazo de dos años.




Luego, el Honorable Senador señor García Huidobro valoró el esfuerzo realizado para concretar el Acuerdo, pues beneficiará a los productores nacionales al obtenerse arancel cero para un alto porcentaje de las exportaciones chilenas.





Enseguida, preguntó por la suscripción de los Protocolos fitosanitarios respectivos, toda vez que ellos son necesarios para poder ingresar a Tailandia productos agropecuarios.





El señor Rebolledo respondió que las autorizaciones sanitarias son muy complejas de obtener en los países asiáticos. Al respecto, destacó que, precisamente por eso, es muy relevante la ratificación del Tratado, pues permite avanzar en las negociaciones para obtener los permisos fitosanitarios, ya que primero se firman los Acuerdos y después se negocian los protocolos de entrada.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro consultó si se protegió adecuadamente la denominación de origen chilena Pisco.





El señor Rebolledo contestó que se protegió la denominación Pisco como chilena, en el entendido de que también existe en otro país. Precisó que no se hace con exclusividad, pero Tailandia la reconoce como nuestra. Añadió que quince de los veinticuatro Tratados de Libre Comercio otorgan protección al Pisco como producto chileno.





Por último, el Honorable Senador señor Letelier preguntó con qué países de Asia falta concluir Tratados de Libre Comercio.





El señor Rebolledo aclaró que faltan los países más pequeños de la ASEAN, Camboya, Laos y Myanmar. También Indonesia y Filipinas.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia”, suscrito en Bangkok, Tailandia, el 4 de octubre de 2013.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 16 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE TAILANDIA, SUSCRITO EN BANGKOK EL 4 DE OCTUBRE DE 2013

(9.472-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, Ministro Consejero, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.
El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.
La Sala del Senado, en sesión de 3 de junio de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Lograr una mayor apertura económica entre Chile y Tailandia mediante el Acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre ambos países.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


El artículo único del proyecto de acuerdo es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia”, suscrito en Bangkok, Tailandia, el 4 de octubre de 2013.”.

El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, efectuó una exposición del siguiente tenor:

- Con fecha 4 de octubre de 2013, en el marco de la visita presidencial a Bangkok, se firmó el Tratado de Libre Comercio (TLC) entre Chile y Tailandia. El TLC permitiría que ambos países sirvan de plataformas de exportaciones e importaciones para los flujos de bienes y servicios en sus respectivas regiones. 

- El Acuerdo otorgará acceso preferencial inmediato a más del 90% de los productos y no considera excepciones. 
- Entre los principales productos chilenos que se beneficiarán con arancel cero desde la entrada en vigencia del Acuerdo se encuentran los cátodos de cobre, truchas congeladas, concentrados de molibdeno, carbonato de litio, carnes bovina, de cerdo, de cordero y de aves, leche condensada, quesos, nueces, paltas, pasas, pasta de tomates, cajas de cambio para automóviles, productos de madera, papel y cartones. 
- Entre los productos con desgravación a 3 años es importante destacar las manzanas, cerezas, kiwis y arándanos.

- Por su parte, dentro de los principales productos tailandeses que ingresarán con arancel cero a Chile al momento de la entrada en vigencia del Acuerdo, se encuentran el petróleo, gas natural, camionetas, automóviles, conservas de atún, cámaras fotográficas digitales y conservas de piña.

- El Capítulo de Reglas de Origen responde a los estándares que ha negociado Chile en los últimos acuerdos, incorporando elementos tales como certificación de origen electrónica, posibilidad de mantener los documentos en medios digitales e incorporación de un comité que permite ir evaluando y ajustando las disposiciones del capítulo en la medida que los procesos van cambiando. 
- En lo relativo a Reglas Específicas por Producto se pueden destacar beneficios para el sector agroindustrial (jugos, vino, conservas, aceite de oliva, entre otros, con un reflejo de la posición e interés de Chile), así como reglas flexibles y alternativas para todo el sector textil (cambio de clasificación o valor de contenido regional). 

- Por otro lado, ambos países reafirmaron la importancia de las Indicaciones Geográficas (IGs), a través de su incorporación en el texto del TLC, lo cual facilitará e incentivará recíprocamente el comercio y la inversión, así como el beneficio mutuo en base a acciones de cooperación. Adicionalmente, se incluye un párrafo donde se indica que los términos listados son IGs de cada país. En el caso de Chile, es la primera vez que se logra incluir en un listado a productos emblemáticos, tales como el Pisco, el Limón de Pica y la Langosta de Juan Fernández. Sin perjuicio de ello, se permite la modificación futura de dichas listas, pudiendo ampliarse o reducirse.

- En materia de Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) y Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF), se incluyeron sus respectivos comités, los cuales representan una instancia para que ambos países, a través de los correspondientes puntos de contacto establecidos, puedan resolver diferencias en esas materias. 

- En cuanto al capítulo de servicios, la lista de compromisos de Chile es similar a la contemplada en el Protocolo Suplementario de Servicios del TLC con China, incluyéndose además algunos sectores específicos solicitados por Tailandia como Tai Box y Tai Massage.

- En el caso de Tailandia, cabe destacar que asumió compromisos en sectores y subsectores no contemplados en su lista GATS, y ofreció un tratamiento más favorable incluso que a ASEAN. En dicho Acuerdo se permite una participación de capital extranjero hasta un 49% y con Chile se amplía hasta un 70%. Desde esa perspectiva el resultado es sumamente positivo, ya que a Chile se le confiere un tratamiento prioritario. En relación a los compromisos específicos que se ofrecieron se pueden destacar los siguientes: servicios de consultoría en ingeniería, servicios incidentales a la energía y servicios de construcción. 

- La inclusión de un capítulo de servicios financieros permitirá a las instituciones financieras de Chile y Tailandia obtener un trato no discriminatorio, y a establecerse y adquirir instituciones financieras en ambos mercados. A su vez, instituciones chilenas y tailandesas podrán proveer un servicio en un marco claro y establecido para los respectivos mercados. En el caso de servicios bancarios, estos incluyen asesorías bancarias, información financiera y proceso de datos, manejo de carteras de fondos de inversión, entre otras. Por otra parte en el sector de seguros, se incluyeron servicios de seguros de vida y no vida, servicios auxiliares a los seguros y servicios de consultoría de seguros.

- El Acuerdo incluye además una sección de Cooperación que permitirá estrechar las relaciones entre los ámbitos público, privado y académicos, en áreas de interés recíproco, tales como: energía, innovación y desarrollo, turismo, educación y género, entre otros. Se incorporaron además en el capítulo, artículos específicos sobre los temas medioambientales, asuntos laborales y compras públicas.

- El tratado contempla el compromiso de iniciar negociaciones para un Acuerdo de Inversiones dentro del plazo de dos años.

- El informe financiero indica que la aprobación del tratado implicará menores ingresos fiscales por concepto de aranceles e IVA, una vez en régimen el Acuerdo, del orden de los US$52 millones, lo que es largamente compensado con los beneficios que reporta el tratado para la economía nacional. Finalmente, el informe financiero señala que la aprobación del Tratado no implica gastos para el Fisco.

El Honorable Senador señor García indicó que el tratado de libre comercio puede tener efectos beneficiosos y concretos de manera inmediata, por lo que existe expectación acerca de la aprobación del mismo. Agregó que productos como carne de cerdo, vinos y frutas, por ejemplo, pueden crecer con mucha fuerza dentro de los productos que nuestro país exporta.

El Honorable Senador señor Montes expresó que hace tiempo que se aspira, como Congreso Nacional, a que se entregue un balance anual del Ministerio de Relaciones Exteriores acerca del estado y funcionamiento de los tratados de libre comercio, incluyendo aquellos que se encuentren en la etapa preliminar de negociación, de manera de formarse una opinión con anterioridad a la llegada del proyecto de acuerdo respectivo para su aprobación o rechazo por parte de ambas cámaras.

Del mismo modo, señaló que se está verificando una modificación estructural en el escenario económico internacional, particularmente para países como Chile, que provocará un cambio en los términos de intercambio con naciones como Tailandia. Por ello, consultó qué análisis hace de ese hecho el Ministerio de Relaciones Exteriores, especialmente en lo que se refiere a la situación de las pequeñas y medianas empresas del país.

El Honorable Senador señor Coloma compartió lo expresado precedentemente, en cuanto a tener información previa acerca de lo que se hace en materia de tratados internacionales.

Respecto del tratado de libre comercio y el proyecto de acuerdo que ahora discuten, estimó que el mismo debiera tener consecuencias bastante favorables para el comercio del país, considerando, además, que se trata de países que producen bienes exportables diversos y que no compiten entre sí.

Observó, finalmente, que la tramitación del proyecto de acuerdo, ingresado el 23 de julio de 2014, se ha demorado más de lo normal para este tipo de tratados.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el presente tratado es uno más de los que ha celebrado nuestro país y busca seguir ampliando un campo en el que se ha desarrollado un largo trabajo. Agregó que la particularidad del acuerdo con Tailandia es que ese país presenta aranceles especialmente altos respecto de algunos productos que nuestro país exporta, como palta (40%), leche condensada (30%), vino (54-60%), carne bovina (50%), carne de ave (30-40%) y carne de cerdo (30-40%), entre otros.

Respecto de las negociaciones que sostiene el Gobierno para llegar a la celebración de este tipo de tratados, planteó que es una inquietud -compartida por varios senadores- la de conocer aspectos generales y relevantes de dichas negociaciones. Observó que ello ha sido especialmente significativo a propósito del Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio (TPP), dado que ha generado numerosos cuestionamientos que no se han disipado a pesar de que se ha sabido que en el último tiempo se han resuelto muchos de los problemas detectados. 

El Subsecretario, señor Riveros, señaló que, contar con una institucionalidad que regule el comercio de Chile con otros estados es un elemento muy positivo. Añadió que sobre el 80% del comercio de nuestro país con el exterior se encuentra regulado bajo normativa de tratados de libre comercio, tratados de complementación económica o tratados de alcance parcial, lo que otorga certeza jurídica a quienes comercian internacionalmente.

Asimismo, estimó como plausible el que se efectúe un balance sobre el funcionamiento de los referidos tratados, de la manera que se ha planteado anteriormente. Acerca de ese punto, planteó que podría realizarse una sesión conjunta de las comisiones de Hacienda y de Relaciones Exteriores para entregar la señalada información, así como la de aquellos acuerdos que se encuentren en etapas preliminares.

Observó que, respecto del presente tratado de libre comercio, los elementos de negociación e información han sido similares a los de este tipo de acuerdos, considerando, además, lo dispuesto por el artículo 54, número 1), de la Constitución Política de la República.

Sobre el tratado con Tailandia, expuso que resultará especialmente beneficioso para varios productos nacionales, debido a los altos aranceles aplicados por el país asiático.

Acerca de dichos productos, manifestó que los mismos cuentan con valor agregado, dado los altos estándares de calidad que se exigen o a elementos adicionales que se incorporan como, por ejemplo, la trazabilidad en la carne.

El Director de Asuntos Económicos Bilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Pablo Urria, se refirió a las inquietudes acerca de la evaluación de los efectos de los tratados de libre comercio y a la situación de las pequeñas y medianas empresas frente a estos acuerdos. Señaló que las negociaciones tendientes a la celebración de los tratados se enfrentan buscando abrir todo el comercio, sin seleccionar en forma específica. Sin embargo, añadió, la actual Administración ha buscado lograr el aprovechamiento de los tratados respecto de las pequeñas y medianas empresas y, para ello, pretenden concentrar esas materias –con ProChile- dentro de una agenda Pyme Exporta.

Agregó que no cuentan con datos exactos que proporcionar respecto de las Pymes frente a los acuerdos comerciales celebrados por Chile.

Respecto de la tardanza en la tramitación del tratado, explicó que se debió a que, durante la tramitación en el Gobierno anterior, sólo faltaba la firma del entonces Presidente de la República y, al producirse el cambio de Gobierno, debió reiniciarse una parte importante del procedimiento. Asimismo, señaló que en Tailandia también se produjo un retraso debido a una crisis política relacionada con el Gobierno de la época.

Además, señaló que la Dirección General de Relaciones Económicas desarrolla consultas a la sociedad civil respecto de los acuerdos que se negocian. Agregó que, en este período, el único acuerdo que se está negociando es el Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio.
 El Honorable Senador señor Lagos consultó las razones de que se mantengan períodos de desgravación más extendidos -8 años- respecto del salmón, pescado congelado, quesos y miel.

El Honorable Senador señor García preguntó si la tramitación del tratado en Tailandia se encuentra concluida, o no.

El Honorable Senador señor Montes insistió en el aspecto más general de que el Congreso Nacional, cuando aprueba un tratado, está renunciando a facultades que le competen abordar con más detalle cuando se refieren a aspectos que deben ser regulados por leyes y, por lo mismo, estimó que la relación de las cámaras con la cancillería debiera madurar, en el sentido de mejorar la comunicación de lo que se está haciendo en cuanto a negociaciones de acuerdos comerciales y de otro tipo.

Acerca de la economía, estimó que el nuevo escenario implicará abordar los mercados de otra forma y por eso llama la atención del Ejecutivo sobre lo que ocurrirá con las pymes.

El Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Urria, expresó, respecto de los productos que presentan una desgravación en 8 años, que la misma puede deberse a que Tailandia cuenta con un sector artesanal dedicado a la pesca y también ocurre que los países no incluyen algunos productos de inmediato como respuesta a lo que el otro país ha hecho con algún bien que es de interés del primer país.

Acotó que Tailandia otorgó a Chile varios beneficios adicionales respecto de sus acuerdos en ASEAN (Asociación de Naciones del Sudeste Asiático) y GATS (Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios), como en el sector servicios. Acotó que un país como Perú tiene un acuerdo de alcance parcial con Tailandia.

Del mismo modo, respondió que el tratado, en Tailandia, se encuentra totalmente tramitado, esto es, con su aprobación completa.

El Subsecretario, señor Riveros, expresó que -tanto él como el señor Ministro- tienen especial interés en reunirse permanentemente con representantes del Congreso Nacional, lo que habitualmente se verifica con integrantes de las comisiones de Relaciones Exteriores de ambas cámaras. Agregó que sería deseable que existiera una instancia más formal que permita entregar información sobre el comportamiento verificado a partir de los acuerdos aprobados por el país.

Respecto del cambio de panorama en el escenario económico mundial, expresó que el país debe prepararse para las negociaciones por bloques y no sólo las individuales, y es por eso que se le está dando gran importancia a la Alianza del Pacífico y a su diálogo con el Mercosur.

Acerca del Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio, señaló que la última ronda de negociación se verificó en Hawaii, Estados Unidos de Norteamérica, y se esperaba que fuera la última de todas, pero no será así. Añadió que han estado informando de dicha negociación a varios parlamentarios y esperan el regreso del Director de la DIRECON para hacer la evaluación de la referida ronda. 

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.
---
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de enero de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El Tratado que se somete a consideración en el presente proyecto de acuerdo se compone de un Preámbulo, 16 Capítulos y 10 Anexos. Regula el comercio de mercancías y sus disciplinas asociadas, comercio de servicios y aspectos institucionales.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. El presente proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio que nuestro país mantiene con Tailandia, que, en el caso de las exportaciones desde ese país a Chile, se llevará a efecto en cuatro etapas sucesivas y en un plazo máximo de ocho años, contado desde la fecha de su entrada en vigencia.

2. Específicamente, el Tratado contempla que el 90,6% de los productos importados desde Tailandia, gozarán de la importación libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado. En desgravación a 3 años, contados de igual manera, se concentra un 4,2% de las líneas arancelarias, igualmente, en desgravación a 5 años, el 3,9% y, finalmente, a 8 años, un 1,3%.

Entre los productos que podrán ingresar libres de arancel desde la entrada en vigencia del Tratado se encuentra el Petróleo, gas natural, automóviles, camionetas y conservas de piña, entre otros.

3.  El impacto fiscal del Tratado está dado por la menor recaudación fiscal por concepto de arancel aduanero e IVA asociado a importaciones, registrados como impuestos en el Presupuesto de la Partida 50, Tesoro Público.

Los cálculos de su impacto han sido efectuados sobre la base de la información asociada a importaciones ingresadas, informadas por el Servicio Nacional de Aduanas para el año 2012, toda vez que a esta fecha, no se dispone del dato actualizado a diciembre de 2013.

Cabe señalar que estas importaciones alcanzaron los US$ 684,6 millones ese año. Este monto de importaciones registradas se utilizará durante los ocho años de desarrollo del Tratado, hasta llegar a la situación que se denomina "en régimen", suponiendo un escenario sin variación en ese valor.

4. La cuantificación de los menores ingresos fiscales se realiza comparando la recaudación de arancel aduanero e IVA de Importaciones para cada categoría de productos, definida ésta según el calendario de desgravación de ambos escenarios, es decir, con y sin Tratado.

Esa recaudación es el resultado de la aplicación de la fórmula [M * (t + (1+t) * 0,19)], donde "M" es igual al valor -en dólares de Estados Unidos de América- de las importaciones desde Tailandia, de cada categoría y "t", es la tasa porcentual arancelaria.

5. Tomando como un supuesto más que el Tratado sometido a aprobación entrara en vigor en el mes de abril de 2014, los menores ingresos fiscales por concepto de aranceles e IVA de importaciones totalizan US$ 34.441 miles.

Este impacto se acrecienta progresivamente, con las etapas de reducción de la tasa arancelaria, hasta alcanzar los US$ 48.884 miles en régimen, el año 2022, según se detalla a continuación:

Menores ingresos anuales por impuestos por aplicación del Tratado de Libre
Comercio con Tailandia (en US$ miles)

	Primer año:
	US$
	34.441

	Tercer Año:
	US$
	47.872

	Quinto Año:
	US$
	48.865

	En régimen:
	US$
	48.884


6. Por último, cabe destacar que el presente proyecto no implica gastos para el Fisco.”.
Posteriormente, se presentó Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 20 de abril de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El Tratado que se somete a consideración en el presente proyecto de acuerdo se compone de un Preámbulo, 16 Capítulos y 10 Anexos. Regula el comercio de mercancías y sus disciplinas asociadas, comercio de servicios y aspectos institucionales.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1.- El presente proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio que nuestro país mantiene con Tailandia, que, en el caso de las exportaciones desde ese país a Chile, se llevará a efecto en cuatro etapas sucesivas y en un plazo máximo de ocho años, contado desde la fecha de su entrada en vigencia.

 2.- Específicamente, el Tratado contempla que el 90,6% de los productos importados desde Tailandia, gozarán de la importación libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado. En desgravación a 3 años, contados de igual manera, se concentra un 4,2% de las líneas arancelarias, igualmente, en desgravación a 5 años, el 3,9% y, finalmente, a 8 años, un 1,3%.

Entre los productos que podrán ingresar libres de arancel desde la entrada en vigencia del Tratado se encuentra el Petróleo, gas natural, automóviles, camionetas y conservas de piña, entre otros.

3.- El impacto fiscal del Tratado está dado por la menor recaudación fiscal por concepto de arancel aduanero e IVA asociado a importaciones, registrados como impuestos en el Presupuesto de la Partida 50, Tesoro Público.

Los cálculos de su impacto han sido efectuados sobre la base de la información asociada a importaciones ingresadas, informadas por el Servicio Nacional de Aduanas para el año 2014.

Cabe señalar que estas importaciones alcanzaron los US$ 738 millones ese año. Este monto de importaciones registradas se utilizará durante los ocho años de desarrollo del Tratado, hasta llegar a la situación que se denomina "en régimen", suponiendo un escenario sin variación en ese valor.

4.- La cuantificación de los menores ingresos fiscales se realiza comparando la recaudación de arancel aduanero e IVA de Importaciones para cada categoría de productos, definida ésta según el calendario de desgravación de ambos escenarios, es decir, con y sin Tratado.

Esa recaudación es el resultado de la aplicación de la fórmula [M * (t + (1+t) * 0,19)], donde “M" es igual al valor -en dólares de Estados Unidos de América- de las importaciones desde Tailandia, de cada categoría y "t", es la tasa porcentual arancelaria.

5.- Tomando como un supuesto más que el Tratado sometido a aprobación entrara en vigor el 01 de enero de 2016, los menores ingresos fiscales por concepto de aranceles e IVA de importaciones totalizan US$ 51.555 miles.

Este impacto se acrecienta progresivamente, con las etapas de reducción de la tasa arancelaria, hasta alcanzar los US$ 52.690 miles en régimen, el año 2024, según se detalla a continuación:

Menores ingresos anuales por impuestos por aplicación del Tratado de Libre Comercio con Tailandia (en US$ miles)

· Primer año:




US$
51.555

· Tercer año:




US$
52.234

· Quinto año:




US$
52.630

· En régimen:




US$
52.690

6.- Por último, cabe destacar que el presente proyecto no implica gastos para el Fisco.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia”, suscrito en Bangkok, Tailandia, el 4 de octubre de 2013.”.

---
Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente accidental) Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión

6
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL II PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA RELATIVO A LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO TÚNEL DE BAJA ALTURA-FERROCARRIL TRASANDINO CENTRAL, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES EN SANTIAGO DE CHILE EL 23 DE DICIEMBRE DE 2014

(10.025-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 4 de marzo de 2015, con urgencia calificada de “suma”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de junio de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga, y el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez.





También concurrieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director de Fronteras y Límites, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Consejero de la Dirección de América del Sur, señor Fernando Velasco; el Subdirector de Política Consular, señor Alejandro Sfeir; el Asesor del Gabinete del Subsecretario, señor Víctor Abujatum; la Jefa de Prensa de la Cancillería, señora Verónica Arqueros, y la Jefa del Departamento de Aplicación Legislativa, señora Marcela Espinoza.




Además, acudió el Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Los Andes, señor Mauricio Navarro.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.




c) Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central, y sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, promulgado por decreto supremo Nº 1, de 4 de enero de 2010, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 2 de marzo de 2010.




2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que la suscripción del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, el 30 de octubre de 2009, constituyó un paso histórico en el proceso de integración chileno-argentina, y ha ayudado a ambas naciones a ir enfrentando los grandes desafíos que presenta la globalización y los diferentes retos del presente siglo.




Agrega el Ejecutivo que, conjuntamente con el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, se firmaron dos Protocolos Complementarios. Uno de ellos, referido a la constitución de la Entidad Binacional para el proyecto “Túnel de Baja Altura–Ferrocarril Trasandino Central”, que comprometió a las Partes a intensificar, a través de sus autoridades competentes, el examen de las cuestiones referidas al diseño, construcción, mantenimiento, administración y explotación de dicho proyecto; y estableció un mecanismo de trabajo para el estudio y evaluación de la iniciativa, que permitiría entregar a las Partes los elementos para tomar una decisión sobre la factibilidad y conveniencia de llevar a cabo la obra.




El mecanismo para la creación de la Entidad Binacional para el proyecto Túnel de Baja Altura–Ferrocarril Trasandino Central (EBIFETRA), a su vez, estaba previsto en los artículos 1, inciso g; 2 y 24 del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación. Allí, se contempló priorizar la celebración de protocolos complementarios específicos relativos a la realización de aquellos proyectos de infraestructura de transporte vial y/o ferroviarios que se consideraren de interés estratégico para el proceso de integración binacional; y, en dicho marco, crear Entidades Binacionales de carácter público, conviniendo la estructura jurídica, composición y competencias de estas, las que, entre otras materias, podrían llevar adelante los procedimientos necesarios para la realización de los estudios técnicos, la elaboración de la documentación para la contratación de los trabajos y la construcción de las obras que correspondan, y su administración y operación posteriores.




Conforme al Protocolo Complementario de 2009, particularmente de acuerdo a lo previsto en el artículo III de este, en una primera etapa la EBIFETRA debía revisar los estudios técnicos necesarios para la factibilidad del Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, pudiendo realizar con ese objetivo los estudios y análisis adicionales y/o complementarios que estimare convenientes en términos técnicos, económicos, financieros, ambientales y legales.




Además, la EBIFETRA podía requerir de los organismos pertinentes de ambos Gobiernos toda la asistencia técnica y la información que se consideraren necesarias para el cumplimiento de sus fines.




El Mensaje destaca que este II Protocolo Complementario relativo al Proyecto Túnel de Baja Altura–Ferrocarril Trasandino Central, permite avanzar y completar las funciones y objetivos de la EBIFETRA.




El Ejecutivo señala que el proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central” consiste, en una primera etapa, en la creación de un cruce ferroviario de vía simple y un túnel simple, en la Cordillera de los Andes, que uniría las localidades de Argentina en Luján de Cuyo, Provincia de Mendoza, con la ciudad chilena de Los Andes, en la V Región de Valparaíso, con una longitud total de aproximadamente 204 kilómetros.




Agrega que el plazo de desarrollo del Proyecto se estima en unos 2 años de ingeniería de detalle y en 10 a 12 años de construcción del túnel.




Las principales obras que se contemplan serían:




- La construcción de una nueva línea férrea desde Lujan de Cuyo a Los Andes.




- La construcción de un túnel a baja altura de 52 kilómetros de longitud.




- La construcción de estaciones multimodales de carga, a emplazar en ambos países, para trasbordo de carga, tanto camión/vagón como vagón/vagón.




- La provisión de material rodante y equipamiento.




La concreción del Proyecto permitiría contar con infraestructura para manejar grandes volúmenes de carga y estaría operable todo el año, trayendo variados beneficios, tales como:




- Dar solución al potencial de saturación que tendría el Paso Cristo Redentor a fines de la próxima década, evitando además el cierre promedio de veintidós días por año que sufre dicho paso.




- Desarrollar una infraestructura complementaria que reforzaría la integración con Argentina.




- Aumentar el atractivo del eje para el comercio, la industria y los servicios; y el desarrollo de las ciudades y centros poblados, reforzando el megapuerto de la V Región de Valparaíso y un puente logístico Asia-Mercosur.




- Reducir los costos de transporte para actividades económicas instaladas, principalmente, en el eje Buenos Aires-Valparaíso-San Antonio.




- Generar una mayor demanda de servicios de los puertos de San Antonio y Valparaíso, con desarrollo de servicios logísticos y de carga.




- Impactar positivamente en el desarrollo del turismo, principalmente en las V y VI regiones, y beneficiar a los proveedores de servicios del sector.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 5 de mayo de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de mayo de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesión realizada el día 13 de mayo de 2015, y aprobó, por 8 votos a favor y 2 abstenciones el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 3 de junio de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 88 votos a favor, 1 en contra y 5 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo y 19 artículos, que se reseñan a continuación.





El artículo 1 establece que la EBIFETRA es una entidad binacional de carácter público con capacidad jurídica para el cumplimiento de su cometido específico. Asimismo, dispone que esta entidad cuenta con capacidad jurídica, patrimonial y administrativa para adquirir derechos y contraer obligaciones, y celebrar los actos y contratos que sean necesarios para la consecución de sus fines. Además, indica que la EBIFETRA deberá obtener la conformidad de las Partes, en forma previa a asumir compromisos financieros.





A su vez, el artículo 2 dispone que la EBIFETRA se regirá por las disposiciones establecidas en el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, su Protocolo Complementario referido a su constitución, y por el II Protocolo Complementario; además de las normas que se adopten en el futuro conforme a los mecanismos previstos en estos instrumentos.




El artículo 3 norma que en la etapa preparatoria del Proyecto, la EBIFETRA tendrá una serie atribuciones y deberes, destacándose aquellas que tienen que ver con la revisión y aprobación de los estudios técnicos necesarios para la factibilidad del Proyecto, definir el alcance y condiciones de este y requerir al consorcio promotor o proponente las propuestas que estime conveniente para tal fin; junto con evaluar las condiciones de factibilidad social, legal, técnica, ambiental y económica del Proyecto, para arribar a una conclusión sobre su pertinencia.




Asimismo, debe elevar a las Partes, para su consideración, un informe técnico detallado y fundamentado sobre la factibilidad y conveniencia del Proyecto, indicando: los costos finales estimados, las estimaciones de demanda, la rentabilidad económica, social y factibilidad ambiental; los riesgos asociados, los compromisos fiscales y las eventuales garantías fiscales, entre otros.




Luego, el artículo 4 dispone que si las Partes decidan realizar el Proyecto, la EBIFETRA deberá elaborar y proponer el marco regulatorio que resulte idóneo para avanzar en un eventual desarrollo de este, proceder al llamado a licitación pública internacional y adjudicarlo, entre otros.




El artículo 5 señala que la EBIFETRA deberá dictar sus normas en lo relacionado con su funcionamiento y organización interna.




Por su parte, el artículo 6 expresa que la EBIFETRA estará conformada por un Consejo y un Comité Ejecutivo.




El artículo 7 establece que el Consejo es el órgano directivo y la máxima autoridad de la EBIFETRA.




Enseguida, el artículo 8 señala las facultades del Consejo, entre ellas destacan aquellas que tienen que ver con la adopción de las directrices fundamentales de administración de la Entidad, y realizar todos los actos y tomar las decisiones necesarias para dar cumplimiento a las obligaciones previstas en el II Protocolo Complementario.





El artículo 9 dispone que el Comité Ejecutivo estará integrado por dos Directores, uno chileno y otro argentino, designados por el Consejo.





A su vez, el artículo 10 norma las atribuciones y deberes del Consejo, destacando entre sus funciones la de realizar los actos de administración necesarios para la conducción de los asuntos de la EBIFETRA.




El artículo 11 expresa que en caso que las Partes decidieren la realización de las obras, la EBIFETRA gestionará ante cada país los recursos necesarios para cubrir los gastos que demande el cumplimiento de sus funciones, considerando para ello la normativa presupuestaria de cada una de las Partes.




A continuación, el artículo 12 regula que el ejercicio financiero de la EBIFETRA coincidirá con el año calendario. Además, la moneda de referencia será el dólar estadounidense.




El artículo 13 ordena que la EBIFETRA rendirá cuenta a los gobiernos de cada una de las Partes, según las respectivas normativas que regulan el manejo de los recursos públicos en cada país.




Por su parte, el artículo 14 dispone que la EBIFETRA tendrá dos sedes: una en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina, y otra en la ciudad de Santiago, Chile; debiendo suscribir acuerdos de sede en cada país, para poder ejercer en plenitud las potestades inherentes a su personalidad jurídica internacional.




El artículo 15 norma que la Entidad Binacional podrá incorporar a nuevos miembros por consenso.




Luego, el artículo 16 establece las medidas necesarias a adoptar en caso que los Estados decidieren avanzar en el Proyecto, pudiendo estos establecer nuevos protocolos adicionales que consideren materias no tratadas con anterioridad, tales como serían las cuestiones administrativas, económica, financieras, técnicas, laborales, de seguridad social y de tránsito, o las de policía y seguridad.




El artículo 17 regula que la EBIFETRA se dirigirá a las Partes por intermedio de sus Ministerios de Relaciones Exteriores.





A continuación, el artículo 18 señala que en caso de divergencia sobre la interpretación o aplicación del II Protocolo Complementario, las Partes la resolverán por los medios diplomáticos usuales y de acuerdo a los tratados vigentes entre estas sobre solución de controversias.




Por último, el artículo 19 dispone que el II Protocolo Complementario entrará en vigor en la fecha de canje de los instrumentos de ratificación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, señaló que en mayo del año 2014 las Presidentas de Chile y Argentina, señoras Bachelet y Fernández, acordaron duplicar los pasos fronterizos priorizados que habían acordado, en su momento, los ex Presidentes Frei y Menem.





Precisó que existían más de ochenta vías de conexión entre ambos países, entre pasos y huellas, de los cuales fueron priorizados trece pasos fronterizos en la época de los ex Presidentes Frei y Menem. Añadió que, posteriormente, se priorizaron trece más, con los cuales se ha llegado a la cifra de veintiséis.





Destacó que eso ha significado un gran trabajo tanto del Ministerio de Obras Públicas chileno como del Ministerio de Planificación e Infraestructura argentino. Destacó que en esta materia han trabajado los Ministerios respectivos en una labor conjunta con las provincias argentinas y las regiones chilenas.





Agregó que, según ha manifestado el proponente, la concreción de este proyecto permitiría contar con una infraestructura para manejar grandes volúmenes de carga, de hasta 24 millones de toneladas al año en una primera etapa, y en operación durante todo el año. Añadió que permite dar solución al potencial de saturación que tendría el Paso Cristo Redentor en la próxima década y evita el cierre promedio de veintidós días por año que sufre la actual vía.





Explicó que aumenta el atractivo del eje para el comercio, la industria y servicios y desarrollo de ciudades y centros poblados, reforzando la idea del megapuerto de la V Región y de puente logístico Asia-Mercosur.




A continuación, se refirió a los avances del proyecto. Al respecto, informó que las Presidentas de Chile y Argentina en mayo 2014 se comprometieron a avanzar con el consenso binacional de observaciones al estudio básico presentado por el proponente (Corporación América). Indicó que en agosto del 2014 se entregaron las observaciones.





Señaló que las respuestas del proponente serán entregadas formalmente en mayo del presente año. Añadió que luego se genera un proceso de análisis en diferentes organismos públicos para poder generar una propuesta de avance a la EBIFETRA. Posteriormente la entidad binacional debe tomar decisiones sugiriendo a las autoridades el cómo avanzar.





En la siguiente sesión, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, manifestó que el Protocolo en discusión complementa al primero, que forma parte del Tratado de Maipú del año 2009. Añadió que este Protocolo tiene que ver con un proyecto de vinculación ferroviaria, que unirá la provincia de Mendoza con la Región de Valparaíso.





Explicó que este instrumento perfecciona la entidad binacional llamada EBITREFA, contemplada en el Tratado de Maipú del año 2009, creada para el proyecto de iniciativa privada denominada Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central.




Informó que el proyecto propone construir un cruce ferroviario en la Cordillera de los Andes que unirá la provincia de Mendoza con Los Andes. Añadió que su longitud total será de 204 kilómetros, contemplando un túnel de 52 kilómetros, que unirá Río Blanco, en Chile, y Punta Vacas, en Argentina.





Expresó que este II Protocolo tiene por objetivo central completar las funciones de la entidad binacional, EBITREFA. En cuanto a las capacidades de la entidad, resaltó que se le entregan una serie de atribuciones y deberes, destacándose aquellas que tienen que ver con la revisión y aprobación de los estudios técnicos necesarios para establecer la factibilidad del proyecto, definir sus alcances y condiciones y requerir del consorcio proponente las propuestas que estime convenientes para tal fin.





Además, precisó que en esta etapa deberá evaluar las condiciones de factibilidad social, legal, técnica, ambiental y económica del proyecto, para arribar a una conclusión sobre su pertinencia. Advirtió que lo que se está aprobando con el Protocolo no es la ejecución misma de la obra, como ocurre en el relativo a Aguas Negras que sí conlleva una ejecución. Resaltó que aquí la tarea fundamental que se le asigna a la entidad es la de evaluación de todos los citados aspectos que van a ser propuestos por quienes, en definitiva, lleven a cabo el proyecto.





En cuanto a las obligaciones de la entidad binacional, señaló que deberá elevar para la consideración de las Partes un informe técnico detallado y fundamentado sobre la factibilidad y conveniencia del proyecto, indicando, entre otros: los costos finales previstos; estimaciones de demandas; rentabilidad económica, social y ambiental; riesgos asociados; compromisos fiscales, y eventuales garantías fiscales. Dicho informe deberá servir de fundamento a las Partes para decidir, en definitiva, la realización de la obra.





Manifestó que lo señalado está en íntima relación con las obligaciones que asume la EBIFETRA. Ella, agregó, tiene límites en su tarea, no se le otorga la potestad de decisión para construir la obra sino la de preparar los elementos para poder definir y adoptar esa resolución.





En relación al estado del desarrollo del proyecto, indicó que en abril pasado el consorcio proponente entregó sus respuestas a las más de 90 observaciones que las Partes, chilena y argentina, formularon de manera conjunta.




Por el momento, continuó, no hay compromisos financieros como se expresa en el artículo 1 del Protocolo en estudio. Añadió que EBITREFA deberá obtener la conformidad de las Partes, previo a asumir compromisos financieros. Eso requiere de un pronunciamiento tanto de Argentina como de Chile.




Destacó que si las Partes finalmente resuelven la realización del Proyecto, dicha decisión deberá consignarse expresamente en un acuerdo bilateral distinto y posterior a este Protocolo II.




Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán preguntó por los plazos para el informe técnico.




El Subsecretario señor Riveros contestó que no hay plazos determinados, pero existe interés en acelerar la entrega de las orientaciones. Añadió que Argentina tiene mucho interés en avanzar en este paso.





Luego, el Honorable Senador señor Chahuán consultó acerca del estado de resolución de las 90 observaciones planteadas.




El Subsecretario señor Riveros respondió que las respuestas están siendo sometidas a análisis. Al respecto, especificó que el proponente recibió estas observaciones, las contestó y que, actualmente, las partes argentina y chilena las están revisando.





Por su parte, el Alcalde de Los Andes, señor Mauricio Navarro, indicó que su comuna está particularmente interesada en la ejecución de este proyecto, pues una de las estaciones intermodales se construiría, según el diseño que hizo la Corporación América, en dicha ciudad. Añadió que es importante que exista un tránsito más expedito para las mercancías que circulan por Latinoamérica, como lo sería este corredor bioceánico.





Puntualizó que es importante tener un pronunciamiento respecto de las observaciones que han sido planteadas de forma que, a la mayor brevedad, se pueda entrar a la fase de ejecución. Añadió que se requiere de dos años para diseñar el proyecto y de otros diez o doce para su construcción. Indicó que, de esta forma, el volumen de mercancía trasladada aumentaría en doce veces, en relación al actual Paso Libertadores. 





Por último, solicitó una mayor agilidad para el proceso, pues este sólo reportará beneficios para su comuna y el país.




A su vez, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, agregó que lo señalado por el señor Alcalde es de toda lógica, ya que el proyecto busca remediar la eventual saturación que se producirá en el Paso Cristo Redentor. Además, dicho Paso está sujeto a eventualidades climáticas, motivo por el cual su funcionamiento se ve suspendido algunos días en el año, siendo este aspecto un tema importante, además del mayor volumen de carga.




Estimó, en cuanto a los plazos, que alrededor de unos dos años se ocuparán en lo que dice relación con la ingeniería de detalles y, entre diez y doce años, en lo relativo a las obras del túnel, ya que esto implica, entre otras cosas, la realización de una nueva línea férrea entre Luján de Cuyo y Los Andes y, la construcción de un túnel de baja altura, el cual tiene una extensión de 52 kilómetros.




En cuanto a las 90 observaciones, manifestó que es necesario tener certeza en los más diversos ámbitos, incluido el medioambiental, ya que lo peor sería colocar en funcionamiento un proyecto que después encuentre dificultades en su concreción, porque no se han cumplido las normas tanto en Argentina como en Chile y que tienen que ver con variados temas.




Señaló que es necesario actuar con rapidez pero teniendo presente que, mientras mejor se inicie, mayor certeza se tendrá en el desarrollo del proyecto.





A continuación, el Honorable Senador señor García-Huidobro mencionó que en la actualidad se está construyendo el túnel más largo del mundo, en los Alpes, entre Zúrich y Milán, cuyo costo aproximado asciende a alrededor de 10.000 millones de euros. Al respecto, consultó qué porcentaje de extensión del túnel estaría ubicado en Chile.





El Subsecretario, señor Riveros respondió que el porcentaje de extensión es de alrededor de un 40% y que el costo sería un porcentaje más o menos similar. Añadió que inicialmente se estimó en 3.500 millones de dólares, pero que hoy esa cifra se está ajustando al alza, alrededor de 5.000 millones de dólares.





El Honorable Senador García-Huidobro preguntó a qué altura estaría el túnel sobre el nivel del mar.





El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, indicó que a 1.600 metros sobre el nivel del mar en el lado chileno. Añadió que la revisión de los antecedentes se ha realizado dentro de los plazos fijados.





Agregó que el 1 de julio del presente se aprobó, en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado argentino, el Protocolo de Las Leñas.





Finalmente, el Honorable Senador Chahuán manifestó que, con la aprobación de este Protocolo, se está dando un paso histórico para la región de Valparaíso. Añadió que espera que se aceleren los tiempos de ejecución, respecto de este proyecto que ha sido largamente esperado.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Girardi y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 16 de junio y 7 de julio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber (Guido Girardi Lavín), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 7 de julio de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL II PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA RELATIVO A LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO TÚNEL DE BAJA ALTURA-FERROCARRIL TRASANDINO CENTRAL, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES EN SANTIAGO DE CHILE EL 23 DE DICIEMBRE DE 2014

(10.025-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, Ministro Consejero, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. 

Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

                                       El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez. 
La Sala del Senado, en sesión de 3 de junio de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Avanzar y completar las funciones y objetivos de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central (EBIFETRA).

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció sobre el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.


El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, manifestó que el presente Protocolo, en conjunto con los relativos al Proyecto Túnel de Internacional Paso Las Leñas y al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, se encuadran dentro de la serie de esfuerzos desplegados en pos de la integración física entre Chile y Argentina, que, como se sabe, se encuentra limitada de manera natural por la Cordillera de los Andes. 


Todos estos protocolos, a su vez, se insertan en el contexto del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación suscrito entre las señaladas Repúblicas el año 2009 y, más remotamente, en el Acuerdo de Paz y Amistad del año 1984.   


En lo que respecta al Proyecto Túnel de Baja Altura Ferrocarril Trasandino Central, indicó que se trata de una iniciativa de carácter privado, en su oportunidad presentada por el Consorcio Bioceánico Aconcagua, que contempla la construcción de una ferrovía de 153 kilómetros entre la Región de Valparaíso en Chile y la Provincia de Mendoza en Argentina. Incluye un túnel ferroviario de 52,5 kilómetros en el cruce de la frontera, y busca ofrecer una alternativa multimodal complementaria a la ruta vial del Paso Cristo Redentor, exclusiva para carga y transitable todo el año en combinación con la carretera Los Andes Valparaíso.


En una primera etapa, agregó, el proponente considera un túnel y una vía simples, a un costo estimado de US$3.354 millones. En una segunda etapa, un túnel doble con vías dobles, estimado en US$5.576 millones.

  
Hizo presente que con fecha 23 de diciembre de 2014 se firmó el II Protocolo Complementario que en esta oportunidad se somete al conocimiento de la Comisión de Hacienda del Senado, que no contempla una decisión sobre la construcción de la obra, sino que dota de mayores atribuciones a la Entidad Nacional Ferrocarril Trasandino (EBIFETRA) -que había sido creada con anterioridad-, que contará con capacidad jurídica, patrimonial y administrativa para adquirir derechos, contraer obligaciones y celebrar los actos y contratos necesarios para la consecución de sus fines. Se le encomienda, además, elevar un informe técnico, detallado y fundamentado, sobre la factibilidad y conveniencia del proyecto.


Mediante este Protocolo, destacó, no se establecen compromisos financieros para las partes, salvo que ellas decidan efectuar estudios adicionales.


Finalmente, resaltó que al igual como acontece con el protocolo relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, el presente instrumento tampoco irroga costos fiscales, por cuanto no se ha adoptado decisión alguna sobre su construcción. Del mismo modo, si fuese necesario realizar estudios, se financiarán con los presupuestos de los ministerios que participen en representación de Chile.


Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de abril de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

En Octubre de 2009, se suscribió el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina. En aquella ocasión, se aprobaron también dos protocolos complementarios, uno de los cuales trataba sobre la constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto "Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central", EBIFETRA.

Este Protocolo Complementario, suscrito el 23 de Diciembre 2014, complementa el primer protocolo en materia de facultades de EBIFETRA para el estudio y evaluación de esta iniciativa, lo que entregará a los gobiernos de Chile y Argentina elementos para la decisión sobre la factibilidad y conveniencia de llevar a cabo esta obra. Además, este protocolo entrega a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura- Ferrocarril Trasandino Central, EBIFETRA, la personalidad jurídica internacional para llevar adelante la iniciativa, si así se decidiese.

II. Efectos Financieros.

Este Protocolo Complementario, de acuerdo a lo señalado en su Artículo 4, no implica costo fiscal por cuanto no se ha tomado decisión alguna respecto del mencionado Túnel de Baja Altura. En caso de decidirse avanzar con dicho Proyecto, se deberá tramitar, suscribir y someter a aprobación, uno o más protocolos específicos que así lo posibiliten, como en el caso del Túnel de Agua Negra (Mensaje 1275-362). 

Sin perjuicio de lo anterior, si fuese necesario realizar estudios o similares, estos gastos se incluirán en los presupuestos de los ministerios que, por parte del Gobierno de Chile, participan en EBIFETRA.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente Acidental), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA SOBRE LA CONSTITUCIÓN DE LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO TÚNEL INTERNACIONAL PASO LAS LEÑAS, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES, EN SANTIAGO, CHILE, EL 6 DE ENERO DE 2015

(10.024-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 4 de marzo de 2015, con urgencia calificada de “suma”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de junio de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga, y el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez. También concurrieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director Nacional de Fronteras y Límites, señor Fernando Danús, y la Jefa del Departamento de Aplicación Legislativa, señora Marcela Espinoza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.




c) Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central, y sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, promulgado por decreto supremo Nº 1, de 4 de enero de 2010, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 2 de marzo de 2010.




2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que el proyecto “Túnel Internacional Paso Las Leñas” obedece a una iniciativa de larga data que busca mejorar la conectividad vial entre Chile y Argentina, especialmente, entre la VI Región del Libertador General Bernardo O'Higgins, en Chile, y la Provincia de Mendoza, en Argentina.




Agrega que nuestro país al asociarse en 1996 al Mercado Común del Sur (Mercosur), se comprometió a buscar una alternativa complementaria al Paso Cristo Redentor entre Chile y Argentina, que un año antes había sido estudiado para evaluar la posibilidad de construir un nuevo túnel, pero donde finalmente se habían analizado otras potenciales alternativas, por problemas de costo.




El Ejecutivo indica que en 1998, las conclusiones del Estudio Técnico Complementario del Corredor Alternativo al Paso Cristo Redentor, encargado por las Direcciones de Vialidad de Argentina y Chile; y desarrollado por un consorcio internacional compuesto por las empresas Scetauroute (Francia), Oscar G. Grimaux y Asociados (Argentina), Geotécnica Consultores (Chile) y Vardé y Asociados (Argentina); fueron contundentes. De los ochenta y dos pasos fronterizos analizados desde el sur del Paso de Agua Negra (IV Región de Coquimbo) hasta el norte del Paso Pehuenche (VII Región del Maule), se concluyó que la mejor alternativa para la construcción de un nuevo túnel, por costo, altura, localización y extensión; sería en el Paso Las Leñas.




Por otro lado, el Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina, de 1984, en su artículo 12, contempla promover la integración física entre ambos países, lo que ha dado origen a la mayoría de los mecanismos bilaterales de coordinación y cooperación existentes que abordan estas materias, especialmente los Comités de Integración (Ex Comités de Frontera) y el Grupo Técnico Mixto. Añade que, en el seno de este último, funcionó en los últimos años un grupo de trabajo para avanzar en esta iniciativa, lo que ha permitido realizar los primeros estudios de prefactibilidad.




El Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, de 30 de octubre de 2009, a su vez, estableció, en sus artículos 1, inciso g; 2 y 24; el mecanismo para la creación de las Entidades Binacionales. En ellos se contempla priorizar la celebración de protocolos complementarios al Tratado, relativos a la realización de aquellos proyectos de infraestructura de transporte vial y/o ferroviarios que se consideren de interés estratégico para el proceso de integración binacional. En dicho marco, se permite crear Entidades Binacionales de carácter público, con la estructura jurídica, composición y competencias que convengan las Partes; las que, entre otras materias, podrán llevar adelante los procedimientos necesarios para la realización de los estudios técnicos, la elaboración de la documentación para la contratación de los trabajos, la construcción de las obras del proyecto correspondiente, y la administración y operación posteriores de este.




El Mensaje expresa que el Protocolo Complementario en estudio compromete a las Partes a intensificar el examen de las cuestiones referidas al diseño, construcción y mantenimiento del Túnel Internacional Paso Las Leñas, y establece un mecanismo de trabajo para el estudio y evaluación de este proyecto, que permitiría entregar a las Partes los elementos para tomar una decisión sobre la factibilidad y conveniencia de llevar a cabo la obra.




En cuanto al proyecto, el Ejecutivo señala que se plantea construir un túnel binacional en el Paso Las Leñas, a casi 2.000 metros de altura, y desarrollar la infraestructura complementaria para avanzar en el proceso de integración de Chile-Mercosur-Asia, generando la mejor alternativa de conectividad permanente en Chile central con la República Argentina, e integrando el Eje Mercosur que viene desde Porto Alegre-Buenos Aires-San Luis-San Rafael hacia Rancagua-San Antonio-Santiago-Valparaíso.




Indica que las principales obras contempladas serían las siguientes:




-La construcción y pavimentación de un camino internacional, de casi 134 kilómetros, desde El Sosneado, en Argentina, hasta el sector de las Termas de Cauquenes, en nuestro país, conectando desde ahí con la Ruta 5 y el Camino de la Fruta.




- La construcción de un túnel a baja altura de 11,5 kilómetros. La longitud en el lado chileno sería de unos 2,6 kilómetros.




- La construcción de un puerto seco.




- El mejoramiento de los caminos de integración hacia los puertos de la Región de Valparaíso y hacia la Región Metropolitana de Santiago.




Destaca el Mensaje que los beneficios son variados, por ejemplo, el Proyecto:




- Reforzará la integración con Argentina y con el Mercosur.




- Aumentará el atractivo del eje para el comercio, la industria y los servicios; como también para el desarrollo de ciudades y centros poblados, reforzando la idea de megapuerto de la V Región de Valparaíso y del puente logístico Asia-Mercosur.




- Reducirá el recorrido vial actual Santiago-Buenos Aires, en 50 kilómetros.




- Reducirá los costos de transporte para las actividades económicas instaladas, principalmente, en el eje Buenos Aires-San Luis-San Rafael-Rancagua-San Antonio.




- Mejorará el desarrollo del comercio exterior de los productos mineros, agropecuarios, forestales e industriales, entre el Mercosur y la región central de Chile.




- Incrementará la demanda de servicios de los puertos de San Antonio y Valparaíso, con desarrollo de servicios logísticos y de carga.




- Aportará al desarrollo del turismo en las V, VI y VII regiones y constituirá un beneficio para los proveedores de servicios del sector.




- Será una alternativa en caso de cierre o saturación del Paso Cristo Redentor.




- Reforzará la descentralización regional.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 5 de mayo de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de mayo de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesión realizada el día 13 de mayo de 2015, y lo aprobó por 9 votos a favor y 1 abstención.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de mayo de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 103 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo y 12 artículos, que se reseñan a continuación.





El artículo I señala que las Partes se comprometen a intensificar, a través de sus autoridades nacionales competentes, el examen y definición de las cuestiones referidas al diseño, construcción, mantenimiento, administración y explotación del Proyecto. Para ello, se constituye la Entidad Binacional Túnel Las Leñas (EBILEÑAS), con la misión realizar todas las acciones encaminadas a encauzar y estudiar el Proyecto, en un marco jurídico y técnico de alto nivel.




Por su parte, el artículo II estipula que la EBILEÑAS contará con un Consejo de Administración. Este estará, al menos, integrado por ocho miembros: cuatro designados por Argentina y cuatro por Chile. Uno de los representantes chilenos será propuesto por el Ministerio de Relaciones Exteriores, otro por el Gobierno de la VI Región del Libertador General Bernardo O'Higgins, y los dos restantes por el Ministerio de Obras Públicas.




Además, la Entidad Binacional podrá incorporar a nuevos miembros, por consenso.




El artículo III norma que a la Entidad Binacional le corresponderá, entre otras facultades, definir, revisar y aprobar los estudios técnicos necesarios para la factibilidad del Proyecto; y proponer el marco regulatorio que resulte idóneo para avanzar en el eventual desarrollo de este.




Luego, el artículo IV dispone que en caso que los resultados de los estudios de factibilidad técnica y económica concluyesen que la realización del Proyecto es factible y conveniente para ambos países, las Partes podrán convenir, mediante acuerdos específicos, las definiciones de las cuestiones referidas al modelo de negocio, diseño, construcción, mantenimiento y explotación del túnel, así como sobre nuevas facultades de la EBILEÑAS.




El artículo V regula que la EBILEÑAS se constituye como persona jurídica internacional, calidad que está ligada al cumplimiento de sus objetivos. Así, se reconoce su capacidad jurídica, patrimonial y administrativa para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para celebrar los actos y contratos que fueren necesarios para la consecución de su misión específica.




A su vez, el artículo VI establece que la Entidad Binacional contará con dos sedes: una en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, República Argentina; y otra en la ciudad de Santiago, República de Chile. La EBILEÑAS deberá suscribir acuerdos de sede con ambos países, y los gastos inherentes a estas serán soportados por el país que corresponda.




El artículo VII señala que en caso que las Partes decidieren la realización del Proyecto, la EBILEÑAS tendrá entre sus competencias, entre otros, determinar y aprobar los estudios técnicos complementarios, reunir los antecedentes necesarios para elaborar y aprobar los pliegos correspondientes para la concreción del Proyecto, proceder al llamado a licitación pública internacional, adjudicar el Proyecto, suscribir el contrato de adjudicación, actuar como organismo de control e inspección, per se o a través de terceros; y definir y controlar el sistema de gestión del mantenimiento, administración y explotación del Proyecto.




Enseguida, el artículo VIII manda que la EBILEÑAS deberá dictar las normas relacionadas con su funcionamiento y organización interna.





El artículo IX dispone que las Partes, a través de acuerdos específicos, adoptarán las medidas necesarias para el cumplimiento del Protocolo Complementario.




A continuación, el artículo X ordena que en caso de divergencias sobre la interpretación o la aplicación del Protocolo Complementario, las Partes las resolverán por los medios diplomáticos usuales y de acuerdo a los tratados vigentes entre ellas sobre solución de controversias.




El artículo XI establece que la vigencia del Protocolo Complementario comenzará treinta días después de la fecha de la última nota por la que las Partes se comuniquen por la vía diplomática el cumplimiento de los requisitos internos para su entrada en vigor.




Finalmente, el artículo XII dispone que la EBILEÑAS deberá constituirse dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor del Protocolo Complementario.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, señaló que en mayo del año pasado las Presidentas de Chile y Argentina, señoras Bachelet y Fernández, acordaron duplicar los pasos fronterizos priorizados que habían acordado, en su momento, los ex Presidentes Frei y Menen.





Precisó que existían más de ochenta vías de conexión entre ambos países, entre pasos y huellas, de los cuales fueron priorizados trece pasos fronterizos en la época de los ex Presidentes Frei y Menem. Añadió que, posteriormente, se priorizaron trece más, con los cuales se ha llegado a la cifra de veintiséis.





Agregó que eso ha significado un gran trabajo tanto del Ministerio de Obras Públicas chileno como del Ministerio de Planificación e Infraestructura argentino. Destacó que en esta materia han trabajado los Ministerios respectivos en una labor conjunta con las provincias argentinas y las regiones chilenas.





Indicó que dentro de esos veintiséis pasos se enmarca este paso que conlleva la realización de un túnel en altura.





En cuanto al proyecto, señaló que se trata de un túnel de 11,5 kilómetros, que en Chile se encuentra frente a Coya, y que en Argentina el poblado más cercano es Malargüe. Añadió que tiene la ventaja de ser de muy baja altura, entre 2.040 y 2.260 metros, en los portales chileno y argentino, respectivamente.





Informó que todo el proyecto tiene un costo total de 1.700 millones de dólares, ya que incluye algunos caminos que hay que construir, fundamentalmente en el lado chileno. Añadió que tiene muchas menos curvas que los anteriores, hacia el norte, lo cual permite un desarrollo menos complejo.





Destacó que es un paso muy atractivo para Chile, pues está frente al puerto de San Antonio. Agregó que refuerza la integración con Argentina y el Mercosur, además que tiene un impacto positivo en el comercio, industria y servicios de la zona.




Además, reduce el recorrido actual entre Santiago y Buenos Aires en 40 kilómetros y se constituye en una alternativa en caso de cierre del Paso Cristo Redentor.





Informó que el 30 de marzo 2015 finalizó el estudio de prefactibilidad del camino y el túnel Las Leñas, el cual dio una rentabilidad positiva. Añadió que en la reunión binacional de Ministros Chile – Argentina, de fines de agosto de 2014, se acordó avanzar hacia la formación de una entidad binacional similar a las de EBITAN y EBIFETRA. Posteriormente, el proyecto de Protocolo que crea la Entidad Binacional Las Leñas fue consensuado entre ambos países en enero 2015 y fue remitido en abril 2015 al Parlamento para su discusión.





Explicó que el Protocolo ingresó para su discusión al Senado argentino el mes pasado y, desde el 26 de mayo, se encuentra en la Comisión de Relaciones Exteriores.





El Honorable Senador señor García Huidobro manifestó su beneplácito con esta iniciativa, pues permitirá desarrollar las vías de comunicación en su región. Añadió que ello facilitará el comercio, el transporte, la industria y los servicios.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier expresó que corresponde avanzar en la implementación del túnel Las Leñas, pues ese fue el compromiso con la parte argentina.





Indicó que el tema de los diversos pasos ha sido discutido en la Comisión Binacional Parlamentaria Chile Argentina. Sin embargo, acotó que debería hacerse un debate acerca de los recursos que se pueden comprometer y del impacto en el desarrollo territorial. Precisó que estos túneles fundamentalmente son solicitados por las provincias argentinas, dado el gran beneficio económico que les reportaría.





A su vez, el Honorable Senador señor Chahuán preguntó cuál es el monto de la inversión que se requiere para Las Leñas.





El Ministro, señor Undurraga, contestó que el costo estimado del proyecto asciende a 1.700 millones de dólares entre los dos países, de los cuales 1.100 millones de dólares corresponden al túnel. Aclaró que el porcentaje que le corresponde a Chile es del 23%.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso Las Leñas”, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 16 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA SOBRE LA CONSTITUCIÓN DE LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO TÚNEL INTERNACIONAL PASO LAS LEÑAS, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES, EN SANTIAGO, CHILE, EL 6 DE ENERO DE 2015

(10.024-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, Ministro Consejero, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

                                       El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez. 
La Sala del Senado, en sesión de 2 de junio de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Constituir la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas (EBILEÑAS).

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN

De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció sobre el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso Las Leñas”, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015.”.


El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, manifestó que el presente Protocolo, en conjunto con los relativos al Proyecto Túnel de Baja Altura Ferrocarril Trasandino Central y al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, se encuadran dentro de la serie de esfuerzos desplegados en pos de la integración física entre Chile y Argentina, que, como se sabe, se encuentra limitada de manera natural por la Cordillera de los Andes. 


Todos estos protocolos, a su vez, se insertan en el contexto del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación suscrito entre las señaladas Repúblicas el año 2009 y, más remotamente, en el Acuerdo de Paz y Amistad del año 1984.   


En lo que respecta al Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, en particular, indicó que su propósito es complementar el Paso Sistema Cristo Redentor, asegurando la continuidad de los tráficos durante todo el año, sin cierres durante el invierno y vinculando la Región de O´Higgins en Chile con el sur de la Provincia de Mendoza en Argentina.


Expuso que el estudio de prefactibilidad del nuevo Paso ha permitido determinar una reducción de la longitud prevista, desde 13,26 kilómetros a 11,5 kilómetros, y que el costo ascendería a US$1.700 millones, dentro de los cuales estarían incluidos los 58 kilómetros de acceso al túnel por el lado chileno. 


Hizo presente, asimismo, que los tramos presentan baja complejidad constructiva y ofrecen ventajas desde el punto de vista de su ingeniería y diseño.  


Destacó que con fecha 6 de enero de 2015 se firmó en Santiago el Protocolo que en esta oportunidad se somete al conocimiento de la Comisión de Hacienda del Senado, mediante el cual se crea una entidad binacional, denominada EBILEÑAS, con personalidad jurídica y patrimonio propios, encargada de revisar los estudios técnicos necesarios para determinar la factibilidad del proyecto, pudiendo, para tal efecto, realizar los análisis adicionales que se estimen convenientes. En su momento, agregó, dicha entidad deberá elevar sus conclusiones y recomendaciones a los gobiernos de los dos países involucrados, para que sean estos los que decidan sobre la construcción de la obra.   


De acuerdo con lo expuesto, consignó que tal como se establece en el informe financiero emitido por la Dirección de Presupuestos, el presente Protocolo no implica costos fiscales, por cuanto no se ha tomado aún decisión alguna sobre la concreción del túnel en comento. Para los estudios que fuera necesario llevar a cabo, en tanto, se prevé que sean financiados con cargo a los presupuestos de los ministerios que participen en representación de Chile.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 12 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

En Octubre de 2009, se suscribió el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina. En aquella ocasión, se aprobaron también dos protocolos complementarios, uno de los cuales trataba sobre la constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto "Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central", EBIFETRA y el segundo relativo a la constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto de Túnel de Aguas Negras, EBITAN.

Este Protocolo complementario, suscrito el 6 de Enero de 2015 en el marco del Tratado antes señalado, crea la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas (EBILEÑAS) y establece un mecanismo de trabajo para el estudio y evaluación de dicha iniciativa, con el propósito de encontrar la mejor alternativa técnica y económica para la construcción de esta obra. Además, este protocolo entrega a la EBILEÑAS la personalidad jurídica internacional para llevar adelante la iniciativa, si así se decidiese.

II. Efectos Financieros

Este Protocolo, de acuerdo a lo señalado en su artículo IV, no implica costos fiscales por cuanto no se ha tomado decisión alguna respecto de la concreción del mencionado túnel. En caso de decidirse avanzar con dicho Proyecto, se deberá tramitar, suscribir y someter a aprobación, uno o más protocolos específicos que así lo posibiliten, como en el caso del Túnel de Agua Negra (Mensaje 1275-362).

Sin perjuicio de lo anterior, si fuese necesario realizar estudios o similares, estos gastos se incluirán en los presupuestos de los ministerios que, por parte del Gobierno de Chile, participan en EBIFETRA.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso Las Leñas”, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE SENADORES SEÑORES COLOMA, DE URRESTI, HORVATH, QUINTANA E IGNACIO WALKER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE PUBLICIDAD VIAL

(10.209-09)

HONORABLE SENADO:

En diciembre del año pasado los Senadores que suscribimos esta moción, que integramos la  Comisión de Obras Públicas del Senado, iniciamos el estudio del proyecto de ley que modifica normas de seguridad para la instalación de toda clase de dispositivos de publicidad en caminos públicos, sus fajas adyacentes y áreas circundantes, iniciativa a la que corresponde el Boletín N° 9.686-09.

Para enfrentar esa tarea convocamos a diversos expertos en el tema de la seguridad vial, a entidades gremiales que agrupan a los avisadores, a las Asociaciones de Municipalidades y a autoridades y técnicos de los Ministerios de Obras Públicas, de Transportes y Telecomunicaciones, de Vivienda y Urbanismo y de la Subsecretaría de Turismo.

De resultas de dicho estudio surgió como una primera conclusión que el problema debe ser abordado en su integridad, esto es, el legislador debe ocuparse de la publicidad en los caminos públicos y en las vías urbanas, abarcando los efectos de esa publicidad tanto en lo referente a la seguridad del tránsito y el transporte, cuanto en lo atinente a la preservación del medio ambiente afectado por la contaminación visual.

En esa perspectiva, encomendamos a los especialistas de los ministerios concernidos la preparación de sucesivos borradores que revisamos y enriquecimos en el seno de la Comisión, hasta concordar en un proyecto de ley que ahora sometemos a la consideración del Senado. Corresponde reconocer el valioso aporte que en el proceso hicieron los especialistas del Poder Ejecutivo, lo que hizo posible conformar una iniciativa muy completa y que guarda correspondencia y armonía con el voluminoso ordenamiento jurídico que incide en las materias que el proyecto trata.

En efecto, el marco normativo aplicable en las materias que comprende la moción es amplio y variado, lo mismo que las autoridades que cumplen algún rol vinculado con ellas. Por ejemplo, se puede citar la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas; la Ley de Caminos; la Ley de Tránsito; la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; la Ley sobre Rentas Municipales; la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General, y el Reglamento de Publicidad Caminera.

La moción que hoy presentamos se ocupa de la publicidad y la propaganda en caminos públicos y vías urbanas, regulando, entre otros aspectos, un conjunto de definiciones, los espacios en que ellas pueden ser instaladas y algunas prohibiciones consiguientes, así como el tamaño, materialidad, distanciamiento, iluminación, intensidad, colorido, duración, movimiento y variabilidad de los elementos que las contienen. Tiene en consideración, para el establecimiento de sus preceptos, los efectos de la publicidad y la propaganda en la seguridad vial producto de la distracción, el impacto ambiental, patrimonial y paisajístico, la densidad y velocidad del tránsito; las autorizaciones, permisos y garantías que se requerirá; la duración, renovación y caducidad de los mismos; las sanciones, órgano jurisdiccional y procedimiento aplicables y la creación de un Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros. 

Atendidas las circunstancias que dan origen al proyecto, confiamos en que durante su tramitación la señora Presidenta de la República estime del caso aportar lo que juzgue necesario y conveniente para el resguardo de la integridad y coherencia del articulado. 

Por lo mismo, junto con presentar esta moción solicitamos al Senado que acuerde refundirla con el ya citado proyecto que lleva el Boletín N° 9.686-09 y que autorice a la  Comisión de Obras Públicas para discutir ambas mociones en general y en particular, durante el primer trámite reglamentario. 

Por las razones expresadas, venimos en proponer el siguiente

“PROYECTO DE LEY SOBRE PUBLICIDAD VISIBLE DESDE CAMINOS, VÍAS O ESPACIOS PÚBLICOS”

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto regular la instalación de elementos publicitarios destinados a captar la atención de quienes transitan por un camino público o vía urbana o de quienes concurren a un espacio público, a fin de velar por la seguridad vial y de minimizar el impacto que dichos elementos generan en su entorno.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplica respecto de los elementos publicitarios que puedan ser vistos desde:

a) Caminos públicos situados fuera de los límites urbanos.

b) Vías públicas urbanas declaradas como caminos públicos por decreto supremo.

c) Vías públicas urbanas, que no correspondan a caminos públicos.

d) Otros espacios públicos urbanos, tales como plazas y parques.

Artículo 3º. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 

Avisador Publicitario Vial o Caminero: Toda persona natural o jurídica que desarrolle actividades de publicidad vial o caminera, visible desde los caminos públicos o vías urbanas del país y que se encuentre inscrito en el Registro de Avisadores Viales y Camineros. 

Avisos a contramano: Publicidad vial o caminera presentada en letreros ubicados en el lado izquierdo de la pista de circulación vehicular.

Camino o Ruta de Belleza Escénica: Vía de comunicación terrestre emplazada en una zona de alto valor paisajístico o turístico, que requiere un tratamiento diferenciado, destinado a preservar y proteger tales cualidades.   

Camino público: Vía de comunicación terrestre, destinada al libre tránsito, situada fuera de los límites urbanos de una población y cuyas fajas son bienes nacionales de uso público.

Curva horizontal: Cambio en la dirección del trazado del camino.

Curva vertical: Cambio en la pendiente de la rasante del camino.

Elementos publicitarios: Instalaciones destinadas a la divulgación de anuncios de carácter comercial o de servicios, con el objeto de captar la atención de quienes transitan por un camino público, vía urbana o de quienes concurren a un espacio público.

Elementos publicitarios menores: Instalaciones destinadas a la divulgación de anuncios de carácter comercial o de servicios, que no requieren de una estructura propia, que forman parte de una edificación y que no generan un volumen adicional en cubiertas o terrazas ni un cuerpo sobresaliente, en forma perpendicular, respecto de la fachada de ésta. Corresponden principalmente a los elementos adosados o sobrepuestos a las fachadas de una edificación y aquellos que formen parte del mobiliario urbano existente, tales como los instalados en paraderos de transporte público, en quioscos o en postes del alumbrado público.  

Elementos publicitarios mayores: Instalaciones destinadas a la divulgación de anuncios de carácter comercial o de servicios, que requieren de una estructura propia, tales como postes, placas paleta, torres o tótems, o que forman parte de una edificación generando un volumen adicional en cubiertas o terrazas o un cuerpo sobresaliente, en forma perpendicular, respecto de la fachada de ésta. También son elementos publicitarios mayores los que se instalen con el propósito de cubrir fachadas de las edificaciones para la ejecución de obras exteriores de remodelación, mantención o pintura de las mismas.

Estética panorámica: Condición de armonía visual que presentan, en conjunto, los distintos componentes del paisaje ubicado en la cercanía de un camino público o vía urbana.

Faja vial: Espacio de dominio público de caminos públicos o de vías urbanas, incluyendo calzadas, soleras, veredas, aceras, bandejón central, bermas y todo aquello que se encuentre delimitado por los cercos de los caminos públicos, en áreas rurales,  o por las líneas oficiales, en áreas urbanas.

Publicidad del establecimiento: Aquellas que realizan empresas o personas en el lugar que se encuentra el establecimiento comercial o industrial que explotan y que da cuenta de sus productos o servicios.

Publicidad vial o caminera: Elementos publicitarios y, en general, cualquier otra forma de anuncio que contenga imágenes o textos, visibles desde caminos públicos o vías urbanas. 

Puntos peligrosos: Aquellas singularidades o sectores del camino público o vías urbanas que por sus condiciones geométricas y operativas, de visibilidad, tránsito de peatones, ciclistas o vehículos, requieren una mayor atención del conductor, tales como: 

1. Los pasos desnivelados.

2. Las intersecciones, empalmes y rotondas. 

3. Los cruces de caminos públicos y vías urbanas con vías férreas u otras similares.

4. Los puentes, pasarelas peatonales y túneles.

5. Las curvas horizontales y verticales. 

6. Las zonas de escuela, servicios asistenciales de salud u otras zonas con presencia significativa de usuarios vulnerables.

7. Sectores con altas tasas de accidentabilidad.  

Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros: Sistema de información permanente y actualizado, con datos de las personas naturales o jurídicas interesadas en desempeñarse como avisadores publicitarios viales, tanto en el ámbito de los caminos públicos, como en el de las vías urbanas del país. Este sistema debe contener, al menos, todos los antecedentes que los identifiquen, junto con el historial de solicitudes, infracciones, multas y demás datos relevantes para la aplicación de la presente ley.

Vía urbana: Espacio destinado al tránsito, ubicado dentro de los límites urbanos. 

Vía urbana declarada camino público.: Vía de comunicación terrestre ubicada dentro de los límites urbanos, que se conecta en sus extremos con caminos públicos y que haya sido declarada camino público mediante decreto supremo.

Artículo 4º. Régimen aplicable y órganos competentes. Para la instalación de un elemento publicitario, sea en un bien nacional de uso público, bien fiscal, bien municipal o bien privado, se requiere permiso de instalación otorgado por la entidad pertinente, previo pago de los derechos que corresponda y cumpliendo con los requisitos que para cada caso se establecen en esta ley y en las normas reglamentarias que al efecto se dicten. 

Respecto de los elementos publicitarios que pueden ser vistos desde caminos públicos rurales o vías urbanas declaradas como caminos públicos por decreto supremo, debe obtenerse la autorización previa antedicha, como requisito para el otorgamiento del permiso de instalación respectivo. La misma autorización previa debe obtenerse respecto de los elementos publicitarios mayores que pueden ser vistos desde vías públicas urbanas que no correspondan a caminos públicos. Lo anterior, con el objeto de verificar que tales elementos no constituyen un peligro para la seguridad vial.

Lo anterior es sin perjuicio de que para el otorgamiento de permisos de instalación de elementos publicitarios en el espacio público, también se requiere obtener previamente la concesión o el permiso precario para el uso de dichos espacios, en conformidad a lo establecido en el artículo 36 de la Ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades. 

Con todo, sólo podrá otorgarse permiso de instalación cuando no exista prohibición expresa para el emplazamiento de elementos publicitarios.

Artículo 5º. Prohibiciones. Se prohíbe la instalación de elementos publicitarios con las condiciones, características o ubicaciones siguientes:

a) En la faja vial de un camino público. 

b) En la faja vial de una vía urbana. Con todo, podrá autorizarse la instalación de elementos publicitarios menores en las aceras de las vías urbanas siempre que el instrumento de planificación territorial no prohíba su instalación y en la medida que se adecúe a la restricción dispuesta en el artículo 97 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.290, de Tránsito. Asimismo podrá autorizarse dichos elementos en bandejones y medianas, tratándose de elementos publicitarios instalados en paraderos o refugios peatonales de transporte público.

c) En puntos peligrosos,  o a menos de la distancia mínima respecto de los mismos, definida en los reglamentos respectivos.  De igual manera,  aquellos que no cumplan con el distanciamiento mínimo entre letreros sucesivos establecido por dichos reglamentos. Tanto la definición de los puntos peligrosos como la determinación de los señalados distanciamientos mínimos, corresponderá a la entidad competente, según se trate de caminos público o de vías públicas urbanas.

d) A contramano, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b del presente artículo.

e) Los que presenten movimientos de cualquier clase y los de texto variable. Asimismo, aquellos que constituyen una serie, o que en conjunto representen el desarrollo de una leyenda o historieta, o que por su alto contenido distractor constituyan un peligro para los conductores y usuarios de las vías. 

f) Las pantallas con tecnologías electrónicas o similares que presenten imágenes distintas a las establecidas en el artículo 16° de esta Ley. 

g) Los ubicados sobre o bajo líneas de transmisión de energía eléctrica y a una distancia lateral  inferior a la señalada por la normativa o Superintendencia del ramo.

h) Los que por su dimensión y/o ubicación obstaculicen la visibilidad de conductores y peatones en cruces, empalmes, enlaces a nivel, enlaces a desnivel u otros definidos en los respectivos reglamentos.

i) En los antejardines, esto es, en el área entre la línea oficial y la línea de edificación, regulada en el instrumento de planificación territorial. Con todo, podrá autorizarse la instalación de elementos publicitarios menores en estos espacios, siempre que el instrumento de planificación territorial no prohíba su instalación.

j) En áreas de protección de recursos de valor natural, tales como parques nacionales, reservas nacionales y monumentos naturales.

k) En áreas de protección de recursos de valor patrimonial cultural, tales como los Sitios de Patrimonio Mundial, las zonas e inmuebles declarados monumentos nacionales, en sus distintas categorías o las zonas e inmuebles de conservación histórica definidos en el plan regulador comunal, sin previa autorización de las autoridades respectivas.

TÍTULO I

PERMISOS DE INSTALACIÓN DE ELEMENTOS PUBLICITARIOS

Artículo 6º. De la autorización previa, fiscalización en materia de seguridad vial y operatividad. Para efectos de la presente ley y en lo que respecta a la seguridad vial, se requerirá una autorización para la  instalación de elementos publicitarios que puedan ser vistos desde caminos públicos, así como para la instalación de elementos publicitarios mayores y menores en vías urbanas que no correspondan a caminos públicos.

Artículo 7º. Autorizaciones previas relacionadas con la seguridad vial. La presente ley autoriza la instalación de elementos publicitarios visibles desde caminos públicos o vías públicas urbanas, en la medida que no se vulneren las prohibiciones señaladas en el artículo 5° y sujeto a la obtención de las correspondientes autorizaciones y permisos. 

Previo al ingreso de una solicitud de permiso de instalación de un elemento publicitario visible tanto desde un camino público o vía pública, como de una vía urbana, se requerirá las autorizaciones a que se refiere el artículo 4°.

Los interesados deberán solicitar la aprobación correspondiente ante el órgano competente, en la forma y acorde a los requisitos establecidos en la presente ley y en las normas reglamentarias que se dicten al efecto.

Para otorgar la aprobación, se debe verificar que los elementos publicitarios cumplan con los distanciamientos mínimos, establecidos en las normas reglamentarias, tanto entre elementos publicitarios sucesivos como del exigido respecto de los puntos peligrosos.

Asimismo, se debe verificar que los elementos publicitarios no obstaculicen la visibilidad de conductores y peatones en cruces, empalmes, enlaces a nivel, enlaces a desnivel u otros lugares definidos y que tales elementos no constituyan un peligro para los conductores y usuarios de los caminos públicos o vías públicas, por presentar un alto contenido distractor, afectar la percepción de las señales de tránsito o por generar deslumbramiento a los conductores debido a la intensidad luminosa que emitirían. 

En el caso que se presenten dos solicitudes respecto de un mismo punto o espacio físico, tendrá prioridad aquella que, cumpliendo con todas las obligaciones señaladas en la presente ley, haya sido presentada primero, de acuerdo al número de ingreso que estas posean en el servicio respectivo.

En caso de verificarse algún incumplimiento, se denegará la solicitud. 

Artículo 8°. Afectación de la estética panorámica de un camino público. Por resolución fundada de la entidad competente, se denegará la autorización si el elemento publicitario puede perjudicar la estética panorámica de un camino público situado fuera de los límites urbanos, especialmente cuando se trate de Caminos o Rutas de Belleza Escénica.

La autoridad competente podrá declarar como Caminos o Rutas de Belleza Escénica, aquellas que cumplan con los requisitos de la definición establecida en el artículo 3° de la presente ley, conforme al procedimiento que se establezca en el Reglamento de esta ley.

Los elementos publicitarios que se instalen en Caminos o Rutas de Belleza Escénica deberán resultar armónicos con esta condición, por lo que deberán ser diseñados conforme a las especificaciones que determine el reglamento respectivo.

Artículo 9º. Permiso de instalación. Obtenida la autorización podrá solicitarse el otorgamiento del permiso de instalación de elemento publicitario.

Los interesados deberán solicitar el permiso correspondiente, en la forma y acorde a los requisitos establecidos en la presente ley y en las normas contenidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

La autoridad competente debe verificar que el elemento publicitario cuyo permiso de instalación se solicita:

a) No infrinja las prohibiciones establecidas en el artículo 5° de esta ley

b) Cuente con autorización del o los propietarios del inmueble en el que se emplazará el elemento publicitario, mediante la correspondiente declaración jurada. En el caso de copropiedad inmobiliaria, deberá adjuntarse copia del acta de la asamblea de copropietarios o de la consulta por escrito y su aceptación por parte de los copropietarios, en ambos casos reducida a escritura pública, en la que se acordó la instalación del elemento publicitario en un bien común. En caso que el permiso se solicite para la instalación de un elemento publicitario en un bien nacional de uso público, será necesario adjuntar copia de la autorización respectiva, conforme a lo señalado en el artículo 4° de esta ley.

c) Cumpla con las normas urbanísticas de la zona en que se emplace, considerando que el instrumento de planificación territorial puede prohibir o limitar el emplazamiento de este tipo de elementos en determinadas zonas. 

d) Cumpla con las normas relativas a la seguridad, resistencia y estabilidad, considerando factores tales como seguridad contra incendio, resistencia al viento, resistencia de la estructura de los elementos soportantes y sus fundaciones, comportamiento de materiales, normas de instalaciones y sistemas. 

e) No altere las condiciones de habitabilidad de recintos habitables o no habitables y de seguridad de los mismos, en lo que respecta a la adecuada entrada de aire y luz, al sistema de renovación de aire y a las vías de evacuación.

f) No altere significativamente el entorno en el que pretende emplazarse, conforme a lo establecido en el artículo 10° de esta ley.

Se otorgará el permiso si la solicitud cumple con las disposiciones establecidas en la presente ley, en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y en el respectivo instrumento de planificación territorial, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las obras provisorias, conforme al N° 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Adicionalmente, previo a que se le otorgue dicho permiso, el avisador publicitario deberá entregar en la municipalidad de cada comuna donde se ubiquen el o los elementos publicitarios mayores, una boleta de garantía de retiro a nombre de la Municipalidad respectiva, en los términos que a continuación se indican:

De 1 a 5 elementos autorizados en la comuna:        150 UTM de garantía para retiro.

De 6 a 15 elementos autorizados en la comuna:      300 UTM de garantía para retiro.

De 15 a 30 elementos autorizados en la comuna:    350 UTM de garantía para retiro.

Más de 30 elementos autorizados en la comuna:     400 UTM de garantía para retiro.

Esta Boleta de Garantía se hará efectiva en caso que, ordenado el retiro de un elemento publicitario, el avisador haga caso omiso a dicha orden, por lo que el retiro deberá ser ejecutado por la entidad competente, con cargo a esta boleta, en conformidad a lo señalado en el artículo 12 de la presente ley, debiendo de inmediato el avisador renovarla en los términos establecidos en el presente artículo.

Si el permiso fuere denegado o si la entidad competente no se pronunciare por escrito sobre el permiso, dentro del plazo de treinta días contado desde la presentación de la solicitud, el solicitante podrá reclamar ante el superior jerárquico correspondiente, en los términos establecidos en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 118 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Para el adecuado seguimiento y fiscalización del elemento publicitario, se deberá remitir mensualmente copia de los permisos otorgados, tanto a los Servicios que otorgaron su autorización previa como al Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros. 

Artículo 10º. Control del impacto que los elementos publicitarios provocan en el entorno urbano. Se podrá negar el permiso de instalación de elemento publicitario si determina que éste podría alterar significativamente el entorno en el que pretende emplazarse. Para efectos de lo anterior, se debe considerar, en los supuestos que fueren aplicables, el cumplimiento de los siguientes requisitos mínimos:

a) Los elementos publicitarios no pueden superar la altura máxima de edificación establecida por el respectivo instrumento de planificación territorial, sea que contemplen una estructura soportante desde el nivel del suelo o se instalen sobre edificaciones existentes. Además deben cumplir con el mismo régimen de rasantes aplicable a las edificaciones.

b) Los elementos publicitarios que cuenten con un sistema de iluminación o autorreflexión o que contengan pantallas con tecnologías electrónicas o similares, no pueden emplazarse en las zonas residenciales exclusivas determinadas por el instrumento de planificación territorial ni en las vías públicas insertas en estas zonas o subzonas o adyacentes a las mismas. En aquellas zonas en las que sí estén permitidos este tipo de elementos publicitarios, deberán cumplir con la intensidad luminosa máxima, diurna y nocturna, que al efecto se determine mediante reglamento.

c) Los elementos publicitarios provisorios que se instalen con el propósito de cubrir fachadas de las edificaciones para la ejecución de obras exteriores de remodelación, mantención o pintura de dichas fachadas, solo podrán autorizarse por un período que no exceda al de ejecución de dichas obras, el cual no podrá ser superior a tres meses. Dicha autorización solo podrá ser renovada una vez y por el mismo plazo señalado. Ejecutadas las obras o vencido el plazo correspondiente y atendido el carácter provisorio de este elemento publicitario, éste deberá ser completamente retirado. Solo podrá otorgarse un nuevo permiso de este tipo, en el mismo inmueble, cuando hayan transcurrido tres años desde el vencimiento del permiso anterior.

La limitación de plazo establecida en el párrafo precedente no regirá respecto de las obras de restauración o conservación de monumentos nacionales, de inmuebles de conservación histórica o, en general, de inmuebles que formen parte de un área de protección de recursos de valor patrimonial cultural, en cuyo caso los referidos elementos publicitarios podrán permanecer por todo el período de ejecución de las obras, aunque éste sea superior a tres meses, previa autorización la entidad que corresponda.

Lo establecido en este artículo es sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos específicos que en esta materia establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y de los que pudieren establecerse por la municipalidad respectiva en el instrumento de planificación territorial o en una Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. 

Artículo 11. Plazos, caducidad y renovación de los permisos. Los elementos publicitarios deben instalarse dentro del plazo máximo de treinta días desde la fecha de otorgamiento del respectivo permiso. De lo contrario, caduca el permiso.

Los permisos de instalación de elementos publicitarios son intransferibles, tienen carácter precario y pueden otorgarse por un plazo máximo de tres años, con las excepciones contempladas en la letra c) del artículo precedente. El plazo de vigencia del permiso puede ser renovado, previa solicitud ingresada con treinta días de anticipación al vencimiento de éste.

En tal supuesto, la entidad competente debe verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley, requiriendo que se acompañe un pronunciamiento en el que se acredite fundadamente que no ha habido variaciones en las circunstancias que permitieron dar la conformidad para la instalación cuya prórroga se solicita y que, como consecuencia de lo anterior, tales elementos mantienen su condición de no constituir un peligro para la seguridad vial.

Los elementos publicitarios, instalados y con permiso vigente, que transitoriamente no presenten contenido publicitario, podrán contener mensajes alusivos a la seguridad vial o a cualquier otra campaña de bien público.

A solicitud del interesado y por motivos fundados, se puede revocar una autorización ya conferida y proceder con los trámites para obtener el retiro del elemento.

Artículo 12. Obligación de retiro de los elementos publicitarios y facultad para disponer el auxilio de la fuerza pública. Vencido el plazo de vigencia del permiso de instalación, debe procederse al retiro del elemento publicitario. Los costos relacionados con dicho retiro serán de cargo de cada avisador.

Para el caso que el Avisador no efectúe el retiro en el plazo otorgado para ello o en el caso de incumplimientos de los requisitos establecidos en la presente ley, la entidad competente deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el Juzgado de Policía Local competente, para que éste, conociendo breve y sumariamente, ordene el retiro de los elementos publicitarios, con cargo a la boleta de garantía de retiro.

Para dar cumplimiento a lo anterior, se podrá requerir de los Intendentes o Gobernadores el auxilio de la fuerza pública, la que podrá ser facilitada con facultades de allanamiento y descerrajamiento, a fin de retirar los elementos publicitarios que no cumplan con lo dispuesto en la legislación vigente. 

Lo indicado en el inciso anterior es sin perjuicio de la facultad para ordenar la demolición o el retiro de los elementos publicitarios, con el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario, y/o imponer las multas o sanciones que correspondan, en conformidad a las disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General ni de las facultades entregadas a la Dirección de Vialidad en el Párrafo VI del Título III del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, respecto a las infracciones a dicho Título.

El municipio no será responsable de los elementos publicitarios que no sean retirados por los avisadores dentro del plazo fijado para tal efecto por el Juzgado de Policía Local respectivo o por la entidad competente, cuando corresponda.

Artículo 13. Expropiación del terreno en que se encuentra instalado el elemento publicitario. En caso de expropiación del terreno en que se encuentra instalado un elemento publicitario, el avisador estará obligado a retirarlo, a su cargo y sin derecho a indemnización de ninguna especie, quedando de hecho caducados, tanto la autorización como el permiso de instalación.     

TÍTULO II

TITULAR DEL PERMISO Y REGISTRO NACIONAL DE AVISADORES VIALES Y CAMINEROS

Artículo 14. Titular del permiso de instalación. Los permisos de instalación de elemento publicitario sólo pueden ser solicitados y otorgados a personas naturales o jurídicas que se encuentren con inscripción vigente en el Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros, con excepción de lo dispuesto en el artículo 21° de esta ley, en los casos que el titular del establecimiento requiera la obtención del correspondiente permiso de instalación.

Artículo 15. Del Registro. Habrá un único Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, en el cual se inscribirán todas las personas naturales o jurídicas cuyo giro o actividad  guarde relación con la instalación de elementos publicitarios destinados a captar la atención de quienes transitan por un camino público o vía pública o de quienes concurren a un espacio público. Este Registro contendrá todos los antecedentes que identifiquen a los avisadores, junto con el historial de solicitudes, infracciones, multas y demás datos relevantes para la aplicación de esta ley. 

Cuando los avisadores incurran en cinco infracciones a la presente ley o a los respectivos Reglamentos en un año calendario, o siete en dos años, serán eliminados del Registro, sin perjuicio de la aplicación de otras sanciones o multas que sean procedentes.

Los avisadores que hayan sido eliminados del Registro sólo podrán solicitar su re inscripción transcurrido un plazo de dos años, debiendo acreditar nuevamente  los requisitos indicados en este artículo.

TÍTULO III

DE LAS CARACTERÍSTICAS Y REQUISITOS DE LA PUBLICIDAD VIAL

Artículo 16. Condiciones mínimas que debe cumplir todo elemento publicitario. Sin perjuicio de los requisitos específicos que reglamentariamente se establezcan para determinadas instalaciones, todo elemento publicitario debe cumplir las siguientes condiciones mínimas:

a) Ser de tipo provisorio y desmontable. 

b) Los elementos publicitarios que cuenten con un sistema de iluminación o que contengan pantallas con tecnologías electrónicas o similares, no deberán causar distracción  y/o deslumbramiento a los conductores en tránsito.  

c) Las pantallas con tecnologías electrónicas o similares, solo podrán  proyectar una imagen fija, estática, sin contenido dinámico, es decir, no se pueden alternar imágenes en forma sucesiva ni proyectar videos o animaciones en ellas.

d) Los elementos publicitarios señalados en las letras b) y c) de este artículo, deben cumplir con la intensidad luminosa máxima, diurna y nocturna, que al efecto se determine mediante reglamento.

e) Los elementos publicitarios deberán colocarse fuera de la faja vial, a la distancia del cerco o la línea oficial que el avisador estime conveniente y previa aprobación de la autoridad competente, siempre que ni la estructura, ni su proyección vertical, sobrepasen la línea de cercos o la línea oficial, en caso de vías urbanas.  Lo anterior, a excepción de lo señalado en la letra b) del artículo 5° de la presente ley. 

f) Los elementos publicitarios no pueden complementar, imitar, interferir o afectar la debida percepción de las señales del tránsito ni entorpecer el alumbrado público o las cámaras de control de tránsito.

g) Los elementos publicitarios deben ser mantenidos en un óptimo estado de conservación, limpieza y seguridad. 

h) Los elementos publicitarios deberán identificar el avisador al cual pertenece dicho elemento.

Artículo 17. Puntos peligrosos y distanciamientos mínimos. La distancia mínima entre elementos publicitarios sucesivos, como también entre elementos publicitarios y puntos peligrosos, será determinada por reglamentos especialmente dictados al efecto.

El distanciamiento entre elementos publicitarios sucesivos deberá estar en un rango entre 300 y 500 metros en áreas rurales, dependiendo de las condiciones de velocidad de operación, seguridad vial, belleza escénica y contaminación visual de cada vía y/o camino.  

TÍTULO IV

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 18. Procedimiento sancionatorio. Toda contravención a esta ley o sus Reglamentos será sancionada con multa de 10 a 200 Unidades Tributarias Mensuales, conforme al procedimiento establecido en la Ley N° 18.287. Será competente para conocer y resolver el Juzgado de Policía Local del lugar de emplazamiento del elemento publicitario. 

Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12 de la presente ley y en los artículos 20 y siguientes de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, respecto a las infracciones a dicha ley, a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones o a los instrumentos de planificación territorial y sin perjuicio de lo establecido en el Párrafo VI del Título III del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, respecto a las infracciones a dicho Título.

Artículo 19. Responsabilidad solidaria. Serán solidariamente responsables de las infracciones a la presente ley tanto el avisador como quien haya contratado sus servicios, cuando se trate de elementos publicitarios instalados por avisadores no inscritos en el registro.

Artículo 20. Notificación de sanciones. Las sanciones y multas cursadas conforme a la presente ley deberán ser notificadas al Registro Nacional de Avisadores Viales y Camineros, en un plazo de 15 días desde que el acto se encuentre ejecutoriado. 

TÍTULO V

REGÍMENES ESPECIALES Y FACULTAD PARA IMPARTIR INSTRUCCIONES

Artículo 21. Elementos publicitarios que singularizan la actividad que se desarrolla en un inmueble. Los elementos publicitarios cuyo único objeto sea identificar el giro de un establecimiento, deberán cumplir únicamente con las exigencias de seguridad vial e impacto en el entorno establecidas en la presente ley y en sus reglamentos, así como las disposiciones que la Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad establezca respecto a este tipo de elementos publicitarios, incluida la posibilidad de requerir el otorgamiento del correspondiente permiso de instalación.

En caso de elementos publicitarios mayores, los titulares de los establecimientos deberán solicitar el correspondiente permiso de instalación de elemento publicitario y rendir la garantía de retiro establecida en artículo 9° de la presente ley. 

Si estos elementos publicitarios mayores se instalan en la proximidad de los establecimientos para dar aviso de su ubicación o de la ubicación de puntos de atracción turísticos regionales y son visibles desde caminos públicos regionales, la garantía a que se refiere el artículo 9° de la presente ley, podrá ser reducida hasta en un 50%, por resolución fundada de la entidad que corresponda.

Artículo 22. Publicidad electoral. La propaganda y publicidad electoral se regirá por la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

Artículo 23. Facultad para impartir instrucciones. Las entidades competentes podrán, mediante circulares, impartir las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley, en lo que corresponda a sus respectivos ámbitos de competencia.

TÍTULO FINAL

CONSIDERACIONES ESPECIALES.

Artículo 24. Cómputo de plazos. Los plazos de días que se establezcan en la presente ley, son de días hábiles.

Artículo 25. Valor de la unidad tributaria mensual. Las cantidades numéricas que representan unidades tributarias a que se refiere esta Ley, serán las correspondientes al mes de enero de cada año.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Artículo transitorio. Vigencia. Una vez entrada en vigencia la presente ley, los avisadores publicitarios que se encuentren desarrollando dicho giro, tendrán un plazo de 2 años para obtener o regularizar su inscripción en el Registro respectivo y para entregar la boleta de garantía señalada en el artículo 9°. Transcurrido este plazo sin efectuar las gestiones pertinentes, caducarán los permisos otorgados para instalación de elementos publicitarios que tengan vigentes. 

En cuanto a los elementos publicitarios que se encuentren instalados a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y que no cuenten con autorización de instalación, la presente ley producirá sus efectos una vez que entre en vigencia, debiendo procederse al retiro de los mismos.

Los elementos publicitarios que cuenten con autorización de instalación tendrán un plazo de 1 año para ajustarse a la normativa de seguridad vial de la presente ley. Transcurrido este plazo sin que se efectúe la regularización respectiva, se procederá a arbitrar las medidas para el retiro de dichos elementos, con excepción de aquellos que hayan sido declarados  Monumento Histórico conforme a la Ley N° 17.288 de Monumentos Nacionales, los que, en todo caso, deberán mantenerse en óptimo estado de conservación, limpieza y seguridad, conforme a lo establecido en las normas generales de esta ley.”.

(Fdo.): Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE SENADORES SEÑORA GOIC; Y SEÑORES GIRARDI, HORVATH, PÉREZ VARELA Y PATRICIO WALKER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

(10.221-07)

El Comité de Auditoría Parlamentaria es un servicio común del Congreso Nacional, cuya principal competencia consiste en controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Para el adecuado ejercicio de estas competencias, el Comité de Auditoría está concebido legalmente como un órgano técnico y autónomo, que ejerce sus funciones de manera independiente a todo otro órgano o instancia del Congreso Nacional.

La actividad de este organismo se desarrolla materialmente a través de la realización de auditorías periódicas, en orden a verificar el adecuado cumplimiento de las normas que regulan el uso, destino y rendición de las asignaciones parlamentarias, actividad que se expresa principalmente en la emisión de informes de auditoría. 

Para el adecuado ejercicio de sus competencias legales, el Comité está investido de un conjunto de atribuciones en materia de normas y procedimientos de auditoría; así como también de otras que se fundan en la perspectiva de aprovechar la experiencia práctica de este organismo, como son, por ejemplo: absolver las consultas que le formulen los parlamentarios, los comités o los secretarios generales; también proponer al Consejo Resolutivo medidas y acciones orientadas a perfeccionar la normativa sobre el uso de las asignaciones parlamentarias; y efectuar los trabajos especiales de auditoría que le encomienden las Comisiones de Ética y Transparencia de cualquiera de las Cámaras.

En este contexto, y luego de cuatro años de funcionamiento y experiencia del Comité de Auditoría, se ha constatado la necesidad de perfeccionar las normas que regulan su funcionamiento y competencia, en una serie de ámbitos y materias que redundarán en el fortalecimiento del sistema de auditoría de las asignaciones parlamentarias que rige desde el año 2012 y, por ende, en el funcionamiento y consolidación del propio Comité de Auditoría. En este contexto, se inserta el anuncio que en esta materia efectuaron los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados en su cuenta pública al Congreso Pleno el pasado 21 de julio. 

De esta forma, los senadores que suscriben y patrocinan la presente iniciativa, vienen en proponer el siguiente proyecto de modificaciones al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, a fin de que sea discutido y resuelto por la Comisión Bicameral que se ha establecido para el conocimiento de estas materias.

ARTÍCULO ÚNICO.- Para introducir al reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, las siguientes modificaciones:

(ARTÍCULO 1°)

1.- Para modificar el artículo 1°, de la siguiente forma:

a) Intercalase en la letra b), a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra "Diputados", la primera vez que aparece, las expresiones "y a la Comisión de Biblioteca,".

b) Incorporase el siguiente inciso final, nuevo:

"Para efectos de lo dispuesto en la letra b) precedente, el Comité actuará como instancia técnica asesora de las señaladas Comisiones, coordinando anualmente con  las respectivas unidades de auditoría interna, las pautas generales que aplicarán en el cumplimiento de sus respectivos cometidos.".

(ARTÍCULO 2°)

2.- Para intercalar, en el artículo 2°, luego del expresión verbal "actuará" y precedida de una coma (,), la frase "en materia de auditorías,",

(ARTÍCULO 3°)

3.- Para introducir, en el artículo 3°, las siguientes modificaciones:

a) Reemplazase, en el N° 1, el verbo "Aplicar" por "Desarrollar y aplicar".

b) Sustituyese el número 3, por el siguiente:

"3.- Elaborar el Plan Anual de Trabajo del Comité en materia de asignaciones parlamentarias, coordinando su ejecución con los Secretarios Generales de cada Cámara.".

c) Reemplazase, en el número 4, por el siguiente:

"4.- Desarrollar los Trabajos Especiales de auditoría que le encomienden las Comisiones de Régimen, de Ética y Transparencia o Revisoras de Cuentas de cualquiera de las Cámaras, o la Comisión de Biblioteca.".

d) Sustituyese, en el número 6, la frase "respecto de la ejecución de su presupuesto" por las expresiones "de sus gastos institucionales".

e) Incorporase los siguientes números 7 y 8, nuevos:

"7.-Formular requerimientos de Información o de Aclaración a los parlamentarios o Comités Parlamentarios, en relación con el uso, destino y rendición de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, los que deberán ser respondidos dentro de los 15 días siguientes a la fecha de la comunicación enviada por el Comité.".

"8.- Formular Reparo a aquellos parlamentarios o Comités Parlamentarios que no hubieren dado respuesta a los requerimientos de Información o de Aclaración, o su respuesta fuere insuficiente o insatisfactoria. El Comité, junto con indicar las materias objeto del Reparo, podrá sugerir acciones o medidas concretas tendientes a resolverlas o corregirlas. Todas las materias observadas u objetadas en el Reparo, deberán quedar resueltas o corregidas dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la comunicación enviada por el Comité.".

f) Reemplazase el número 7, que ha pasado a ser 9, por el siguiente: 

"9.- Elevar, al conocimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados, todas aquellas materias que, habiendo sido observadas u objetadas en un Reparo, no se resolvieren o corrigieren cumplido el plazo establecido en el número precedente; informando de ello además al Secretario General de la respectiva Corporación.".
g) Sustituyese el número 8, que ha pasado a ser 10, por el siguiente:

"10.- Absolver las consultas que dentro del ámbito de competencias del Comité, le formulen los parlamentarios, los Comités Parlamentarios, y las comisiones de Ética y Transparencia, Revisoras de Cuentas y de Régimen de ambas Cámaras.".

h) Agregase los siguientes números 11, 12, 13 y 14, nuevos:

"11.- Efectuar las Auditorías Especiales que le soliciten las Comisiones de Ética y Transparencia de cualquiera de las Cámaras, en los casos que indica el artículo 14.".

"12.- Coordinar reuniones con los parlamentarios para formularles sugerencias, tendientes a corregir las deficiencias que advierta en la forma en que están utilizando los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria".

"13.- Efectuar visitas en terreno para fiscalizar el uso de los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria.".

"14.- Desarrollar actividades de difusión sobre los procedimientos de administración y control, y normas regulatorias, que rigen las asignaciones parlamentarias; y colaborar con las actividades de capacitación que en el mismo sentido efectúen el Senado y la Cámara de Diputados.".

(ARTÍCULO 4°)

4.- Para intercalar, en el inciso final del artículo 4°, a continuación de la palabra "cargos", y precedida de una coma (,) las frases "levantándose acta al efecto. Idéntico procedimiento aplicará el Coordinador del Comité respecto del personal que esté adscrito a este organismo o colabore en sus funciones.".

(ARTÍCULO 5°)

5.- Para reemplazar en el inciso final del artículo 5°, las expresiones "en la ciudad sede", por las expresiones "en dependencias".

(ARTÍCULO 6°)

6.- Para introducir en al artículo 6°, las siguientes modificaciones:

a) Reemplácese el N° 1, por el siguiente:

"1.- Citar y dirigir las sesiones.".

b) Sustitúyase el N° 2, por el siguiente:

"2.- Remitir el Plan Anual de Trabajo del Comité a las instancias indicadas en el inciso final del artículo 7° y coordinar su ejecución.".

c) Sustituyese el N° 5, por el siguiente:

"5.- Poner en conocimiento de los parlamentarios o de los Comités Parlamentarios, los requerimientos de Información o de Aclaración que formule el Comité de Auditoría en relación con el uso, destino y rendición de cuenta de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, así como los Reparos que eventualmente formule respecto de las mismas materias.".

d) Reemplazase el N° 8, por el siguiente:

"8.- Elevar, al conocimiento de la respectiva Comisión de Ética y Transparencia, las materias observadas u objetadas en un Reparo que no hubieren sido resueltas o corregidas por un parlamentario o Comité Parlamentario, informando además al Secretario General correspondiente.".

e) Suprímase el N° 9, la frase ", por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva.".

f) Reemplazase el número 10, por el siguiente:

"10.- Remitir, a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión de Biblioteca, los informes del Comité recaídos en su revisión de las auditorías de gastos institucionales de las respectivas entidades. Copia de los informes correspondientes se enviarán a los Secretarios Generales de cada Corporación y al Director de la Biblioteca del Congreso Nacional.".

g) Agregase los siguientes números 11, 12, 13 y 14, nuevos:

"11.- Ejercer la representación del Comité y celebrar toda clase de actos y contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del organismo.".

"12.- Administrar los bienes y recursos asignados para el funcionamiento del Comité, y disponer de ellos con cargo a su presupuesto.".

"13.- Dar cuenta de la ejecución presupuestaria anual a la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.".

"14.- Emitir las resoluciones necesarias para efectos del orden administrativo interno del personal adscrito al Comité.".

(ARTÍCULO 7°)

7) Para modificar el artículo 7°, de la siguiente forma:

a) Reemplazase el inciso segundo, por el siguiente:

"Para los efectos del inciso anterior, el Comité elaborará y desarrollará un Plan Anual de Trabajo, que considerará, entre otros, los siguientes elementos:

a) La identificación de las auditorías que se desarrollarán en el año respectivo, precisándose las asignaciones parlamentarias o ítems específicos que comprenderán dichas revisiones. 

b) La determinación del periodo auditable, año o meses, sobre el cual recaerá la revisión de cada auditoría.
c) La enunciación de las directrices, normas y procedimientos que regirán cada auditoría a realizar en el periodo.

d) El universo auditable comprenderá siempre a la totalidad de los senadores y diputados, cualquiera sea la auditoría determinada en el plan.

e) La identificación de las condiciones, variables o factores que habilitarían excepcionalmente la selección de muestras aleatorias de parlamentarios auditables.

f) Un cronograma o planificación de las auditorías a desarrollar en el año respectivo, con indicación de las etapas y fechas que comprenderá la revisión.".

b) Incorporase los siguientes incisos, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos: 

"La determinación de las auditorías y del periodo auditable, estará sujeta al criterio técnico del Comité, fundado éste en consideraciones de complejidad, diversidad y oportunidad.".

"La aleatoriedad para la selección de una muestra auditable de parlamentarios constituye un mecanismo excepcional, entendido como instrumento de verificación y complementario a las auditorías a realizar en el año, y cuya procedencia queda sujeta al criterio técnico del Comité cuando la oportunidad o complejidad del proceso de auditoría lo amerite.".

"Durante el proceso de elaboración del plan, el Comité podrá consultar a las instancias del Congreso Nacional que estime pertinente para mejor fundar y diseñar dicho Plan y, en todo caso, a los Secretarios Generales de ambas Corporaciones antes de su ejecución.".

"El Plan Anual de Trabajo, antes de su ejecución, será comunicado a los Jefes o Representantes de los Comités Parlamentarios, a las Presidentes y Secretarios Generales de cada Corporación y al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.".

(ARTÍCULO 8°)

8) Para incorporar en el artículo 8°, el siguiente numeral 4), nuevo:

"4) Los acuerdos complementarios a las disposiciones normativas dictadas por el Consejo Resolutivo, que en ejercicio de sus competencias adoptaren las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados; acuerdos que deberán ser oportunamente informados al Comité de Auditoría por dichas comisiones.".

(ARTÍCULO 9°)

9) Modificase el artículo 9°, de la siguiente forma:

a) Reemplazase la letra a), por la siguiente:

"a) Documentos, informes y antecedentes que sustenten el pago, rendición de cuenta y entrega de recursos a Senadores, Diputados y Comités Parlamentarios por concepto de asignaciones parlamentarias.".

(ARTÍCULO 10)

10) Para intercalar, en el artículo 10, a continuación de la palabra "Diputados", la frase "y ante la Comisión de Biblioteca".

(ARTÍCULO 11)

11) Para reemplazar el artículo 11, por siguiente:

"Artículo 11.- Para el cumplimiento de los procedimientos de auditoría, el Comité podrá requerir de los parlamentarios o Jefes o Representantes del Comité Parlamentario pertinente, la información y antecedentes que estime atingentes, como también sugerirles medidas o acciones, tendientes a resolver o corregir las deficiencias que advierta en la forma en que se destinan, usan o rinden los recursos considerados para financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Asimismo, el Comité de Auditoría pondrá en conocimiento del Secretario General respectivo las deficiencias observadas, a fin de que éste adopte o proponga, en el ámbito administrativo, las correcciones que fueren procedentes.

Los Diputados, los Senadores y los jefes o Representantes de los Comités Parlamentarios, enviarán la información y antecedentes requeridos directamente al Comité de Auditoría, contestando y suscribiendo personalmente cada una de las indicaciones u observaciones que el Comité haya formulado.

El Comité de Auditoría deberá solicitar al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, la dictación de normas aclaratorias, interpretativas o modificatorias, destinadas a corregir las deficiencias o vacíos que se adviertan en la forma en que se están destinando, utilizando o rindiendo los recursos asignados, especialmente cuando existan dudas generalizadas o pueda haber más de una interpretación sobre el correcto uso, destino o rendición de una asignación.".

(ARTÍCULO 12)

12) Para reemplazar el artículo 12, por el siguiente:

"Artículo 12.- Si un parlamentario, antes del término de su periodo, cesa en su cargo por cualquier causa, será objeto de una revisión del Comité de Auditoría, respecto de los gastos efectuados con cargo a los recursos de asignaciones parlamentarias que no hubieren sido ya auditados en un proceso regular. La disponibilidad de este parlamentario ante dicho Comité, así como su responsabilidad frente a los resultados que arroje la revisión, se extenderá hasta los seis meses siguientes a la fecha del cese de funciones.

La revisión señalada, en los términos del inciso precedente, podrá iniciarse aun antes del cese de funciones, en el caso de aquellos parlamentarios que no postularen a su reelección o aun postulando no resultaren elegidos, como también en los casos de aquellos que postularen a la otra cámara, sean o no elegidos.

Las disposiciones indicadas en el inciso primero serán también aplicables, en la forma que corresponda, a los Comités Parlamentarios que dejen de existir por cualquier causa. En estos casos, la disponibilidad y responsabilidad indicada en él mismo inciso, se radicará en los últimos jefes o representantes de tales comités.".

(ARTÍCULO 13)

13) Para reemplazar el artículo 13, por el siguiente:

"Artículo 13.- Los Requerimientos de Información y de Aclaración, así como los Reparos que formule el Comité de Auditoría, serán comunicados directamente al parlamentario o, en su defecto, al Jefe o Representante del Comité Parlamentario respectivo, mediante oficio reservado, para que dentro de los plazos contemplados en el artículo 3° numerales 7 y 8, según el caso, acompañe la información, formule sus aclaraciones, o responda cada uno de las materias observadas u objetadas en el reparo.

Las respuestas a los requerimientos de Información y de Aclaración, y a los Reparos que plantee el Comité de Auditoría, deberán ser suscritas personalmente por el parlamentario respectivo.

Las observaciones u objeciones materia del Reparo que no sean resueltas o corregidas en el plazo contemplado en el artículo 3° numeral 8, o que a juicio del Comité de Auditoría no lo sean de manera satisfactoria o suficiente, se pondrán en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara respectiva. 

El Comité oficiará oportunamente a cada parlamentario el Cierre de Auditoría, el cual será definitivo cuando no exista ninguna información, aclaración o reparo pendiente; en caso contrario, el Comité dará curso a la instancia indicada en el inciso precedente, oficiando previamente al parlamentario.".

(ARTÍCULO 14)

14) Para reemplazar, en el artículo 14 por el siguiente:

"Artículo 14.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, las comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados, en cualquier momento y frente a antecedentes graves de que conozcan, podrán solicitar que el Comité de Auditoría realice un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o Comité Parlamentario haya utilizado o rendido los recursos destinados al ejercicio de la función parlamentaria.".

15) Para incluir, antes del artículo 15, el epígrafe:

"Párrafo Sexto

Del Informe Anual"

(ARTÍCULO 15)

16) Para modificar el artículo 15, de la siguiente forma:

a) Reemplazase los incisos primero y segundo, por los siguientes:

"Artículo 15.- El Comité de Auditoría Parlamentaria emitirá un Informe Anual, que contendrá una presentación sumaria de los hechos relevantes de cada una de las auditorías y demás actividades desarrolladas en el periodo, así como de las situaciones especiales advertidas y las recomendaciones que el Comité haya estimado oportuno efectuar, en relación con el destino, uso, y rendición de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.

El Informe Anual será remitido a los Presidentes de cada Corporación, y a las Comisiones de Ética y Transparencia, Revisoras de Cuentas y de Régimen del Senado y Régimen Interno de la Cámara de Diputados.".

b) Reemplazase el inciso sexto, por el siguiente:

"El Comité de Auditoría Parlamentaria enviará a las Comisiones Revisoras de Cuenta del Senado y de la Cámara de Diputados, según sea el caso, la revisión indicada en el artículo 1° letra b), dentro de los 45 días siguientes a la recepción del informe de auditoría de gastos institucionales de cada Corporación.".

c) Para intercalar en el inciso final, a continuación de la palabra "informe", la frase "recaído en la revisión".

d) Para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

"El Informe Anual del Comité de Auditoría será público, una vez que las Comisiones destinatarias del mismo hayan adoptado las medidas y resoluciones que les competan en razón de los contenidos y conclusiones de dicho informe. La publicidad de los informes recaídos en trabajos especiales, solicitados al Comité por las Comisiones o instancias internas habilitadas para ello, será decidida por éstas últimas, al igual que la oportunidad de la misma, por constituir tales informes y sus conclusiones, base o fundamento para el ejercicio de competencias propias de los entes requirentes.".

(ARTÍCULO 16)
17) Reemplazase el artículo 16, por el siguiente:
"Artículo 16.- La Ley de Presupuestos deberá consultar anualmente, en la partida correspondiente al Congreso Nacional, el programa de recursos necesarios para el funcionamiento del Comité de Auditoría Parlamentaria, creado por el artículo 66 A de la ley N° 18.918, sujetándose a las normas presupuestarias vigentes en el sector público.

El Coordinador del Comité de Auditoría Parlamentaria comunicará a los Presidentes de ambas ramas del Congreso Nacional las necesidades presupuestarias correspondientes al Comité, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para la tramitación de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

La dotación de personal que el Comité de Auditoría requiera para el debido cumplimiento de sus funciones, deberá ser autorizado por la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, previamente a su contratación por dicho Comité.".

Valparaíso, Lunes 3 de agosto de 2015.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N°19.733 EN LO RELATIVO AL DERECHO DE ACLARACIÓN O DE RECTIFICACIÓN QUE ASISTE A LAS PERSONAS QUE HAYAN SIDO INJUSTAMENTE ALUDIDAS U OFENDIDAS POR ALGÚN MEDIO DE COMUNICACIÓN SOCIAL EN EL PERÍODO QUE INDICA

(10.222-07)

Considerandos:

1) Durante la Dictadura Militar, algunos medios de prensa de la época fueron parte de un plan que estaba destinado a manipular y/o tergiversar las informaciones que sistemáticamente se entregaban a la población;

2) Tal fue el grado de manipulación que se utilizó para el encubrimiento de violaciones a los derechos humanos, que hasta el Informe Rettig señaló lo siguiente:

"Los medíos de comunicación, en general, ya por control o autocontrol, ya en forma espontánea, siguieron adhiriendo en forma relativamente incondicional al régimen, sin formular críticas a su gestión por la situación de los derechos humanos en Chile (...) La prensa continuó haciéndose portavoz de las versiones oficiales de sucesos relacionados con detenidos desaparecidos que pretendieron ocultar la responsabilidad de agentes del Estado chileno y que fueron presentadas como 'la verdad' de lo ocurrido, en circunstancias de que, en muchas ocasiones, existían motivos plausibles para dudar de tales versiones";

3) El informe sobre Prisión Política y Tortura, a su respecto señaló que: 

"La prensa presentó las labores de represión como cruzadas contra la delincuencia, denigrando así a las figuras opositoras mediante su presunta asociación con acciones delictivas (...) Valga como ejemplo un editorial de El Mercurio titulado "La dura batalla de Chile", el 5 de octubre de 1973, en donde se lee: 'Los allanamientos militares y operativos policiales no se están efectuando sin motivo. Muy por el contrario, los continuos hallazgos de arsenales y demás elementos destinados a una larga lucha de guerrillas o a la formación de un verdadero ejercito irregular, demuestra que para todos los fines jurídicos y de seguridad pública, el país se encuentra en estado de guerra. Por tal motivo, la aplicación de disposiciones pertinentes del Código de Justicia Militar está plenamente justificada, como puede apreciarse en las informaciones de televisión, de radio, de revistas, y de diarios, además de la experiencia personal de muchos ciudadanos. (...) Lamentablemente el imperativo del éxito de las acciones militares impide muchas veces que puedan exhibirse con toda oportunidad y con amplia divulgación las pruebas de la alta traición cometidas por los responsables del régimen anterior y los partidos políticos que lo apoyaron"; 

4) En el mismo orden de ideas, el Periódico La Nación, en un acto por esclarecer lo sucedido respecto de la manipulación de la Prensa, el día lunes 30 de mayo de 2005, publicó el siguiente artículo:

	OPERACIÓN COLOMBO, EL MONTAJE MÁS GRANDE DE LA DICTADURA MILITAR

Su objetivo fue hacer creer que los prisioneros a quienes sus familiares daban por desaparecidos, habían huido a Argentina donde unos se mataron entre ellos y otros murieron en tiroteos con la policía de ese país.


Al interior de esta crónica se lee que:

"Días antes, el 16 de julio de 1975, informando de la aparición en Buenos Aires de los "ajusticiados" Robotham y Guelndelman, "Las Últimas Noticias" tituló "Sangrienta vendetta interna hay en el MIR" agregando que "Desaparecidos en Chile resucitan en Argentina, pero ahora son ultimados por sus propios compañeros";

5) Asimismo, otro caso en el que se demostró la manipulación de la información efectuada por algunos medios fue el asesinato del Diplomático Español Carmelo Soria, crimen que se "disfrazó" como un suicidio de carácter pasional, afectando no sólo la dignidad y honra de este Diplomático y su Mujer, sino que además, las de sus hijas y familia;

6) Otro tanto de manipulación y ocultamiento de la verdad, ocurrió con el denominado caso "Los Hornos de Lonquén", una noticia de evidente connotación política y una clara muestra de la Violación a los Derechos Humanos que se vivía en aquella época, sólo se informó como una noticia de carácter meramente policial;

7) Que el derecho a la Libertad de Prensa e Información, no puede sustentarse en afectación a otros derechos fundamentales, tales como, el Derecho a la Honra y el Derecho a la Dignidad, entre otros;

8) En atención a lo anteriormente señalado, podemos afirmar: 

a.- Que el Tribunal Constitucional Chileno, a su respecto ha señalado:

· "Que la doctrina ha conceptualizado este derecho como "una garantía del ciudadano afectado por una información inexacta que le facilita el acceso al medio de comunicación en el que aquella se difundió, de manera sencilla y rápida, condición de esta última imprescindible para la efectividad del derecho" (Porfirio Barroso y María del Mar López Talavera: La libertad de expresión y sus límites constitucionales (Madrid, Ed. Fragua, 1998, p. 226)" 

-Sentencia ROL 1.247-08-INA-

·  Que otra Sentencia del Tribunal Constitucional que aclara la responsabilidad de los medios de comunicación, es la siguiente:

"Así, en relación a la garantía del N° 12 del artículo 19° constitucional, se ha afirmado que "estos derechos se ejercen conforme a la norma constitucional en estudio, sin censura previa, lo que constituye la médula de la garantía, (...) Pero el necesario equilibrio entre el derecho que se ejerce y los deberes correlativos que dignifican dicho ejercicio hace indispensable que el ordenamiento jurídico, cautelando otros bienes jurídicos, haya establecido que la práctica de estas libertades lleva consigo la exigencia de RESPONSABILIDAD. Por ello, quienes al opinar, informar, comunicar, difundir ideas, noticias, imágenes, en cualquier forma, por cualquier medio, actual o futuro, cometan delitos o incurran en abusos, deben afrontar las consecuencias penales y civiles que la ley establezca" (Evans de la Cuadra, Enrique (2004). Los Derechos Constitucionales (Tomo II). Santiago: Editorial Jurídica de Chile, p. 20)

De todo lo dicho anteriormente se puede colegir que no obstante los medios de comunicación son libres y respecto de ellos no hay censura previa, tienen responsabilidades, en la medida que pueden vulnerar la honra o la intimidad de las personas, puesto que divulgan informaciones y noticias, y opinan sobre ellas, pudiendo contener afirmaciones injuriosas, inexactas o que invadan la privacidad de las personas, afectando garantías de que éstas son titulares."

-Sentencia ROL: 2535-13-INA-
b.- Que, a su vez la Corte Suprema, en su oportunidad sostuvo:

" (...) el contenido del deber de aclarar o rectificar una noticia que constituya ofensa o injusta alusión es moral, y en la Constitución Política de la República, en los tratados internacionales suscritos por nuestro país que se encuentran en vigencia y en la legislación interna ha sido reconocido como una obligación jurídica de todo medio de comunicación social, como una especial forma de protección frente a ataques a la honra, reputación y vida privada de las personas"

Causa ROL: 1290-1999.

c.- La doctrina nacional también se ha inclinado por la limitación del derecho a la libertad de expresión, por el reconocimiento a otros derechos fundamentales.

"(…) implica reconocer que la libertad de expresión no es atributo absoluto, susceptible de ser ejercido legítimamente sin límites, siendo por el contrario un rasgo esencial de la aclaración o respuesta contribuir al conocimiento de los hechos por la opinión pública, con libertad e igualdad entre quien informa, por un lado, y la persona, natural o jurídica, ofendida o injustamente aludida, de otro;"

(Cea Egaña, José Luis, (2102), "Derecho Constitucional Chileno" Tomo II, Segunda Edición Actualizada, Ediciones UC, página 406) (lo ennegrecido es nuestro).

9) A continuación, se acompañan copias de portadas o noticias, de algunos medios de comunicación escritos de la época, que dan cuenta de la sistematicidad con que algunos medios actuaron en la Dictadura Militar:
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Por consiguiente, en razón de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente 

Proyecto de Ley 

"Artículo Único: Agréguese un nuevo artículo 20 bis, en la Ley 19.733 sobre "Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo", Publicada en el D.O. 4 junio de 2001, en los siguientes términos:

"Toda persona que habiendo sido injustamente ofendida o aludida por un medio de comunicación social, y haya sido vinculada o incluida en algún tipo de información falsa, a raíz de manipulación, censura, omisión, tergiversación o encubrimiento de noticias durante el periodo de la dictadura militar, que va desde septiembre de 1973 a marzo de 1990, podrá solicitar su derecho a rectificación o aclaración gratuita en los términos y condiciones señaladas en este título, al medio de comunicación respectivo o su continuador legal, no aplicándose a su respecto la prescripción establecida en el artículo anterior, ni en ningún otro cuerpo normativo.

Podrán ejercer este derecho a aclaración o rectificación, el ofendido, su cónyuge, sus ascendientes o descendientes o adoptados, o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad"."

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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MOCIÓN DE SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, LARRAÍN Y PROKURICA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS CIVIL Y PENAL EN MATERIA DE RECONOCIMIENTO DE UN HIJO DE FILIACIÓN NO MATRIMONIAL

(10.223-07)

Mediante la promulgación de la ley N° 19.585, en el año 1998, se estableció un nuevo estatuto filiativo en nuestro país, mediante la  modificación de diversas disposiciones del Código Civil, que regulan dicha materia, ciñéndose a los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, que se encuentra ratificada y vigente en Chile, desde el año 1990, especialmente en lo que concierne al trato igualitario para todos los hijos, el derecho de toda persona a conocer su identidad biológica, consagrando de igual modo, el interés superior del niño.
En lo que respecta al trato igualitario de todos los hijos, se puso término a la distinción que dicho cuerpo normativo establecía respecto de ellos, en legítimos, naturales e ilegítimos, lo que por cierto constituyó un gran avance en nuestro ordenamiento jurídico.

La mencionada Convención dispone en sus artículos 7 y 8, que el niño tiene derecho, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos, debiendo los Estados Partes velar por la aplicación de estos derechos conforme a su respectiva legislación nacional, y asimismo se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad.

La ley N° 19.585 ya citada recogió el principio de conocer los orígenes de una persona, estableciendo una clasificación entre hijos de filiación matrimonial y de filiación no matrimonial, sin que ello constituya una diferencia en lo que corresponde a sus derechos.

De acuerdo al artículo 186 del Código Civil, en su texto actualmente vigente   la filiación no matrimonial de un hijo, queda determinada legalmente por el reconocimiento del padre, la madre o ambos, o por sentencia firme dictada en juicio de filiación.

El artículo 187 del mismo cuerpo legal, establece las formas de hacer dicho reconocimiento, a saber:

1º. Ante el Oficial del Registro Civil, al momento de inscribirse el nacimiento del hijo o en el acto del matrimonio de los padres; 2º. En acta extendida en cualquier tiempo, ante cualquier oficial del Registro Civil; 3º. En escritura pública, y 4º. En acto testamentario.

Es del caso destacar que basta la afirmación de la paternidad o maternidad del padre o madre, en su caso, para que la filiación quede determinada, ya que normalmente tal aseveración corresponde a la verdad biológica.

Sin embargo puede darse el caso, y de hecho ocurre, que una persona que no tenga vínculo alguno con un  menor o con su madre, efectúe un reconocimiento de paternidad, que obviamente será abusivo, lo que además deriva en otras situaciones conflictivas.

A fin de evitar este tipo de situaciones, que atentan contra el interés superior del niño, consideramos que debe imponerse una exigencia adicional al reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial, consistente en la autorización expresa de su madre, ante el Servicio de Registro Civil.

De igual modo, estimamos que una declaración de paternidad efectuada en forma abusiva, o con engaño, debe ser sancionada como una conducta atentatoria contra el estado civil de las personas, con la misma pena que se contempla para la usurpación del estado civil.

En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.-
Modifíquese el artículo 187 del Código Civil, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:
“Con todo, el reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial, efectuado por alguien que no es su padre, requerirá siempre del consentimiento previo de su madre, mediante declaración ante el Oficial del Registro Civil”.
Artículo 2°.- Modifíquese el artículo 354 del Código Penal, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:
“Las mismas penas se impondrán a quien efectuare dolosamente el reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE SENADORES SEÑORES HORVATH, ARAYA, ESPINA, HARBOE Y LARRAÍN CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REEMPLAZA EL ARTÍCULO 17 A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL PARA REGULAR LOS CASOS EN QUE PUEDEN REFUNDIRSE LOS PROYECTOS DE LEY

(10.224-07)

Mediante la promulgación de la ley N° 19.585, en el año 1998, se estableció un nuevo estatuto filiativo en nuestro país, mediante la  modificación de diversas disposiciones del Código Civil, que regulan dicha materia, ciñéndose a los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, que se encuentra ratificada y vigente en Chile, desde el año 1990, especialmente en lo que concierne al trato igualitario para todos los hijos, el derecho de toda persona a conocer su identidad biológica, consagrando de igual modo, el interés superior del niño.
En lo que respecta al trato igualitario de todos los hijos, se puso término a la distinción que dicho cuerpo normativo establecía respecto de ellos, en legítimos, naturales e ilegítimos, lo que por cierto constituyó un gran avance en nuestro ordenamiento jurídico.

La mencionada Convención dispone en sus artículos 7 y 8, que el niño tiene derecho, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos, debiendo los Estados Partes velar por la aplicación de estos derechos conforme a su respectiva legislación nacional, y asimismo se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad.

La ley N° 19.585 ya citada recogió el principio de conocer los orígenes de una persona, estableciendo una clasificación entre hijos de filiación matrimonial y de filiación no matrimonial, sin que ello constituya una diferencia en lo que corresponde a sus derechos.

De acuerdo al artículo 186 del Código Civil, en su texto actualmente vigente   la filiación no matrimonial de un hijo, queda determinada legalmente por el reconocimiento del padre, la madre o ambos, o por sentencia firme dictada en juicio de filiación.

El artículo 187 del mismo cuerpo legal, establece las formas de hacer dicho reconocimiento, a saber:

1º. Ante el Oficial del Registro Civil, al momento de inscribirse el nacimiento del hijo o en el acto del matrimonio de los padres; 2º. En acta extendida en cualquier tiempo, ante cualquier oficial del Registro Civil; 3º. En escritura pública, y 4º. En acto testamentario.

Es del caso destacar que basta la afirmación de la paternidad o maternidad del padre o madre, en su caso, para que la filiación quede determinada, ya que normalmente tal aseveración corresponde a la verdad biológica.

Sin embargo puede darse el caso, y de hecho ocurre, que una persona que no tenga vínculo alguno con un  menor o con su madre, efectúe un reconocimiento de paternidad, que obviamente será abusivo, lo que además deriva en otras situaciones conflictivas.

A fin de evitar este tipo de situaciones, que atentan contra el interés superior del niño, consideramos que debe imponerse una exigencia adicional al reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial, consistente en la autorización expresa de su madre, ante el Servicio de Registro Civil.

De igual modo, estimamos que una declaración de paternidad efectuada en forma abusiva, o con engaño, debe ser sancionada como una conducta atentatoria contra el estado civil de las personas, con la misma pena que se contempla para la usurpación del estado civil.

En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.-
Modifíquese el artículo 187 del Código Civil, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:
“Con todo, el reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial, efectuado por alguien que no es su padre, requerirá siempre del consentimiento previo de su madre, mediante declaración ante el Oficial del Registro Civil”.
Artículo 2°.- Modifíquese el artículo 354 del Código Penal, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:
“Las mismas penas se impondrán a quien efectuare dolosamente el reconocimiento de paternidad de un hijo de filiación no matrimonial”.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.

15
MOCIÓN DE SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GUILLIER Y TUMA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY N° 19.496 SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, A FIN DE ESTABLECER NUEVAS OBLIGACIONES A LOS PROVEEDORES DE CRÉDITO Y A LAS EMPRESAS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL

(10.226-03)

I.- El abuso en las gestiones de cobranza extrajudicial

De acuerdo al “VII Informe de Deuda Personal”, elaborado por la Universidad San Sebastián con datos proporcionados por Equifax y que incluye las deudas impagas contraídas hasta diciembre de 2014, la cantidad total de deudores morosos se estima en 3,4 millones de personas (1). Estas cifras evidencian la crítica realidad de gran parte de la población chilena que debe recurrir al endeudamiento por diversas razones. 

Si bien este escenario deja de manifiesto la necesaria presencia de entidades intermedias que se dediquen a realizar la cobranza extrajudicial, los reclamos recibidos por el Servicio Nacional del Consumidor dejan entrever conductas sistémicas abusivas de parte de esas compañías. 

Según informa el Servicio Nacional del Consumidor, desde 2012 las cobranzas extrajudiciales abusivas, es decir, todas aquellas que por una u otra razón no respetan los derechos de los consumidores, mostraban, desde ese año, aumentos de 139% en relación al año anterior. De acuerdo a las mismas cifras, se alcanzó la cantidad de 14.671 reclamos en los últimos 12 meses, considerando el periodo entre el 1 de abril de 2011 hasta el 31 de marzo del 2012 (2). 

Según el mismo informe, el mercado financiero ocupa el 78% de reclamos por cobranzas abusivas, seguido de lejos por los servicios básicos (7%) y las autopistas (5%). Considerando el ingreso de reclamos por submercado, el sector de las tarjetas de multitiendas ocupan el 54% de este tipo de reclamos, seguido por los Bancos (14%) y las empresas externas de cobranza (6%). Finalmente, en relación con los reclamos por cobranzas, los consumidores se quejan principalmente por cobros indebidos (69%). 

Dentro de los reclamos recibidos por cobros indebidos, las quejas apuntan a los gastos de cobranza que superan los topes establecidos en la Ley del Consumidor, donde se incluyen honorarios de abogados que no corresponden, cobros por deudas ya pagadas o inexistentes, o se exige a los deudores el pago de gastos de cobranza antes del plazo legal de 15 días de vencida la deuda.

Un importante lugar ocupan las acciones de cobranza que afectan la privacidad familiar y laboral, tales como el informar de la deuda existente a terceros, o la realización de llamados con amenazas. Finalmente, el cobro de deudas ajenas es otra situación que afecta a un grupo importante de estas personas, así como las llamadas en días o en horas inhábiles y la recepción de cartas que simulan escritos judiciales. 

En suma, los datos presentados por el Servicio Nacional del Consumidor dejan entrever los múltiples abusos contrarios a los derechos de los clientes asegurados por la ley. Esta situación requiere ser subsanada a través de más compromiso y responsabilidad de parte de las entidades financieras, así como por  parte de las empresas externas de cobranza. 

II.- Necesidad de avanzar hacia una mayor información para los consumidores

La Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, es sumamente clara al disponer en su artículo 37, inciso quinto: “Las actuaciones de cobranza extrajudicial no podrán considerar el envío al consumidor de documentos que aparenten ser escritos judiciales; comunicaciones a terceros ajenos a la obligación en las que se de cuenta de la morosidad; visitas o llamados telefónicos a la morada del deudor durante días y horas que no sean los que declara hábiles el artículo 59 del código de Procedimiento civil, y, en general, conductas que afecten la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor”.
En consecuencia, para terminar con las malas prácticas de cobro no hace falta realizar grandes reformas legales. Antes bien, corresponde hacer un pequeño ajuste normativo que permita nutrir a los consumidores de más información respecto de sus derechos ante un procedimiento de cobranza extrajudicial. 

Los consumidores no pierden su dignidad ni sus derechos cuando mantienen deudas impagas o atrasadas, por lo que es fundamental que el cobro justo de esa obligación no interfiera en la privacidad familiar y sobrepase los límites legales en los gastos de cobranza. Con esta finalidad, la Corporación Nacional de Consumidores Unidos (Conadecus) elaboró un listado con consejos claros y concretos para educar en información relativa a los derechos a los consumidores (3). Entre las sugerencias que hace, resulta pertinente mencionar las siguientes:
1. El derecho a que la empresa de cobranza no realice amenazas ilegítimas al deudor o le envíe escritos que parezcan demandas judiciales para exigir el pago. Conadecus advierte que, para reconocer una demanda judicial, el documento debe tener el número de rol de la causa, el nombre del juzgado civil que lleva la cobranza judicial, el procedimiento y la individualización de la empresa demandante e individualización del demandado. Además, la Corporación aconseja verificar la autenticidad de la demanda ingresando al sitio web del Poder Judicial. 

2. El derecho del deudor a que la empresa de cobranza, por una parte, no envíe comunicaciones o haga llamados telefónicos a personas que no están involucradas en la deuda (empleador, familiares, vecinos, etc.) y, por la otra, no realice cobros fuera de los días y horas hábiles legales, es decir, de lunes a sábados entre las 8 y 20 horas.

3. El derecho a que se respete la privacidad del hogar del deudor, la convivencia normal de su entorno personal y su situación laboral.

4. El derecho del deudor a que las empresas respeten los montos máximos a aplicar por concepto de gastos de cobranza y de intereses (estos no deben superar la Tasa Máxima Convencional).

5. El derecho a que sólo pasados 15 días corridos desde la fecha de vencimiento de la deuda se devenguen gastos de cobranza. Además, los límites legales de estos gastos son los siguientes: 9%  para las deudas o cuotas de hasta 10 UF; 6% para la parte de la deuda que exceda de 10 y hasta 50 UF; y 3% para el monto que supere las 50 UF.

6. El derecho a pagar directamente al acreedor el total de la deuda vencida o las cuotas impagas (incluyendo los gastos de cobranza que procedan), no estando obligado a hacerlo a la empresa de cobranza extrajudicial.

7. El derecho a que sea una misma la normativa que se aplica a todos los tipos de crédito otorgados por bancos, entidades financieras, casas comerciales u otros otorgantes de préstamos de dinero (farmacias, supermercados, cooperativas, etc.).

8. El derecho a oponerse al cobro que realicen las empresas de cobranza sobre deudas impagas antes de los 15 días de vencimiento de la obligación; el mismo derecho a oponerse asiste al deudor cuando se le cobra más allá de los porcentajes establecidos por la ley o le practican procedimientos abusivos de cobranza.

Considerando estos consejos como referencia meramente ilustrativa, es deseable que en términos parecidos las empresas de cobranza extrajudicial y los proveedores de crédito informen a sus deudores acerca de los derechos que les asisten ante una gestión de cobro. Esta es la razón por la cual conviene hacer un ajuste legal, de manera que la Ley Nº 19.496 contenga una obligación de esta naturaleza en forma clara y expresa. 
III.- Objetivo  del proyecto de ley

La moción tiene por finalidad imponer una nueva obligación a los proveedores de créditos y a las empresas de cobranza extrajudicial, consistente en el deber de informar por escrito al deudor los derechos que le asisten en un procedimiento extrajudicial de cobro. El contenido de esa comunicación serán los derechos consagrados en el mismo artículo 37 y siguientes de la Ley del Consumidor, así como las regulaciones especiales que el Ministerio de Economía establezca al efecto. 

Para este fin, el proyecto incorpora un nuevo inciso sexto al artículo 37 de la Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

Por lo tanto, vengo a someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- Modifícase el artículo 37 de la Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de intercalar un inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser séptimo, y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“Las empresas que realicen cobranza extrajudicial, al iniciar cualquier gestión destinada a la obtención del pago, deberán informar por escrito al deudor los derechos que le asisten en ese procedimiento. La misma obligación recaerá sobre el proveedor del crédito cuando éste realice gestiones de cobro y su omisión constituirá infracción a la presente ley.  La comunicación referida deberá contener en lenguaje simple los derechos consagrados para el deudor en esta ley. El contenido y la presentación de dicha información podrá ser determinada por el Ministerio como parte de los reglamentos que se dicten de acuerdo al artículo 62.”. 

Dios guarde a V.E., 

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

Notas:

1VII Informe de Deuda Personal Deudores Morosos a Diciembre 2014 Proyecto Universidad San Sebastián - Equifax. Disponible en: http://www.uss.cl/wp-content/uploads/2015/03/VII-Informe-de-Deuda-Personal-USS-Equifax.pdf. (Mayo, 2015)

2“Sernac recibió cerca de 15 Mil reclamos por Cobranzas Extrajudiciales Abusivas”. 17/04/2012. Disponible en: http://www.sernac.cl/27810/. (Junio, 2015)

3CONADECUS, “Cómo enfrentar los gastos de cobranza”, 13/09/2011. Disponible en : http://www.conadecus.cl/conadecus/?p=631. (JUnio, 2015)
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN; SEÑORAS ALLENDE, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, Y SEÑORES ARAYA, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, LAGOS, LARRAÍN, MOREIRA, NAVARRO, ORPIS, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS Y PATRICIO WALKER CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INDICACIÓN QUE EXCLUYA A LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN DE LAS OBLIGACIONES CONTEMPLADAS EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE MARCO PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR (9.094-12)
(S 1.820-12)

Considerando:

1°.- Que en la sesión celebrada el 9 de junio del presente año, esta Corporación aprobó en general, el proyecto de ley que establece un marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, estableciéndose como plazo para presentar indicaciones, el día 3 de agosto próximo.

2°.- Que el objetivo principal del mencionado proyecto consiste en el establecimiento de un nuevo sistema de residuos, que considera la introducción de un instrumento de gestión ambiental de carácter obligatorio denominado “Responsabilidad extendida del productor”, para nueve categorías de productos específicos individualizados en el texto de la iniciativa, dentro de los cuales se incluyen a los diarios, periódicos y revistas.

3°.- Que este instrumento de gestión ambiental consiste en que los productores de ciertos bienes son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de sus respectivos residuos, de manera que el fabricante o importador de ciertos productos debe hacerse cargo de ellos, una vez terminada su vida útil, debiendo cumplir con las metas de reciclaje que para estos efectos serán establecidas por el Ministerio de Medio Ambiente.

4°.- Que por lo tanto, la obligación principal que tendrán las sociedades periodísticas o editoras que vendan diarios, periódicos o revistas en nuestro país, será la de cumplir con las metas de gestión de residuos, que se establezcan en un Decreto Supremo que debe dictar para estos efectos, el Ministerio de Medio Ambiente, para cuyo propósito se implementará un reglamento que regule la elaboración de dichos actos administrativos.

5°.- Que para el cumplimiento de las disposiciones contempladas en el proyecto de ley, los productores de diarios, periódicos o revistas, deberán entregar dichos productos a un gestor autorizado de residuos, asumiendo asimismo el rol de un generador de residuos.

6°.- Que asimismo,  cada sociedad que produzca diarios, periódicos o revistas deberá organizar y financiar la recolección de los residuos de esos productos, asegurando que la gestión de dicho proceso se realice por gestores autorizados y registrados.

7°.- Que el incumplimiento las metas de recolección o valorización establecidas por el Ministerio de Medio Ambiente, faculta a la Superintendencia de Medio Ambiente para prohibir la venta de un diario, periódico o revista, hasta que no se dé cumplimiento a dichas normas.

8°.- Que estas sanciones, de tanta drasticidad, afectan indudablemente a la libertad de expresión y la libertad de prensa, además de constituir un atentado a las garantías constitucionales de emitir opinión e informar sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio.

9°.- Que en este orden de ideas, cabe consignar que en otros países donde se utilizan sistemas de responsabilidad extendida del productor, no se considera entre los obligados a cumplir dichos programas, a los productores de diarios, periódicos o revistas.

10°.- Que en consecuencia, se hace necesario evitar estas trasgresiones a las garantías fundamentales ya mencionadas, mediante una indicación que debe enviar S.E., la Presidenta de la República, para que sea incorporada a la discusión del referido proyecto de ley.

En mérito a lo expuesto, 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., la Presidenta de la República tenga a bien enviar una indicación para que sea incorporada a la discusión del proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, en virtud de la cual se exima a los productores de diarios, periódicos y revistas, entre las entidades obligadas a las metas de reciclaje que establezca el Ministerio de  Medio Ambiente.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senador.- Jacqueline Van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena Von Baer Jahn, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Juna Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Patricio Walker Prieto.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH; SEÑORAS LILY PÉREZ Y VAN RYSSELBERGHE, Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, COLOMA, ESPINA, GARCÍA, LAGOS, LARRAÍN, MATTA, LETELIER, MOREIRA, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR CON EL QUE SOLICITAN LA ADHESIÓN DEL SENADO A LA CONMEMORACIÓN DEL 70° ANIVERSARIO DE LA DESTRUCCIÓN DE LA CIUDAD DE HIROSHIMA

(S 1.822-12)

Considerando que el día 6 de agosto se conmemora el 70° aniversario de la destrucción de Hiroshima por una devastadora bomba atómica que costó la vida a decenas de miles de personas, principalmente civiles inocentes,

Conscientes de que este ataque aéreo indiscriminado constituyó la mayor hacatombe nuclear de la historia, cuyas consecuencias físicas y morales se mantienen hasta estos días,

Persuadidos de que el uso de energía nuclear con fines bélicos reviste un atentado a la propia condición humana,

Conscientes de que las tesis belicistas que consideran a los civiles como objetivos militares, atentan contra los derechos humanos fundamentales y contra los instrumentos vigentes del derecho internacional humanitario,

El Senado acuerda, 

Adherirse a la ceremonia de simbologías pacifistas con que se recordará esta tragedia en el Parque Conmemorativo de la Paz en Hiroshima, 

Expresar su convicción de que la paz constituye el más preciado bien de la humanidad y que un deber básico de los dirigentes políticos es trabajar cotidianamente por su preservación y promoción,

Alentar a la comunidad internacional a asumir un compromiso efectivo con la Carta de Naciones Unidas y con toda la normativa supranacional relativa a la defensa y promoción de los derechos humanos y el derecho humanitario internacional, 

Ratificar su adhesión a los instrumentos internacionales que prohíben las armas nucleares y a las normas que permiten que la comunidad internacional controle y supervise los procesos de enriquecimiento de uranio con fines pacíficos, su almacenamiento y uso, especialmente a través del organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA).

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline Van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH; SEÑORAS GOIC, MUÑOZ Y LILY PÉREZ, Y SEÑORES CHAHUÁN, DE URRESTI, ESPINA, GARCÍA, GIRARDI, GUILLIER, MATTA, MONTES, MOREIRA, NAVARRO, PIZARRO, QUINTANA, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LIMITAR LA ENERGÍA NUCLEAR SÓLO A LOS ÁMBITOS DE LA INVESTIGACIÓN, LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA APLICADA

(S 1.823-12)

1. A 70 años del ataque con bombas nucleares el 6 de Agosto 1945, a las ciudades de Japón Hiroshima y tres días después a la de Nagasaki, es que resulta relevante asegurar una política del país para que el uso de la energía nuclear sea solo con fines pacíficos de investigación y de manera tal que no genere riesgos a la población.

2. En la actualidad China, Corea del Norte, Estados Unidos, Francia, India, Israel, Reino Unido, Rusia y Pakistán poseen más de 15.000 armas nucleares. Estados Unidos y Rusia mantienen cerca de 2.000 armas nucleares en estado de alta alerta, listas para lanzarse a los pocos minutos después de una advertencia. En su mayoría estas armas son de mayor poder destructivo que las bombas atómicas que cayeron sobre Japón en 1945. Si solo se detonara una cabeza nuclear sobre una gran ciudad, podría matar a millones de personas y provocar efectos que persistirían durante décadas.

3. El fracaso de desarmar a las potencias nucleares ha aumentado el nivel del riesgo de que otros países adquieran armas nucleares. La única garantía contra la proliferación y el uso de las armas nucleares es eliminarlas lo antes posible. Si bien los líderes de algunas naciones que poseen armas nucleares han expresado su apoyo a la iniciativa de un mundo libre de armas nucleares, los intentos por desarrollar un plan para eliminar sus arsenales han fracasado, y lo más preocupante es que los están modernizando.

4. Prohibir las armas nucleares en cada país, es un derecho y una responsabilidad. Estas son las únicas que producen destrucción masiva y aún no están prohibidas por ninguna convención internacional, a pesar de su mayor capacidad destructiva. Estas armas son las más inhumanas e indiscriminadas creadas por el hombre. Violan las leyes internacionales, causan daños graves al medio ambiente, generan inseguridad a nivel nacional y global y no existen capacidades estatales, ni internacionales para hacer frente a una catástrofe nuclear.

5. El día 11 de Marzo de 2011, se produjo el accidente de la Central Nuclear de Fukushima, en el mismo país del Japón, demostrando en los hechos de que pese a todas las precauciones, este tipo de centrales siempre tienen riesgo de verse afectadas por catástrofes naturales, fallas o atentados.

6. Desde hace un tiempo organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, representantes de estados y parlamentarios están impulsando una prohibición global de armas nucleares, y esto puede lograrse en poco tiempo con suficiente voluntad y liderazgo político.

7. El que la aplicación de este tipo de energía, no resulta conveniente y que otras como son las Energías Renovables No Convencionales y las políticas de eficiencia energética, son en todas sus dimensiones preferibles.

Chile, tiene un potencial comprobado de ERNC que alcanza a:

	POTENCIAL ENERGÉTICO DE CHILE

	TIPO DE ENERGÍA
	POTENCIAL TEÓRICO (MW)
	POTENCIAL APLICABLE (MW)

	Geotermia 
	16.000
	5.000

	(A. Lahsen, A. Hauser)
	
	

	Pequeñas y medianas centrales
	33.000
	10.000

	(ACERA)
	
	

	Mareomotriz
	164.000
	5.000

	(Alakaluf)
	
	

	Solar (UTF SM)
	100.000
	250

	Eólica
	5.000
	2.000

	(Megawind, mapas eólicos)
	
	

	Biomasa (FAO 2007)
	6.000
	2.000

	TOTAL
	324.000
	24.250


8. Chile es un país que está en la cadena del Círculo de Fuego del Pacífico, altamente volcánico, además sísmico y propenso a riesgos como son: tsunamis, incendios, deslizamientos, crecidas extraordinarias; todas ellas que se ven agravadas por los efectos del fenómeno del Cambio Climático.

9. La política de Seguridad Nacional y Defensa, no requieren del desarrollo de centrales nucleares ni menos de armas de este tipo.

10. Respaldamos a los 113 estados, incluido Chile, que han adherido al compromiso humanitario de avanzar en la solución de los vacíos legales existentes en la normativa internacional vigente.

11. La investigación, la aplicación en áreas de la ciencia, salud, estudios de los recursos naturales y su ciclo, no requiere el uso de este tipo de energía.

Es que venimos, en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

LIMITA EL USO DE LA ENERGÍA NUCLEAR, SOLO PARA INVESTIGACIÓN CIENCIA Y TECNOLOGÍA APLICADA, Y NO PARA EL DESARROLLO DE CENTRALES DE POTENCIA O DE OTRO TIPO, QUE SIGNIFIQUEN RIESGO  PARA LA POBLACIÓN.

El Senado acuerda 

Solicitamos a S.E. la Presidenta de La República, el que en el desarrollo, investigación, ciencia y tecnologías aplicadas de la energía nuclear en nuestro país,  se limite sólo al uso, -y no para el desarrollo de centrales de potencia o de otro tipo, que signifique el riesgo para la población- y los esfuerzos en materia de innovación, ciencia y energía, se destinen a las Energías Renovables no Convencionales ERNC, y a la aplicación de políticas de Eficiencia Energética.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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